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//la ciudad de Buenos Aires, Capital Federal de la República 

Argentina, a los   22      días del mes de     juni o de 2012, 

se reúne la Sala I de la Cámara Federal de Casación  Penal, 

integrada por el doctor Raúl R. Madueño como Presid ente, y los 

doctores Luis María Cabral y Mariano H. Borinsky co mo Vocales, 

a los efectos de resolver los recursos de casación interpuestos 

por las defensas, querellas y fiscales en esta caus a n°  14.571 

caratulada: Jorge Rafael Videla y otros s/recurso d e casación, 

de cuyas constancias RESULTA: 

-  I   - 

 Que el Tribunal Oral en lo Criminal Federal n° 1 de  

la ciudad de Córdoba resolvió, en lo que aquí inter esa, 

 1)  …no hacer lugar al planteo de incompetencia del 

Tribunal deducido por las defensas técnicas. 

 2)  No hacer lugar a la reiteración del planteo de 

recusación del señor Vocal, Dr. José María Pérez Vi llalobo 

formulado por las defensas técnicas, por tratarse d e una 

cuestión ya resuelta por el Tribunal, teniendo pres ente las 

reservas formuladas. 

3)  No hacer lugar a los planteos de nulidad 

formulados por las defensas. 

4)  No hacer lugar a la excepción de prescripción  

planteada por las defensas técnicas de los imputado s. 

5)  No hacer lugar a los planteos de 

inconstitucionalidad de la pena de prisión perpetua , de 

reclusión y de la pena establecida en el art. 144 t er, párrafo 

primero, segundo y tercero del Código Penal según l ey 14.616.   
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6)  No hacer lugar al planteo referido a la imposición  

de pena meramente declarativa, efectuada por las de fensas 

técnicas (…)  

8) Hacer lugar a la nulidad parcial del alegato 

formulado por el Dr. Miguel Ceballos en orden a la acusación de 

Francisco Pablo D´Aloia, por el hecho nominado undé cimo. 

9)  Hacer lugar a la nulidad parcial formulada por la 

defensa técnica del acusado Jorge Rafael Videla y l as 

adhesiones formuladas por las defensas técnicas de González 

Navarro y Mauricio Carlos Poncet, del alegato formu lado por los 

Dres. María Elba Martínez y Vaca Narvaja de conform idad a la 

nulidad decretada en el auto de elevación a juicio.  

10) No hacer lugar al pedido de declaración de 

nulidad de los procesamientos de Dora Isabel Caffie ri y Raúl 

Augusto Bauducco en los autos caratulados “MUÑOZ, M aría del 

Rosario y otro p.ss.aa. de asociación ilícita y Ley  20.840” 

(Expte. 86-M-75), y el de reivindicación de su buen  nombre y 

honor, por ser este Tribunal incompetente, debiéndo se remitir 

el planteo efectuado por el Dr. Rubén Arroyo al señ or Juez 

Federal competente a sus efectos. 

 11) No hacer lugar a la excepción de cosa juzgada 

deducida por la defensa técnica del imputado Gustav o Adolfo 

Alsina.  

12) Tener presente las reservas formuladas por las 

defensas técnicas. 

13) Declarar a JORGE RAFAEL VIDELA… autor mediato 

(determinador) –Dres. Carlos Julio Lascano y José M aría Pérez 

Villalobo- y coautor mediato –Dr. Jaime Díaz Gavier - penalmente 
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responsable, de los delitos de imposición de tormen tos agravada 

por la condición de perseguido político de la vícti ma (treinta 

y dos hechos en concurso real), homicidio calificad o por 

alevosía y por el concurso de pluralidad de partíci pes 

(veintinueve hechos en concurso real), tormento seg uido de 

muerte (un hecho); todo en concurso real (arts. 45,  55, 144 

ter, primer y tercer párrafo, con la agravante prev ista por el 

segundo párrafo del mismo precepto y 80 incs. 2° y 6° del 

Código Penal texto conforme ley 11.179 vigente al t iempo de 

comisión de los hechos, con las modificaciones intr oducidas por 

las leyes 14.616, 20.509, 20.642 y 21.338), imponié ndole en tal 

carácter para su tratamiento penitenciario la pena de PRISIÓN 

PERPETUA E INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA, accesorias legales 

y costas (arts. 19 del Código Penal y 398, 403 prim er párrafo, 

530 y conc. del Código Procesal Penal de la Nación) . En 

consecuencia, ordenar su inmediato alojamiento en u na unidad 

carcelaria dependiente del Servicio Penitenciario F ederal. 

14)  Declarar a LUCIANO BENJAMIN MENÉNDEZ… autor 

mediato (determinador) –Dres. Carlos Julio Lascano y José María 

Pérez Villalobo- y coautor mediato –Dr. Jaime Díaz Gavier- 

penalmente responsable, de los delitos de privación  ilegal de 

la libertad calificada por tratarse de un funcionar io público, 

agravada por el uso de violencia, por durar más de un mes y por 

haberse cometido para compeler a la víctima a hacer , no hacer o 

tolerar algo a lo que no estuviese obligada (seis h echos en 

concurso real); imposición de  tormentos agravada p or la 

condición de perseguido político de la víctima (tre inta y ocho 

hechos en concurso real), homicidio calificado por alevosía y 
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por el concurso de pluralidad de partícipes (treint a hechos en 

concurso real), tormentos seguido de muerte (un hec ho); 

lesiones graves calificadas (un hecho) todo en conc urso real 

(arts. 45, 55, 144 bis inc. 1°, con las agravantes contempladas 

por el 142, incs. 1°, 5° y 6°, en función de lo dis puesto por 

el último párrafo del 144 bis; 144 ter, primer y te rcer 

párrafo, con la agravante prevista por el segundo p árrafo del 

mismo precepto, 90, en función del art. 92 y 80 inc s. 2° y 6° 

del Código Penal texto conforme ley 11.179 vigente al tiempo de 

comisión de los hechos, con las modificaciones intr oducidas por 

las leyes 14.616, 20.509, 20.642 y 21.338), imponié ndole en tal 

carácter para su tratamiento penitenciario la pena de PRISIÓN 

PERPETUA E INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA, accesorias legales 

y costas (arts. 19 del Código Penal y 398, 403 prim er párrafo, 

530 y conc. del Código Procesal Penal de la Nación) , ordenando 

la realización inmediata de una junta médica en el Hospital 

Nacional de Clínicas de esta ciudad, a los fines de  determinar 

si el imputado Menéndez se encuentra en condiciones  de salud, 

que permitan su alojamiento en una unidad carcelari a de la 

provincia. 

15) Declarar a VICENTE MELI … autor mediato 

(determinador) –Dres. Carlos Julio Lascano y José M aría Pérez 

Villalobo- y coautor mediato intermedio –Dr. Jaime Díaz Gavier- 

penalmente responsable, de los delitos de imposició n de 

tormentos agravada por la condición de perseguido p olítico de 

la víctima (catorce hechos en concurso real, a part ir de 

principios del mes de julio de 1976), homicidio cal ificado por 

alevosía y por el concurso de pluralidad de partíci pes (doce 

hechos en concurso real), tormento seguido de muert e (un 
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hecho); todo en concurso real (arts. 45, 55, 144 te r, primer y 

tercero párrafo, con la agravante prevista por el s egundo 

párrafo del mismo precepto y 80 incs. 2° y 6° del C ódigo Penal 

texto conforme ley 11.179 vigente al tiempo de comi sión de los 

hechos, con las modificaciones introducidas por las  leyes 

14.616, 20.509, 20.642 y 21.338), imponiéndole en t al carácter 

para su tratamiento penitenciario la pena de PRISIÓN PERPETUA E 

INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA, accesorias legales y costas 

(arts. 19 del Código Penal y 398, 403 primer párraf o, 530 y 

conc. del Código Procesal Penal de la Nación). En c onsecuencia, 

ordenar su inmediato alojamiento en una unidad carc elaria 

dependiente del Servicio Penitenciario Federal. 

(…)  

17)  Declarar a MAURICIO CARLOS PONCET… autor mediato 

(determinador) –Dres. Carlos Julio Lascano y José M aría Pérez 

Villalobo- y coautor mediato intermedio –Dr. Jaime Díaz Gavier- 

penalmente responsable, de los delitos de imposició n de 

tormentos agravada por la condición de perseguido p olítico de 

la víctima (veintiocho hechos en concurso real), ho micidio 

calificado por alevosía y por el concurso de plural idad de 

partícipes (veintisiete hechos en concurso real), t ormentos 

seguido de muerte (un hecho)  y partícipe necesario  responsable 

de los delitos de imposición de tormentos agravada por la 

condición de perseguido político de la víctima (cua tro hechos 

en concurso real) y de homicidio calificado por ale vosía y por 

el concurso de pluralidad de partícipes (tres hecho s en 

concurso real); todo en concurso real (arts. 45, 55 , 144 ter, 

primer y tercer párrafo, con la agravante prevista por el 
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segundo párrafo del mismo precepto y 80 incs. 2° y 6° del 

Código Penal texto conforme ley 11.179 vigente al t iempo de 

comisión de los hechos, con las modificaciones intr oducidas por 

las leyes 14.616, 20.509, 20.642 y 21.338), imponié ndole en tal 

carácter para su tratamiento penitenciario la pena de PRISIÓN 

PERPETUA E INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA, accesorias legales 

y costas (arts. 19 del Código Penal y 398, 403 prim er párrafo, 

530 y conc. del Código Procesal Penal de la Nación) . En 

consecuencia, ordenar su inmediato alojamiento en u na unidad 

carcelaria dependiente del Servicio Penitenciario F ederal. 

18)  Declarar a RAÚL EDUARDO FIERRO… partícipe 

necesario responsable de los delitos de imposición de tormentos 

agravada por la condición de perseguido político de  la víctima 

(treinta y dos hechos en concurso real), homicidio calificado 

por alevosía y por el concurso de pluralidad de par tícipes 

(treinta hechos en concurso real), tormento seguido  de muerte 

(un hecho); todo en concurso real (arts. 45, 55, 14 4 ter, 

primer y tercer párrafo, con la agravante prevista por el 

segundo párrafo del mismo precepto y 80 incs. 2° y 6° del 

Código Penal texto conforme ley 11.179 vigente al t iempo de 

comisión de los hechos, con las modificaciones intr oducidas por 

las leyes 14.616, 20.509, 20.642 y 21.338), imponié ndole en tal 

carácter para su tratamiento penitenciario la pena de PRISIÓN 

PERPETUA E INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA, accesorias legales 

y costas (arts. 19 del Código Penal y 398, 403 prim er párrafo, 

530 y conc. del Código Procesal Penal de la Nación) , ordenando 

la realización inmediata de una junta médica en el Hospital 

Nacional de Clínicas de esta ciudad, a los fines de  determinar 

si el imputado Fierro se encuentra en condiciones d e salud, que 
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permitan su alojamiento en una unidad carcelaria de  la 

provincia. 

19)  Declarar a JORGE GONZALEZ NAVARRO… autor mediato 

(determinador) –Dres. Carlos Julio Lascano y José M aría Pérez 

Villalobo- y coautor mediato intermedio –Dr. Jaime Díaz Gavier- 

penalmente responsable, de los delitos de imposició n de 

tormentos agravada por la condición de perseguido p olítico de 

la víctima (treinta y dos hechos en concurso real),  homicidio 

calificado por alevosía y por el concurso de plural idad de 

partícipes (treinta hechos en concurso real), torme ntos seguido 

de muerte (un hecho); todo en concurso real (arts. 45, 55, 144 

ter, primer y tercer párrafo, con la agravante prev ista por el 

segundo párrafo del mismo precepto y 80 incs. 2º y 6º del 

Código Penal texto conforme ley 11.179 vigente al t iempo de 

comisión de los hechos, con las modificaciones intr oducidas por 

las leyes 14.616, 20.509, 20.642 y 21.338, imponién dole en tal 

carácter para su tratamiento penitenciario la pena de PRISIÓN 

PERPETUA E INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA, accesorias legales 

y costas (arts. 19 del Código Penal y 398, 403 prim er párrafo, 

530 y conc. del Código Procesal Penal de la Nación) . En 

consecuencia, dejar sin efecto la prisión domicilia ria que le 

fuera concedida oportunamente, ordenando su inmedia to 

alojamiento en una unidad carcelaria dependiente de l Servicio 

Penitenciario de Córdoba. 

20)  Declarar a HERMES OSCAR RODRÍGUEZ… autor mediato 

(determinador) –Dres. Carlos Julio Lascano y José M aría Pérez 

Villalobo- y coautor mediato intermedio –Dr. Jaime Díaz Gavier- 

penalmente responsable, de los delitos de privación  ilegal de 
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la libertad calificada por tratarse de un funcionar io público, 

agravada por el uso de violencia y por haberse come tido para 

compeler a la víctima a hacer, no hacer o tolerar a lgo a lo que 

no estuviese obligada (seis hechos en concurso real ); 

imposición de tormentos agravada por la condición d e perseguido 

político de la víctima (seis hechos), todo en concu rso real 

(arts. 45, 55, 144 bis inc. 1°, con las agravantes contempladas 

por el 142, incs. 1° y 6°, en función de lo dispues to por el 

último párrafo del 144 bis; 144 ter, primer párrafo , con la 

agravante prevista por el segundo párrafo del  Códi go Penal 

texto conforme ley 11.179 vigente al tiempo de comi sión de los 

hechos, con las modificaciones introducidas por las  leyes 

14.616, 20.509, 20.642 y 21.338, imponiéndole en ta l carácter 

para su tratamiento penitenciario la pena de DOCE AÑOS DE 

PRISIÓN E INHABILITACIÓN ABSOLUTA POR EL MISMO TIEM PO DE LA 

CONDENA,  accesorias legales y costas (arts. 19 del Código Pe nal 

y 398, 403 primer párrafo, 530 y conc. del Código P rocesal 

Penal de la Nación). En consecuencia, ordenar su in mediato 

alojamiento en una unidad carcelaria dependiente de l Servicio 

Penitenciario de la provincia de Mendoza. 

21)  Declarar a JOSÉ EUGENIO SAN JULIÁN… autor mediato 

(determinador) –Dres. Carlos Julio Lascano y José M aría Pérez 

Villalobo- y coautor mediato intermedio –Dr. Jaime Díaz Gavier- 

penalmente responsable, de los delitos imposición d e  tormentos 

agravada por la condición de perseguido político de  la víctima 

(seis hechos), todo en concurso real (arts. 45, 55,  144 ter, 

primer párrafo, con la agravante prevista por el se gundo 

párrafo del  Código Penal texto conforme ley 11.179  vigente al 

tiempo de comisión de los hechos, con las modificac iones 
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introducidas por las leyes 14.616, 20.509, 20.642 y  21.338, 

imponiéndole  en tal carácter para su tratamiento p enitenciario 

la pena de SEIS AÑOS DE  PRISIÓN E INHABILITACIÓN ABSOLUTA POR 

EL MISMO TIEMPO DE LA CONDENA,  accesorias legales y costas 

(arts. 19 del Código Penal y 398, 403 primer párraf o, 530 y 

conc. del Código Procesal Penal de la Nación). En c onsecuencia, 

ordenar la realización inmediata de una junta médic a en el 

Hospital Nacional de Clínicas de esta Ciudad, a los  fines de 

determinar si el imputado San Julián se encuentra e n 

condiciones de salud, que permitan su alojamiento e n una unidad 

carcelaria. 

22)  Declarar a JUAN EMILIO HUBER… autor mediato 

(determinador) –Dres. Carlos Julio Lascano y José M aría Pérez 

Villalobo- y coautor mediato intermedio –Dr. Jaime Díaz Gavier- 

penalmente responsable, de los delitos de imposició n de 

tormentos agravada por la condición de perseguido p olítico de 

la víctima (veintiocho hechos en concurso real) tor mento 

seguido de muerte (un hecho); todo en concurso real  (arts. 45, 

55, 144 ter, primer y tercer párrafo, con la agrava nte prevista 

por el segundo párrafo del mismo precepto, Código P enal texto 

conforme ley 11.179 vigente al tiempo de comisión d e los 

hechos, con las modificaciones introducidas por las  leyes 

14.616, 20.509, 20.642 y 21.338) imponiéndole en ta l carácter 

para su tratamiento penitenciario la pena de CATORCE AÑOS DE 

PRISIÓN E INHABILITACIÓN ABSOLUTA POR EL MISMO TIEM PO DE LA 

CONDENA, accesorias legales y costas (arts. 19 del Código Penal 

y 398, 403 primer párrafo, 530 y conc. del Código P rocesal 
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Penal de la Nación). En consecuencia, ordenar su in mediato 

alojamiento en una unidad carcelaria dependiente de l Servicio 

Penitenciario de Córdoba. 

23)  Declarar a VÍCTOR PINO CANO… autor mediato 

(determinador) –Dres. Carlos Julio Lascano y José M aría Pérez 

Villalobo- y coautor mediato intermedio –Dr. Jaime Díaz Gavier- 

penalmente responsable, de los delitos de imposició n de 

tormentos agravada por la condición de perseguido p olítico de 

la víctima (veintiocho hechos en concurso real), to do en 

concurso real (arts. 45, 55, 144 ter, primer párraf o, con la 

agravante prevista por el segundo párrafo del mismo  precepto 

del Código Penal texto conforme ley 11.179 vigente al tiempo de 

comisión de los hechos, con las modificaciones intr oducidas por 

las leyes 14.616, 20.509, 20.642 y 21.338), imponié ndole en tal 

carácter para su tratamiento penitenciario la pena de DOCE AÑOS 

DE PRISIÓN E INHABILITACIÓN ABSOLUTA POR EL MISMO T IEMPO DE LA 

CONDENA, accesorias legales y costas (arts. 19 del Código Penal 

y 398, 403 primer párrafo, 530 y conc. del Código P rocesal 

Penal de la Nación). En consecuencia, ordenar la re alización 

inmediata de una junta médica en el Hospital Nacion al de 

Clínicas de esta ciudad, a los fines de determinar si el 

imputado Pino Cano se encuentra en condiciones de s alud, que 

permitan su alojamiento en una unidad carcelaria. 

24) ABSOLVER a VÍCTOR PINO CANO… en orden al delito 

de homicidio calificado por alevosía y por la plura lidad de 

partícipes, respecto de las víctimas Miguel Hugo Va ca Narvaja, 

Gustavo Adolfo De Breuil y Arnaldo Higinio Toranzo (tres 

hechos) que le atribuye la acusación (art. 3 del C. P.P.N.). 

25)  Declarar a GUSTAVO ADOLFO ALSINA… autor por 
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dominio de la acción, penalmente responsable, de lo s delitos de 

imposición de tormentos agravada por la condición d e perseguido 

político de la víctima (veintiocho hechos en concur so real) y 

coautor por dominio funcional del delito de torment os seguidos 

de muerte en concurso ideal con homicidio calificad o por 

alevosía, ensañamiento y por la pluralidad de partí cipes (un 

hecho), todo en concurso real (arts. 45, 54, 55, 14 4 ter, 

primer y tercer párrafo, con la agravante prevista por el 

segundo párrafo del mismo precepto del Código Penal  texto 

conforme ley 11.179 vigente al tiempo de comisión d e los 

hechos, con las modificaciones introducidas por las  leyes 

14.616, 20.509, 20.642 y 21.338), imponiéndole en t al carácter 

para su tratamiento penitenciario la pena de PRISIÓN PERPETUA E 

INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA, accesorias legales y costas 

(arts. 19 del Código Penal y 398, 403 primer párraf o, 530 y 

conc. del Código Procesal Penal de la Nación). En c onsecuencia, 

ordenar su inmediato alojamiento en una unidad carc elaria 

dependiente del Servicio Penitenciario Federal. 

26) Declarar a ENRIQUE PEDRO MONES RUIZ… autor por 

dominio de la acción, penalmente responsable, de lo s delitos de 

imposición de tormentos agravada por la condición d e perseguido 

político de la víctima (veintiocho hechos en concur so real) y 

coautor por dominio funcional del delito de homicid io 

calificado por alevosía y por la pluralidad de part ícipes (un 

hecho), todo en concurso real (arts. 45, 55, 144 te r, primer 

párrafo, con la agravante prevista por el segundo p árrafo del 

mismo precepto, 80 incs. 2° y 6° del Código Penal t exto 

conforme ley 11.179 vigente al tiempo de comisión d e los 
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hechos, con las modificaciones introducidas por las  leyes 

14.616, 20.509, 20.642 y 21.338), imponiéndole en t al carácter 

para su tratamiento penitenciario la pena de PRISIÓN PERPETUA E 

INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA, accesorias legales y costas 

(arts. 19 del Código Penal y 398, 403 primer párraf o, 530 y 

conc. del Código Procesal Penal de la Nación). En c onsecuencia, 

ordenar su inmediato alojamiento en una unidad carc elaria 

dependiente del Servicio Penitenciario Federal. 

27)  Declarar a MIGUEL ÁNGEL PEREZ… autor por dominio 

de la acción, penalmente responsable, de los delito s de 

imposición de tormentos agravada por la condición d e perseguido 

político de la víctima (veintiocho hechos en concur so real) y 

homicidio calificado por alevosía y por la pluralid ad de 

partícipes(un hecho), todo en concurso real (arts. 45, 55, 144 

ter, primer párrafo, con la agravante prevista por el segundo 

párrafo del mismo precepto, 80 incs. 2° y 6° del Có digo Penal 

texto conforme ley 11.179 vigente al tiempo de comi sión de los 

hechos, con las modificaciones introducidas por las  leyes 

14.616, 20.509, 20.642 y 21.338, imponiéndole en ta l carácter 

para su tratamiento penitenciario la pena de PRISIÓN PERPETUA E 

INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA, accesorias legales y costas 

(arts. 19 del Código Penal y 398, 403 primer párraf o, 530 y 

conc. del Código Procesal Penal de la Nación). En c onsecuencia, 

ordenar su inmediato alojamiento en una unidad carc elaria 

dependiente del Servicio Penitenciario de Córdoba. 

28)  Declarar a CARLOS IBAR PEREZ… autor por dominio 

de la acción, penalmente responsable, de los delito s de 

imposición de tormentos agravada por la condición d e perseguido 
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político de la víctima (veintiocho hechos en concur so 

real),(arts. 45, 55, 144 ter, primer párrafo, con l a agravante 

prevista por el segundo párrafo del mismo precepto,  del Código 

Penal texto conforme ley 11.179 vigente al tiempo d e comisión 

de los hechos, con las modificaciones introducidas por las 

leyes 14.616, 20.509, 20.642 y 21.338, imponiéndole  en tal 

carácter para su tratamiento penitenciario la pena de DIEZ AÑOS 

DE PRISION E INHABILITACIÓN ABSOLUTA POR EL TIEMPO QUE DURE LA 

CONDENA, accesorias legales y costas (arts. 19 del Código Penal 

y 398, 403 primer párrafo, 530 y conc. del Código P rocesal 

Penal de la Nación). En consecuencia, ordenar su in mediato 

alojamiento en una unidad carcelaria dependiente de l Servicio 

Penitenciario Federal.  

29)  Declarar a CARLOS ALFREDO YANICELLI… coautor por 

dominio funcional, penalmente responsable, de los d elitos de 

privación ilegal de la libertad calificada por trat arse de un 

funcionario público, agravada por el uso de violenc ia y por 

haberse cometido para compeler a la víctima a hacer , no hacer o 

tolerar algo a lo que no estuviese obligada (seis h echos en 

concurso real); imposición de  tormentos agravada p or la 

condición de perseguido político de la víctima (sie te hechos en 

concurso real) y coautor por dominio funcional del delito de 

homicidio calificado por alevosía y por el concurso  de 

pluralidad de partícipes (seis hechos en concurso r eal), todo 

en concurso real (arts. 45, 55, 144 bis inc. 1º, co n las 

agravantes contempladas por el 142, incs. 1º y 6º, en función 

de lo dispuesto por el último párrafo del 144 bis; 144 ter, 

primer párrafo, con la agravante prevista por el se gundo 
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párrafo del mismo precepto, y 80 incs. 2º y 6º del Código Penal 

texto conforme ley 11.179 vigente al tiempo de comi sión de los 

hechos, con las modificaciones introducidas por las  leyes 

14.616, 20.509, 20.642 y 21.338), imponiéndole en t al carácter 

para su tratamiento penitenciario la pena de PRISIÓN PERPETUA E 

INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA, accesorias legales y costas 

(arts. 19 del Código Penal y 398, 403 primer párraf o, 530 y 

conc. del Código Procesal Penal de la Nación). En c onsecuencia, 

ordenar su inmediato alojamiento en una unidad carc elaria 

dependiente del Servicio Penitenciario de Córdoba. 

(…) 

31)  Declarar a MIGUEL ÁNGEL GÓMEZ… coautor por 

dominio funcional, penalmente responsable, de los d elitos de 

privación ilegal de la libertad calificada por trat arse de un 

funcionario público, agravada por el uso de violenc ia y por 

haberse cometido para compeler a la víctima a hacer , no hacer o 

tolerar algo a lo que no estuviese obligada (seis h echos en 

concurso real); imposición de tormentos agravada po r la 

condición de perseguido político de la víctima (die z hechos en 

concurso real); homicidio calificado por alevosía y  por el 

concurso de pluralidad de partícipes (seis hechos e n concurso 

real); todo en concurso real (arts. 45, 55, 144 bis  inc. 1º, 

con las agravantes contempladas por el 142, incs. 1 º y 6º, en 

función de lo dispuesto por el último párrafo del 1 44 bis; 144 

ter, primer párrafo, con la agravante prevista por el segundo 

párrafo del mismo precepto y 80 incs. 2º y 6º del C ódigo Penal 

texto conforme ley 11.179 vigente al tiempo de comi sión de los 

hechos, con las modificaciones introducidas por las  leyes 

14.616, 20.509, 20.642 y 21.338), imponiéndole en t al carácter 
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para su tratamiento penitenciario la pena de PRISIÓN PERPETUA E 

INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA, accesorias legales y costas 

(arts. 19 del Código Penal y 398, 403 primer párraf o, 530 y 

conc. del Código Procesal Penal de la Nación). En c onsecuencia, 

ordenar su inmediato alojamiento en una unidad carc elaria 

dependiente del Servicio Penitenciario de Córdoba. 

32)  Declarar a ALBERTO LUIS LUCERO… coautor por 

dominio funcional, penalmente responsable, de los d elitos de 

privación ilegal de la libertad calificada por trat arse de un 

funcionario público, agravada por el uso de violenc ia y por 

haberse cometido para compeler a la víctima a hacer , no hacer o 

tolerar algo a lo que no estuviese obligada (seis h echos en 

concurso real); imposición de  tormentos agravada p or la 

condición de perseguido político de la víctima (die z hechos en 

concurso real); homicidio calificado por alevosía y  por el 

concurso de pluralidad de partícipes (seis hechos e n concurso 

real); todo en concurso real (arts. 45, 55, 144 bis  inc. 1º, 

con las agravantes contempladas por el 142, incs. 1 º y 6º, en 

función de lo dispuesto por el último párrafo del 1 44 bis; 144 

ter, primer párrafo, con la agravante prevista por el segundo 

párrafo del mismo precepto, y 80 incs. 2º y 6º del Código Penal 

texto conforme ley 11.179 vigente al tiempo de comi sión de los 

hechos, con las modificaciones introducidas por las  leyes 

14.616, 20.509, 20.642 y 21.338), imponiéndole en t al carácter 

para su tratamiento penitenciario la pena de PRISIÓN PERPETUA E 

INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA, accesorias legales y costas 

(arts. 19 del Código Penal y 398, 403 primer párraf o, 530 y 

conc. del Código Procesal Penal de la Nación). En c onsecuencia, 
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ordenar su inmediato alojamiento en una unidad carc elaria 

dependiente del Servicio Penitenciario de Córdoba. 

33) Declarar a CALIXTO LUIS FLORES … coautor por 

dominio funcional, penalmente responsable, de los d elitos de 

privación ilegal de la libertad calificada por trat arse de un 

funcionario público, agravada por el uso de violenc ia y por 

haberse cometido para compeler a la víctima a hacer , no hacer o 

tolerar algo a lo que no estuviese obligada (seis h echos en 

concurso real); imposición de tormentos agravada po r la 

condición de perseguido político de la víctima (die z hechos en 

concurso real); homicidio calificado por alevosía y  por el 

concurso de pluralidad de partícipes (nueve hechos en concurso 

real); todo en concurso real (arts. 45, 55, 144 bis  inc. 1º, 

con las agravantes contempladas por el 142, incs. 1 º y 6º, en 

función de lo dispuesto por el último párrafo del 1 44 bis; 144 

ter, primer párrafo, con la agravante prevista por el segundo 

párrafo del mismo precepto, y 80 incs. 2° y 6° del Código Penal 

texto conforme ley 11.179 vigente al tiempo de comi sión de los 

hechos, con las modificaciones introducidas por las  leyes 

14.616, 20.509, 20.642 y 21.338, imponiéndole en ta l carácter 

para su tratamiento penitenciario la pena de PRISIÓN PERPETUA E 

INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA, accesorias legales y costas 

(arts. 19 del Código Penal y 398, 403 primer párraf o, 530 y 

conc. del Código Procesal Penal de la Nación). En c onsecuencia, 

ordenar su inmediato alojamiento en una unidad carc elaria 

dependiente del Servicio Penitenciario de Córdoba. 

34) Declarar a YAMIL JABOUR… coautor por dominio 

funcional, penalmente responsable, de los delitos d e privación 

ilegal de la libertad calificada por tratarse de un  funcionario 
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público, agravada por el uso de violencia y por hab erse 

cometido para compeler a la víctima a hacer, no hac er o tolerar 

algo a lo que no estuviese obligada (seis hechos en  concurso 

real); imposición de  tormentos agravada por la con dición de 

perseguido político de la víctima (diez hechos en c oncurso 

real); homicidio calificado por alevosía y por el c oncurso de 

pluralidad de partícipes (seis hechos en concurso r eal); (arts. 

45, 55, 144 bis inc. 1°, con las agravantes contemp ladas por el 

142, incs. 1° y 6°, en función de lo dispuesto por el último 

párrafo del 144 bis; 144 ter, primer párrafo, con l a agravante 

prevista por el segundo párrafo del mismo precepto y 80 incs. 

2° y 6° del Código Penal texto conforme ley 11.179 vigente al 

tiempo de comisión de los hechos, con las modificac iones 

introducidas por las leyes 14.616, 20.509, 20.642 y  21.338), 

imponiéndole en tal carácter para su tratamiento pe nitenciario 

la pena de PRISIÓN PERPETUA E INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA , 

accesorias legales y costas (arts. 19 del Código Pe nal y 398, 

403 primer párrafo, 530 y conc. del Código Procesal  Penal de la 

Nación). En consecuencia, ordenar su inmediato aloj amiento en 

una unidad carcelaria dependiente del Servicio Peni tenciario de 

Córdoba. 

(…) 

36) Declarar a MARCELO LUNA… coautor por dominio 

funcional, penalmente responsable, del delito de   imposición 

de tormentos agravada por la condición de perseguid o político 

de la víctima (cuatro hechos en concurso real); hom icidio 

calificado por alevosía y por el concurso de plural idad de 

partícipes (tres hechos en concurso real); todo en concurso 
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real (arts. 45, 55, 144 ter, primer párrafo, con la  agravante 

prevista por el segundo párrafo del mismo precepto y 80 incs. 

2° y 6° del Código Penal texto conforme ley 11.179 vigente al 

tiempo de comisión de los hechos, con las modificac iones 

introducidas por las leyes 14.616, 20.509, 20.642 y  21.338), 

imponiéndole en tal carácter para su tratamiento pe nitenciario 

la pena de PRISIÓN PERPETUA E INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA , 

accesorias legales y costas (arts. 19 del Código Pe nal y 398, 

403 primer párrafo, 530 y conc. del Código Procesal  Penal de la 

Nación). En consecuencia, ordenar su inmediato aloj amiento en 

una unidad carcelaria dependiente del Servicio Peni tenciario de 

Córdoba. 

(…) 

38)  Declarar a JUAN EDUARDO RAMÓN MOLINA… coautor por 

dominio funcional, penalmente responsable, de los d elitos de 

imposición de tormentos agravada por la condición d e perseguido 

político de la víctima (cuatro hechos en concurso r eal); 

homicidio calificado por alevosía y por el concurso  de 

pluralidad de partícipes (seis hechos en concurso r eal); todo 

en concurso real (arts. 45, 55, 144 ter, primer pár rafo, con la 

agravante prevista por el segundo párrafo del mismo  precepto y 

80 incs. 2° y 6° del Código Penal texto conforme le y 11.179 

vigente al tiempo de comisión de los hechos, con la s 

modificaciones introducidas por las leyes 14.616, 2 0.509, 

20.642 y 21.338, imponiéndole en tal carácter para su 

tratamiento penitenciario la pena de PRISIÓN PERPETUA E 

INHABILITACIÓN ABSOLUTA PERPETUA, accesorias legales y costas 

(arts. 19 del Código Penal y 398, 403 primer párraf o, 530 y 

conc. del Código Procesal Penal de la Nación). En c onsecuencia, 
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ordenar su inmediato alojamiento en una unidad carc elaria 

dependiente del Servicio Penitenciario de Córdoba. 

39)  Declarar a MIRTA GRACIELA ANTON… coautora por 

dominio funcional, penalmente responsable, de los d elitos de 

privación ilegal de la libertad calificada por trat arse de un 

funcionario público, agravada por el uso de violenc ia y por 

haberse cometido para compeler a la víctima a hacer , no hacer o 

tolerar algo a lo que no estuviese obligada (seis h echos en 

concurso real); imposición de tormentos agravada po r la 

condición de perseguido político de la víctima (sei s hechos en 

concurso real); todo en concurso real (arts. 45, 55 , 144 bis 

inc. 1°, con las agravantes contempladas por el 142 , incs. 1° y 

6°, en función de lo dispuesto por el último párraf o del 144 

bis; 144 ter, primer párrafo, con la agravante prev ista por el 

segundo párrafo del mismo precepto del Código Penal  texto 

conforme ley 11.179 vigente al tiempo de comisión d e los 

hechos, con las modificaciones introducidas por las  leyes 

14.616, 20.509, 20.642 y 21.338, imponiéndole en ta l carácter 

para su tratamiento penitenciario la pena de SIETE  AÑOS DE 

PRISIÓN E INHABILITACIÓN ABSOLUTA POR EL TIEMPO QUE  DURE LA 

CONDENA, accesorias legales y costas (arts. 19 del Código Penal 

y 398, 403 primer párrafo, 530 y conc. del Código P rocesal 

Penal de la Nación). En consecuencia, ordenar su in mediato 

alojamiento en una unidad carcelaria dependiente de l Servicio 

Penitenciario de Córdoba. 

40)  Declarar a FERNANDO MARTÍN ROCHA… coautor por 

dominio funcional, penalmente responsable, de los d elitos de 

privación ilegal de la libertad calificada por trat arse de un 
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funcionario público, agravada por el uso de violenc ia y por 

haberse cometido para compeler a la víctima a hacer , no hacer o 

tolerar algo a lo que no estuviese obligada (seis h echos en 

concurso real); imposición de tormentos agravada po r la 

condición de perseguido político de la víctima (sei s hechos en 

concurso real); todo en concurso real (arts. 45, 55 , 144 bis 

inc. 1°, con las agravantes contempladas por el 142 , incs. 1° y 

6°, en función de lo dispuesto por el último párraf o del 144 

bis; 144 ter, primer párrafo, con la agravante prev ista por el 

segundo párrafo del mismo precepto del Código Penal  texto 

conforme ley 11.179 vigente al tiempo de comisión d e los 

hechos, con las modificaciones introducidas por las  leyes 

14.616, 20.509, 20.642 y 21.338), imponiéndole en t al carácter 

para su tratamiento penitenciario la pena de OCHO AÑOS DE 

PRISIÓN E INHABILITACIÓN ABSOLUTA POR EL TIEMPO QUE  DURE LA 

CONDENA, accesorias legales y costas (arts. 19 del Código Penal 

y 398, 403 primer párrafo, 530 y conc. del Código P rocesal 

Penal de la Nación). En consecuencia, ordenar su in mediato 

alojamiento en una unidad carcelaria dependiente de l Servicio 

Penitenciario de Córdoba. 

41)  ABSOLVER a OSVALDO CÉSAR QUIROGA… por los 

homicidios calificados de la víctimas Miguel Hugo V aca Narvaja, 

Gustavo Adolfo De Breuil y Arnaldo Higinio Toranzo (tres 

hechos) que le fueran atribuidos en la acusación, o rdenándose 

su inmediata libertad, sin perjuicio de que permane zca detenido 

a disposición de otro Tribunal (art. 3 del C.P.P.N. ). 

42)  ABSOLVER a FRANCISCO PABLO D’ALOIA… por los 

homicidios calificados de la víctimas Miguel Hugo V aca Narvaja, 

Gustavo Adolfo De Breuil y Arnaldo Higinio Toranzo (tres 
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hechos) que le fueran atribuidos en la acusación (a rt. 3 del 

C.P.P.N.) 

(…) 

46) ABSOLVER  a GUSTAVO ADOLFO SALGADO… por los 

delitos de privación ilegal de la libertad agravada  e 

imposición de tormentos agravados en relación a las  víctimas 

Luis Alberto Urquiza, José María Argüello, Oscar y Horacio 

Samamé, Carlos Cristóbal Arnau Zúñiga y Rodolfo Urz agasti 

Matorras, que le fueran atribuidos en la acusación (art. 3 del 

C.P.P.N.). 

-  II   - 

  Contra dicha sentencia interpusieron recursos de 

casación las defensas particulares de Carlos Alfred o Yanicelli; 

Fernando Martín Rocha; Calixto Luis Flores; Víctor Pino Cano y 

Emilio Juan Huber; Luciano Benjamín Menéndez; Jorge  Rafael 

González Navarro; Gustavo Adolfo Alsina; Mauricio C arlos Poncet 

y Marcelo Luna (cfr. fs. 17.680/17.726 vta., 17.727 /17.771 

vta., 17.772/17.788, 17.804/17.855, 17.937/17.959, 

18.044/18.055 vta., 18.106/18.126 vta. y 18.127/18. 136 vta., 

respectivamente), la defensas oficiales de José Eug enio San 

Julián; Miguel Ángel Pérez, Carlos Ibar Pérez, Raúl  Eduardo 

Fierro y Hermes Oscar Rodríguez (fallecido, ver fs.  18.685/6); 

Miguel Ángel Gómez, Mirta Graciela Antón, Alberto L uis Lucero, 

Juan Eduardo Ramón Molina y Yamil Jabour; Jorge Raf ael Videla, 

Vicente Meli y Enrique Pedro Mones Ruiz (cfr. fs. 

17.789/17.802, 17.856/17.936 vta., 17.960/18.042 y 

18.056/18.105, respectivamente), la querella de Raq uel Altamira 

de Vaca Narvaja, Eduardo De Breuil y Luis Alberto U rquiza (cfr. 
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fs. 18.289/183.322) y los representantes del Minist erio Público 

Fiscal Maximiliano Hairabedian y Carlos Gonella (cf r. fs. 

17.672/17.679 y 18.260/18271); los que concedidos a  fs. 

18.354/18.366, fueron mantenidos en esta instancia a fs.18.456, 

18.462, 18.475, 18.482, 18.484, 18.485, 18.486/7, 1 8.488, 

18.491, 18.492, 18.496 también respectivamente). 

1.  Recurso interpuesto por la asistencia técnica de 

Fernando Martín Rocha y Carlos Alfredo Yanicelli, r epresentada 

por el doctor Ernesto Alberto Gaudin (fs. 17.727/17 .771 y 

17.680/17.726) : 

Fundó la vía impugnativa intentada en ambos incisos  

del artículo 456 del C.P.P.N. 

Solicitó la nulidad del rechazo de la recusación de l 

doctor José María Pérez Villalobo entendiendo que a l momento de 

pronunciar el fallo, el Tribunal no estaba integrad o conforme  

las prescripciones reglamentarias de la Constitució n Nacional, 

la ley de fondo y de forma. 

Impugnó además la presencia de testigos de la parte  

querellante durante el juicio oral toda vez que est os 

escucharon el interrogatorio del acusado sobre el h echo.  

Asimismo, no consideró valoradas las pruebas recibi das 

y los actos del debate conforme las reglas de la sa na crítica 

racional, manifestando que el fallo posee fundament ación 

aparente, sin quedar correctamente establecida la p articipación 

de su defendido. 

Bajo otro orden de ideas, señaló que el órgano 

jurisdiccional de primera instancia no declaró expr esamente que 

se tratara en los hechos imputados a Fernando Martí n Rocha y 

Carlos Alfredo Yanicelli de delitos de lesa humanid ad e 
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imprescriptibles, omitiendo declararlo en el decret o de 

imputación y en la declaración indagatoria, no sien do 

suficiente la opinión del representante del  minist erio público 

fiscal toda vez que éste carece de “potestad-atribu tiva” para 

decidir acerca de la naturaleza jurídica sustancial  de hechos 

por él investigados, opinando sólo en su condición de sujeto 

esencial del proceso. En virtud de ello, entendió q ue se 

encuentra vulnerada la garantía de defensa en juici o debiendo 

declararse la nulidad absoluta de los actos previam ente 

enumerados. 

“…Que el MPF, ante la omisión jurisdiccional de 

formular en forma de acto procesal bajo forma de de creto de 

mero trámite tras la declaración judicial de delito s de lesa 

humanidad, genocidio, terrorismo de Estado e impres criptible no 

intervino en los términos del art. 198 del CPPN, om itiendo 

promover  y ejercer  la acción penal pública establ ecida por la 

ley adjetiva… En segundo lugar, la intervención en el proceso 

del MPF su participación en los actos en que ella s ea 

obligatoria por expreso mandato procesal, no acató el mandato 

de la ley n° 26.046 art. 25, inc. “h” que asigna al  MPF la 

función de velar por el efectivo cumplimiento del d ebido 

proceso legal…”. 

“…Que el órgano jurisdiccional no llegó al fallo 

impugnado a través del curso regular que establece la CN y la 

ley procesal; que no respetó las normas procesales –ni el 

procedimiento legal- lo que es objeto procesal de i mpugnación 

por la revisionista de la Casación por el motivo in vocado. –Que 

denunció inobservancia de las disposiciones concern ientes a la 
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intervención del[os] procesado[s] Fernando Martín R ocha [Carlos 

Alfredo Yanicelli], en los casos y formas que la le y establece 

(…); denunció que el órgano jurisdiccional en todo el trámite 

del proceso no respetó derechos, garantías, declara ciones y 

principios constitucionales que correspondía asisti r al [os] 

prevenido[s] Fernando Martín Rocha [Carlos Alfredo Yanicelli], 

referentes a la inviolabilidad de la defensa en jui cio, el 

debido proceso, no acató acceso a la jurisdicción j udicial; 

principio de legalidad, principio de reserva, igual dad ante la 

ley; la jerarquía normativa constitucional, etc. (… ). Denunció 

defectos y vicios de procedimiento por parte de órg anos 

judiciales que intervinieron y participaron en la c ausa; que 

por otra parte, los decretos de avocamiento, imputa ción e 

intimación con contenido intrínseco viciado e insuf lado de 

defectos extrínsecos por incumplir las declaracione s 

jurisdiccionales bajo la forma de prescripción  man dato que 

debió formular adecuadamente para dar por cierto y poder 

atribuir en calidad de delitos de lesa humanidad, d e Genocidio 

y de terrorismo de Estado, imprescriptibles los hec hos que 

fueran el objeto procesal de la intimación formal; de 

considerar que los decretos se bastan a sí mismo po r ser 

declaraciones jurisdiccionales de mero trámite desc artan toda 

posibilidad de encuadrarlos en figura penal extraña  a la 

configuración que reclaman delitos comunes sujetos a la ley 

penal prevista en el CP, quedan comprendidos en sus  previsiones 

normativas, que no provoca de pleno derecho la nuli dad del 

trámite sino la inaplicabilidad de configurar el ac cionar de 

Fernando Martín Rocha [Carlos Alfredo Yanicelli] en  las 

previsiones de lesa humanidad, genocidio, terrorism o de estado 
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e imprescriptibilidad  de los tipos que implican…”.  

En ese sentido, puso de resalto que la declaración de 

delito de lesa humanidad fue dada a conocer recién en los 

considerandos de la sentencia impugnada, sin habers e efectuado 

con anterioridad la imputación por delito de lesa h umanidad, 

sorprendiendo por lo tanto el cambio de objeto proc esal 

contenido en los decretos de avocamiento, imputació n e 

intimación como en el objeto procesal de acusación que dio 

lugar a la apertura de la audiencia de debate. 

Por otra parte consideró que el fundamento vertido en 

la sentencia recurrida vulneró las reglas de la san a crítica 

racional en relación a los principios lógicos de ra zón 

suficiente, no contradicción, tercero excluido, reg las lógicas 

de derivación racional y coherencia lógica. 

“Que el TOCF en el curso de la audiencia en los 

sucesivos y continuados actos procesales del debate  no formuló 

ampliación del requerimiento fiscal ante supuesta c ontinuación 

de los delitos en la forma de delito continuado, y nuevas 

circunstancias que integran los elementos agravante s de 

calificación no contenidas las providencias emanada s de 

decisiones judiciales, como el avocamiento, intimac ión, e 

imputación del hecho, el acta de apertura del debat e, en el 

marco de lesa humanidad, de genocidio, terrorismo d e Estado, 

imprescriptibles y susceptibles de dar impulso a la  acción 

penal pública sobre la base de la nueva calificació n jurídica 

penal, previa declaración jurisdiccional de la nuev a 

tipificación delictiva (CPPN art.381) …no fue agreg ada a la 

intimación imputación y consecuentemente no fue amp liada la 
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acusación formal en los términos del artículo 381 1 er párr 

CPPN, no fueron explicados a Fernando Martin Rocha [Carlos 

Alfredo Yanicelli] hechos y/o circunstancias agrava ntes que 

fueron dadas por supuestas tácita e implícitamente sin 

declaración jurisdiccional y no contenidas en los d ecretos 

judiciales mencionados; que no pasaron a integrar l a acusación 

formal en ningún momento ulterior durante el desarr ollo del 

juicio oral y público; que al adolecer de la potest ad 

originaria de la declaración jurisdiccional de ilíc itos de lesa 

humanidad, de genocidio y de terrorismo de Estado y  de 

imprescriptibilidad, estoy ante la preclusión del a cto procesal 

y/o actos procesales incumplidos por omisión y la c aducidad de 

la instancia por no haber sido impulsada por el órg ano 

jurisdiccional Tribunal de Mérito, ni el MPF, Fisca l General, 

como tampoco por la parte querellante -querella par ticular- lo 

que hubiese significado la declaración de viabilida d de la 

acción penal pública, que en definitiva habría sido  la causa 

eficiente habrían constitucionalmente sido atribuid os de 

conformidad a lo dispuesto por los artículos 298 y 299 CPPN; 

que en este aspecto como consecuencia directa e inm ediata de la 

omisión en cumplir el deber que impone el mandato p rocesal del 

[os] acusado[s] Fernando Marín Rocha [Carlos Alfred o Yanicelli] 

no fue informado en detalle, cuáles eran los hechos  atribuidos, 

tampoco cuales las pruebas existentes en su contra,  tampoco 

pudo manifestar cuánto tenía conveniente declarar e n descargo o 

aclaración de los hechos, tampoco tuvo oportunidad de indicar 

las pruebas que hubiese podido estimar oportunas pa ra el 

ejercicio de su defensa material; la defensa técnic a se vio 

privada de ejercer el derecho a pedir la suspensión  del debate 
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para ofrecer nuevas pruebas o preparar la defensa a rt. 381 2º 

párr. CPPN…”. 

En virtud de ello, teniendo en consideración el cam bio 

peyorativo de la tipificación delictiva, concibió q ue el fallo 

ha quebrantado el principio reformatio in peius  y que el 

Tribunal incurrió en exceso jurisdiccional toda vez  que los 

condenados Rocha y Yanicelli debieron defenderse co ntra una 

imputación distinta de la que le dirigió originaria mente el 

MPF, sin respetarse tampoco el principio de preclus ión y 

progresividad. 

A criterio de la parte el tribunal no verificó si l a 

situación fáctica se adecúa a los tipos legales pre vistos, no 

respetando además el principio de congruencia media nte una 

variación extrema en el núcleo fáctico de la acusac ión y su 

calificación jurídica, no manteniendo la unidad e i dentidad 

fáctica del evento. 

A ello agregó que la delimitación de los hechos 

descriptos en la acusación formal no dio a conocer 

concretamente el hecho que se le atribuye a Rocha y  Yanicelli. 

Por otra parte, solicitó la aplicación de la ley pe nal 

más benigna e hizo hincapié en la vigencia del prin cipio tempus 

regit actum  mencionando que al momento del hechos (12 de 

noviembre de 1976) se encontraba vigente la ley 21. 338, siendo 

luego derogada parcialmente por la ley 23.077, la q ue puso en 

vigencia la ley 14.616 y redujo la escala penal pre vista para 

el delito privación de la libertad agravada. Luego,  analizando 

la ley 23.097 (año 1984), entendió que la figura pr evista por 

el art. 144 bis resulta sensiblemente más benigna q ue las 
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previstas por las leyes anteriores. 

Por otra parte, al continuar su análisis expresó qu e 

la ley 25.928, posterior y derogatoria de las leyes  21.338 y 

23.077, prevé mayor benignidad en el art. 55. 

Al respecto, concluyó “…que del cotejo de los diver sos 

sistemas legales, sucesivos y no simultáneos, conti nuos, no 

interrumpidos uno respecto del subsiguiente la L.23 .067 resulta 

de mayor benignidad respecto de las leyes 14.616, 2 0.842, 

21.338, de pleno derecho y de oficio, debe ser apli cada por VE 

y modificar en forma sustancial la Requisitoria For mal de 

elevación de la causa a juicio, pues la última ley resulta más 

beneficiosa reclama ipso iure, que la pieza acusato ria sea 

revisada al momento de decidir y fallar en definiti va a efectos 

de corregir la deficiencia de elevar a juicio y acu sar a Rocha 

[Carlos Alfredo Yanicelli] en función de ley más ma ligna…”; 

solicitando luego que “…al momento de formular y de clarar el 

juicio sobre la mayor o menor benignidad o favorabl e de la L. 

23.057  en relación a los sistemas jurídicos penale s que son 

anteriores en el tiempo, continuos, consecutivos a la vez 

sucesivos -L. 14.616, 20.642, 21.338…”. 

Sin perjuicio de ello, agregó que “…el sistema 

jurídico de la L. 23.097, art. 1º -que fuera omitid o en la 

consideración de los argumentos, motivo y fundament o de la 

Requisitoria Fiscal 1º/06/09 obrante a fojas 9109/9 213- (año 

1984) suprimió el párrafo que agrava la figura bási ca cuando la 

víctima era un perseguido político en los términos del art. 144 

ter, segundo párrafo ley 14.616, art. 2º…” por lo q ue requirió 

su aplicación por resultar más benigna en relación a la ley 

14.616. 



                                        Causa n° 14.571  –Sala I- 
  VIDELA,  Jorge Rafael y otros 
                                     s/recurso de casación. 
 
 
 

VöÅtÜt YxwxÜtÄ wx Vtátv|™Ç cxÇtÄ 
 
 
 
 
 
 
 

29 
 
 
 

A ello adicionó que “…la ley 23.097 afectó 

esencialmente la naturaleza jurídica de los torment os y/o 

torturas en lo que concierne a la agravante del tip o 

penal…estas condiciones deciden de pleno derecho la  declaración 

de la mayor benignidad de la ley 23.097 en relación  a la ley 

14.616, 21.338, y 23.057, que surge del cotejo de l os distintos 

sistemas legales…” siendo sensiblemente más benigna  con 

penalidad inferior, más favorable procesalmente y m ás benigna 

sustancialmente. 

Continuando con el estudio expresó “el Honorable 

Tribunal de VE -declarará que el tipo penal del Art ículo 144 

ter, ley nº 21.338, derogado por la ley nº 23.097- artículo 1º 

desapareció, ya que no sólo fue abrogado y derogado  totalmente, 

modificado y sustituido por el sistema de la ley po sterior en 

el tiempo sino que con ésta, fue sustituido el tipo  penal que 

se me pretende endilgar ya que fueron agregados ele mentos 

descriptivos de la tipicidad penal que al presente sólo cabe 

reflexionar que mi conducta no encuadra en figura p enal alguna 

ni en ninguna prevista por el artículo 144 ter ley nº 21.338, o 

ley 23.097: detenciones legítimas o ilegítimas, y e l poder 

jurídico del funcionario y el poder de hecho o de d erecho sobre 

la víctima, por último, el nuevo concepto de tortur a…”. 

Finalmente, pidió la aplicación por mayor benignida d 

del artículo 55 del Código Penal según la ley 25.92 8. 

Respecto de la graduación de la pena sostuvo que el  

tribunal no consideró las circunstancias atenuantes , 

limitándose a la mera enunciación de los criterios para 

individualizar la pena. 
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2. Recurso interpuesto a favor de Calixto Flores po r 

el defensor particular Dr. Pedro Orlando Leguiza (f s. 

17.772/17.788) :  

Que el recurrente estimó procedente el recurso de 

casación en virtud de lo establecido en el art. 456 , incisos 1° 

y 2° de C.P.P.N.. 

Errores in iudicando : 

a) Nulidad por inobservancia de la ley penal 

sustantiva. 

En primer término indicó que el tribunal de juicio 

derogó todo el plexo normativo, que protege la defe nsa en 

juicio y el debido proceso y aplicó una normativa i nexistente 

en nuestro derecho que deroga las normas de prescri pción de la 

acción penal de nuestro código. 

En ese sentido manifestó que el a quo empleó el 

derecho penal del enemigo, situando a su defendido como un 

sujeto extraño al cuerpo social y como tal carente de todo 

derecho constitucional, tal como derecho de defensa  en juicio 

ya que su vigencia se limita sólo a apariencias de tal. 

En el mismo acápite solicitó, se admita el presente  

recurso con efecto suspensivo y se ordene la inmedi ata libertad 

de su asistido, mientras se sustancie el presente r ecurso.  

Asimismo destacó que la prisión preventiva constitu ye 

una prisión anticipada que carece de legalidad cons titucional 

conforme lo establece el art. 18, por tanto cualqui er norma 

procesal contraria como la de los arts. 312, 313 y 319 del 

C.P.P.N. son inconstitucionales. 

b) Expresó que no se puede aceptar que en nuestro 

derecho exista una normativa que derogue el institu to de la 
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prescripción de la acción penal, ley que todavía no  ha sido 

creada por nuestros legisladores, que ya se encuent ran 

facultados para hacerlo conforme a la ley 25.778 y la 

Convención sobre Imprescriptibilidad de Crímenes de  Guerra y 

Lesa Humanidad.  

En definitiva, solicitó la nulidad del resolutorio 

impugnado, puesto que, se funda en una ley inexiste nte 

tornándolo de este modo en un acto jurisdiccional i nválido. 

c) Por otra parte, adujo que el tribunal de juicio 

creó una categoría de participación criminal inexis tente en los 

artículos 45 y 46 del Código Penal, que consiste en  una 

supuesta participación criminal por “dominio funcio nal”. 

Continuó diciendo que “…el Tribunal de juicio incur rió 

en un exceso jurisdiccional, porque no aplicó una l ey, sino que 

en el acto sentencial procedió a crear derecho pena l de fondo, 

una actividad estatal que se encuentra vedada a los  jueces, por 

ser facultad privativa y excluyente del Congreso de  la Nación 

dictar el Código Penal…” (fs.17.782), por tal motiv o solicitó 

se declare la nulidad de la sentencia y se abra la vía 

extraordinaria por arbitrariedad.  

d)  Señaló que el a quo inobservó lo dispuesto en el 

art. 5.6 del Pacto de San José de Costa Rica, el cu al prescribe 

que la imposición de la pena privativa de la libert ad tiene 

como finalidad esencial la reforma y la readaptació n social de 

los condenados, finalidad que es innecesaria en su defendido. 

En punto a ello sostuvo que su asistido en más de 3 0 

años de ocurridos los hechos juzgados en la causa n o cometió 

ningún delito, falta o contravención, mantuvo indel eble su 
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grupo familiar, no ocultó su domicilio, estuvo siem pre a 

derecho, no tiene vicios de ninguna índole, trabajó  y vivió de 

sus frutos, tuvo un comportamiento ejemplar en sus lugares de 

detención, no tuvo sanciones lo que denota objetiva mente 

integridad moral y adaptación social probada e incu estionable. 

En definitiva destacó que no concurre presupuesto 

alguno para aplicar la pena conforme al art. 5.6 de l Pacto de 

San José de Costa Rica, por lo que su ejecución efe ctiva tendrá 

sólo un fin talional y no con las finalidades legal es que la 

justifican como acto jurisdiccional válido.  

Subsidiariamente señaló que, aún en el supuesto que  el 

error no sea in iudicando  sino que sea in procedendo  por falta 

de fundamentación acerca de la concurrencia de dich os 

presupuestos, la misma debe ser declarada nula por falta de 

fundamentación. 

 e) Agregó que, a consecuencia de haber errado en el 

punto anterior, consistente en abdicar el deber de aplicar pena 

de prisión para reformar moralmente o readaptar soc ialmente al 

condenado conforme a lo establecido en el art. 5.6 del Pacto de 

San José de Costa Rica, en consecuencia debió decla rar la 

inconstitucionalidad de los arts. 1°, 12°, 13° de l a ley 

24.660. 

Destacó la defensa que el a quo “…debió antes de de  

aplicar la pena y luego de declarar la responsabili dad de 

Flores, diagnosticar, pronosticar y designar un tra tamiento 

penitenciario, porque todo ello es presupuesto para  la 

aplicación de la pena de prisión, es decir, se trat a de actos 

jurisdiccionales previos a la mensuración de la pen a…”(fs. 

17.783 y vta.); conforme a lo establecido en el art . 5.6 del 
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Pacto de San José de Costa Rica. 

Señaló que “…los arts. 1°, 12° y 13° de la ley 24.6 60, 

implican una asignación de funciones jurisdiccional es, que la 

ley superior expuesta y aplicable por supremacía 

constitucional, le asigna al tribunal de juicio com o un 

presupuesto de la aplicación de la pena y de su obv ia 

mensuración…”(fs. 17.783 vta.). 

Errores in procedendo : 

a)  Solicitó la nulidad del requerimiento de elevación  

a juicio por indeterminación del hecho imputado, vi cio que se 

pretendió encubrir con la asignación de un modo de 

participación penal inexistente en nuestro derecho.  

Destacó que no pudo ejercer la defensa por que no 

había hecho alguno de que defenderse, violándose as í un derecho 

de raigambre constitucional, lo cual lo faculta pla ntear la 

nulidad en cualquier estado y grado del proceso. 

b) Expresó que no se observó a lo largo de todo el 

proceso, incluida la sentencia el principio de impu tación que 

surge de los arts. 123, 294, 298, 306, 347, 404 con cordantes y 

correlativos del C.P.P.N., donde se impone el deber  a los 

jueces y fiscales de que funden en pruebas los carg os que 

existen en contra de cualquier acusado. 

Señaló, que no existen pruebas de que su pupilo hay a 

participado de los crímenes por los cuales fuera co ndenado, 

además sostuvo que el único testigo que ubica a Flo res en el 

lugar de los hechos, resulta sospechoso puesto que en ningún 

momento da explicaciones lógicas y razonadas de lo que dice 

saber. 
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En definitiva solicitó la nulidad de la sentencia, en 

razón de que todos los actos procesales anteriores a la 

saentencia –indagatoria, detención, procesamiento, prisión 

preventiva y elevación de la causa a juicio- son nu los de 

nulidad absoluta por carecer de motivación. 

c) Agregó que el tribunal no logro obtener en todo el 

proceso prueba que incrimine a su asistido con el g rado de 

certeza que se requiere para arribara una sentencia  

condenatoria. 

En ese sentido, indicó que no se acreditó la 

existencia de un plan sistemático y mucho menos que  Flores haya 

tenido participación criminal, ya sea como integran te o 

colaborador de dicho plan.   

d) Señaló que al momento de aplicar la pena a Flores, 

el tribunal no tuvo en cuenta las condiciones perso nales del 

mismo y en consecuencia aplicó una pena  desproporc ionada a su 

defendido. 

e)  Entendió que el decisorio atacado deviene nulo por  

falta de fundamentación o fundamentación aparente, lo que la 

torna ilógica por inobservancia del principio lógic o de razón 

suficiente, en tanto que no hay prueba alguna que h aga presumir 

la participación de su asistido en los hechos endil gados. 

Por último hizo reserva del caso Federal. 

3. Recurso interpuesto por asistencia técnica de 

Víctor Pino Cano y Emilio Juan Huber, representada por los 

doctores Julio A. Deheza y Fernando Martínez Paz (f s. 

17.804/17.855):  

Fundó la vía impugnativa intentada a fs. 17.804/17. 855 
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en ambos incisos del artículo 456 del C.P.P.N. 

Consideró que el tribunal ha efectuado una inadecua da 

valoración de los elementos de prueba recolectados,  examinando 

la participación de sus representados sobre circuns tancias 

intrascendentes para acreditar el aspecto subjetivo  del tipo 

penal escogido. 

En consecuencia, entendió que la fundamentación es 

aparente en violación al sistema de la sana crítica  racional, 

los principios lógicos de no contradicción, tercero  excluido y 

razón suficiente. 

Afirmó que la calificación de tormentos y tormentos  

seguidos de muerte y agravados por la condición de presos 

políticos de las víctimas es errónea debiendo aplic arse la 

figura penal de severidades (art. 144 bis , inc. 3º, del C.P.). 

A su vez, precisó que resulta atípica la conducta t ipificada 

como tormentos seguidos de muerte agravado por la c ondición de 

preso político de la víctima imputada a Emilio Juan  Huber toda 

vez que su actuar debió ser reprochado como neglige ncia 

“…conducta que recién fue penada por ley Nro. 23.09 7, vigente 

recién desde el 6 de noviembre de 1984 al incorpora r el art. 

144 quinto al Código Penal…”. 

Por otra parte, agregó que en las Fuerzas Armadas 

existió un organigrama específico, con su respectiv a cadena de 

comando; con personal especializado que operaba par alelamente  

a las “fuerzas orgánicas”, llevando a cabo las oper aciones en 

el “más absoluto secreto”, debiendo considerarse qu e “…las 

unidades cuyas jefaturas ostentaban nuestros pupilo s 

procesales, jamás formaron parte del organigrama pr evisto y así 
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asumido por este Tribunal en la causa de marras”, c onforme 

surge del expediente 40/M/2008 confirmado por ésta Cámara. 

“…A ello debe sumársele el organigrama realizado de  

puño y letra por el General Sasiaiñ, del que emana la misma 

conclusión. Se omitieron injustificadamente entonce s, con 

absoluta confrontación al principio de verdad real que gobierna 

el proceso penal, la consideración del organigrama cuya 

valoración fuera reforzada por la confirmación del “ A quem ”, el 

memorando secreto de la Policía Federal, y el organ igrama del 

extinto General Sasiañ, y que para mayor arbitrarie dad, éste es 

citado para achacar responsabilidad a otros imputad os (ver fs. 

522 de la resolución impugnada), pero no fue utiliz ado -

debiendo serlo- para desincriminar al General Vícto r Pino Cano 

y al Teniente Coronel Juan Emilio Huber…”. 

De este modo, citando diversos testimonios 

contradictorios, prueba documental y el reglamento RC 9-1, hizo 

hincapié en que sus defendidos no fueron jefes de z ona, 

subzona, área o sector alguno destinado a la lucha 

antisubversiva, indicando que el tribunal no reflex ionó sobre 

el “desdoble funcional”, por lo que ni aún teniendo  en cuenta 

el cuadro orgánico del Tercer Cuerpo del Ejército p odría recaer 

responsabilidad sobre sus pupilos procesales ya que  las órdenes 

se originaban invariablemente en la 4ta. Brigada 

Aerotransportada, sin provenir nunca de los jefes d e unidad 

(Pino Cano y Huber) por lo que entendió que del ple xo 

probatorio enunciado y omitido por el Sentenciante,  surge que 

sus defendidos no tuvieron el dominio de los hechos , ni en su 

comienzo, ni en su realización, ni en las posterior es 

operaciones psicológicas, no formando parte del apa rato 
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organizado. 

Por otra parte refirió que se aplicó la “Teoría del  

dominio del hecho por aparatos organizados de poder ” “…como una 

suerte de franquicia para esconder la indeterminaci ón de las 

conductas atribuidas a nuestros asistidos.” 

En este sentido, sostuvo que no se han “…comprendid o 

debidamente los requisitos concretos de la autoría mediata en 

virtud del dominio del hecho por organización asign adas por 

Roxin como dirimentes para la imputación (…) en el caso de 

nuestros asistidos, de nada se aprovecharon, nada c onocieron, 

mucho menos desearon y nunca pudieron servirse de p ersonal que 

no estaba bajo sus órdenes. Volvemos aquí a la exis tencia 

probada de un `paralelismo completo´ entre las form as empleadas 

para la lucha antisubversiva y las Fuerzas Armadas orgánicas.”  

Subsidiariamente, solicitó la modificación del 

encuadramiento legal por el cual se condenó a Pino Cano -

tormentos agravados por la condición de detenido po lítico de la 

víctima- por el de severidades y vejaciones (art. 1 44 bis , inc. 

3º del C.P.), requiriendo como consecuencia de ello  la 

reducción del monto de pena impuesto y el cambio de  la 

inhabilitación perpetua por temporal. 

4. Recurso interpuesto a favor de Luciano Benjamín 

Menéndez por el defensor particular Dr. R. Alejandr o Cuestas 

Garzón (fs. 17.397/17.957) :  

Que el recurrente estimó procedente el recurso de 

casación en virtud de lo establecido en el art. 456 , incisos 1° 

y 2° de C.P.P.N. 

a) En primer término postuló se declare la 
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inconstitucionalidad de toda legislación procesal q ue permita 

la prisión preventiva, apoyándose en garantías Cons titucionales 

y Pactos Internacionales. 

En el mismo acápite solicitó, se admita el presente  

recurso con efecto suspensivo y se ordene la inmedi ata libertad 

de su asistido, o bien, se lo destine a cumplir la prisión 

impuesta en su domicilio particular, pues, la misma  aún se 

trata de prisión preventiva por no encontrarse firm e la 

condena. 

Asimismo destacó la avanzada edad de Menéndez, 83 

años, y su quebrantado estado de salud, no sólo con statado por 

el a quo , sino también por el Tribunal Oral en lo Criminal 

Federal de Tucumán -donde está siendo juzgado- quié n decidió su 

participación por video conferencia debido a su gra vísimo 

estado de salud. 

b) Consideró que el Tribunal de mérito incurrió en un 

error iudicando  al no declarar prescripta la acción penal. 

Explicó que no se puede aceptar que en nuestro dere cho 

exista una normativa que derogue el instituto de la  

prescripción de la acción penal, ley que todavía no  ha sido 

creada por nuestros legisladores, que ya se encuent ran 

facultados para hacerlo conforme a la ley 25.778 y la 

Convención sobre Imprescriptibilidad de Crímenes de  Guerra y 

Lesa Humanidad. 

En definitiva, apoyándose en jurisprudencia de la d e 

la Sala Criminal de la Corte de Casación de Francia , en el 

Fallo “Aussaresses”, del 17 de junio de 2003 -Bulle tin 

Criminal, n. 122 pág. 465 Recueil Dalloz, 2004-92-;  solicitó se 

declare nulo el decisorio recurrido por considerarl o arbitrario 
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al basarse en una ley inexistente. 

c) Por otra parte, adujo que el tribunal de juicio 

creó una categoría de participación criminal inexis tente en los 

artículos 45 y 46 del Código Penal, que consiste en  una 

supuesta participación criminal por “dominio de la voluntad y  

la acción”. 

Alegó que el a quo  “…incurrió en un exceso 

jurisdiccional, porque no aplicó una ley, sino que el acto 

sentencial procedió a crear derecho penal de fondo,  una 

actividad estatal que se encuentra vedada a los jue ces, por ser 

facultad privativa y excluyente del Congreso de la Nación 

dictar el Código Penal…”. 

d)  Señaló que el sentenciante inobservó lo dispuesto 

en el art. 5.6 del Pacto de San José de Costa Rica,  el cual 

prescribe que la imposición de la pena privativa de  la libertad 

tiene como finalidad esencial la reforma y la reada ptación 

social de los condenados, finalidad que es innecesa ria en su 

defendido. 

En punto a ello sostuvo que su asistido en más de 3 2 

años de ocurridos los hechos juzgados en la causa n o cometió 

ningún delito, falta o contravención, formó una fam ilia, no 

ocultó su domicilio, se presentó siempre a estar a derecho, no 

tiene vicios de ninguna índole, trabajó y vivió de sus frutos, 

tuvo un comportamiento ejemplar en sus lugares de d etención, no 

tuvo sanciones lo que denota objetivamente integrid ad moral y 

adaptación social probada e incuestionable. 

En definitiva destacó que no concurre presupuesto 

alguno para aplicar la pena conforme al art. 5.6 de l Pacto de 



 

 
 
 
 
 
 
 

40 
 
 
 

San José de Costa Rica, por lo que su ejecución efe ctiva tendrá 

sólo un fin talional y no el legal que justifica la  pena como 

acto jurisdiccional válido.  

Subsidiariamente señaló que, aún en el supuesto que  el 

error no sea in iudicando  sino que sea in procedendo  por falta 

de fundamentación acerca de la concurrencia de dich os 

presupuestos, la sentencia debe ser declarada nula por falta de 

fundamentación. Seguidamente  consideró que, se debió haber 

declarado la inconstitucionalidad de los arts. 1°, 12°, 13° de 

la ley 24.660 y haber abdicado el deber de aplicar una pena. 

Destacó que el a quo  “…debió antes de de aplicar la 

pena y luego de declarar la responsabilidad del Gra l. Menéndez, 

diagnosticar, pronosticar y designar un tratamiento  

penitenciario, porque todo ello es presupuesto para  la 

aplicación de la pena de prisión, es decir, se trat a de actos 

jurisdiccionales previos a la mensuración de la pen a…”(fs. 

17.949); conforme a lo establecido en el art. 5.6 d el Pacto de 

San José de Costa Rica. 

e)  Por otra parte se agravió, por los errores in 

procedendo , destacando en este punto la violación al derecho de 

defensa por indeterminación y falta de descripción del hecho 

imputado en el requerimiento de elevación a juicio.   

Alegó que se pretendió encubrir la nulidad de ese a cto 

procesal mediante la asignación de un modo de parti cipación 

penal inexistente en nuestro derecho. 

Destacó que al no poder ejercitar una posición 

defensiva, ya que no había hecho alguno de que defe nderse, se 

violó un derecho de raigambre constitucional, lo cu al faculta a 

esta parte conforme lo establecido en el art. 168 d el Código 
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Procesal plantear la nulidad en cualquier estado y grado del 

proceso. 

f) Planteó la violación a la garantía de Juez Natural.  

Expresó que el a quo  debió declararse incompetente 

para actuar en esta causa, puesto que, la ley que d ebió 

aplicarse es la 14.029 –vigente al momento de los h echos-, la 

cual le asignaba competencia a los Tribunales Milit ares 

conforme el art. 870 del Código de Justicia Militar . 

Sostuvo que su pupilo en este juicio fue sacado de sus 

jueces naturales, los que habían sido designados po r ley antes 

de los hechos de la causa en clara violación al art . 18 de la 

Constitución Nacional. 

g) Se agravió por la participación -como instructora 

de la causa- de la Dra. Cristina Garzón de Lascano por haber 

tenido una participación acabada de los hechos de a quella época 

como funcionaria judicial. 

Señaló que, Dora Isabel Cafieri de Bauducco, relató  en 

la audiencia que, reconoció a la Dra. Garzón de Las cano como 

una de las personas que había ido con los otros fun cionarios de 

la justicia a darle la noticia del deceso de su mar ido. 

Expresando que le daban asco y que no podían querer  convencerla 

de que su marido había querido arrebatarle el arma a un 

militar. 

En definitiva, consideró que se ha afectado el dere cho 

de defensa en juicio de su defendido, ya que se enc uentra 

afectado el principio de imparcialidad de la Juez G arzón de 

Lascano por tener responsabilidad en haber continua do su 

intervención en la causa pese a objeciones expuesta s por esta 



 

 
 
 
 
 
 
 

42 
 
 
 

parte para que continuara interviniendo como juez y  en la 

causación del resultado de los hechos juzgados en e ste juicio. 

h) Indicó que, no se observó a lo largo de todo el 

proceso e incluso en la sentencia el principio de i mputación 

que surge de los arts. 123, 294, 298, 306, 308, 347 , 404 y 

concordantes del CPPN. 

Al respecto solicitó se declare la nulidad de la 

sentencia, en razón de que todos los actos procesal es 

anteriores a la sentencia (indagatoria, detención, 

procesamiento, prisión preventiva y elevación de la  causa a 

juicio) son nulos de nulidad absoluta por falta de motivación. 

i) Consideró que no se ha acreditado la existencia de 

un supuesto plan sistemático de secuestro, tortura y muerte de 

perseguidos políticos del régimen militar y que su defendido 

haya tenido participación criminal ya sea en su for mulación o 

implementación. 

j) Entendió que el decisorio atacado deviene nulo 

conforme lo dispuesto en el art. 404 del CPPN –falt a aparente 

de fundamentación-, lo que torna ilógica la sentenc ia por 

inobservancia del principio lógico  de razón sufici ente, en 

tanto que no hay prueba alguna que haga presumir la  

participación de su asistido en los hechos endilgad os. 

k) Peticionó que, en el caso de que la sentencia quede  

incólume, se le mantenga a su asistido la prisión d omiciliaria 

por estrictas cuestiones de salud que lo están llev ando a  la 

muerte. Asimismo solicitó a esta Sala, proceda darl e trámite 

incidental a este punto por cuerda separada, atento  a que fuera 

denegado el pedido en la sentencia final y haberse hecho 

reserva de casación. 
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Manifestó que los sentenciantes no han dado ningún 

tipo de fundamento capaz de justificar la revocator ia de la 

prisión domiciliaria oportunamente acordada a su as istido, 

enfatizó que la falta de toda referencia sobre el p unto resulta 

particularmente grave pues afecta derechos fundamen tales. 

 Reseñó que aún cuando esté condenado y hasta tanto  su 

sentencia no quede firme, su defendido goza de pres unción de 

inocencia, principio que se encuentra resguardado p or el art. 

18 de la Constitución Nacional, art. 8, inc. 2 de l a Convención 

Americana de Derechos Humanos; art. XXVI de la Decl aración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y ar t. 14, inc. 

2 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y  Políticos. 

 Explicó que tanto en nuestra legislación nacional 

interna como en los tratados internacionales a los cuales 

adhirió nuestro país, el trato diferencial fundado en la clase 

de delitos cometidos no esta contemplado, por lo co ntrario, 

rige el principio de igualdad ante la ley art. 16 d e la CN. 

 Al respecto, cito jurisprudencia de esta Cámara qu e 

avala su postura y resaltó que en las últimas modif icaciones a 

la ley 24.660 (ley 26.472), se discutió, tanto en c omisiones 

como durante el debate parlamentario la exclusión d el beneficio 

de prisión domiciliaria para los procesados y conde nados por 

delitos de lesa humanidad, no habiendo tenido favor able acogida 

las iniciativas tendientes a consagrar una restricc ión 

excepcional de esa naturaleza, lo cual resulta clar o que el 

legislador no admitió privar a imputados por este t ipo de 

delitos de la posibilidad del arresto domiciliario.  

Por último hizo reserva del caso Federal. 
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5. Recurso interpuesto a favor de Jorge González 

Navarro por el defensor particular doctor Guillermo   Dragotto 

(fs. 18.044/18.055 vta.) : 

Que el recurrente estimó procedente el recurso de 

casación en virtud de lo establecido en el artículo  456, 

incisos 1 ° y 2 ° del C.P.P.N. 

a)  En primer término manifestó que el decisorio 

adolece de fundamentación y que se realizó una valo ración 

contradictoria de la prueba dirimente, vulnerándose  las reglas 

de la sana crítica racional. 

En punto a ello sostuvo que el tribunal valora como  

prueba de cargo la firma y sello de su defendido en  algunas 

órdenes de traslado, y contradictoriamente utiliza ese mismo 

argumento para fundar la absolución de Osvaldo Quir oga. 

b) Por otra parte se agravió por considerar que la 

fundamentación de la sentencia es arbitraria toda v ez que se 

interpretaron erróneamente los lineamientos dados p or el RC-3-

30 (Organización y funcionamiento de los Estados Ma yores).  

Sostuvo que el a quo  arribó a una conclusión sin tener 

en cuenta los testimonios de Miguel Baronetto, Jorg e De Breuil, 

Fermín Rivera, Roberto Díaz y Gustavo Ignacio Ticer a quienes 

refirieron que se trataban de órdenes directas de M enéndez o 

Sasiain. 

Afirmó que, Gerardo Passenheim, Eduardo Marión, 

Esteban y Julio Fernández Torres, fueron contestes al declarar 

que el Estado Mayor no se encontraba en la cadena d e mando y su 

función conforme al reglamento consistía en asesora r con 

especialidad de áreas, lo cual no era vinculante pa ra el 
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Comandante. 

Explicó que su asistido integraba el Estado Mayor c omo 

Coordinador y no Director, por lo cual no tenía aut oridad para 

impartir órdenes. Señaló que ello queda reflejado e n la prueba 

documental agregada donde se advierte que las órden es de 

traslado están rubricadas por el comandante y que s ólo figura 

el sello escalera con código 321 de su asistido qui en 

interviniera sólo para la confección de la orden. 

En definitiva señaló que las órdenes de traslado no  

fueron impartidas por González Navarro y que su úni ca 

participación fue en la confección de ellas. 

c) Por otro lado apuntó que, el Tribunal basó su 

fundamentación en el reglamento RC-9-1, titulado “O peraciones 

contra elementos Subversivos”, el cual entró en vig encia con 

posterioridad a los hechos aquí juzgados. En tal en tendimiento 

no pudieron ser valorados ya que al momento de los hechos no 

existían. 

d)  Expresó que el tribunal de forma arbitraria 

concluyó que su defendido tenía control y disposici ón sobre los 

detenidos de la UP1, basándose sólo en los dichos d el Prefecto 

Torres quien sostuvo que un tal Mayor Montes se hab ría 

comunicado con González Navarro quien a su vez se h abría 

comunicado con el Juez Zamboni Ledesma, autorizando  este, el 

traslado de José Funes. 

Al respecto destacó que a fs. 1018/1021 luce el 

listado del personal que se encontraba en la cuarta  Brigada y 

en ella no figura ningún Mayor Montes y tampoco en el G5. 

Agregó que, los vicios de razonamiento demostrados han 
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afectado la debida motivación  de la sentencia, lo que de por 

sí alcanza para descalificar el pronunciamiento com o acto 

jurisdiccional válido.   

  e)  Por otra parte invocó la errónea atribución de 

responsabilidad y el grado de participación que se le atribuyó 

a su asistido. 

Señaló que este no se encontraba en la cadena de 

mando, por ello no podía impartir órdenes y por lo tanto la 

atribución de responsabilidad como autor mediato de terminador 

es errónea. Ello, toda vez que resulta imposible po der 

determinar a alguien a realizar alguna conducta, ni  legítima y 

menos aún ilegítima. 

Manifestó que al atribuirle responsabilidad a su 

asistido como autor mediato determinado se vulneró la garantía 

constitucional según la cual la culpabilidad del ag ente es 

presupuesto de su responsabilidad penal y que sólo puede ser 

reprimido quien sea culpable, es decir aquel a quié n la acción 

punible le pueda ser atribuida tanto objetiva como 

subjetivamente. 

Agregó que, “para los graves delitos en cuestión el  

actuar como autor mediato intermedio o como determi nador debe 

ser de manera dolosa, esto es saber lo que se quier e y querer 

lo que se hace, cuestiones que no han sido detallad as ni 

puestas mínimamente de manifiesto por los sentencia ntes”. 

f) Por último y subsidiariamente se agravió por el 

punto del decisorio que ordena dejar sin efecto la prisión 

domiciliaria concedida oportunamente a su defendido , por 

entender que la misma carece de fundamentación lógi ca y legal 

para disponer la modificación de la situación proce sal. 
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Alegó que “…no se encuentra fundado el motivo por e l 

cual el Tribunal resolvió revocar el arresto domici liario que 

venía cumpliendo mi asistido hasta el día 22 de dic iembre, por 

entender que persisten las condiciones que imponen los arts. 10 

inc. d) del Código Penal, 33 de la ley 24.660 y 443  del 

C.P.P.N., …ello sin perjuicio de una sentencia cond enatoria no 

firme”. 

Informó al respecto que su defendido tiene 80 años y 

cuenta con la asistencia de su esposa María Carlota  Carvajal, 

quien se encuentra asumiendo su guarda.  

Por último hizo reserva del caso Federal. 

6. Recurso interpuesto a favor de Gustavo Adolfo 

Alsina por el defensor particular Dr. Osvaldo Alfre do Viola 

(fs. 18.106/18.126 vta.) : 

Que el recurrente estimó procedente el recurso de 

casación en virtud de lo establecido en el artículo  456, 

incisos 1 ° y 2 ° del C.P.P.N. 

a)  En primer lugar planteó la afectación al principio  

de congruencia porque su defendido Gustavo Adolfo A lsina fue 

condenado por un hecho distinto al que fuera requer ido a 

juicio, calificándose su conducta de manera más gra vosa 

afectando así el derecho de defensa. 

Señaló que de este modo el tribunal suplió la falta  de 

actividad de la fiscalía y de ellos mismos, al no e jercer en el 

curso del debate la facultad que le otorga el art. 381 del 

CPPN. 

Asimismo sostuvo que “…la identidad fáctica se ha 
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visto alterada en tanto VE modifica sustancialmente  el elemento 

subjetivo del tipo, al discurrir que le corresponde  el propio 

dolo de homicidio en concurso ideal con los torment os seguidos 

de muerte…” (fs. 18115 vta. y 18.116). 

En definitiva concluyó que en relación al hecho nov eno 

se condenó a su defendido por un hecho diverso obje tiva y 

subjetivamente, tornando el decisorio nulo por afec tación al 

derecho de defensa y al debido proceso. 

b)  Seguidamente y respecto al hecho tercero sostuvo 

que el decisorio afecta al principio de razón sufic iente por 

violar las reglas de la lógica y de no contradicció n. 

En ese sentido sostuvo que el a quo  al afirmar que 

“…Gustavo Adolfo Alsina…debe responder por igual de lito que los 

imputados anteriores, esto es los tormentos infling idos a la 

totalidad de las víctimas señaladas, sólo hasta el mes de julio 

de 1976 en que fue relevado del mando de la sección  por el 

lapso de 90 días…”; se contradice al imputarle en e l 

resolutorio las 28 víctimas incluyendo a Gustavo Ad olfo De 

Breuil, Miguel Hugo Vaca Narvaja y Arnaldo Higinio Toranzo –

hasta el 12 de agosto de 1976- a Eduardo Alfredo De  Breuil –

hasta el 12 de agosto de 1976- a Liliana Felisa Páe z de Rinaldi 

y Ricardo Alberto Tramontini –hasta el 20 de agosto  de 1976-; y 

 a Florencio Esteban Díaz, Pablo Alberto Balustra, Jorge Omar 

García, Oscar Hugo Hubert, Miguel Ángel Ceballos y Marta Juana 

González de Baronetto –hasta el 11 de octubre d 197 6-. 

c)   A continuación se agravió por considerar que se 

violó el principio de cosa juzgada y non bis in ídem . 

En este sentido, sostuvo que el tribunal omitió 

considerar el hecho de que su defendido ya había si do llamado a 
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prestar declaración indagatoria por el hecho 9, por  lo que se 

encontrarían configurados todos los elementos que r efieren a 

una doble persecución.  

Asimismo, entendió que la Cámara Federal de Córdoba  

excedió su competencia al dejar sin efecto una sent encia firme 

de la CSJN que disponía dejar sin efecto los proces amientos y 

el llamado a prestar declaración indagatoria de su asistido y 

otros. 

d)  Postuló la insubsistencia de la acción penal como 

consecuencia de la irrazonable duración del proceso  a raíz de 

los distintos avatares institucionales de los que n o fue 

partícipe su defendido y por lo tanto no le pueden ser 

atribuidos; y se ha afectado su derecho a la dignid ad, 

sometiéndolo a privaciones, estigmatizaciones y dis ociación 

familiar. 

e)  Solicitó la nulidad de la sentencia por omisión de  

incorporación, producción y valoración de prueba es encial de 

carácter dirimente, tal como la autopsia del cuerpo  de 

Moukarsel, lo que consideró como un elemento a favo r de su 

asistido y no en su contra -como lo determinó el Tr ibunal- dado 

que no puede establecerse con certeza que la causa de la muerte 

del Dr. Moukarsel hayan sido los tormentos. 

Asimismo, manifestó que el a quo  da por acreditado 

todo tipo de maltrato a Moukarsel, sin tener en con sideración 

la prueba solicitada y los testimonios del Dr. Pach eco –ver fs. 

343 del 21 de febrero de 1984, declaración ante CON SUFA, 

expediente agregado a esta causa durante el debate a fs. 56 y 

609-, Dr. Tavip –ver fs. 1531 de fecha 2 de julio d e 1987- y el 
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enfermero Fonseca quienes manifestaron que el cadáv er no 

presentaba ninguna herida o anormalidad. 

A ello agregó que el rechazo a la solicitud de care o 

con el enfermero Fonseca cercenó su derecho de defe nsa toda vez 

que el nombrado en el debate cambió tempestivamente  su 

declaración, relatando que Gustavo Adolfo Alsina lo  golpea para 

que no asista a Moukarsel. 

Señaló que el a quo  no valoró el reconocimiento 

fotográfico realizado durante la instrucción por la  testigo 

Gabriela Silvia Galárraga el que arrojó resultado n egativo 

respecto de su defendido, lo que demuestra la menda cidad y 

revela una clara intención de encontrar un solo cul pable, a 

quien en verdad nunca vio en su vida.  

f)  Alegó la violación a la garantía de imparcialidad 

por la intervención del Dr. José María Villalobo co mo Juez 

integrante del Tribunal de la presente causa, remit iéndose al 

respecto al voto del Dr. Jaime Díaz Gavier al resol ver 

favorablemente la recusación planteada. 

g)  Solicitó la nulidad del decisorio por considerar 

que el mismo no da una adecuada respuesta al plante o que 

realizara referido a la afectación de los principio s de 

legalidad y aplicación de la ley penal más benigna,  basándose 

en doctrina y jurisprudencia -fs. 18.122/18.123-. 

h)  Pidió la nulidad de la sentencia condenatoria por 

interpretación parcial y antojadiza de las constanc ias de la 

causa. 

i.  Señaló que el Tribunal incurre en contradicción al  

afirmar que la UP1 era un centro clandestino de det ención y 

luego sostener que era una cárcel legal ocupada por  presos a 
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disposición de la justicia federal (cofr. pág. 590 de la 

sentencia), considerando además incoherente sostene r que de los 

300/400 detenidos sólo se atormentó a 28.  

ii.  Sostuvo que la muerte de Moukarsel no fue parte 

del plan sistemático; puesto que el tribunal por un  lado afirmó 

que esa muerte fue una maniobra de su defendido y s us 

superiores, sin dar explicaciones de porque se le i mpuso una 

sanción a Alsina por ese hecho, según lo sostuviera  el testigo 

Abelardo Ramos Monso. 

Agregó, que su defendido no estaba a cargo el día d e 

la muerte de Moukarsel toda vez que el que se queda ba a cargo 

era el suboficial más antiguo –en este caso Cohelo-  que ello se 

desprende de los dichos de Amaya, Avalle y Bozzano (ver págs. 

500/502 del acta del día 18/08/2010). 

En ese sentido alegó que el tribunal no valoró que 

Bozzano en su declaración manifestó que el sargento  Cohelo se 

jactaba del episodio de Moukarsel. 

 Además señaló que el tribunal, da por probado que el 

día del fallecimiento de Moukarsel las temperaturas  eran 

gélidas, apoyándose sólo en los dichos de los testi gos y no en 

pruebas contundentes como las que constan a fs. 1.3 17, el 

informe del Servicio Meteorológico Nacional y todas  las 

temperaturas que figuran en el diario “La Voz del i nterior” del 

día posterior al fallecimiento de Moukarsel. 

Seguidamente la defensa, manifestó que los testigos  

Laciar, López, Fioramonti, Villareal, Ariza, Franci setti, 

Samamé, Acosta, Cacopardo, Rivera, De Breuil y Díaz  fueron 

coincidentes al señalar que las ventanas del Pabell ón 6 y 8 
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estaban totalmente tapadas lo cual indica que no po día verse 

nada hacia afuera, como dijeron otros testigos. 

Por último aseveró que la prueba le permite sostene r, 

que Alsina fue el responsable militar, más no dispu so otra cosa 

que el aislamiento de Moukarsel. 

7.  Recurso interpuesto a favor de Mauricio Carlos 

Poncet y Marcelo Luna por el defensor particular Dr . Osvaldo 

Alfredo Viola (fs. 18.127/18.136 vta.) :  

 Que el recurrente estimó procedente el recurso de 

casación en virtud de lo establecido en el artículo  456, 

incisos 1º y 2º del C.P.P.N. 

a) En primer lugar manifestó que el resolutorio puesto  

en crisis afecta el principio de congruencia que co ntempla el 

art. 398 del C.P.P.N. 

En ese sentido, sostuvo que el tribunal entendió qu e 

las conductas imputadas a sus pupilos son delito de  lesa 

humanidad que se encuentran contempladas en el Trat ado de Roma, 

implementado en Argentina mediante la ley 29.572, s in embargo 

al resolver la conducta atribuida y pena aplicable a sus 

defendidos, recurre al código penal vigente a la fe cha de los 

hechos. 

Señaló que el a quo  incurre en una grave incongruencia 

puesto que, cuando la imputación versa sobre un cri men 

internacional, no se puede aplicar para determinar los 

elementos del crimen, su tipificación y responsabil idad, los 

principios del derecho penal interno. 

Asimismo, señaló que las reglas de participación 

funcionan de modo distinto, la misma tipificación d e conducta, 

y las reglas del dolo y culpa, tienen una lectura d iferente en 
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el derecho penal internacional. 

b) Por último, la defensa consideró que el decisorio 

atacado resulta nulo por apartarse del principio de  legalidad y 

aplicación de la ley penal más benigna, sustentando  su pedido 

con citas de doctrina y jurisprudencia a fs. 18.135 /18.136. 

8. Recurso interpuesto a favor de Gustavo José Euge nio 

San Julián por el señor Defensor Público Oficial, d octor 

Marcelo Eduardo Arrieta (fs.17.789/17.802) :  

Fundó el recurso interpuesto en el inciso 2º del ar t. 

456 del C.P.P.N. 

En ese sentido, indicó que no sólo no se han 

determinado concretamente los hechos endilgados, si no que 

tampoco se ha efectuado el proceso de verificación de los 

elementos probatorios recolectados vulnerándose de este modo 

las reglas de la sana crítica, el principio de culp abilidad y 

el principio lógico de razón suficiente. 

Bajo este orden de ideas señaló que se encuentra 

acreditada, mediante constancias internas de la fue rza, 

fotografías e informe de “La Voz del Interior”, la ausencia de 

San Julián de la jurisdicción investigada, por hall arse en los 

días previos y posteriores a la fecha del hecho en revista de 

tropas en las localidades de Jachal, San Juan y Men doza, 

habiendo quedado a cargo de aquella región el Segun do 

Comandante, por lo cual concluyó que San Julián no pudo dar, 

recibir o retransmitir las supuestas órdenes ilícit as. 

Subsidiariamente, afirmó que “…sin perjuicio de ell o, 

y aún posicionándose en la calificación dogmática e legida por 

el Tribunal, para atribuir los hechos imputados a m i asistido, 



 

 
 
 
 
 
 
 

54 
 
 
 

y debiendo señalar que es una construcción ad hoc, extensiva 

del art. 45 del C.P., o de analogía in malam partem , y por 

tanto violatoria del principio de legalidad penal, debemos 

refutar dicha tesis, ya que para poder imputar a un  persona 

como coautor mediato de los delitos cometidos por e l autor 

responsable, es necesario probar la existencia de l as órdenes 

ilícitas que aquel impone a este, para que desde la  base del 

aparato cometa los delitos…”.  

9. Recurso interpuesto por la asistencia técnica de  

Miguel Ángel Pérez, Carlos Ibar Pérez, Raúl Eduardo  Fierro y 

Hermes Oscar Rodríguez (fallecido, ver fs. 18.685/6 ), 

representada por el señor defensor público oficial ad hoc, 

doctor Carlos María Casas Nóblega (fs. 17.856/17.93 6) : 

Fundó la vía impugnativa intentada en ambos incisos  

del artículo 456 del C.P.P.N. 

a)  Instó la nulidad del requerimiento de elevación a 

juicio y de la intimación indagatoria. 

Consideró que ambas poseen fundamentación aparente y 

falta de fundamentación por no abordar cuestiones d irimentes 

planteadas por la defensa. Precisó además, que no h a quedado 

claro si la hipótesis fáctica y sus circunstancias surgen de un 

relato preciso y circunstanciado formulado en el re querimiento 

de elevación juicio; o de una combinación  del conj unto de 

declaraciones testimoniales; o si por el contrario,  habría que 

aguardarse hasta la finalización del debate para po der asequir 

aquellos extremos, con la correspondiente inclusión  sorpresiva 

de hechos nunca antes descriptos, ni intimados, ni con 

posibilidad de oponer defensas. 
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Puntualmente, refirió que en el caso de su defendid o 

Carlos Ibar Pérez “…de la simple lectura del requer imiento de 

elevación mencionado, puede observarse que sólo pod ían 

atisbarse elementos incriminantes de su participaci ón en hechos 

de índole delictivo del relato de dos testimonios r elevados en 

la instrucción de la causa: Jorge Rubén Lago y Dora  Isabel 

Caffieri. Posteriormente se informó que Lago no con curría al 

debate y Caffieri se diferiría para el final su com parecencia. 

Que por tal motivo se observó que más de una decena  de testigos 

tuvieron un ´repentino recuerdo de la concreta pres encia del 

mencionado imputado Pérez en el lugar de los hechos  e incluso 

lo señalaron expresamente`…”. 

En ese sentido, alegó que la poca claridad del 

dispositivo acusador insumió en la defensa un plus  en el 

esfuerzo defensista que redundó en perjuicio del de sempeño 

tanto material como técnico de la parte contravinie ndo el 

principio de defensa en juicio, manifestado básicam ente en el 

derecho de intervenir en el proceso (art. 14.3 d) P IDC y P) y 

en la posibilidad que se le debe otorgar al acusado  de conocer 

y de contradecir esa imputación, así como en la pos ibilidad que 

éste tiene de ofrecer prueba de descargo (art. 8.2 b), g) y f) 

CADH). 

b)  Manifestó que los pretendidos sucesos disvaliosos 

que se le imputan a todos sus defendidos no pueden ser 

encuadrados dentro de la categoría de lesa humanida d, ya que no 

se probó por las partes acusadoras que los nombrado s hayan 

tenido el conocimiento y voluntad de formar parte d e algún plan 

sistemático como se pretende.  
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De este modo, entendió afectados los principios de 

tutela judicial efectiva y defensa técnica eficaz ( art. 167, 

inc. 3º del CPPN) en relación a la intervención, as istencia y 

representación del imputado; y consideró que el fal lo posee 

falta de fundamentación por errónea aplicación de l as reglas de 

la sana crítica. 

Añadió respecto de Miguel Ángel Pérez y Carlos Ibar  

Pérez que, por su baja condición jerárquica, sus ed ades al 

momento de los hechos (20 a 24 años) y las funcione s que 

desempeñaban, no pudo tenerse por acreditado que lo s nombrados 

hayan tenido conocimiento y voluntad de formar part e de algún 

plan sistemático. Por su parte, agregó que los cond enados Raúl 

Eduardo Fierro y Hermes Oscar Rodríguez tampoco ten ían 

capacidad de disposición en las posiciones que ocup aban dentro 

de la estructura militar. 

En respaldo a ello, expresó que no puede atribuirse  a 

sus defendidos las condiciones de detención que ten ían los 

internos especiales, ya que siempre había un jefe o  encargado 

de sección al cual respondían, siendo imposible que  hayan 

tomado parte de algún plan como el descripto, con v oluntad y 

conciencia, es decir con el dolo de lesa humanidad que exige el 

art. 7º del Estatuto de Roma.  

c)  Rechazo de los planteos sustanciales acerca de la 

autoría y participación. Materialidad infraccionarí a. 

Impugna en este aspecto la sentencia por poseer fal ta 

de fundamentación emergente de la ausencia de relac ión crítica 

probatoria en relación  a los extremos de imputació n, falta de 

fundamentación al no analizarse los planteos de cue stiones 

dirimentes planteados desde la defensa, incongruenc ia, 
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fundamentación aparente por autocontradicción y vio lación al 

principio de reserva. 

i.  Maltratos: En ese sentido en relación a los hechos 

de maltrato sucedidos dentro del UP1 y en “La River a” observó 

que no existió un análisis crítico de la prueba  ni  descarte de 

los argumentos defensistas, que no se discriminó en  que 

consistieron los maltratos posteriormente calificad os como 

“aplicación de tormentos a un perseguido político”,  no 

habiéndose efectuado una descripción que permita di scernir en 

que consistieron en cada caso y en relación a cada víctima. 

Manifestó que la incongruencia es doble, siendo la 

primer vertiente de la dualidad la mutación fáctica  resultante, 

la que no es abarcada por la base fáctica histórica  y 

jurídicamente transitada; y la segunda se hace pate nte en la 

ampliación numérica sorpresiva de las imputaciones durante el 

debate, violándose las reglas del debido proceso. 

Por otra parte, en referencia a la autoría responsa ble 

criticó la sentencia por falta de fundamentación en  relación a 

la asignación autoral de los sucesos,  fundamentaci ón aparente 

fruto de la atomización del plexo probatorio, falta  de 

fundamentación al no abordar las cuestiones dirimen tes 

planteadas por la defensa, incongruencia  de caráct er derivado 

en razón  de la incurrida en la materialidad infrac cionaría y 

errónea aplicación de ley sustantiva. 

• Fierro: Citando la teoría de la imputación 

objetiva, se planteó que Raúl Eduardo Fierro, como integrante 

del G-2 del Estado Mayor del Ejército, tenía compet encia para 

asesorar y en tal sentido el único que podía poner una causa 
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necesaria para lograr el éxito de un programa, es q uien tiene 

competencia para decidir, es decir el Comandante de  la Brigada, 

por lo que solicitó la absolución del nombrado. 

Subsidiariamente, “…en caso que consideren que su 

defendido efectuó alguna acción típica, la cual -po r supuesto- 

no se encuentra individualizada…”, efectuó un análi sis de las 

funciones y organización jerárquica en la que se en contraba 

Fierro, manifestó que el Destacamento de Inteligenc ia 141 era 

el órgano específico, mencionando además que no fue  Oficial de 

Inteligencia y que nunca se capacitó al respecto, p or lo que se 

preguntó ¿con que eficiencia podría cumplir todas l as funciones 

que se le endilgan si no tenía suficiente personal y además 

ninguno estaba capacitado para efectuarla en la med ida en que 

se lo inquiere?. 

En relación a las reuniones donde Fierro cumpliría un 

destacado rol, sostuvo que las mismas estaban dirig idas a 

informar al Comandante sobre el  accionar  del opon ente, con el 

fin de que el mismo adoptase el curso de acción a d esarrollar, 

sin embargo destacó que su asistido en más de la mi tad de las 

reuniones celebradas entre abril y octubre del ´76 nunca tomó 

la palabra, ni recibió indicación alguna de ningún tipo de 

tarea específica. 

Por otra parte, respecto de la firma inserta en el 

Resumen de Inteligencia 4/76 expresó que se corresp onde con su 

rol de funcionario y no como autor de dicho informe . Asimismo, 

en referencia a las firma de la orden de traslado, hizo saber 

que no se trata del traslado de ninguna de las víct imas de la 

presente causa, con las consecuencias de incongruen cia  que 

ello implica. 
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Analizó que su defendido de ninguna manera pudo hab er 

determinado a un Comandante o hacer o dejar hacer a lgo, porque 

se trataba lisa y llanamente de un órgano asesor pu diendo 

documentalmente acreditarse que su opinión no era v inculante, 

por lo que solicitó la absolución de Fierro. 

•    Carlos Ibar Pérez: Efectuando un exhausto análisis 

de lo declarado por los testigos, alegó que las des cripciones 

físicas efectuadas respecto de Carlos Ibar Pérez so n disímiles 

y contradictorias, no pudiendo concluirse en que aq uellas 

hicieran alusión a su asistido, si en cambio a un t ercer Pérez 

(Miguel Ángel Pérez alias “La Mónica”). 

Respecto de la voz impostada descripta en varios de  

los testimonios, relató que los militares acostumbr aban a 

falsear la voz, pudiendo haberse producido una conf usión al 

respecto en la identificación de Carlos Ibar Pérez.  

Asimismo, cotejando el legajo personal del Sargento  

Juan Carlos Cohelo -fallecido- quien era encargado de la 

sección de Alsina, y el informe psiquiátrico aporta do por su 

asistido, concluyó que la personalidad violenta des tacada por 

los diversos testigos se condice con la de Juan Car los Cohelo y 

no con las características introvertidas, solitaria  y de baja 

autoestima poseídas por su pupilo. 

•  Miguel Ángel Pérez: Luego de analizar las diversas 

declaraciones testimoniales, las desacreditó entend iendo que 

surgen de aquellas contradicciones que versan sobre  aspectos 

fundamentales. 

Además, citando el precedente “Benítez, Aníbal Leon el 

s/lesiones graves” donde la CSJN se pronunció en co ntra de la 
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incorporación de testimonios dirimentes por su lect ura,  se 

opuso a la valoración de la declaración testimonial  de Jorge 

Rubén Lago toda vez que aquél no declaró en la audi encia oral 

otorgando a la defensa oportunidad de controvertir las 

imputaciones que éste efectuó y realizar las pregun tas que 

estimara pertinentes. 

En virtud de dichas consideraciones solicitó la 

absolución de su defendido. 

• Elementos comunes que coadyuvan a quitar 

responsabilidad exclusiva por los delitos de tormen tos: Del 

estudio de los testimonios advirtió la presencia de  otros 

suboficiales en el penal que maltrataban a los dete nidos, los 

que no fueron investigados, habiendo “…quedado demo strado ya, 

que en el penal no había sólo dos guardias duras y otra buena 

de gendarmería, ello quedó expuesto claramente en l a comprobada 

rotación de guardias que había en el penal, dicho e lemento 

sumado a las efectivas presencias de otros militare s y/o 

gendarmes que los han apodado de diversa manera y a demás con la 

generalizada confusión en la población carcelaria d e la nula 

diferencia entre un uniforme de gendarmería y de ej ército, son 

elementos claros para desmitificar esta presencia c asi absoluta 

de mis defendidos en la cárcel, además los autores de los 

maltratos conforme la argumentación explicitada, pu eden haber 

sido gendarmes, militares o incluso guardia cárcele s…”. 

ii.  Homicidio de Raúl Augusto Bauducco:  Enumerando 

gran cantidad del material probatorio recolectado, concluyó que 

resulta irrazonable que en un operativo donde se re quisaban a 

100 internos, con una importante cantidad de milita res y 

gendarmes, hayan determinado que la frase “levantat e o te mato” 
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la haya efectuado su asistido, e incluso resulta ir razonable 

que se haya podido escuchar el ruido de montar el a rma. 

Además, razonó que si la intención de su defendido 

hubiese sido la de ejecutar deliberadamente a Baudu cco, tendría 

que haber disparado en la frente o en la nuca, lo q ue no 

sucedió, cobrando fuerza la hipótesis de que  “…cua ndo Bauducco 

lo toma del brazo que tenía la pistola, en el envió n para 

levantarlo, en dicho ínterin se produce el disparo,  donde 

lógicamente la pistola estaría apuntando de abajo h acia arriba, 

aparentemente desde la altura del hombro con la obv ia 

consecuencia que la trayectoria del disparo fue de la mejilla 

hacia los órganos vitales de la cabeza, produciendo  su muerte 

instantáneamente…”, situación que se corrobora con lo escuchado 

por el testigo Asbert: “se me escapó el tiro”. 

Por ello, consideró que la conducta debió encuadrar se 

en homicidio culposo. 

Finalmente, insistió en que se efectuaron planteos 

dirimentes que no fueron rebatidos por el a quo,  entre los que 

refirió: la asignación de apellidos lograda a travé s de la 

“plantilla” de apellidos que fueron vox populi , las 

indicaciones practicadas en audiencia, devenidas en  calidad de 

reconocimientos judiciales y las indicaciones pract icadas en 

audiencia, devenidas en calidad de reconocimiento j udiciales al 

momento de la sentencia. 

d)  Calificación legal: Refirió que la sentencia en 

este aspecto es incongruente habiendo aplicado adem ás 

erróneamente la ley sustantiva, careciendo de funda mentación en 

torno a la selección y acreditación de las circunst ancias 
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calificantes de conducta y a la selección de la fig ura legal 

aplicable. 

Sostuvo en primer término que pareciera ser que la 

sola pertenencia al Ejército implica ser “delincuen tes”, 

situación que violenta el derecho penal de acto. 

En torno a la aplicación de tormentos agravados por  la 

condición de funcionario público con relación a pre sos que este 

guarde, indicó que respecto a Carlos Ibar Pérez, Mi guel Ángel 

Pérez y Hermes Oscar Rodríguez no pudo acreditarse la calidad 

de funcionario requerida, resultando lo mismo con “ respecto a 

los presos que guarde” en relación a Carlos Ibar Pé rez y a 

Miguel Ángel Pérez en su carácter de suboficiales d el Ejército, 

de los que no se ha mencionado si tenían la potesta d o no para 

guardar o disponer sobre los presos. 

En lo que respecta al agravante por tratarse de 

perseguidos políticos subrayó “…más el decisorio no  cumple en 

explicar razonadamente porque razón se escogió esa figura del 

catálogo punitivo, y no la prevista en el art. 144 bis  que -

dentro del marco de indeterminación emergente del r equerimiento 

fiscal- figuraba como base imputativa probable…”. 

En relación al homicidio de Raúl Augusto Bauducco, 

estimó que no quedan dudas de que se trató de una a cción 

negligente por parte de Miguel Ángel Pérez violando  su deber de 

cuidado. 

“…La conducta de Miguel Ángel Pérez ha sido 

negligente, entendida como falta de precaución al r ealizar el 

acto y además con impericia en su profesión…” por l o que 

consideró que si bien debe añadirse un mayor disval or, no debe 

olvidarse que al momento de los hechos tenía 21 año s de edad, 
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habiendo ingresado al Regimiento de Infantería 2 el  1º de abril 

de 1976. 

En virtud de aquellas consideraciones entendió que se 

trata de un delito imprudente que no se compadece c on la 

exigencia del art. 7 del Tratado de Roma, por lo qu e ante la 

ausencia del dolo requerido, la conducta no puede s er 

encuadrada como delito de lesa humanidad, debiendo declararse 

su prescripción. 

Subsidiariamente, recordó que para atribuirle a su 

defendido un dolo eventual  es menester tener la co nvicción 

plena de que Miguel Ángel Pérez tuvo la representac ión del 

resultado de muerte y asintió sobre tal posibilidad , 

circunstancia que no se encuentra acreditada en los  presentes 

autos. 

e)  Monto de la pena: Acentuó que en la mensuración de 

la pena, el tribunal omitió el tratamiento de cuest iones 

dirimentes, no fundamentó adecuadamente la aplicaci ón de los 

montos punitivos, fue incongruente e inobservó la l ey 

sustantiva.  

Expresó que debieron tenerse en cuenta, a los fines  de 

mensurar la pena, la capacidad de culpabilidad del imputado al 

momento del hecho, la inexperticia y juventud de Mi guel Ángel 

Pérez, como así también la circunstancia de haber e stado por 

primera vez en un procedimiento de características complejas y 

la circunstancia de haber colaborado con el esclare cimiento del 

hecho. 

Solicitó por aplicación de la ley penal más benigna  se 

le quite el agravante de “funcionario público” por no 
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encontrarse vigente dicha agravación al momento de los hechos. 

Objetó que para todos sus defendidos se han tenido en 

cuenta las mismas circunstancias atenuantes y agrav antes, 

difiriendo sólo el monto punitivo otorgado a cada u no. 

f)  Subsidiariamente, solicitó se dicte una sentencia 

meramente declarativa, toda vez que sus defendidos durante los 

últimos 30 años formaron su familia, hicieron una v ida 

absolutamente normal, encontrándose absolutamente i nsertados en 

la sociedad, por lo que de aplicarse la pena de efe ctivo 

cumplimiento aquella tendría un sentido retributivo  o de 

castigo -inconstitucional-, sentido que se encuentr a prohibido 

por la CN, los Tratados y Convenciones Internaciona les y la Ley 

de Ejecución Penal nº 24.660. 

Agregó que “…la disposición de una pena de efectivo  

cumplimiento no es más que patentizar una grave afe ctación al 

derecho humano a la seguridad jurídica a la vez que  vulnerante 

de la dignidad humana…”. 

g)  detención y alojamiento: El cambio de lugar de 

alojamiento  no tuvo una adecuada fundamentación en  torno a la 

aplicación de la medida coercitivamente más gravosa , fue 

incongruente e inobservó la ley sustantiva. 

Estimó que el tribunal no reparó en la igualdad de 

condiciones que tenían Fierro y Rodríguez (ambos má s de 80 

años) para continuar alojados en su domicilio, poni endo en 

conocimiento del tribunal el delicado estado de sal ud de 

Rodríguez.  

10. Recurso interpuesto a favor de Miguel Ángel Góm ez, 

Mirta Graciela Antón, Alberto Luis Lucero, Juan Edu ardo Ramón 

Molina y Yamil Jabour por la defensora oficial ad-h oc Dra. 
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Marcela Rojas (fs. 17.960/18.042 vta.) : 

Que la recurrente estimó procedente el recurso de 

casación en virtud de lo establecido en los arts. 4 56, incisos 

1º y 2º del C.P.P.N. 

a) i. Primeramente invocó la violación a la garantía 

de imparcialidad por la intervención del Dr. José M aría Pérez 

Villalobo como Juez integrante del Tribunal de la p resente 

causa. 

Alegó que, la intervención de dicho vocal le genera  

temor de parcialidad, teniendo en cuenta las manife staciones de 

la testigo Galárraga efectuadas en el debate el día  25 de 

agosto de 2010, como así también la directriz impue sta a las 

preguntas que a ella le formulara. 

Señaló la existencia de manifestaciones sociales y 

ciudadanas que denotan su parcialidad, como así tam bién 

fotografías donde se lo puede observar al Juez Pére z Villalobo 

acompañado por dos personas en una marcha por la Me moria en un 

museo público.  

Indicó asimismo que el nombrado agregó a una de las  

fórmulas usuales de juramento la manifestación “por  la memoria 

de los caídos en Trelew” al momento de asumir el ca rgo de Juez 

del Tribunal Oral nº 2 de esta ciudad que ocupa en la 

actualidad. 

En definitiva indicó que, el accionar del Dr. Pérez  

Villalobo, revela indicios precisos y suficientes p ara generar 

un estado de duda en el espíritu del justiciable en  relación a 

la debida imparcialidad del magistrado. 

ii. Por otra parte se agravió por el rechazo a la 
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recusación de Sr. Vocal Abel Sánchez Torres llamado  a integrar 

el Tribunal para resolver la recusación del Sr. Voc al Dr. Pérez 

Villalobo. 

Señaló que el Dr. Abel Sánchez Torres perteneciente  a 

la Cámara de Apelaciones de Córdoba, intervino en e l análisis 

de los recursos de apelación, los cuales suscribió y emitió 

voto con fecha 26/03/09, por lo que emitió opinión en voto 

individual y fundado, para lo cual tomó necesariame nte contacto 

con los elementos probatorios que contenía la causa , formándose 

opinión, por lo que su intervención en esta instanc ia 

resultaría contaminada. 

b) Seguidamente se agravió por el rechazo al planteo 

de nulidad y exclusión del testimonio de David Aden denmatten. 

La defensa manifestó que no son ciertos los dichos del 

testigo David Andenmatten expresados durante el deb ate, en 

cuanto declaró que Miguel Ángel Gómez el 27 de mayo  de 1976, lo 

detiene y tortura, luego es trasladado a unidad pen itenciaria y 

en 1978 lo vuelven a llevar al D2 donde es torturad o y reconoce 

la voz de Miguel Ángel Gómez, quien le hace firmar una 

declaración. 

En punto a ello señaló que, atento a que su pupilo 

estuvo detenido desde el 15-03-1978 hasta 21-07-198 3, debido a 

la condena que le impuso la Cámara del Crimen a 10 años de 

prisión y el a quo  al momento de dictar sentencia, nada dijo 

sobre tal circunstancia. 

Por tal razón consideró que la sentencia carece de 

fundamentación por no abordar  la cuestión plantead a por la 

defensa, brindando una fundamentación aparente e in curriendo en 

la inobservancia de normas procesales cuyo incumpli miento es 
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sancionado con la nulidad. 

c)  Manifestó que el decisorio carece de la debida 

fundamentación que requiere todo acto jurisdicciona l válido por 

que no existe una descripción de los hechos que per mita 

discernir cuál es el nexo entre los hechos relatado s por las 

víctimas y los hechos imputados, ni cuál es la prue ba material 

de las vivencias de los testigos. 

Agregó que “…tampoco contiene la sentencia un 

razonamiento convictivo que exponga  cual sería la injerencia 

de sus asistidos en la implementación de aquellas c ondiciones, 

ya que la aplicación de tormentos transitó siempre sobre la 

imposición de actos personales y específicos sobre cada uno de 

los testigos víctimas y sobre ellos, la sentencia s e los 

trasladó a los hechos y víctimas…” (fs. 17.981). 

Reiteró el planteo de nulidad de las piezas 

acusatorias por indeterminación del hecho, entendie ndo que para 

que la acusación sea válida resulta necesaria una d escripción 

clara, precisa y circunstanciada, con la mayor minu ciosidad 

posible indicando el tiempo, modo y lugar del hecho  y la acción 

u omisión que se le atribuye a la persona. 

d)  Hechos imputados a sus asistidos en la causa 

“Videla”:  En primer término, se agravió por considerar que a 

sus defendidos no se les imputó una acción concreta  ni se 

determinó cual era el rol que cumplía cada uno. 

En ese sentido indicó que tanto el hecho primero co mo 

el cuarto no reúnen los requisitos básicos para que  una 

acusación sea válida, en tanto en la presente se cu enta con la 

descripción de un hecho pero no precisa la acción q ue 
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desarrolló cada uno. 

e)  Hechos imputados a sus asistidos en la causa 

“Menéndez”:  En primer lugar, solicitó, se declare la nulidad 

del requerimiento de elevación a juicio presentado el 29-07-

2009, ya que “…el estado debe informar la acusación  a los 

interesados, que… sea expresa, clara integral y suf icientemente 

detallada para permitir al acusado que ejerza plena mente su 

derecho a defensa…” (fs. 18.006). 

Expresó que el a quo demostró parcialidad al tratar la 

nulidad del reconocimiento fotográfico practicado p or Urquiza 

en la causa “Gontero” (ahora Menéndez). 

Indicó que, la sentencia recurrida sólo transcribe 

relatos y que de ella no puede extraerse el aporte concreto que 

realizaron sus defendidos; como así tampoco, hay pr ueba que 

determine su participación en los hechos imputados.   

 Solicitó la nulidad de las declaraciones 

testimoniales de Luis Alberto Urquiza de fs. 43/4 y  286, donde 

se le exhibió fotografías pertenecientes al persona l policial y 

reconoció a Antón (003), por que esa declaración no  contiene la 

descripción de los motivos por los cuales se le exh iben las 

fotografías.  

Resaltó que esa declaración testimonial es  

contradictoria y se basa en información que Urquiza  buscó en 

documentación perteneciente al D2 (fs.18.016); y de  donde 

surgieron los nombres convenientes para adjudicarle  

responsabilidad y participación a sus asistidos, cu ando de la 

lectura de la denuncia efectuada el 21-04-05 nada s eñala en 

relación a ellos. 

Sostuvo que es nula la declaración de Urquiza prest ada 
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en febrero de 2007 por que el tribunal realizó preg untas 

indicativas respecto de Miguel Ángel Gómez y de Yam il Jabour, 

toda vez que sus asistidos habrían sido imputados e  indagados, 

por lo cual dicha declaración fue recibida sin el d ebido 

control de las partes, poniendo en juego las garant ías 

constitucionales previstas en el art. 18 de C.N. -d efensa en 

juicio y principio de inocencia-. 

f) Respecto de Mirta Graciela Antón la defensa planteó  

que el tribunal la condenó en base al testimonio de  Urquiza, el 

cual luce contradictorio y en muchos casos dubitati vo,  sin 

embargo ante esta situación de duda, el a quo  la utiliza en 

contra de Mirta Graciela Antón. 

Agregó que su asistida fue reconocida por Urquiza e n 

un reconocimiento fotográfico, el cual resulta invá lido, puesto 

que fue practicado durante la instrucción sin el de bido control 

de la defensa, generándose así duda de cómo se llev ó a cabo el 

acto. 

Por otra parte destacó que el resto de los testimon ios 

que inculpan a sus defendidos carecen de certeza ya  que son 

producto de reconocimientos vagos, contradictorios o 

simplemente basados en el reconocimiento de la voz de sus 

asistidos. 

g)  Por último, y respecto de Urquiza, señaló que “…ni  

de su esposa en tal estado de gravidez, ni de Antón  

recientemente parida, no encontramos a lo largo de sus cuatro 

declaraciones ni en este debate referencia alguna n i suspicacia 

alguna, que puedan determinarnos que el aporte de e llos nos 

harían presuponer que efectivamente la conoció y qu e 
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efectivamente la vio y que efectivamente desplegó l a conducta 

que manifestó y otorgó a Mirta Graciela Antón, se s upone que 

ella venía de dar a luz, y Urquiza sería padre de u n mes o 

dos…” (cfr. fs. 18.027). 

11. Recurso interpuesto a favor de Jorge Rafael 

Videla, Vicente Meli y Enrique Pedro Mones Ruiz por  la 

defensora pública oficial ad-hoc Dra. Natalia Bazán  (fs. 

18.056/18.105) : 

Que la recurrente estimó procedente el recurso de 

casación en virtud de lo establecido en los arts. 4 56, incisos 

1º y 2º del C.P.P.N. 

Que en primer lugar se agravió por la intervención del  

Dr. José María Pérez Villalobo como juez integrante  del 

Tribunal Oral. 

Alegó que, el planteo de recusación tuvo como base,  el 

temor de parcialidad que genera en sus pupilos la i ntervención 

de dicho vocal, teniendo en cuenta las fotografías exhibidas en 

la audiencia, en donde se observaría al vocal en un  acto 

homenaje a las víctimas de los hechos sobre los cua les debía 

expedirse. 

Señaló que se viola el derecho de defensa en juicio  al 

tener sus asistidos que demostrar -como dijo el voc al Dr. 

Lascano-, que la prueba alegada le causa temor de p arcialidad, 

ya que el imputado no está destinado en el proceso a demostrar 

ningún aspecto de la imputación penal y menos aún, que el juez 

que lo está por juzgar tenga prejuicios en su contr a, sino que 

alcanza con introducir la sospecha. 

Indicó que, la recusación del Dr. Pérez Villalobo 

permaneció inconteste, puesto que el voto de la may oría se 
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centró en el modo en que se obtuvo la información y  la 

extemporaneidad del planteo y no en el mensaje que les 

aparejaba temor de parcialidad a sus asistidos. 

En definitiva sostuvo que, el accionar del denuncia do 

juez, revela indicios precisos y suficientes para g enerar un 

estado de duda en el espíritu del justiciable en re lación a la 

debida imparcialidad del magistrado. 

Planteó la inobservancia de normas procesales cuyo 

incumplimiento es sancionado con nulidad (arts. 123 , 168 y 398 

del CPPN), circunstancias que determinan la revisió n habilitada 

por el art. 456, inc. 2º, del CPPN. 

En relación a este ítem, la defensa dividió los 

agravios en comunes  (para sus tres asistidos) e individuales. 

a)  Agravios comunes: Prescripción de la acción penal.  

Expresó que “…la prescripción integra el contenido de 

la ley penal y que en ese sentido, con este juzgami ento se 

violó el principio de nullum crimen sine lege poenali (art. 18 

de la C.N.) y que si bien la CSJN se ha pronunciado  a partir de 

Arancibia Clavel (Fallo, 327:3312) y en autos “Mené ndez, 

Luciano Benjamín y otros s/rec. de casación”, Sala III, causa 

9896 de fecha 25 de agosto de 2010”-, este Minister io insistió 

con plantear una cuestión procesal que atañe a la l egalidad de 

este proceso por afectar el principio de legalidad pena.” 

(fs.18.063).  

Manifestó que el a quo  realizó una errónea 

interpretación de la ley, al afirmar que el derecho  de gentes, 

es sin más, parte de nuestra legislación por imperi o del art. 

118 de la Constitución Nacional, siendo que dicho a rtículo 
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refiere a delitos contra el derecho de gentes comet idos fuera 

del país, receptando así, sólo el principio de 

extraterritorialidad. 

Agregó que, si bien la Convención sobre 

imprescriptibilidad de los Crímenes de Lesa Humanidad  fue 

adoptada por la ONU el 26 de noviembre de 1968, la Argentina la 

aprobó el 1 de noviembre de 1995, mediante la ley 2 4.584 y 

recién en agosto de 2003 el ejecutivo dispuso su ad hesión 

(Decreto 579/2003); por lo que consideró que, no se  puede 

aplicar dicha Convención en forma retroactiva, dado  que afecta 

el principio de legalidad contenido en el art. 18 d e la CN, 

toda vez que los arts. 27 y 75, inc. 22 prescriben que, las 

disposiciones de los tratados internacionales con j erarquía 

constitucional no derogan artículo alguno de la pri mera parte 

de la Ley Fundamental. 

Concluyó que, seguir desconociendo la prescripción y 

la cosa juzgada provoca inseguridad jurídica; citan do al 

respecto, el voto de la Ministra Carmen Argibay en la causa 

“Rivero”, en donde dijo que “…la discusión sobre la  

inconstitucionalidad del indulto a Rivero a conclui do años 

atrás cuando en este mismo recinto los ministros fi rmaron la 

sentencia que desestimó el recurso interpuesto por los 

particulares damnificados…”. 

Seguidamente se agravió por que el a quo  le adjudicó 

el carácter de lesa humanidad al hecho sindicado co mo octavo 

sin tener en cuenta la confesión de Miguel Ángel Pé rez, quien 

relató los hechos, mostró arrepentimiento y formuló  un pedido 

de perdón a la familia de Bauducco, prueba ésta, qu e fue 

presentada para tratar la errónea participación de Mones Ruiz, 
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y en consecuencia afirmar que dicho suceso se dio p or fuera del 

plan sistemático juzgado en autos. 

Siguió diciendo que, para que se configure como del ito 

de lesa humanidad el autor debe tener conocimiento general del 

contexto en que su acto se produce y luego del nexo  entre su 

acción y ese contexto, y ese conocimiento cabal el Tribunal de 

mérito no lo acreditó en la sentencia, respecto de sus pupilos 

Mones Ruiz, Meli y Videla, máxime que el hecho fue realizado 

por otra persona –Pérez, como él confesó-. 

Que, tampoco se desprende de los dichos del testigo  

Gerardo Otto, quien manifestó en el debate que al m omento de la 

requisa Mones Ruiz arengó a su tropa generando un c lima hostil, 

y que sí así fuera, el derecho penal no castiga las  ideas, sino 

los actos; y cuanto mucho le cabría la figura de in stigación. 

En definitiva solicitó se revoque la sentencia y se  

haga lugar al planteo de prescripción de la acción penal y se 

declare inconstitucionalidad de la ley 25.779, en c uanto 

declara la nulidad de las leyes de 23.492 y 23.521 y 

subsidiariamente pidió que no se aplique la categor ía delitos 

de lesa humanidad al hecho nominado octavo.  

Señaló que, el máximo tribunal de justicia in re  

“Simón” señaló que debe realizarse una doble subsun ción a los 

fines de calificar los acontecimientos, por un lado  si los 

hechos son delitos de lesa humanidad y por otro si están 

tipificados como delitos del C.P. 

Agregó que, el a quo  al contestar los planteos sobre 

imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanida d hace 

mención al Estatuto de Roma, pero reconoce que su i ncorporación 
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es posterior a la reforma constitucional y contradi ctoriamente 

da respuesta a la décimo tercera cuestión a través de lo que 

establece el Estatuto de Roma. 

Por otra parte estimó que el tribunal realizó una 

doble valoración al asignarle la categoría de lesa humanidad y 

luego aplicarle las agravantes de los delitos -torm entos y 

homicidios agravados por el número de personas o po r la calidad 

de funcionario-, circunstancias estas que están con templadas 

para asignar la categoría de lesa humanidad. 

En definitiva valoró dos veces la circunstancia de que 

su defendido pertenecía a un aparato organizado de poder para 

decir que el delito no se encontraba prescripto y l uego le 

aplica el agravante por su condición de funcionario  

perteneciente al aparato de poder. 

Seguidamente solicitó se declare la 

inconstitucionalidad de la pena de prisión perpetua , al 

entender que existe gravedad institucional, dado qu e se somete 

a sus pupilos a una privación de la libertad de por  vida, 

contrariando Tratados de Derechos Humanos con jerar quía 

constitucional, que impiden la aplicación de penas crueles, 

inhumanas y degradantes. 

 Indicó que, de efectivizarse la sanción impuesta y 

dada la edad avanzada de sus asistidos, 64 años y m ás de 80 

años, implicaría una pena realmente perpetua, que s ignificaría 

llegar al fin de sus vidas privados de la libertad,  máxime si 

tenemos en cuenta que para acceder a la libertad co ndicional 

restan nada menos que 20 años. 

 Por otro lado, señaló que no intenta promocionar l a 

falta de sanción penal, sino una aplicación acorde a la edad y 
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personalidad de los imputados, y para ello, el trib unal no debe 

quedar atado a la pauta rígida que prevé la figura del 

homicidio. 

Manifestó que se vulneró el principio de culpabilid ad 

al imponer la misma pena a Enrique Pedro Mones Ruiz  que a Jorge 

Rafael Videla quien al momento de los hechos se enc ontraba en 

el último peldaño de la estructura de las fuerzas. 

Asimismo adujo, que se violó el principio de 

proporcionalidad, ya que Vicente Meli -quien carece  de 

antecedentes penales y causas en trámite- se le imp uso la misma 

pena que a Videla quien cuenta con una condena perp etua en su 

haber, asimismo alegó que la imposición de varias p risiones 

perpetuas a una persona en el ocaso de sus días sig nifica una 

condena inhumana y degradante. 

Concluyó que, por las razones expuestas el art. 80 del 

CP es inconstitucional ya que atenta contra el prin cipio de 

proporcionalidad, racionalidad y la resocialización  como fin de 

la pena.  

b)  Agravios Individuales: Revocación de la prisión 

domiciliaria oportunamente concedida a Jorge Rafael  Videla.  

En relación a este punto señaló que, la decisión de l 

tribunal lo agravia por inobservancia de la ley pen al 

sustantiva (art. 456 inc. 1 CPPN) en razón que, deb iendo 

disponer la continuación de la prisión domiciliaria  a su 

pupilo, optó por una solución que no está contempla da en el 

ordenamiento legal.  

Señaló que “…la detención domiciliaria sigue siendo  

detención, con lo cual no existe riesgo procesal, é ste último 
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ya fue analizado y neutralizado con la disposición de la 

cautelar. En este caso, la detención domiciliaria s e asimiló a 

excarcelación, y por ello acude a parámetros como e l riesgo 

procesal a fin de merituar si procede o no la conce sión del 

beneficio solicitado. Esta equiparación sin base le gal y 

fáctica torna inválido por infundado el razonamient o…” (fs. 

18.080 vta.). 

Agregó que su defendido se encuentra dentro de los 

parámetros que imponen los arts. 10 inc. d) del Cód igo Penal, 

33 de la ley 24.660 y 443 del C.P.P.N., ya que a la  fecha, el 

mismo cuenta con los requisitos legales exigidos pa ra continuar 

gozando del beneficio oportunamente otorgado -85 añ os de edad-. 

Por último, citó jurisprudencia de esta Cámara y 

tratados internacionales que avalan su postura e hi zo reserva 

del caso Federal.  

Por otra parte sostuvo que el tribunal descartó de 

manera arbitraria y sin dar fundamentos, la existen cia de cosa 

juzgada respecto del plan sistemático que se le atr ibuye a 

Videla, como consecuencia del puesto que ocupaba al  momento de 

los hechos -Comandante en Jefe del Ejército-, lo cu al torna el 

decisorio en un acto jurisdiccional inválido.  

Alegó la errónea aplicación de la ley penal, al 

considerar que los delitos imputados concurren en f orma real, 

entendiendo que en el caso se trata de un delito co ntinuado, 

violándose la garantía constitucional que impide la  doble 

persecución. 

Expresó que el tribunal rechazó el planteo de cosa 

juzgada, citando el Fallo de la CSJN “Videla, Jorge  Rafael 

s/incidente de excepción de cosa juzgada y falta de  
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jurisdicción”, nº 326:2805, sin tener en cuenta que  los 

contextos resultan disímiles a fin de equiparar amb os fallos 

como situaciones análogas. 

Prosiguió diciendo que “…lo que motivó la intervenc ión 

de la Corte en aquella oportunidad son hechos disti ntos a los 

que motivaran condena en la causa trece y donde no se acreditó 

la existencia de un Plan Sistemático para la apropi ación de 

menores, mientras que en nuestro planteo, el meollo  de la 

cuestión lo constituye la homogeneidad de los hecho s de 

homicidio y tormentos que hoy son juzgados en este proceso y 

que ya fueron condenados en causa 13 donde sí se pr obó la 

existencia de un denominado Plan Sistemático para p oder cometer 

estos injustos…” (fs.  18.085). 

Indicó que el a quo  realizó un razonamiento circular, 

que invalida el fundamento dado, por entender que “ …sin el plan 

no se puede construir la autoría mediata para atrib uirle los 

delitos cometidos como Comandante en Jefe del Ejérc ito y sin la 

autoría mediata no hay delito para atribuir a Videl a, esto es 

el acusador se queda sin manera de construir el gra do de 

participación en los hechos…” (fs. 18.088 vta.). 

Consideró violada la garantía del ne bis in idem , al 

invocar reiteradamente el plan sistemático como for ma de 

atribuir el delito. 

Por último, indicó que “…la arbitrariedad para la 

continua imputación de hechos ya juzgados, quedó pl asmada 

también en la aplicación del principio de oportunid ad en 

relación a Videla en todo el país: dicho de otro mo do: si la 

conducta de Videla fuera múltiple, como lo afirmó e l Tribunal, 
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debería –y no lo está- ser acusado a lo largo y anc ho del país 

donde se registren víctimas de la última dictadura militar…”. 

Participación de Vicente Meli como Jefe del Estado 

Mayor de la Cuarta Brigada Aerotransportada al mome nto de los 

hechos: Sostuvo que del razonamiento efectuado por el a quo  se 

desprende la afectación a los principios de no cont radicción y 

razón suficiente, que invalidan el decisorio por fa lta de 

fundamentación (art. 456 inc. 2 del CPPN). 

Respecto al hecho tercero –tormentos padecidos en l a 

UP1-, la defensa consideró que el a quo  le atribuye 

participación de los hechos a Meli, sin determinar o establecer 

de qué modo intervino su asistido desde la fecha de  asunción 

como Jefe del Estado Mayor. Sostuvo que no se acred itó con 

grado de certeza, que Meli haya tomado conocimiento  de la 

situación que vivían los internos, en cuanto al end urecimiento 

de las condiciones de detención, conocimiento neces ario para 

poder imputarle la figura penal atribuida.  

En ese sentido, sostuvo que es errónea la 

interpretación del reglamento RC 3-30 realizada por  el a quo  a 

fin de fundar la participación de Meli. 

Agregó que las órdenes firmadas por su  pupilo, 

dirigidas al Servicio Penitenciario, por la cual se  disponía 

por un lado la libertad de detenidos a disposición del PEN y 

por otro lado, la autorización de visitas en la Uni dad 

Penitenciaria en Navidad, cumpliendo órdenes de Vid ela tampoco 

alcanzan para fundar la responsabilidad de su defen dido.  

Asimismo señaló que, se tuvo por probado en el deba te, 

que Meli asumió su cargo de Jefe del Estado Mayor d e la IV 

Brigada, recién el 21 de junio de 1976, por lo cual  nunca pudo 
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intervenir en la implementación del endurecimiento de las 

condiciones de detención que sufrían los internos e n aquel 

establecimiento. 

Por último, sostuvo que el tribunal se equivoca al 

“…adjudicar participación del Jefe del Estado Mayor , partiendo 

de un supuesto conocimiento, de haberlo sabido no p uede 

achacarse a mi asistido una acción en relación a es te punto, a 

lo sumo una omisión o inacción: denunciar un hecho ilícito a la 

justicia conocido por su condición de funcionario p úblico de 

parte de la misma organización estatal a la que per tenecía…” 

(fs. 18.090 vta.). 

Respecto a los hechos nominados octavo y noveno –

muerte de Moukarsel y Bauducco-, la defensa entendi ó que no 

pueden ser considerados delitos de lesa humanidad p uesto que 

ocurrieron sin premeditación alguna. 

En ese sentido, expresó que el primero de los hecho s 

sucedió en el marco de una requisa efectuada a los internos del 

pabellón 6 y el segundo tenía como objeto despojar de elementos 

a un interno, que por orden de Sasiaiñ, no debía te ner; sin 

embargo, señaló que el tribunal no se pronunció res pecto a la 

participación que le cupo a Vicente Meli, de qué fo rma 

intervino o el grado de injerencia que tuvo. 

Manifestó que el a quo  condenó a Vicente Meli por los 

hechos 8º y 9º atribuyéndole responsabilidad objeti va, 

prohibida en nuestro derecho penal o al menos para los delitos 

dolosos, por qué vulnera el principio de culpabilid ad amparado 

en nuestra constitución en el art. 19. 

Agregó que tampoco se probó en los restantes 



 

 
 
 
 
 
 
 

80 
 
 
 

homicidios, donde sí puede verificarse la existenci a de una 

diagramación de los hechos, la responsabilidad del jefe del 

estado Mayor, toda vez que no existe documento algu no que 

permita sostener que en alguna etapa de la creación  o ejecución 

de la orden haya intervenido Vicente Meli. 

Respecto al hecho denominado doceavo, señaló que el  

tribunal violó el Principio de razón suficiente, po r qué, probó 

la intervención de su pupilo en base a la suscripci ón de la 

orden de traslado de los detenidos que terminaron m uertos en el 

hecho, descartando que Vicente Meli, pudiera descon ocer el fin 

ilícito que tenía para su mentor. 

Expresó la defensa que la sentencia viola el princi pio 

de razón suficiente, en tanto concluye que, firmar en ausencia 

de quien habitualmente lo hacía, es conocer el verd adero fin de 

la orden, sin tener en cuenta que: se tuvo por prob ado en el 

debate que hubo traslados de detenidos que se pract icaron con 

total normalidad; como así también el a quo  no tuvo en cuenta 

que Meli arribó a Córdoba recién el 26 de junio de 1976, y 

luego de ello, el único traslado anterior a éste, q ue finalizó 

con la muerte de las víctimas fue el hecho nominado  once. 

Respecto del hecho decimotercero la defensa señaló que 

“…la única prueba con la que contó el tribunal para  adjudicar 

la participación de Meli en estos homicidios, obra a fs. 1372, 

 tratándose de un oficio suscripto por Meli el 18 d e octubre de 

1976, varios días después del hecho ocurrido el 11 de octubre 

del mismo año (por orden firmada por Sassian según obra a fs. 

1001 de autos incorporados al debate), que tenía po r fin 

anoticiar al Juez Federal interviniente la muerte d e las 

víctimas, pero previo a ello la noticia oficial (qu e comunicaba 
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el hecho como un supuesto intento de fuga) que el T ercer Cuerpo 

dio a conocer a los medios ya había sido divulgada,  no por Meli 

precisamente…” (fs.18.092 vta.). 

Destacó que lo único que acredita esta comunicación  

oficial, es que su defendido fue el mensajero de un a falsedad y 

que si sospechaba de su  veracidad debió denunciarl a por ocupar 

una función pública, pero no es posible adjudicarle  la autoría 

y participación criminal, puesto que se trata de un  indicio no 

unívoco ya que no se desprende del comunicado que M eli tuviera 

un conocimiento previo del hecho. 

 Señaló que conforme surge del legajo de su asistid o y 

de las constancias documentales Meli no presenció n inguna 

reunión de la comunidad informativa y menos en la c elebrada en 

enero de 1976 ya que en ese momento prestaba funcio nes en la 

Ciudad de Buenos Aires y su traslado a Córdoba se p rodujo 

recién el 26 de junio. 

Postuló la nulidad de la sentencia, en lo que respe cta 

a la participación que se le atribuye a Enrique Ped ro Mones 

Ruiz, por considerar que carece de fundamentación e l hecho 

tercero y deficiencia en la fundamentación el hecho  octavo, lo 

cual lo descalifica como acto jurisdiccional válido . 

En punto a ello, se refirió a la prueba en que el 

tribunal se basó para adjudicarle la participación a su pupilo 

en el homicidio de Bauducco.  

Sostuvo que el tribunal acreditó la participación d e 

Mones Ruiz otorgándole un valor negativo a las alta s 

calificaciones recibidas, pero en la misma sentenci a, respecto 

del imputado Alsina, al analizar la muerte de Mouka rsel –hecho 
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noveno-, se utilizaron las bajas calificaciones y s anción para 

acreditar su participación, es decir se utilizó el mismo 

indicio pero de manera contradictoria.  

Por otra parte y respecto al hecho tercero consider ó 

que el a quo  le atribuyó responsabilidad a su asistido en base 

a indicios indirectos, ya que utilizó los argumento s vertidos 

para imputar a su superior Pino Cano, sin proporcio nar razones 

de porqué o en base a qué, era Mones Ruiz y no otro  quién había 

hecho padecer a los detenidos los tormentos que se le atribuyen 

en la sentencia. 

En relación al hecho octavo, indicó que “…la 

fundamentación del Tribunal vulnera el principio de  razón 

suficiente ya que no se explica acabadamente porqué  se desecha 

la postura exculpatoria de Mones Ruiz, entre otros aspectos no 

valorándose prueba testimonial de carácter diriment e y la 

confesión de Miguel Ángel Pérez que quita del escen ario del 

hecho al momento del disparo a mi defendido Mones R uiz. Todo 

ello tacha el pronunciamiento como acto jurisdiccio nal válido.” 

(fs.18.098). 

En punto a ello, señaló que el tribunal, sólo valor ó 

los testimonios de los internos ubicados en el pati o donde se 

practicó la requisa, pero no aquellos que indicaban  que su 

asistido decía la verdad; como así tampoco, en la  sentencia no 

se explicó por qué no fueron valorados siendo que f ueron 

tratados en la discusión final. 

En referencia a lo antes dicho la defensa destacó l a 

confesión espontanea de Pérez, quien reconoció habe rle 

disparado a Bauducco, sin mencionar que haya interv enido Mones 

Ruiz previamente en el disparo. 
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Del mismo modo, el a quo  le asignó valor probatorio al 

testimonio de Fermín Rivera quien dijera que observ o a Mones 

Ruiz con una especie de periscopio, a lo cual, la d efensa no 

impugna de falsedad ese testimonio pero si de escas a 

fiabilidad, máxime si se tiene en cuenta la inspecc ión ocular 

realizada en la UP1 durante el debate. 

Por otro lado, refirió al testimonio de Jorge De  

Breuil, quien describió a Mones Ruiz con bigotes, s iendo que en 

el debate se probó con fotografías que los bigotes en su rostro 

son posteriores a la época de los hechos. Asimismo,  indicó que 

De Breuil en la instrucción nada había dicho sobre este aspecto 

de su defendido. 

De igual manera se agravió por considerar que el a quo  

no valoró el informe  que el Prefecto Torres le dir igió al 

Prefecto Gastaldi, como así tampoco se tuvo en cuen ta la 

declaración del Juez de Instrucción Militar -Ángel René 

Medicci- incorporada al debate por lectura, quién a l momento de 

los hechos investigó el suceso y dio crédito a la v ersión 

exculpatoria de su asistido. 

Por otra parte, el tribunal descartó las declaracio nes 

de Rosales, Arroyo, López y Guido, donde mencionaba n que el 

Teniente a cargo de la requisa no se encontraba al momento de 

efectuarse el disparo o que, luego del disparo hubo  

recriminaciones y voces a favor del suboficial que efectuó el 

disparo –lo cual desvirtúa las afirmaciones del tri bunal que 

dijo que no hubo recriminación-, sin hacer mención a la 

supuesta autorización de Mones Ruiz a la que todos aluden o que 

luego del disparo hubo un momento de quietud, como si hubiera 
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pasado algo que no estaba previsto. 

En definitiva, manifestó que, la fundamentación que  

realiza el tribunal viola el principio lógico de ra zón 

suficiente, que impone que se demuestre que algo es  así y no de 

otra manera; entendiendo que el a quo , no ha podido demostrar 

que los hechos sucedieron de otra manera distinta a  la 

planteada por su asistido. 

12. Recurso interpuesto por la doctora María Elba 

Martínez, en su carácter de apoderada de los señore s 

querellantes Eduardo De Breuil, Luis Alberto Urquiz a y de la 

señora Raquel Altamira de Vaca Narvaja (fs.18.289/1 8.322)  

Interpuso recurso de casación contra los puntos 

dispositivos 9, 24, 41 y 42 y contra la rectificaci ón de fecha 

11 de marzo de 2011 del punto dispositivo 46. 

Objetó las absoluciones de Víctor Pino Cano, Osvald o 

César Quiroga, Francisco Pablo D´Aloia y Gustavo Ad olfo Salgado 

toda vez que arguyó que el tribunal ha efectuado un  

razonamiento subjetivo no explicado, carente de fun damento y 

arbitrario, habiendo omitido además el tratamiento de prueba 

dirimente. 

Adujo la existencia de prueba testimonial, document al 

y normativa que da cuenta de que a los fines del re tiro de los 

detenidos existía un acuerdo de la Cámara Federal q ue exigía 

dos oficios (de la autoridad militar y del Poder Ju dicial), 

dictándose luego una ley por la que los hechos  pos teriores al 

24/3/76 caían bajo la órbita de la Justicia Militar  (Ley nº 

21.313). Por lo que estimó que ni La Perla, La Rive ra, 

Malagueño, D2, ni la Unidad Penitenciaria nº1 han s ido jamás 

centros clandestinos de detención para el Poder Jud icial. 
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En virtud de ello exclamó “…no se puede ignorar (…)  

que la mayoría de las `detenciones´ realizadas por el D2 de 

Informaciones, eran verdaderos secuestros…” no habi endo los 

tribunales federales llevado a cabo ninguna investi gación. 

Respecto de Osvaldo César Quiroga sostuvo que el a quo  

obvió lo manifestado por De Breuil en torno a los d ichos de 

Quiroga “mal día hoy, mal día para ustedes”, con lo  cual la 

evidencia del destino final era obvio. 

A ello agregó que se omitió considerar que Quiroga no 

sólo era parte de la estructura que retiraba a los detenidos, 

sino que además avaló y acompañó todas las circunst ancias, 

incluido el hostigamiento de Vaca Narvaja, logrando  su ascenso 

en diciembre de 1976 al grado de capitán. 

Por otra parte, “…en el punto e) a fs.406, el tribu nal 

luego de analizar las responsabilidades de Víctor P ino Cano en 

este esquema, se detiene y en forma inédita, violan do las 

mismas reglas teóricas de Roxín que dice seguir, en laza -a los 

fines de lograr la absolución de ambos- las activid ades de 

Víctor Pino Cano con las de Osvaldo César Quiroga. Ese enlace 

produce un extraño desplazamiento del beneficio de duda que se 

quiere fundar en forma más concreta para el caso de  Quiroga, a 

Víctor Pino Cano…”. 

Se refirió a las firmas con nombres falsos, 

sosteniendo la ilogicidad del tribunal al considera r en algunas 

actas que las suscripciones eran falsas y en otras verdaderas. 

“…Al hablar de planificación minuciosa el Tribunal 

señala acertadamente los pasos que se habrían segui do en esto, 

pero al evaluar estos tramos, que reitero de acuerd o al mismo 
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tribunal serían parte de planificación minuciosa, e xtraen de la 

responsabilidad penal al identificarlo en el primer  tramo, sin 

fundar por qué ese tramo no está unido en forma dir ecta y con 

la responsabilidad de participación necesaria del p rimero con 

respecto al segundo tramo, la pregunta en todo caso  podría 

plantearse de la siguiente forma: ¿era factible mat ar a De 

Breuil, Toranzo y Vaca Narvaja sin extraerlos de la  cárcel?. Es 

decir, el retiro de la cárcel es un hecho absolutam ente 

necesario para el posterior fusilamiento, como corr ectamente lo 

manifiesta el Tribunal al describir el sistema repr esivo que se 

monta desde el 2 de abril del 76…”. 

“…Que el segundo tramo sea la parte más cruenta no 

implica necesariamente que a nivel de inteligencia sea la más 

importante. La identificación de las víctimas y su traslado 

para ser fusilados son absolutamente relevantes en la sucesión 

de estos hechos, que se cometían con total impunida d, no había 

ningún tipo de riesgo para los ejecutores…”. 

Refirió que la absolución de Pino Cano en el hecho 

once resulta una conclusión que no encuentra fundam ento alguno 

en las premisas que señalan claramente la responsab ilidad del 

mismo en los demás hechos que se le imputan, y no e xiste una 

sola razón válida otorgada por el Tribunal para exc luir de 

estas responsabilidades aquél suceso. 

Observó que el decisorio se encuentra viciado desde  el 

punto de vista lógico, porque violenta el principio  de no 

contradicción. 

En este sentido, sostuvo que Quiroga mismo admite q ue 

integraba un grupo de personas que tenía funciones en la 

ejecución del plan sistemático, recibiendo órdenes de la 
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superioridad (Videla, Menéndez y Pino Cano). 

A lo que añadió que es falso que aquél desconociera  la 

identidad de las víctimas, puesto que firmó el reti ro de las 

mismas (legajo de Miguel Hugo Vaca Narvaja), no pud iendo 

soslayarse la trascendencia pública de su hermano F ernando. 

“…Absolutamente sorprendente resulta el razonamient o 

de considerar absurdo el hecho de firmar el traslad o, a 

sabiendas de que iban a asesinar a esas personas. C ontradice el 

razonamiento anterior del mismo tribunal cuando men ciona la 

absoluta impunidad con que actuaban los integrantes  de las 

fuerzas armadas…”. 

Conjeturó que el traslado estaba premeditado para 

realizar un fusilamiento, encontrándose  “el Capitá n” en todo 

momento, no siendo razonable la conclusión del a quo  en torno a 

que al llegar al Comando del Tercer Cuerpo cambió t oda la 

tripulación y vehículos, sin prueba alguna y destro zando las 

presunciones que llevan a una conclusión distinta. 

En relación a Pablo D´Aloia manifestó que “…pertene ce 

al regimiento de aerotransportada y de acuerdo al p ropio 

testimonio de Esteban, militar, y testimonios de lo s imputados 

las compañías podían mezclarse cuando venía una ord en del COT 

de urgencia. Además, el testigo Gerardo Otto manife stó en la 

audiencia haber reconocido a D´Aloia dentro de la U P1…”. 

“…Por otro lado, en el caso puntual el tribunal no 

respeta la declaración exacta de Eduardo De Breuil,  la que sí 

fue aceptada en otros aspectos, cuando claramente e xpone que la 

persona a la que se la invita a jugar al fútbol est aba con 

ellos cuidándolos, que era la otra persona la que l o invita a 
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jugar al fútbol, la que se acerca, y si tenemos en cuenta que 

D´Aloia pertenece a la estructura organizativa y ej ecutiva 

podemos afirmar que en semejante procedimiento no c ualquier 

persona ajena era la que iba a estar cuidando a los  

`subversivos´…”. 

En el caso de Gustavo Adolfo Salgado, resaltó que s e 

tuvo por probado que éste intervino en la detención  de Urquiza 

y los tormentos sufridos, sin embargo, expresó que el tribunal 

se apartó de las constancias de la causa separando a Salgado de 

la metodología represiva a pesar de que los hechos ocurrieron 

en el D2, sitio donde se han tenido por probados he chos con 

carácter de lesa humanidad .  

 Bajo este orden de ideas,  hizo hincapié en que la 

metodología utilizada con Urquiza fue distinta debi do a que se 

trataba de un policía que portaba un arma reglament aria que la 

sabía usar y que tenía la formación para defenderse , resultando 

lógico efectuar el secuestro mediante la utilizació n de una 

citación falsa. 

Finalmente, con relación a la nulidad planteada (pu nto 

dispositivo 9) sostuvo que la rectificación realiza da en 

instrucción en tiempo y forma, y el remito in totum  a la 

acusación del fiscal cubría de cualquier estado de indefensión 

a los imputados con lo cual no había perjuicio algu no. 

13. Recurso interpuesto por el señor Fiscal General  

Maximiliano Hairabedián (fs. 17.672/17.679) : 

Interpuso recurso de casación -en los términos de l os 

incisos 1º y 2º del art. 456 del C.P.P.N.-, contra los puntos 

dispositivos 24 y 41 por los cuales se dispuso abso lver a 

Víctor Pino Cano y a Osvaldo César Quiroga en orden  a los 
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homicidios calificados de Miguel Hugo Vaca Narvaja,  Gustavo 

Adolfo De Breuil y Arnaldo Higinio Toranzo. 

Consideró que los motivos dados por el sentenciante  no 

conforman un fundamento acorde a la sana crítica ra cional, 

encontrando en aquellos serios vicios lógicos y con tradicciones 

que tornan nula la sentencia y que violan el princi pio de 

tercero excluido. 

Discrepó respecto de los argumentos vertidos por el  a 

quo en torno a la imposibilidad de identificar a Quirog a por la 

suscripción de las actas de traslado de los detenid os, y 

entendió que la acreditación no resulta irrazonable  y absurda -

tal como lo sostuvo el tribunal- toda vez que no de be olvidarse 

que en la sentencia ahora impugnada, se han conside rado 

culpables a otros acusados bajo las mismas circunst ancias. En 

este sentido dijo “…lo que para Quiroga fue garantí a de 

inocencia (firmar), para otros fue sinónimo de 

responsabilidad…”. 

En lo concerniente a las particularidades distintas  

que habría presentado el hecho undécimo expresó que  el tribunal 

incurrió en contradicción: 

-  al afirmar que cuando Quiroga se llevó a los presos  de la 

cárcel no hubo condiciones irregulares, y aseverar luego 

que fueron sacados en condiciones irregulares (fs. 256). 

-  al decir que el hecho que se le reprocha a Quiroga se 

diferencia de los demás por el falso motivo invocad o y 

admitir al mismo tiempo que el motivo invocado fue 

“fingido” (fs. 257). 

-  “…cuando el Tribunal sostiene que el hecho undécimo  
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atribuido a Quiroga, se diferenció de los otros que  

tuvieron similar modus operandi , en que en todos los 

restantes medió ocultamiento o falseamiento de la 

identidad del personal que retiraba a las víctimas de la 

cárcel. Pero resulta que también afirmó que hubo ot ro 

hecho en el cual el personal que retiró a las vícti mas 

expuso su identidad. En efecto, en el hecho nominad o 

cuarto, los finalmente asesinados fueron retirados de la 

cárcel por un suboficial de la Policía de Córdoba q ue sí 

se identificó -Vázquez- (fs. 393 y 456 de la senten cia)…”. 

-  al aseverar que todos los presos asesinados en otro s 

hechos eran fusilados en un mismo y único trayecto,  pero 

al mismo tiempo se concluye en otro hecho que el ho micidio 

no fue cometido en un mismo y único trayecto (hecho  que 

tuvo como víctima a Bártoli fs. 193). 

-  al señalar que hubo una notable planificación que i mplicó 

la toma de fotografías y el levantar los cuerpos de l 

lugar, y que “en el resto de los casos no procuraro n 

mínimos esfuerzos ni recaudos”, cuando de la lectur a de la 

sentencia se observa que se tuvieron por probados o tros 

hechos en los que hubo planificación, se levantaron  los 

cuerpos del lugar, fueron llevados a la morgue e in tervino 

Criminalística (hecho segundo, sexto y decimotercer o fs. 

263, 192, 234, 275, 277 y 230). “…Para rematar este  cuadro 

de contradicciones repárese que mientras el Tribuna l 

afirmó que el hecho undécimo se diferenció de los o tros en 

que tuvo una `notable planificación´, en la misma 

sentencia afirma que en todos los hechos de asesina tos 

luego de traslados, pudo `advertirse detrás de ello  una 
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prolija y dedicada planificación´ (fs. 222)…”. 

Puso de resalto además que “…para el tribunal resul ta 

evidente que toda la maniobra pensada para asesinar  a las tres 

víctimas del hecho undécimo en cuestión, fue ejecut ada en dos 

actos y tiempos distintos y con la participación de  actores 

también diferentes, ya que `seguramente´ las person as que 

fueron a la cárcel a retirar a los detenidos no se trataba de 

las mismas que cometieron los múltiples homicidios en el 

segundo tramo (fs. 415 de la sentencia). Ahora bien , el mismo 

tribunal concluye en la misma sentencia, que este m ismo hecho 

undécimo `fue perpetrado por un grupo militar del E jército (más 

de dos personas), quienes los retiraron de la UP1, los 

trasladaron y procedieron luego a fusilarlos, simul ando luego 

una fuga´ (fs. 604). En suma, o fue un grupo o actu aron dos 

grupos, pero no se pueden asegurar simultáneamente ambas 

hipótesis como coexistentes…”. 

Bajo estas consideraciones manifestó que las 

contradicciones apuntadas son numerosas y recaen so bre todos 

los aspectos esenciales, principales y dirimentes d e la 

argumentación que hizo el tribunal de mérito. 

Concluyó que la absolución de Quiroga, y la 

consecuente de Pino Cano, es arbitraria por cuanto se ha 

parcializado la prueba, omitiéndose la valoración d e prueba 

dirimente, sin perder de vista que se ha obviado re futar todos 

y cada uno de los elementos propuestos por la acusa ción en 

relación a que aun cuando se considerara que Quirog a sólo 

intervino en el primer tramo del hecho (sacando a l os detenidos 

de la cárcel y llevándolos maniatados y vendados ha sta un 
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sector de la IV Brigada de Infantería), no hay duda s de que 

sabía el motivo real y fatal que tenía ese traslado . 

En ese sentido, recordó que el tribunal tuvo por 

acreditado que la persona que iba a cargo de la com itiva les 

decía a los trasladados “mal día hoy, mal día hoy… mal día para 

ustedes…” (fs. 258 de la sentencia), por lo que ten iendo en 

cuenta que la sentencia estableció que el acusado Q uiroga fue 

quien retiró a los detenidos, y que él inclusive re conoce que 

iba a cargo de la comitiva, no queda otra alternati va que 

sostener que los dichos provenían del absuelto o, c omo mínimo, 

de alguien que estaba con él. 

Remarcó que no se tuvieron en cuenta las 

contradicciones respecto de los dichos del propio Q uiroga en 

torno al supuesto “Capitán” al cual se dirigía el p ersonal 

actuante durante la comisión del hecho; que no resu lta factible 

que Quiroga desconociera quienes eran los trasladad os siendo de 

público conocimiento el apellido Vaca Narvaja y que  su hermano 

estaba detenido; que resulta ilusorio que el único que no tenía 

idea de lo que iba a pasar fuera quien se llevó a l os detenidos 

del establecimiento penitenciario, cuando todos los  testigos 

dan conocer el clima de tensión que se vivía en los  momentos 

anteriores a este tipo de sucesos; y que según surg e de la 

prueba documental, los detenidos fueron entregados a Quiroga 

del R12 y que el destino no era el Consejo de Guerr a, sino el 

Comando de la 4ta. Brigada de Infantería, por lo qu e no puede 

alegar el desconocimiento del destino final. 

Por lo que teniendo en cuenta lo descripto previame nte 

solicitó la declaración de nulidad parcial de la se ntencia en 

orden a los puntos 24 y 41 de la parte dispositiva y también de 
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los actos que de ella dependen; el reenvío al tribu nal que 

corresponda para una nueva sustanciación del debate  y dictado 

de sentencia en legal forma.  

14. Recurso interpuesto por el señor fiscal general  

subrogante, doctor Carlos Gonella (fs.18.260/18.271 ) :  

Por su parte, interpuso recurso de casación en los 

términos de los incisos 1º y 2º del art. 456 del C. P.P.N., 

contra el punto dispositivo 46 por el cual el tribu nal absolvió 

a Gustavo Adolfo Salgado, por los delitos de privac ión ilegal 

de la libertad agravada en relación a las victimas Luis Alberto 

Urquiza, José María Argüello, Oscar y Horacio Samam é, Carlos 

Cristóbal Arnau Zuñiga y Rodolfo Urzagasti Matorras ; e 

imposición de tormentos agravados en relación a las  victimas 

José María Argüello, Oscar y Horacio Samamé, Carlos  Cristóbal 

Arnau Zuñiga y Rodolfo Urzagasti Matorras, que le f ueran 

atribuidos en la acusación, y por el delito de impo sición de 

tormentos agravados en relación a la víctima Luis A lberto 

Urquiza que le fuera atribuido en la acusación por prescripción 

de la acción penal (arts. 59 y 62 del C.P.) –cfr. a claratoria 

de fs. 18.186 y vta. 

El recurrente destacó que la resolución cuestionada  

adolece de defectos de fundamentación y errónea apl icación de 

la ley penal sustantiva por: a. contener errores en la 

apreciación de la prueba que provocan una inexactit ud en el 

contenido de los hechos, a la vez que una visión pa rcializada 

de los mismos; b.  omitir la consideración de elementos de 

prueba incorporados, que, de haberse observado, la solución no 

hubiese agraviado a esta parte; y c.  contravenir la regla 
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lógica de razón suficiente y sus presupuestos. 

En este sentido, sostuvo que si bien el tribunal 

admitió la existencia del hecho, le concedió a éste  un alcance 

limitado, restringiendo de ese modo la aplicación d e los 

tratados internacionales sobre Derechos Humanos en materia de 

delitos de lesa humanidad, por lo que infirió la ex istencia de 

un problema de interpretación probatoria que generó  la 

subsunción de la conducta del acusado en un delito común. 

Bajo este orden de ideas, expresó que resulta difíc il 

de explicar que dentro del contexto del D2, se le a signe por un 

lado certeza al testimonio de la víctima Luis Alber to Urquiza, 

teniéndose por acreditado los tormentos cometidos e n su 

perjuicio por Salgado, y por el otro, se califique su accionar 

como “circunstancial”, desconectado de la constelac ión ilícita, 

con el argumento de que no formaba parte de las pat otas o 

brigadas. 

En respaldo a su postura, afirmó que existen elemen tos 

de prueba que acreditan que Salgado desempeñaba una  función 

relevante dentro de la repartición policial como of icial de 

guardia y que tenía pleno conocimiento de las accio nes que allí 

se ejecutaban, a lo que se suma la experiencia en l a 

institución (8 años), y el público conocimiento de los hechos 

que tuvieron como víctimas a Fidelman, Bártoli, Ira zusta, 

Chiavarini en el mes de abril del año 1976 ocurrido s en el D2.  

Por otra parte, manifestó que resulta parcializada la 

lectura que se hizo en la sentencia sobre el testim onio de 

Moore, no pudiendo suponerse que la falta de remisi ón al nombre 

de Salgado signifique su ausencia en la participaci ón de las 

“patotas”. 
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Dedujo entonces que la falta de acreditación de que  

Salgado formaba parte de las “patotas” no implica q ue su 

conducta estuvo al margen del terrorismo de Estado -cuando por 

su cargo, oficial de guardia- tomaba contacto direc to con las 

actividades ilícitas de las “patotas” ya que las ví ctimas de 

los secuestros ingresaban a la dependencia por la g uardia, 

percibiendo directamente el trato inhumano que esta s recibían 

en el D2, y torturando en dicho contexto a Urquiza por 

“problemas personales”. 

Asimismo, respecto de la contradicción, arbitraried ad 

y falta de razón suficiente para arribar a la absol ución aquí 

recurrida indicó que no se consideró que la víctima  se trataba 

de un policía acusado de subversivo por ser estudia nte 

universitario que trabajaba en el D2. 

A ello agregó, “resulta violatorio del principio de  

razón suficiente, frente la sucesión en cadena de l os 

secuestros, decir  que el acusado desconocía el alc ance de su 

accionar cuando fue a “citar” a Urquiza, porque esa  misma 

madrugada, estando aquél de guardia, Argüello, el p rimero en 

caer, fue salvajemente torturado y con la informaci ón que se le 

extrajo bajo tormento fueron a “citarlo” a Urquiza” . 

Más allá de lo expuesto, entendió que se vulneró el  

principio de no-contradicción toda vez que el tribu nal, por un 

lado tuvo por prescripta la acción penal imputada a  Salgado por 

considerarla delito común, y por el otro condenó a L.B. 

Menéndez como autor mediato por el delito de lesion es graves 

calificadas -cometido de propia mano por el falleci do Gontero 

por el mismo hecho  considerándolo imprescriptible por ser de 
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lesa humanidad. Por lo que “…desde el punto de vist a lógico-

jurídico no hubiese sido posible absolver a Gontero  -de haber 

sobrevivido- pues ello habría implicado escindir el  hecho en 

dos: destacando una cualidad de lesa humanidad impr escriptible 

por un lado, y una cualidad de delito común prescri ptible por 

el otro…”. 

Finalmente, señaló que paradójicamente el tribunal 

absolvió a Salgado pese a tener por acreditada su i ntervención 

durante las sesiones de tortura de Urquiza, y que p restó 

servicios en el D2 de manera ininterrumpida durante  la semana 

que duró el cautiverio, por lo que consideró que aq uél debió 

ser declarado coautor del hecho por haber interveni do en el 

“estado consumativo” -propio del tipo penal permane nte o 

continuo-, de manera activa o pasiva (por omitir ha cerlo cesar 

estando obligado a ello por su rol). 

-III- 

15.  Que durante el trámite previsto en los arts. 465 -

cuarto párrafo- y 466 del C.P.P.N. los doctores Hug o Fabián 

Celaya y Matías Pablo Piñeiro, por la defensa de Ra úl Eduardo 

Fierro, Miguél Ángel Pérez y Carlos Ibar Pérez, y E ugenio San 

Julián respectivamente respaldaron los argumentos v ertidos por 

sus antesesores solicitando la prescripción de la a cción penal 

y en su defecto el sobreseimiento por plazo razonab le. 

Por otra parte, instaron la declaración de 

inconstitucionalidad de la ley 25.779 por entender que el 

Congreso Nacional posee una inhabilidad general par a anular 

leyes penales sancionadas por él mismo; planteando finalmente 

la recusación del Dr. José María Pérez Villalobos - juez del 

tribunal oral- en los mismo términos que lo hiciera  el 
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encartado Gustavo Adolfo Alsina, en oportunidad de ampliar su 

declaración indagatoria durate el debate. 

En la misma oportunidad procesal, el doctor Ernesto  

Alberto Gaudin, asistiendo a Fernando Martin Rocha y a Carlos 

Alfredo Yanicelli, reiteró los argumentos vertidos en los 

respectivos recursos de casación.  

La doctora Eleonora Devoto, Defensora Pública Ofici al 

ante ésta Cámara, por la defensa de Jorge Rafael Vi dela, 

Vicente Meli, Enrique Pedro Mones Ruiz, Osvaldo Qui roga y Pablo 

D´aloia dio por reproducidos los agravios expuestos  en el 

recurso de casación respecto al planteo de prescrip ción y a la 

inconstitucionalidad de las penas perpetuas. 

En torno a Jorge R. Videla mantuvo los agravios en 

cuanto a la errónea revocatoria de la prisión domic iliaria y la 

transgresión de la garantía del ne bis in idem . En el caso de 

Vicente Meli, sostuvo los agravios en cuanto a la e rrónea 

aplicación de la teoría de los órganos de poder, ma nteniendo en 

relación a Mones Ruiz la argumentación referida a l a carencia 

de fundamentación y la consecuente errónea asignaci ón de 

responsabilidad en los hechos. 

En esta oportunidad, adunó la vulneración de los 

principios de legalidad, de igualdad y de la garant ía de plazo 

razonable. 

En referencia a los recursos de casación interpuest os 

por las partes acusadoras expresó que aquellas no t ienen 

derecho al recurso toda vez que el remedio casatori o constituye 

una herramienta destinada a la preservación de los derechos 

fundamentales de los particulares, además de la reg ularidad de 
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los actos de gobierno. 

En respaldo a su postura señaló que en caso de 

modificarse la situación de sus asistidos –Quiroga y D´Aloia- 

resulta vulnerante de la grantía que prohíbe el dob le 

juzgamiento. 

Sin perjuicio de ello, señaló que tanto el fiscal c omo 

la querella atribuyen a Quiroga un supuesto conocim iento del 

destino final de las víctimas que él trasladó, pero  omiten 

asentar tal aserto en prueba cierta, y no sólo en u n “…todos 

sabían…” o “…era conocido el destino que les espera ba…”. 

Indicó que los magistrados verificaron y marcaron 

diferencias con los otros traslados, en los cuales el personal 

falseaba su identidad al retirar a los detenidos y remarcaron 

que las muertes se producían en un único trayecto. Razonaron, 

que en tanto la circunstancia de que este episodio tuviera una 

modalidad diversa a la de los restantes analizados,  les 

generaba dudas insuperables respecto de la responsa bilidad que 

Quiroga en el hecho que culminara con la muerte de tres de las 

personas trasladadas. A esto debe sumarse el hecho de que su 

defendido no fue reconocido por persona alguna. 

Por otra parte, remarcó que más allá de la 

contradicción subrayada por la parte acusadora en t orno al 

absurdo de la firma inserta por Quiroga, los jueces  han 

descartado la autoría y participación de Quiroga en  base a la 

modalidad del único hecho atribuido a su asistido y  su marcada 

diferenciación con los otros, lo que claramente jus tifica el 

dictado de la absolución. 

En relación a la frase “…mal día hoy… mal día hoy… mal 

día para ustedes…” adujo que se desconoce de quien pudo 
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provenir. 

Finalmente en el caso de D´Aloia refiriéndose a lo 

alegado por la querella, afirmó que no puede fundar se la 

responsabilidad penal a cualquier costo, toda vez q ue ello 

implicaría utilizar la modalidad de derecho penal d e autor, 

inaceptable en un Estado de derecho constitucionali zado. 

Por su parte el representante del Ministerio Públic o 

Fiscal ante esta instancia, doctor Raúl Pleé reiter ó los 

planteos efectuados por sus antecesores y la parte querellante, 

manifestando que los argumentos expuestos por las d efensas 

evidencian sólo meras discrepancias con las conclus iones de la 

sentencia recurrida, no siendo suficientes para reb atir los 

sólidos fundamentos allí expuestos. 

En la misma oportunidad la defensa oficial de Alber to 

Luis Lucero, Juan Eduardo R. Molina, Miguel Ángel G ómez, Yamil 

Jabour, Mirta Graciela Antón y Calixto Flores adhie rió y mejoró 

los fundamentos del recurso oportunamente interpues to por la 

defensa en la instancia anterior. 

En primer lugar planteó la extinción de la acción 

penal por prescripción por considerar que la 

imprescriptibilidad de los delitos de lesa humanida d no pueden 

afectar los derechos de nuestros asistidos, al no s er ley 

vigente al momento de los hechos, y por ende por vi olentar su 

aplicación al principio de legalidad (arts. 18 y 75  inc. 22 de 

la C.N., este último en función de los arts. 11.2 d e la 

Declaración Universal de Derechos Humanos y art. 9 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos). 

Asimismo, agregó que existe una clara afectación a la 
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garantía de ser juzgado en un plazo razonable, gara ntía que 

posee rango constitucional y reconocida por nuestro  máximo 

tribunal. En ese sentido, destacó que la dilación d el trámite 

en este proceso es de exclusiva incumbencia del Est ado, por lo 

que ello debe traducirse en la declaración por part e de éste 

tribunal de la insubsistencia de la acción penal re specto a sus 

asistidos. 

Por último, solicitó se declare la 

inconstitucionalidad de la ley 25.779 conforme a lo s arts. 1 y 

116 de la C.N. y en consecuencia declare nulo todo lo actuado 

en este proceso. 

Por su parte la defensa de Gustavo Adolfo Alsina, 

Mauricio Carlos Poncet y Marcelo Luna reeditó los f undamentos 

esgrimidos en el recurso de casación presentado en la instancia 

anterior. 

-IV-                              

16.  Que habiendo comparecido Mauricio Carlos Poncet, 

Gustavo Adolfo Alsina y Osvaldo Cesar Quiroga con s us 

respectivas defensas a la audiencia prevista en el art. 465 -

quinto párrafo- del C.P.P.N., en las que los último s dos 

hicieron uso de la palabra, y en la que además el s eñor Fiscal 

General, doctor Raúl Pleé; el defensor particular, doctor 

Osvaldo Viola; el Ministerio Público de la Defensa mediante la 

Unidad de Letrados Móviles, doctores Hugo F. Celaya , Matías P. 

Piñeiro, Matías de la Fuente; y la señora Defensora  Pública 

Oficial, doctora Eleonora Devoto, presentaron breve s notas en 

las que reeditaron los argumentos esgrimidos en los  respectivos 

recursos y presentaciones durante el término de ofi cina, 

solicitando además, la doctora Devoto, la aplicació n a su 
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defendido Vicente Meli del instituto de prisión dom iciliaria en 

virtud de su edad; las actuaciones quedaron en cond iciones de 

ser resueltas.  

-V- 

Que por haber concordancia de opiniones se efectuar á 

un único voto conjunto. 

a) Prescripción de la acción penal, inconstituciona lidad de la 

ley 25.779, principios de cosa juzgada, de legalida d, de 

irretroactividad de la ley penal y de aplicación de  la ley 

penal más benigna, garantía de juzgamiento en un pl azo 

razonable. 

  Que en orden liminar, previo a ingresar al anális is 

de los agravios particulares señalados por las part es en los 

sendos recursos deducidos, para un mejor tratamient o sobre la 

pluralidad de planteos elaborados por los recurrent es, 

corresponde tratar los agravios comunes de prescrip ción de la 

acción penal, inconstitucionalidad de la ley 25.779  y de 

vulneración de los principios de cosa juzgada, de l egalidad, de 

irretroactividad de la ley penal y de aplicación de  la ley 

penal más benigna, deducidos por las defensas. 

  En primer lugar, es del caso señalar que el Estat uto 

de Roma de la Corte Penal Internacional (suscripto por el 

Estado argentino el 17-07-98, aprobado por ley nº 2 5.390, 

ratificado el 16-01-01, implementado mediante ley n º 26.200 

sancionada el 13-12-06 y publicada en el Boletín Of icial el 9-

01-07) enumera como uno de los crímenes de competen cia de esa 

Corte al delito de lesa humanidad (art. 5.1.b. del instrumento 
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de mención) señalando, en su art. 7, que se entende rá por tal 

“…1. […] cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa 

como parte de un ataque generalizado o sistemático contra 

población civil y con conocimiento de dicho ataque: … a) 

Asesinato; b) Exterminio; c) Esclavitud; d) Deporta ción o 

traslado forzoso de población; e) Encarcelación u o tra 

privación grave de la libertad física en violación de normas 

fundamentales de derecho internacional; f) Tortura;  g) 

Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada,  embarazo 

forzado, esterilización forzada u otros abusos sexu ales de 

gravedad comparable; h) Persecución de un grupo o c olectividad 

con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, 

nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de gén ero definido 

en el párrafo 3, u otros motivos universalmente rec onocidos 

como inaceptables con arreglo al derecho internacio nal, en 

conexión con cualquier acto mencionado en el presen te párrafo o 

cualquier crimen de la competencia de la Corte; i) Desaparición 

forzada de personas; j) El crimen de apartheid; k) Otros actos 

inhumanos de carácter similar que causen intenciona lmente 

grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la  integridad 

física o la salud mental o física. 2. A los efectos  del párrafo 

1: a) Por ´ataque contra una población civil´ se en tenderá una 

línea de conducta que implique la comisión múltiple  de actos 

mencionados en el párrafo 1 contra una población ci vil, de 

conformidad con la política de un Estado o de una o rganización 

de cometer esos actos o para promover esa política… ”. 

  Resulta pertinente recordar al respecto que el 

concepto de delito de lesa humanidad señalado const ituye el 

producto de una ardua elaboración de la jurispruden cia y la 
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doctrina en el marco de la comunidad internacional de los 

Estados que culminó con un complejo proceso de posi tivización 

de la costumbre internacional y de cierta normativa  que de 

forma incipiente pretendía denotar las particularid ades de este 

tipo de crímenes (Declaración de San Petersburgo de  1868; 

cláusula Martens incorporada a las Convenciones de La Haya de 

1899 y 1907; Declaración formulada por Francia, Gra n Bretaña y 

Rusia en 1915; informe de la Comisión instituida al  término de 

la Primera Guerra Mundial en 1919; Estatuto de Nüre mberg del 8 

de agosto de 1945; Ley nº 10 del Consejo de Control  para 

Alemania del 20 de diciembre de 1945; Resoluciones nº 3, 95 y 

177 de la Asamblea General de las Naciones Unidas d el 13 de 

febrero y 11 de diciembre de 1946, y del 21 de novi embre de 

1947, respectivamente; Principios de Nüremberg de 1 950 de la 

Comisión de Derecho Internacional de las Naciones U nidas; 

Estatuto del Tribunal Penal Internacional para la E x Yugoslavia 

del 25 de mayo de 1993; Estatuto del Tribunal Penal  

Internacional para Rwanda del 8 de noviembre de 199 4; art. 2º 

del Tribunal Especial para Sierra Leona, entre much as otras). 

  Tampoco puede soslayarse que existe un catálogo d e 

delitos de lesa humanidad -en la acepción general d e la 

expresión-, plasmado en diversos tratados, convenci ones y 

resoluciones de órganos internacionales. Resulta il ustrativo 

mencionar, sin pretensión de taxatividad, las cuatr o 

Convenciones de Ginebra de 1949 y sus dos Protocolo s 

Adicionales de 1977; la Convención sobre la Prevenc ión y el 

Castigo del delito de Genocidio de 1948; la Convenc ión sobre 

Imprescriptibilidad de Crímenes de Guerra y de los Crímenes de 
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Lesa Humanidad de 1968; la Convención contra la Tor tura y otros 

Tratos Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984. 

  Es de notar que la jurisprudencia de los tribunal es 

internacionales contribuyó en la interpretación de los tratados 

anteriormente mencionados. Así, en torno a estas co nductas, la 

jurisprudencia internacional clarifica el criterio de que, más 

allá de su inclusión en los estatutos de los tribun ales ad hoc 

más recientes, ya de antaño integraban el derecho i nternacional 

consuetudinario (cfr. TIPY, “Delali ć et al.”; I.T.-9621; 

´Celebici´, rta. el 16-11-98, parág. 587 y 588). 

  Se ha dicho que: “…la extrema gravedad de ciertos  

crímenes, acompañada por la renuencia o la incapaci dad de los 

sistemas penales nacionales para enjuiciarlos, son el 

fundamento de la criminalización de los crímenes en  contra de 

la humanidad según el Derecho Internacional…” (Ambo s, Kai; 

“Temas de Derecho penal internacional y europeo”, M arcial Pons, 

Madrid, 2006, pág. 181). 

  Desde otra perspectiva, se ha sostenido que ”…el 

derecho penal tampoco tiene legitimidad en estos ca sos, dada la 

enormidad del injusto y la inexistencia de cualquie r medio para 

brindar efectiva solución al conflicto…” (Zaffaroni , E. Raúl; 

et. al., “Derecho Penal. Parte General”, Ediar, Bs.  As., 2000, 

pág. 191). 

  De otro lado, se ha afirmado que se trata de un 

mandato de justicia elemental, siendo que “…la impu nidad de las 

violaciones de los derechos humanos (culture of imp unity) es 

una causa importante para su constante repetición…”  (cfr. 

Werle, Gerhard; “Tratado de Derecho Penal Internaci onal”, 

Tirant lo Blanch, Valencia, 2005, p. 84). 
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  En efecto, se ha dicho que “…la categoría que hoy  

cuenta con una codificación penal (el Estatuto de R oma) y un 

cuerpo jurídico de interpretación en constante crec imiento, es 

también el producto de una evolución histórica que,  al menos 

desde la segunda guerra mundial, ha incorporado con  claridad 

las graves violaciones de los derechos humanos come tidas a 

través de la actuación estatal en el catálogo de de litos de 

lesa humanidad…” (del dictamen del doctor Esteban R ighi en 

“Derecho, René Jesús s/incidente de prescripción de  la acción 

penal”, del 1º de septiembre de 2006). 

  En este orden de ideas y en atención a los agravi os 

comunes referenciados por los casacionistas, es del  caso 

señalar que sin perjuicio de que las plataformas fá cticas 

traídas a estudio serán analizadas -más adelante- d esde el más 

reciente desarrollo de la categoría jurídica “delit os de lesa 

humanidad”, esa circunstancia no importa asentir qu e al tiempo 

en que habrían ocurrido los hechos, crímenes de tal  entidad no 

formaran parte del derecho internacional o no fuera n receptados 

por el ordenamiento jurídico doméstico y que sus co nsecuencias 

(imprescriptibilidad, por ejemplo) no tuvieran plen a vigencia -

más allá del distinto nivel de positivización de su s normas 

respecto del alcanzado hoy en día- en la comunidad 

internacional o en el ámbito penal nacional, pues e l Estatuto 

tan solo reconoció una norma que se encontraba vige nte (ius 

cogens) en función del derecho internacional públic o de origen 

consuetudinario. 

  En consonancia a ello ha sostenido la Corte Supre ma 

de Justicia de la Nación, en particular referencia a la 
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viabilidad en la aplicación de instrumentos interna cionales en 

materia de derechos humanos respecto de hechos acae cidos con 

anterioridad a su entrada en vigor, que “…no se fue rza la 

prohibición de irretroactividad de la ley penal, si no que se 

reafirma un principio instalado por la costumbre in ternacional, 

que ya tenía vigencia al tiempo de comisión de los hechos… [Y] 

desde esta perspectiva, así como es posible afirmar  que la 

costumbre internacional ya consideraba imprescripti bles los 

crímenes contra la humanidad con anterioridad a la convención, 

también esta costumbre era materia común del derech o 

internacional con anterioridad a la incorporación d e la 

convención al derecho interno…” (considerandos 28 y  29 del voto 

de la mayoría en “Arancibia Clavel, Enrique Lautaro  s/homicidio 

calificado y asociación ilícita y otros”, causa nº 259, del 28 

de agosto de 2004, Fallos: 327:3312). 

  Así pues, “…de acuerdo con lo expuesto y en el ma rco 

de esta evolución del derecho internacional de los derechos 

humanos, puede decirse que la Convención de Impresc riptibilidad 

de Crímenes de Guerra y Lesa Humanidad, ha represen tado 

únicamente la cristalización de principios ya vigen tes para 

nuestro Estado Nacional como parte de la Comunidad 

Internacional…” (considerando 32 del voto mayoritar io en fallo 

citado supra). 

  Ello así por cuanto en nuestro ordenamiento juríd ico 

no se “…determina la exclusión del derecho de gente s. En la 

medida en que éste sea aplicable para la adecuada s olución del 

caso, tal aplicación será inexcusable para el juzga dor en 

función de lo dispuesto por el art. 21 de la ley 48 , pues debe 

contemplarse la circunstancia de que como toda regl a de derecho 
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internacional, convencional o consuetudinaria, un t ratado no se 

aplica en ´vacío´ sino en relación con hechos y den tro de un 

conjunto más amplio de normas que integran el siste ma jurídico 

en vigor en el momento en que la interpretación tie ne lugar y 

del cual no es más que una parte…” (considerando 15  del voto 

del doctor Bossert en “Priebke, Erich s/solicitud d e 

extradición”, causa nº 16.063/94, del 2 de noviembr e de 1995, 

Fallos: 318:2148). 

  En punto a eso, nuestro Máximo Tribunal ha señala do 

que “…los delitos como el genocidio, la tortura, la  

desaparición forzada de personas, el homicidio y cu alquier otro 

tipo de actos dirigidos a perseguir y exterminar op ositores 

políticos… pueden ser considerados crímenes contra la 

humanidad, porque atentan contra el derecho de gent es tal como 

lo prescribe el art. 118 de la Constitución Naciona l…” 

(considerando 16 del voto de la mayoría en “Arancib ia Clavel, 

Enrique L. s/homicidio calificado y asociación ilíc ita y 

otros”, Fallos: 327:3312). 

  En este sentido, aquellas normas que describen y 

condenan una acción que atenta contra el llamado “d erecho de 

gentes”, son de carácter imperativo, de ius cogens,  pudiendo 

emanar de cualquier fuente de derecho internacional , toda vez 

que constituyen valores fundamentales de la comunid ad 

internacional y que ningún Estado puede dejar de la do excepto 

por otra norma de igual carácter (art. 53 de la Con vención de 

Viena de 1969 sobre el Derecho de los Tratados), 

características que determinan como consecuencia, l a apertura 

de la jurisdicción universal. 
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  En ese contexto, a modo de conclusión, se observa  que 

cuando los órganos jurisdiccionales de nuestro país  dicen 

aplicar tratados internacionales en materia de dere chos humanos 

ratificados con posterioridad a los hechos ilícitos  

investigados, lo que están plasmando en sus resoluc iones no 

sólo es derivación de una fuente internacional, sin o que 

también es la aplicación del derecho interno vigent e al momento 

de tales sucesos que, de acuerdo al texto constituc ional de 

1853-1860 de nuestra Carta Magna, se hallaba en el artículo 102 

(actual 118, luego de la reforma introducida en el año 1994). 

De otra parte, y en lo atinente a la referida viola ción al 

principio de legalidad e irretroactividad de la ley  penal 

invocada por los casacionistas, consideramos necesa rio efectuar 

una aclaración sobre los efectos dimanantes del rec onocimiento 

del llamado derecho de gentes en la Constitución Na cional, 

particularmente en lo que respecta al principio con sagrado en 

el artículo 18 de nuestra Carta Magna frente a la a plicación de 

instrumentos internacionales en materia de derechos  humanos por 

los que el Estado argentino se ha obligado ex post facto . 

  Sobre este tópico, la Corte Suprema de Justicia d e la 

Nación ha entendido que el principio de legalidad c onsagrado en 

el ámbito nacional -al menos en lo referente a la a plicación de 

la regla de la irretroactividad de la ley penal der ivada de 

aquél- queda desplazado por la normativa internacio nal 

positivizada y de origen consuetudinario frente a l a comisión 

de delitos de lesa humanidad (“Arancibia Clavel, En rique L. 

s/homicidio calificado y asociación ilícita y otros ”, Fallos: 

327:3312). 

  En este sentido, se ha rechazado, en la aplicació n 
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del derecho doméstico, la retroactividad de disposi ciones 

penales posteriores al hecho que impliquen un empeo ramiento de 

las condiciones de los encausados (Fallos: 287:76),  pero se ha 

declarado que “…la excepción a esta regla, está con figurada 

para aquellos actos que constituyen crímenes contra  la 

humanidad, ya que se tratan de supuestos que no han  dejado de 

ser vivenciados por la sociedad entera dada la magn itud y la 

significación que los atañe. Ello hace que no sólo permanezcan 

vigentes para las sociedades nacionales sino tambié n para la 

comunidad internacional misma…” (considerando 21 de l voto 

mayoritario en el fallo citado en el párrafo supra) . 

  Ello así toda vez que los instrumentos 

internacionales en materia de derechos humanos impo rtan el 

reconocimiento de una norma ya vigente ( ius cogens ), cuya 

función primordial es “…proteger a los Estados de a cuerdos 

concluidos en contra de algunos valores e intereses  generales 

de la comunidad internacional de Estados en su conj unto, para 

asegurar el respeto de aquellas reglas generales de  derecho 

cuya inobservancia puede afectar la esencia misma d el sistema 

legal…” (cfr. considerandos 28 y 29 del voto de la mayoría). 

  De esta manera, “…tomando en cuenta que el Estado  

argentino ha asumido frente al orden jurídico inter americano no 

sólo un deber de respeto a los derechos humanos, si no también 

un deber de garantía… la aplicación de las disposic iones de 

derecho interno sobre prescripción constituyen una violación 

del deber del Estado de perseguir y sancionar, y 

consecuentemente, compromete su responsabilidad int ernacional 

(conf. CIDH, caso “Barrios Altos”, sentencia del 14  de marzo de 
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2001, considerando 41, serie C Nº 75; caso “Trujill o Oroza vs. 

Bolivia” - Reparaciones, sentencia del 27 de febrer o de 2002, 

considerando 106, serie C Nº 92; caso “Benavides Ce vallos” - 

cumplimiento de sentencia, resolución del 9 de sept iembre de 

2003, considerandos 6º y 7º)…” (considerando 36 del  voto 

mayoritario), cuestiones que las partes no han logr ado rebatir 

al cuestionar la constitucionalidad de la ley 25.77 9, ni al 

argumentar respecto del sobreseimiento de sus asist idos por 

violación al plazo razonable en atención al derrote ro 

legislativo que culminó con el dictado de la norma de mención. 

A modo de corolario, resulta esclarecedor sobre est e aspecto el 

voto del Ministro Maqueda en el citado fallo “Aranc ibia 

Clavel”, en punto a que “…la consagración positiva del derecho 

de gentes en la Constitución Nacional permite consi derar que 

existía -al momento en que se produjeron los hechos  

investigados en la presente causa- un sistema de pr otección de 

derechos que resultaba obligatorio independientemen te del 

consentimiento expreso de las naciones que las vinc ula y que es 

conocido actualmente -dentro de este proceso evolut ivo- como 

ius cogens. Se trata de la más alta fuente del dere cho 

internacional que se impone a los Estados y que pro híbe la 

comisión de crímenes contra la humanidad incluso en  épocas de 

guerra. No es susceptible de ser derogada por trata dos en 

contrario y debe ser aplicada por los tribunales in ternos de 

los países independientemente de su eventual acepta ción 

expresa…” (considerando 27), obligaciones que los 

constituyentes de 1853 ya habían considerado para e l Estado 

argentino en el texto del art. 102 a que se hiciera  referencia 

supra. 
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  En este sentido, tanto la Corte Suprema de Justic ia 

de la Nación (Fallos: 327:3312; 328:2056 y 330:3248 ) como esta 

Cámara Federal de Casación Penal (cfr., entre otras , Sala I: 

causa n° 7896, “Etchecolatz, Miguel Osvaldo s/recur sos de 

casación e inconstitucionalidad”, rta. el 18-05-07,  reg. n° 

10.488; causa n° 7758, “Simón, Julio Héctor s/recur so de 

casación, rta. el 15-05-07; y causa n° 9517, “Von W ernich, 

Christian Federico s/recurso de casación, rta. el 2 7-03-09, 

reg. n° 13.516; causa n° 13.073, “Arias, Carlos Alb erto y 

Zírpolo, Luis Ángel s/recurso de casación”, rta. el  24-11-11, 

reg. n° 18.879; Sala II: “Barcos, Horacio Américo s /recurso de 

casación, rta. el 23-03-12, reg. n° 19.754; causa n ° 10.431, 

“Losito, Horacio y otros s/recurso de casación”, rt a. el 18-04-

12, reg. n° 19.853; Sala III: causa n° 9896, “Menén dez, Luciano 

Benjamín y otros s/recurso de casación”, rta. el 25 -08-10, reg. 

n° 1253/10 y Sala IV: causa n° 11.545, “Mansilla”, reg. n° 

15.668, rta. el 26-09-11; causa n° 12.821, “Molina,  Gregorio 

Rafael s/recurso de casación”, rta. el 17-02-12, re g. n° 

162/12; causa n° 10.609, “Reinhold, Oscar Lorenzo y  otros 

s/recurso de casación, rta. el 13-02-12, reg. n° 13 7/12; causa 

nº 13.877, “Rezett, Fortunato Valentín s/recurso de  casación”, 

rta. el 16-04-12, reg. n° 516/12) y el derecho pena l 

internacional (cfr. Estatutos de los tribunales mil itares de 

Nüremberg y para el Lejano Oriente; más tarde los i nstrumentos 

constitutivos de los tribunales ad hoc de las Nacio nes Unidas 

para la Ex Yugoslavia y Rwanda; la regulación 15/20 00 de la 

Administración de Transición de las Naciones Unidas  para el 

Timor Oriental, el Estatuto de la Corte Penal Inter nacional de 
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Justicia y la jurisprudencia emanada de esos órgano s) han 

resuelto las cuestiones referidas por los casacioni stas de 

manera homogénea, sin que en autos los recurrentes hayan 

logrado confutar los instrumentos internacionales d e mención ni 

la jurisprudencia de cita por la que se dio cuenta de la 

imprescriptible e inderogable obligación del Estado  Argentino 

de investigar y de sancionar los delitos de lesa hu manidad. 

  Este deber, que se erige como imperativo jurídico  

para todos los Estados, tiene primacía sobre cualqu ier 

disposición en contrario de los ordenamientos juríd icos 

locales, ocupando por tanto la posición más alta en tre todas 

las otras normas y principios, aun las del derecho interno. 

  En este punto, resulta de especial relevancia 

destacar que respecto de hechos como los investigad os en la 

presente causa, el cimero tribunal ha puntualizado que el 

Estado Argentino debe -de conformidad con el derech o 

internacional que lo vincula- garantizar su juzgami ento, puesto 

que se trata de delitos de lesa humanidad y que el 

incumplimiento de tal obligación compromete la resp onsabilidad 

internacional del Estado Argentino (Fallos 328:2056  y 330:3248) 

cuestiones que, sumadas al dictado de la ley 25.779 , echan por 

tierra todo tipo de argumentación atinente a la vio lación al 

principio de cosa juzgada. 

  En ese sentido, se ha indicado que “…la concepció n de 

la justicia como ´justicia punitiva´, o sea, la per secución y 

el castigo de los culpables de crímenes de violenci a 

sistemática, constituye uno de los fines de los TPI  y la CPI. 

´Terminar con la impunidad´ es uno de los enunciado s 

prevalecientes tanto en las actas de los trabajos p reparatorios 
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de esas jurisdicciones penales, como en sus instrum entos 

constitutivos…” (Eiroa, Pablo; “Justicia, reconcili ación y paz. 

Sí y por qué castigar por medio de Tribunales Inter nacionales” 

en “Problemas Actuales de la Parte General del Dere cho Penal” 

de Pastor, Daniel –Director- y Guzmán, Nicolás -Coo rdinador-; 

1ª edición, Bs. As., Ed. Ad-Hoc, año 2010, pág. 735 ). 

  Y que “…en lo que respecta al Estatuto de la CPI,  

cabe destacar el cuarto párrafo del preámbulo, dond e se afirma 

que los crímenes más graves de trascendencia para l a comunidad 

internacional en su conjunto no deben quedar sin ca stigo. 

Luego, en el quinto párrafo, se dice que los Estado s Partes 

están decididos a poner fin a la impunidad y contri buir así a 

la prevención de nuevos crímenes, por lo que podría mos concluir 

que la retribución y la prevención parecen ser los fines 

principales…” (Eiroa, Pablo; ob. cit., pág. 744). 

  “…La idea de una pena retributiva, disuasiva, 

estigmatizadora y reeducadora, presupone un modelo de justicia 

universal y necesario, encaminado a revelar la verd ad, 

inclinado a considerar a las víctimas partes eventu ales del 

proceso y a imponer penas ejemplares a pocos indivi duos… Así, 

el modelo de justicia retributiva se impone, al men os desde la 

creación del TPIY, como necesario: si los tribunale s locales no 

castigan a los responsables de las violaciones más graves a los 

derechos humanos, debe intervenir una jurisdicción 

internacional, en cuanto no habría justicia sin jui cio penal…” 

(Eiroa, Pablo; ob. cit., págs. 745 y 746). 

  Por cierto, que la mencionada obligación no apare ja 

la cancelación de la garantía a ser juzgado en un p lazo 
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razonable (art. 8.1 de la C.A.D.H y 14.3 “c” del P. I.D.C y P), 

sino -antes bien- la necesaria ponderación judicial  de ambos 

intereses de rango superior en su vinculación dialé ctica (cfr. 

mutatis mutandi  sala III, causa nº 13.652, “Videla, Jorge 

Rafael s/control de prórroga de prisión preventiva” , rta. el de 

30-12-11, reg. nº 2045/11). 

En este sentido, es doctrina inveterada del Alto 

Tribunal que las leyes deben interpretarse siempre evitando 

darles un sentido que ponga en pugna sus disposicio nes 

destruyendo las unas por las otras, y adoptando com o verdadero 

el que las concilie y deje a todas con valor y efec to (Fallos 

334:485; 331:858 y 143:118, entre muchos otros). 

Así, el análisis de la cuestión relativa a los plaz os 

que prevé nuestro ordenamiento interno, cuya inobse rvancia 

denuncia la defensa de Alsina frente al camino legi slativo que 

derivó en el dictado de la ley 25.779, no puede pre scindir de 

lo que justamente éste establece en cuanto excepcio na de los 

términos previstos a “…los casos de suma gravedad y  de muy 

difícil investigación…” ni de los criterios fijados  en Fallos 

327:327 y 322:360 (disidencia de los jueces Petracc hi y 

Boggiano), para la evaluación de la observancia de la garantía. 

Tales directrices se ajustan a las receptadas por l a 

Corte Interamericana de Derechos Humanos que, al re ferirse al 

concepto de “plazo razonable” remitiéndose al crite rio 

elaborado por el Tribunal Europeo de Derechos Human os, sostuvo 

que “…es preciso tomar en cuenta tres elementos par a determinar 

la razonabilidad del plazo en el que se desarrolla un proceso: 

a) la complejidad del asunto, b) actividad procesal  del 

interesado y c) conducta de las autoridades judicia les…” (cfr. 
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casos “Hilaire, Constantine y Benjamín y otros vs. Trinidad y 

Tobago”, Sentencia del 21 de junio de 2002, serie C  nº 94; 

“Suárez Rosero”, Sentencia del 12 de noviembre de 1 997, serie C 

nº 35; y “Genie Lacayo”, Sentencia del 29 de enero de 1997, 

serie C nº 20; entre otros, criterio que el Tribuna l de 

Estrasburgo ha seguido en los casos “Katte Klitsche  de la 

Grange v. Italy”, caso nº 21/1993/416/495, Sentenci a del 27 de 

octubre de 1994, párr. 51; “X v. France”, caso nº 

81/1991/333/406, Sentencia del 31 de marzo de 1992,  párr. 32; 

“Kemmache v. France”, casos nº 41/1990/232/298 y 

53/1990/244/315, Sentencia del 27 de noviembre 1991 , párr. 60; 

“Moreira de Azevedo v. Portugal”, caso nº 22/1989/1 82/240, 

Sentencia del 23 de octubre de 1990, párr. 71). 

En este sentido, el agravio que involucra la 

violación a la garantía a ser juzgado en un plazo r azonable 

debe ser rechazado por cuanto el planteo sólo se li mita a 

referenciar la conocida jurisprudencia de nuestro A lto Tribunal 

sobre la materia encabezada por el leading case  “Mattei” 

(Fallos: 272:188), sin relevar las concretas circun stancias del 

caso ni la complejidad de este tipo de causas donde  los propios 

funcionarios públicos que se valieron de la estruct ura de poder 

estatal llevaron a cabo las graves violaciones a lo s derechos 

humanos que se registraron en nuestro país durante el período 

que comprende el 24 de marzo de 1976 y el 10 de dic iembre de 

1983, actuando con el fin de garantizar su impunida d, ocultando 

toda clase de rastros de los delitos llevados adela nte e, 

incluso, el destino final de miles de personas de q uienes, 

hasta el día de la fecha, se desconoce su destino. 
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En otras palabras, el planteo así deducido resulta 

meramente dogmático, en tanto la parte no fundó ni demostró en 

qué consiste la demora o dilación en la que se incu rrió para 

descalificar la razonabilidad del plazo de duración  del proceso 

a partir de circunstancias concretas. 

Por lo demás, se aprecia que tampoco se reparó en q ue 

el transcurso del tiempo que se verifica entre la c omisión de 

los hechos objetivados en la causa y el momento en que los 

imputados quedaron sometidos jurisdiccionalmente a este proceso 

se encuentra también directamente ligado a la posic ión definida 

por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en cu anto a que 

corresponde remover los obstáculos que impidan que el Estado 

argentino cumpla con su obligación de investigar, j uzgar y 

sancionar las graves violaciones a los derechos hum anos 

ocurridas en nuestro país durante la última dictadu ra militar 

(Fallos: 328:2056 y Fallos: 330:3248). 

  Así las cosas, los antecedentes expuestos permite n 

concluir, que la imprescriptibilidad de los crímene s de guerra 

y de los delitos de lesa humanidad no deriva de una  

categorización ad hoc  y ex post facto  como sugieren las 

defensas y, en suma, conllevan a descartar tanto lo s planteos 

de prescripción como el de violación al plazo razon able en 

atención al derrotero legislativo que culminó con e l dictado de 

la ley 25.779 -cuya constitucionalidad se ratifica-  y de todas 

aquellas consideraciones que se yerguen en la afect ación al 

principio de legalidad en general, de cosa juzgada y de 

aplicación de la ley penal más benigna. 

b) Garantía de juez natural. 

  La defensa particular de Luciano Benjamín Menénde z 
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planteó la violación a la garantía de juez natural al sostener 

que su asistido debió ser juzgado por los tribunale s militares 

de conformidad con el art. 870 del Código de Justic ia Militar, 

normativa vigente al momento de los hechos por los que fue 

juzgado en las presentes actuaciones. 

  Sobre el punto traído aquí a estudio es del caso 

señalar que el recurrente no ha logrado rebatir la 

jurisprudencia sentada tanto por nuestro Máximo Tri bunal 

(“Nicolaides”, Fallos: 323:2035; “Videla”, Fallos: 326:2805 y 

“Mazzeo”, Fallos: M. 2333. XLII) como por esta Cáma ra Federal 

de Casación Penal en orden al planteo esgrimido, ha biendo 

simplemente promovido el examen de cuestiones susta ncialmente 

análogas a las ya tratadas y resueltas, a cuyos fun damentos y 

conclusiones cabe remitir dado que son plenamente a plicables al 

sub lite . 

Y si bien puede señalarse que lo decidido por nuest ro 

Máximo Tribunal sólo genera la carga legal de su ac atamiento en 

el mismo caso donde se pronunció, desde antaño se h a 

considerado apropiado y razonable ampliar esta obli gación a los 

supuestos donde se ventilen situaciones equivalente s a las 

tratadas por el Alto Tribunal, en tanto el deber de  acatamiento 

de los fallos de la Corte, radica en la presunción de verdad y 

justicia que revisten sus pronunciamientos. 

En palabras de la propia Corte, puede decirse que: 

"[l]as resoluciones de la Corte Suprema sólo decide n el caso 

concreto sometido a su fallo y no obligan legalment e sino en 

él, en lo que consiste particularmente la diferenci a entre la 

función legislativa y la judicial; y si bien hay un  deber moral 
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para los jueces inferiores en conformar sus decisio nes como la 

misma Corte lo tiene decidido en casos análogos, a los fallos 

de aquel Alto Tribunal, él se funda principalmente,  en la 

presunción de verdad y justicia que a sus doctrinas  da la 

sabiduría e integridad que caracteriza a los magist rados que la 

componen, y tiene por objeto evitar recursos inútil es, sin que 

esto quite a los jueces la facultad de apreciar con  su criterio 

propio esas resoluciones y apartarse de ellas cuand o a su 

juicio no sean conforme a los preceptos claros del derecho, 

porque ningún tribunal es infalible y no faltan pre cedentes que 

aquellos han vuelto contra resoluciones anteriores en casos 

análogos" (causa "Bernardo Pastorino, capitán de la  barca 

‘Nuovo Principio' c. Ronillon, Marini y Ca. s/pago de 

sobreestadías", sentencia del 23 de junio de 1883; Fallos: 

16:364)…”. 

Reafirmando y ampliando el concepto de deber moral de 

acatamiento con las nociones de ”autoridad” e “inst itución”, la 

propia Corte estableció definitivamente la doctrina  del ”leal 

acatamiento” que ha aplicado ininterrumpidamente, d iciendo 

”…que tan incuestionable como la libertad del juici o de los 

jueces en ejercicio de su función propia es que la 

interpretación de la Constitución Nacional por part e de esta 

Corte Suprema tiene, por disposición de aquélla y d e la 

correspondiente ley reglamentaria, autoridad defini tiva para la 

justicia de toda la República (art. 100, Constituci ón Nacional, 

art. 14, ley 48). Que ello impone ya que no el puro  y simple 

acatamiento de su jurisprudencia -susceptible siemp re de ser 

controvertida como todo juicio humano en aquellas m aterias en 

que sólo caben certezas morales- el reconocimiento de la 
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superior autoridad de que está institucionalmente i nvestida. 

Que apartarse de esa jurisprudencia mencionándola p ero sin 

controvertir sus fundamentos… importa desconocimien to 

deliberado de dicha autoridad…” (Fallos: 212:51 del  6-10-1948). 

En tales condiciones, a partir de la autoridad mora l 

e institucional que revisten los fallos de la Corte  que, en la 

materia que tratamos constituyen doctrina legal, co rresponde 

rechazar el planteo formulado en torno a la violaci ón a la 

garantía de juez natural toda vez que el impugnante  no ha 

logrado rebatir en el sub judice  los argumentos de nuestro 

Máximo Tribunal. 

  A mayor abundamiento recuérdese que la Corte Supr ema 

de Justicia de la Nación en “Recurso de hecho: ´Lóp ez, Ramón 

Ángel s/recurso del art. 445 bis del Código de Just icia 

Militar´, causa nº 2845”, L. 358. XXXVIII, del 6 de  marzo de 

2007, declaró la nulidad de todo lo actuado y absol vió a quien 

había sido condenado por el Consejo de Guerra Perma nente para 

Jefes y Oficiales de las Fuerzas Armadas, a cumplir  la pena de 

un año de prisión menor como autor del delito milit ar de “otras 

falsedades” (art. 856 del Código de Justicia Milita r) en tres 

oportunidades, sin atenuantes del art. 515 y el agr avante del 

art. 519, inc. 9, del citado plexo normativo, al en tender que 

“…el inc. 27 del art. 75 constitucional, al asignar  al Congreso 

la función de fijar las fuerzas armadas en tiempo d e paz y 

guerra y dictar las normas para su organización y g obierno, no 

lo autoriza a hacerlo en forma violatoria de los ar ts. 23, 29 

109 y 75 inc. 22 del mismo texto: no puede desconoc er que los 

delitos deben ser juzgados por jueces (principio de  
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judicialidad) y que el juez requiere independencia y no puede 

estar sometido jerárquicamente al poder ejecutivo. Luego, los 

tribunales administrativos no pueden juzgar delitos  y la 

competencia militar, tal como se halla establecida,  es 

inconstitucional por violatoria de tal Convención A mericana, 

del Pacto Internacional y de la Declaración Univers al…” 

(considerando 8º). 

  Que “…desde la tesis de la naturaleza penal los 

tribunales militares, por estar compuestos por func ionarios en 

dependencia jerárquica del poder ejecutivo, son 

inconstitucionales, pues violan abiertamente la nor ma que 

prohíbe al ejecutivo el ejercicio de funciones judi ciales…” 

(considerando 6º). 

  “…Un Tribunal… debe conformarse con jueces 

independientes, lo que significa que no pueden inte grarlos 

funcionarios sometidos al poder disciplinario del p oder 

ejecutivo. Un juez no puede estar sometido a ningún  poder 

disciplinario que no sea el de responsabilidad polí tica, ni a 

otra coacción que la que por sus actos incumbe a cu alquier 

ciudadano o habitante. Estos principios rigen respe cto de toda 

la jurisdicción y los impone la Constitución (inc. 1º del art. 

8 de la Convención Americana sobre los Derechos Hum anos; art. 

14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po líticos, en 

función del inc. 22 del art. 75 de la Constitución) …” 

(considerando 7º). 

  En igual sentido, y remitiendo al fallo de cita, la 

Sala IV de esta Cámara ha agregado que “…la circuns tancia de 

que, de acuerdo a la normativa prevista en el Códig o de 

Justicia Militar, el militar argentino en tiempo de  paz no 
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tiene derecho a contar con un defensor letrado de c onfianza, 

constituye ´…una extrema violación del derecho de d efensa en 

juicio, o sea que, además de ser inconstitucionales  los 

tribunales o consejos por no estar integrados por j ueces 

independientes, lo son por desconocer el derecho de  defensa´…” 

(CFCP, Sala IV, causa nº 7880, “Oficial del Ejércit o Ramón 

Ángel López s/recurso de revisión”, rta. el 22-03-1 0, reg. nº 

13.114.4). 

  A ello se aduna la derogación del Código de Justi cia 

Militar y todas sus normas, resoluciones y disposic iones de 

carácter interno que lo reglamentaban, a través de la ley 

26.394 (sancionada el 06-08-08, promulgada el 26-08 -08 y 

publicada en el Boletín Oficial el 29-08-08), sin q ue tampoco 

la parte haya planteado la inconstitucionalidad de esa ley (ni 

tampoco se advierte), por lo que los planteos efect uados en 

torno a la violación de la garantía de juez natural  habrán de 

ser rechazados. 

c) Calificación de lesa humanidad de los hechos tra ídos a 

estudio. 

  A este respecto, se tiene presente que el máximo 

tribunal, en situaciones análogas, ha rechazado por  

insustanciales los planteos que pretenden la revisi ón de la 

doctrina sentada en Fallos: 327:3312 y 328:2056, cu ando el 

recurrente no ofrece nuevos argumentos que ameriten  una nueva 

evaluación de lo decidido (cfr. E. 191, Lº XLIII, “ Etchecolatz, 

Miguel Osvaldo s/recurso extraordinario”, sentencia  de 

17/02/09). 

  Por lo demás, a estas alturas ya es de toda 



 

 
 
 
 
 
 
 

122 
 
 
 

notoriedad que los hechos investigados en estas act uaciones han 

sucedido en un marco de ejecución “…en forma genera lizada y por 

un medio particularmente deleznable cual es el apro vechamiento 

clandestino del aparato estatal. Ese modo de comisi ón favoreció 

la impunidad, supuso extender el daño directamente causado a  

las víctimas, a sus familiares y allegados, totalme nte ajenos a 

las actividades que se atribuían e importó un grave  menoscabo 

al orden jurídico y a las instituciones creadas por  él…” (cfr. 

Fallos: 309:33).  

  Los delitos que aquí se imputan, abstractamente 

considerados, cometidos en el marco de ese ataque g eneralizado 

contra la población, encuadran en la categoría de l esa 

humanidad que apareja las consecuencias a las que a ntes se hizo 

referencia (cfr. Estatuto constitutivo del Tribunal  Militar de 

Nüremberg, art. 6 c); artículos terceros de las cua tro 

Convenciones de Ginebra, Ley 14.467; Estatuto del T ribunal 

Internacional para la Ex Yugoslavia, art.5; Estatut o del 

Tribunal Internacional para Rwanda; Estatuto de Rom a de la 

Corte Penal Internacional, art. 7º -ley 25.390-). 

  En este sentido, esta Cámara Federal de Casación 

Penal se ha expedido respecto al carácter de estos delitos en 

la totalidad de las causas hasta aquí citadas, habi éndose 

señalado en reiteradas oportunidades que tanto los crímenes 

comunes como los crímenes contra la humanidad tiene n la 

peculiar característica de atentar contra bienes ju rídicos 

individuales. Es decir, pueden ambos constituir, ho micidios, 

torturas, violaciones, privaciones ilegítimas de la  libertad, 

etc., sin que la asignación de la tipificación “les a humanidad” 

importe una doble calificación o doble agravamiento  respecto de 
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la tipificación en el orden nacional. 

  Sobre el particular ha sostenido el señor Procura dor 

General ante la Corte Suprema de Justicia de la Nac ión en autos 

“Recurso de hecho deducido por Juan Francisco Bueno  Alves y 

Carlos A. B. Pérez Galindo en la causa Derecho, Ren é Jesús 

s/incidente de prescripción de la acción penal -cau sa n° 

24.079-”, del 11 de julio de 2007, que “…la distinc ión tiene su 

punto de partida en que los crímenes de lesa humani dad no 

lesionan sólo a la víctima que ve cercenados por el  delito sus 

derechos básicos, sino que también implican una les ión a toda 

la humanidad como conjunto. Esta es la característi ca que 

fundamenta, entre otras cosas, la jurisdicción univ ersal de 

este tipo de crímenes. El autor comete un crimen co ntra toda la 

humanidad, no sólo contra su víctima directa. En es e sentido, 

explica Satzger, el autor de un crimen de lesa huma nidad, con 

su conducta, se rebela contra un estándar mínimo de  derechos de 

la humanidad en su conjunto. Los tipos penales de l os crímenes 

de lesa humanidad protegen sólo de manera secundari a los bienes 

jurídicos de personas individuales… [y] representan  la amenaza 

más grave: se trata de casos en los que la política  se ha 

vuelto cancerosa o perversa. El ser humano no puede  vivir sin 

una organización política, pero la constitución de un orden 

institucional crea el riesgo y la amenaza permanent e de que 

éste se vuelva en contra del hombre… El criterio de  distinción 

entonces radicaría no en la naturaleza de cada acto  individual 

(es decir, por ejemplo, cada homicidio) sino en su pertenencia 

a un contexto específico…”. 

  En esta línea, en la causa n° 9517, “Von Wernich,  



 

 
 
 
 
 
 
 

124 
 
 
 

Christian Federico s/recurso de casación”, rta. el 27-03-09, 

reg. n° 13.516 de esta Sala I –con diferente integr ación-, se 

señaló que “…los crímenes contra la humanidad son a ctos serios 

de violencia que dañan a los seres humanos privándo los de lo 

que es más esencial para ellos: su vida, libertad, bienestar 

psíquico, salud y/o dignidad. Son actos inhumanos q ue por su 

extensión y gravedad van más allá de los límites to lerables por 

la comunidad internacional, que forzosamente debe e xigir su 

castigo. Pero los crímenes contra la humanidad tamb ién 

trascienden al individuo porque cuando el individuo  es 

lesionado, la humanidad es atacada y anulada. Es po r tanto el 

concepto de humanidad como víctima el que caracteri za los 

crímenes contra la humanidad (cfr. Tribunal Interna cional para 

la Ex Yugoslavia  Cámara de Juicio  caso “Grazen Er demovic”, 

sentencia del 29 de noviembre de 1996, parágrafos 2 7 y 28)…”. 

  En sentido análogo se pronunció nuestro más Alto 

Tribunal al entender que los delitos de lesa humani dad 

constituyen “…graves violaciones de los derechos hu manos que 

lesionan el derecho internacional consuetudinario…”  

(considerando 34 del voto del doctor Boggiano en “S imón, Julio 

Héctor s/privación ilegítima de la libertad”, causa  nº 17.768, 

del 14 de junio de 2005, Fallos: 328:2056). Y que, con respecto 

a ello, su “…presupuesto básico común -aunque no ex clusivo- es 

que también se dirigen contra la persona o la condi ción humana 

y en donde el individuo como tal no cuenta, contrar iamente a lo 

que sucede en la legislación de derecho común nacio nal, sino en 

la medida en que sea miembro de una víctima colecti va a la que 

va dirigida la acción…” (considerando 54 del voto d el doctor 

Maqueda en el fallo de anterior cita). 
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  “…Es justamente por esa circunstancia de la que 

participan tanto los ´crímenes contra la humanidad´  como los 

tradicionalmente denominados ´crímenes de guerra´ c omo los 

delitos contra la humanidad, que se los reputa como  delitos 

contra el ´derecho de gentes´ que la comunidad mund ial se ha 

comprometido a erradicar, porque merecen la sanción  y la 

reprobación de la conciencia universal al atentar c ontra los 

valores humanos fundamentales…” (considerando 31 de l voto de 

los jueces Nazareno y Moliné O´Connor en “Priebke, Erich 

s/solicitud de extradición”, causa nº 16.063/94, de l 2 de 

noviembre de 1995, Fallos: 318:2148). 

  Así pues, bajo los lineamientos aquí planteados 

atingentes al principal rasgo distintivo de los del itos de lesa 

humanidad -referido como se dijera, a la trascenden cia al 

concepto de “humanidad” como víctima de la lesivida d de las 

conductas que recaen sobre los bienes jurídicos de las personas 

individuales-, corresponderá entonces ingresar al a nálisis de 

los elementos configurativos del tipo a los fines d e dar 

acabada respuesta al thema decidendum. 

  Bajo esta órbita, nuestra Corte Suprema de Justic ia 

de la Nación se ha expedido en reiteradas oportunid ades 

respecto de los elementos objetivos del delito de l esa 

humanidad. Así por ejemplo, en los autos “Derecho, René Jesús 

s/incidente de prescripción de la acción penal”, ha ciendo suyos 

los fundamentos y conclusiones del señor Procurador  General en 

su dictamen, entendió que “…el requisito más releva nte para que 

un hecho pueda ser considerado delito de lesa human idad 

consiste en que haya sido llevado a cabo como parte  de un 
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ataque que a su vez -y esto es lo central- sea gene ralizado o 

sistemático. Este requisito recibió tratamiento jur isprudencial 

en el fallo Prosecutor v. Tadic, dictado por el Tri bunal Penal 

Internacional para la Ex Yugoslavia el 7 de mayo de  1997. Allí 

se explicó… que la inclusión de los requisitos de g eneralidad o 

sistematicidad tenía como propósito la exclusión de  hechos 

aislados o aleatorios de la noción de crímenes cont ra la 

humanidad. Generalidad, significa… la existencia de  un número 

de víctimas, mientras que la sistematicidad hace re ferencia a 

la existencia de un patrón o de un plan metódico…”.  

  Agregó sobre ello nuestro Máximo Tribunal que el 

Tribunal Internacional para Rwanda delimitó las noc iones 

señaladas del siguiente modo: “…el concepto ´genera lizado´ 

puede ser definido como masivo, frecuente, de acció n a gran 

escala, llevado a cabo colectivamente con seriedad considerable 

y dirigido a una multiplicidad de víctimas. El conc epto 

´sistemático´ puede ser definido como completamente  organizado 

y consecuente con un patrón regular sobre la base d e una 

política común que involucra recursos públicos o pr ivados 

sustanciales (The Prosecutor versus Jean-Paul Akaye su, case nº 

ICTR-96-4-T)…”. 

  Sobre la base de lo expuesto, entendemos que los 

hechos traídos aquí a estudio deben ser calificados  bajo la 

categoría de delitos de lesa humanidad e individual izados en el 

ordenamiento interno, de conformidad a las tipifica ciones que, 

respecto de cada uno de los imputados, corresponda asignar. 

  Ello así toda vez que, habiendo sido definido ya en 

la causa n° 13/84 de la Cámara Nacional en lo Crimi nal y 

Correccional Federal (Fallos: 309:5) el contexto hi stórico al 
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cual se ciñeron las acciones aquí juzgadas, la conc lusión 

aparece a todas luces lógica, racional y al resguar do de los 

embates casatorios erigidos a su respecto por los a quí 

recurrentes. 

  Es del caso recordar que en la causa de mención, 

donde fueron juzgados y condenados los Comandantes en Jefes de 

las Fuerzas Armadas que ejercieron la suma del pode r público 

durante la última dictadura militar, se tuvo por co mprobada la 

existencia y organización del aparato de poder esta tal que, a 

partir de un plan criminal fundado en una doctrina de 

actuación, utilizó la fuerza pública del Estado en su conjunto 

para el logro de los propósitos ideológicos y polít icos que la 

inspiraban. 

  Para así concluir, en aquel juicio se analizó y 

acreditó el aumento significativo de desapariciones  de personas 

a partir del golpe militar del 24 de marzo de 1976,  la práctica 

sistemática de secuestro de personas con caracterís ticas 

comunes: 1) llevados a cabo por fuerzas de segurida d que 

adoptaban precauciones para no ser identificados, 2 ) 

intervención de un número considerable de personas fuertemente 

armadas, 3) los operativos contaban con aviso a la autoridad de 

la zona ´Área Libre´, 4) los secuestros ocurrían du rante la 

noche en los domicilios de las víctimas siendo acom pañados del 

saqueo de los bienes de la vivienda, 5) se introduc ía a las 

víctimas en vehículos impidiéndosele ver o comunica rse y 

adoptándose medidas para ocultarlas de la vista del  público- 

(capítulo XI), siendo llevados de inmediato a centr os 

clandestinos de detención (capítulo XII), donde era n 
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interrogados a través de distintos métodos de tortu ra (capítulo 

XIII) y custodiados por personas distintas a los to rturadores o 

integrantes de las ´patotas´ que, por lo general, e ran quienes 

llevaban adelante los secuestros (capítulo XIV), do nde las 

víctimas corrían distinta suerte: algunos fueron pu estos en 

libertad adoptándose medidas para que no revelen lo  que les 

había pasado; otros, después de cierto tiempo, fuer on sometidos 

a proceso o puestos a disposición del Poder Ejecuti vo Nacional 

ocultando el período de cautiverio, mientras que en  su mayoría, 

las personas privadas ilegalmente de su libertad pe rmanecen sin 

que se conozca su actual paradero o destino (capítu lo XV), 

registrándose casos donde fueron eliminados físicam ente 

simulando, por ejemplo, enfrentamientos armados (XV I). 

  En síntesis, las críticas que se efectúan en el o rden 

descripto, deben ser rechazadas in limine  ante el plan criminal 

estatal acreditado en el juicio desarrollado en la causa 13/84 

de la Cámara Nacional en lo Criminal Federal; máxim e cuando los 

casos relevados en el sub iudice  se ajustan a la metodología 

señalada. 

  Por lo demás, las consideraciones señaladas han s ido 

adecuadamente aglutinadas y analizadas por Ambos y Wirth, sobre 

la base de las cuales concluyeron que en la pauta d e contexto 

que caracteriza a los delitos de lesa humanidad sie mpre se ha 

logrado advertir –a lo largo de la historia y frent e a crímenes 

de esa entidad- un vínculo con algún tipo de autori dad (Ambos, 

Kai y Wirth, Steffen; “El derecho actual sobre los crímenes 

contra la humanidad”, en Ambos, Kai, “Temas de Dere cho penal 

internacional y europeo”, Ed. Marcial Pons, Madrid,  2006, Cap. 

VIII, pág. 173), ya sea con el Estado o con alguna organización 
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ligada a él. 

  En iguales términos se ha expresado Luban, quien 

sostiene que “…el alto grado de depravación, por sí  mismo, no 

distingue a los crímenes de lesa humanidad de los h echos más 

crueles que los sistemas locales criminalizan. Más bien, lo que 

distingue a los crímenes de lesa humanidad radica e n que son 

atrocidades cometidas por los gobiernos u organizac iones cuasi-

gubernamentales en contra de grupos civiles que est án bajo su 

jurisdicción y control…” (Luban, David, “A Theory o f Crimes 

against Humanity”, Yale Journal of International La w, 2004, 

pág. 120). 

  En punto a ello, la Unidad Fiscal de Coordinación  y 

Seguimiento de las causas por violaciones a los Der echos 

Humanos cometidas durante el terrorismo de Estado, en el 

informe del 20-11-07, elaborado para la causa “Larr abure, 

Argentino del Valle s/su muerte” y elevado a su vez  al señor 

Procurador General de la Nación, señaló que el vínc ulo aludido 

fue plasmándose a lo largo de la historia en distin tos 

pronunciamientos jurisprudenciales en el ámbito int ernacional. 

En efecto, se recordó que “…las sentencias pronunci adas en 

virtud de la Ley 10 del Consejo de Control Aliado, aunque 

también las sentencias del Tribunal de Nüremberg, c ontienen 

expresiones que vinculan la categoría [delito de le sa 

humanidad] a la actuación de las autoridades del Es tado en 

contra de la población civil… El Tribunal de Nüremb erg hizo 

referencia a las ´políticas de terror´ y en los jui cios 

llevados a cabo según la Ley 10 mencionada se exigi ó una prueba 

de ´participación consciente en procedimientos gube rnamentales 
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sistemáticos organizados o aprobados´ o que los hec hos se 

hubieran cometido en ´contexto con el sistema de po der y 

tiranía tal como existió durante el período naciona l-

socialista… De acuerdo con el derecho de Nüremberg,  era posible 

dictar condenas por la pertenencia a ciertas organi zaciones que 

se declararan ilegales. Más allá de si esos cargos pueden 

considerarse crímenes de derecho internacional en s entido 

estricto, lo cierto es que en los casos se trataba de 

organizaciones vinculadas al Estado (Partido 

Nacionalsocialista, SS, Gestapo, SD, etc.)…”. 

  En ese orden de ideas se concluyó que los 

antecedentes de cita “…demuestran que el elemento d e contexto, 

que distingue los delitos comunes de los crímenes c ontra la 

humanidad según la práctica existente hasta la déca da de 1970, 

se apoya en que los actos forman parte de una polít ica del 

Estado. Ello se desprende con claridad de la circun stancia de 

que los hechos a los que se aplicó esta categoría d e delitos en 

todos los casos fueron crímenes cometidos a gran es cala y con 

la participación o la tolerancia del Estado. En sum a, los actos 

fueron cometidos por funcionarios del Estado o por agentes no 

estatales actuando de conformidad con la política d e un 

Estado…”. 

  Analizados pues los elementos objetivos del tipo 

señalado, exige además el art. 7 del Estatuto de Ro ma la 

llamada ultraintención (una clase de elemento subje tivo del 

tipo distinto del dolo) como elemento de intenciona lidad que, 

en el delito en tratamiento, se verifica cuando alg una de las 

conductas –cuyas características fueron abordadas s upra- se 

perpetra “…de conformidad con la política de un Est ado o de una 
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organización de cometer esos actos o para promover esa 

política…”, resaltando así la existencia de una fin alidad que 

tenga una particular dirección que exceda el tipo o bjetivo 

(cfr. Zaffaroni, Eugenio Raúl; Alagia, Alejandro; S lokar, 

Alejandro; “Manual de Derecho Penal. Parte General” ; Ed. EDIAR; 

Bs. As.; 2005; pág. 420). 

  Este elemento exigido por el tipo también fue 

señalado por la Corte en “Derecho, René Jesús s/inc idente de 

prescripción de la acción penal” (2006) al indicar que “…los 

hechos tienen que estar conectados con alguna forma  de 

política, en el sentido del término que significa l as 

orientaciones o directrices que rigen la actuación de una 

persona o entidad en un asunto o campo determinado…  Sirve para 

excluir del tipo penal de los crímenes de lesa huma nidad, 

hechos aislados, no coordinados y aleatorios y conf igura el 

elemento propiamente internacional de esta categorí a de 

crímenes…”. 

  Al respecto, nuestro Máximo Tribunal sostuvo en 

“Simón, Julio Héctor s/privación ilegítima de la li bertad” 

(2005), que “…la descripción jurídica de estos ilíc itos 

contiene elementos… excepcionales que permiten cali ficarlos 

como ´crímenes contra la humanidad´ porque… son com etidos por 

un agente estatal en ejecución de una acción gubern amental, o 

por un grupo con capacidad de ejercer un dominio y ejecución 

análogos al estatal sobre un territorio determinado …” 

(considerando 13 del voto del doctor Ricardo Luis L orenzetti). 

  En este sentido, la nítida línea jurisprudencial 

trazada sobre el tema por nuestra Corte Suprema de Justicia de 
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la Nación no puede ser desatendida, pues resulta in dispensable 

para la tranquilidad pública, la paz social y la es tabilidad de 

las instituciones (Fallos: 326:417), sabido es que si bien los 

fallos de la Corte sólo deciden en los procesos con cretos 

sometidos a su conocimiento y no resultan obligator ios para 

casos análogos, también es cierto que los tribunale s inferiores 

tienen el deber de conformar sus decisiones a aquél los en 

virtud de la autoridad institucional que los mismos  revisten, 

resultando necesario para poder apartarse de los mi smos el 

aporte de nuevos argumentos que justifiquen la modi ficación de 

las posiciones sustentadas en ellos (cfr. en igual sentido, 

causa nº 11.490, “Rearte, Diego Daniel s/rec. de ca sación, reg. 

nº 14.671 de esta Sala I –con diferente integración -, rta. el 

05-10-09), circunstancia que no se advierte en caso  de autos y 

que torna insustanciales los planteos invocados por  los 

recurrentes. 

  En esa línea, cabe concluir que los argumentos 

expuestos en este orden por el tribunal de mérito r esultan 

acertados y a cubierto de toda crítica, lo que auto riza a 

descartar cualquier supuesto de arbitrariedad en el  decisorio 

cuestionado e impide su descalificación como acto 

jurisdiciconal válido (Fallos: 293:294; 299:226; 30 3:449; 

303:888, entre otros), evidenciando los agravios es grimidos en 

los recursos bajo análisis tan sólo discrepancias c on los 

fundamentos de la decisión adoptada. 

d) Recusación. 

Las defensas técnicas de Fernando Martín Rocha, 

Carlos Alfredo Yanicelli, Gustavo Adolfo Alsina, Mi guel Ángel 

Gómez, Mirta Graciela Antón, Alberto Luis Lucero, J uan Eduardo 
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Ramón Molina, Yamil Jabour, Jorge Rafael Videla, Vi cente Meli y 

Enrique Pedro Mones Ruiz solicitaron la nulidad de la 

resolución por la cual se rechazó la recusación del  doctor José 

María Pérez Villalobo. 

En ese sentido, se refirieron al temor de parcialid ad 

que genera en sus pupilos la intervención de dicho vocal 

teniendo en cuenta las fotografías exhibidas en la audiencia, 

en donde se observa al vocal en un acto homenaje a las víctimas 

de los hechos sobre los cuales debía expedirse; a e llo 

agregaron las manifestaciones de la testigo Galarra ga 

efectuadas en el debate el día 25 de agosto de 2010 , como así 

también la directriz impuesta a las preguntas que a  ella le 

formulara; por otra parte, también señalaron como c ausal del 

temor que el nombrado agregó a una de las fórmulas usuales de 

juramento la manifestación “por la memoria de los c aídos en 

Trelew” al momento de asumir el cargo de Juez del T ribunal Oral 

Nº 2 de la ciudad de Córdoba que ocupa en la actual idad. 

Por otra parte la defensa de Miguel Ángel Gómez, 

Mirta Graciela Antón, Alberto Luis Lucero, Juan Edu ardo Ramón 

Molina y Yamil Jabour se agravió por el rechazo a l a recusación 

del Sr. Vocal Abel Sánchez Torres llamado a integra r el 

Tribunal para resolver la recusación del Sr. Vocal Dr. Pérez 

Villalobo. 

Señaló que el Dr. Abel Sánchez Torres perteneciente  a 

la Cámara de Apelaciones de Córdoba, intervino en e l análisis 

de recursos de apelación, los cuales suscribió y em itió voto 

con fecha 26/03/2009, por lo que emitió opinión en voto 

individual y fundado, para lo cual tomó necesariame nte contacto 
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con los elementos probatorios que contenía la causa , formándose 

opinión, por lo que su intervención en esta instanc ia 

resultaría contaminada. 

Por su parte, la defensa de Luciano Benjamín Menénd ez 

se agravió por la participación -como instructora d e la causa- 

de la Dra. Cristina Garzón de Lascano por haber ten ido una 

participación acabada en los hechos de aquella époc a como 

funcionaria judicial. 

Indicó que, Dora Isabel Cafieri de Bauducco, relató  

en la audiencia que, reconoció a la Dra. Garzón de Lascano como 

una de las personas que había ido con los otros fun cionarios de 

la justicia a darle la noticia del deceso de su mar ido. 

Expresando que le daban asco y que no podían querer  convencerla 

de que su marido había querido arrebatarle el arma a un 

militar. 

En definitiva, consideró que se ha afectado el 

derecho de defensa en juicio de su defendido, ya qu e se 

encuentra afectado el principio de imparcialidad de  la Juez 

Garzón de Lascano por tener responsabilidad en habe r continuado 

su intervención en la causa pese a objeciones expue stas por 

esta parte para que continuara interviniendo como j uez y en la 

causación del resultado de los hechos juzgados en e ste juicio. 

Primeramente, resulta menester señalar que los 

cuestionamientos efectuados por las partes recurren tes resultan 

manifiestamente improcedentes por cuanto consintier on las 

resoluciones ahora criticadas al no hacer uso de la s vías 

legales correspondientes para garantizar la solució n 

pretendida. 

Sin perjuicio de ello, los agravios que se presenta n 
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resultan una reedición de los planteos efectuados a l tiempo de 

alegar, siendo aquellos evacuados y superados 

satisfactoriamente en la resolución recurrida. 

En efecto, no se advierte que aquellos encuentren 

sustento en las causales taxativas previstas por el  art. 55 del 

C.P.P.N. 

Es que al confrontar la doctrina que impera en 

materia de recusación por la supuesta parcialidad d el juez 

interviniente, con los hechos que motivaron el cita do planteo, 

se concluye que, más allá de la invocación de garan tías 

constitucionales vulneradas, no se han señalado con cretamente 

ni han sido advertidas por este Tribunal irregulari dades en el 

trámite de la causa que demuestren que el integrant e del 

tribunal de juicio pudiese incurrir en parcialidade s, como para 

proceder a su remoción.    

Ello ocasiona el rechazo del remedio intentado debi do 

a la falta de fundamentación del que padece, circun stancia que 

no puede ser soslayada con sustento en la doctrina que emerge 

del precedente “Llerena” que no guarda relación alg una con el 

supuesto aquí planteado. 

Asimismo, en el caso del doctor Abel Sánchez Torres  

debe tenerse en consideración que más allá de que a quél se haya 

expedido en la presente causa como juez de Alzada, lo cierto es 

que en esta oportunidad su decisión se circunscribi ó a la 

recusación efectuada sobre el doctor Pérez Villalob os no 

ingresando en el fondo de la cuestión y no existien do por lo 

tanto el temor de parcialidad aludido por la defens a. 

Finalmente, en el caso de la recusación efectuada 
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sobre la doctora Garzón de Lascano se observa que a quella no 

sólo resulta manifiestamente improcedente sino que además, 

vencido el plazo de art. 60 del C.P.P.N., resulta e xtemporánea. 

En efecto, es posible advertir que las articulacion es 

defensistas efectuadas acerca de la participación d e la 

magistrada como fedataria, no pueden servir en modo  alguno de 

sustento para sospechar de parcialidad ni encuadrar , en 

consecuencia, un planteo recusatorio en los término s del art. 

55, inc. 1, del C.P.P.N. pues su participación lo h a sido sólo 

en el marco de sus atribuciones legales en las que no ha 

emitido al respecto  decisión de fondo sobre el mér ito de los 

hechos que conforman la plataforma fáctica ni sobre  los 

imputados en la misma.  

Es que, las anteriores intervenciones de la 

magistrada no indican que haya emitido una opinión acerca del 

fondo del asunto ni evidencian objetivamente en su actuación un 

comportamiento que frustre el debido ejercicio de d erechos y de 

garantías de raigambre constitucional otorgadas al imputado. 

Que sentado cuanto precede y, teniendo en cuenta qu e 

las causales de recusación y excusación de los juec es deben ser 

interpretadas restrictivamente (Fallos: 319: 758; y  326: 1512; 

y en igual sentido, 310:2845), corresponde concluir  que los 

recursos de casación articulados no cumplen con los  requisitos 

de fundamentación exigidos por el art. 463 del códi go de forma 

y la constante jurisprudencia de esta Cámara, en ta nto los 

impugnantes no rebaten adecuadamente los argumentos  expuestos 

en la decisión del a quo ni logran conmover la doct rina sentada 

por la Corte Suprema y seguida por esta Cámara, cir cunstancia 

que implica el rechazo de los remedios articulados.  
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e) Nulidad del punto dispositivo 9).  

Por su parte, la querella solicitó se revoqué el 

punto dispositivo 9) en cuanto hizo lugar a la nuli dad parcial 

formulada por las defensas de Jorge Rafael Videla, Mauricio 

Poncet y Jorge González Navarro del alegato emitido  por los 

doctores María Elba Martínez en su carácter de apod erada y 

Miguel Hugo Vaca Narvaja como letrado patrocinante,  ambos de la 

querella por Eduardo De Breuil, Luis Alberto Urquiz a y Raquel 

Altamira de Vaca Narvaja, de conformidad a la nulid ad decretada 

en el auto de elevación a juicio. 

 En respaldo a ello indicó que la rectificación 

realizada en instrucción y la remisión in totum  a la acusación 

fiscal cubrió de cualquier indefensión a los imputa dos con lo 

cual no existió perjuicio alguno. 

 De la lectura de los presentes autos se observa qu e 

con fecha 19 de agosto de 2009 se declaró la nulida d parcial de 

la acusación efectuada por la querella, entre otros  hechos por 

el denominado XI. Ello, se debió a la ausencia de u na 

descripción clara y circunstanciada de los hechos e n cuanto a 

los imputados Jorge Rafael Videla, Mauricio Poncet y Jorge 

González Navarro. En ese sentido, se indicó que deb ían tenerse 

por válidas únicamente las descripciones que formul ara la 

Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba en la reso lución del 

26 de marzo de 2009. 

 Siguiendo este análisis, debe tenerse en cuenta qu e 

la acusación privada efectuó una descripción del he cho XI de 

conformidad con la resolución del Juzgado Federal n º3 de fecha 

14 de noviembre de 2008, y no conforme la que formu lara la 
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Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba en la reso lución del 

26 de marzo de 2009, la que refleja más ajustadamen te los 

progresos investigativos de la causa.  

Por lo que, bajo este orden de ideas, conforme lo 

sostuviera el a quo, debe considerarse que “…sólo l a acusación 

válida (pública o privada) es presupuesto formal pa ra el 

dictado de una sentencia respetuosa del derecho de defensa. Si 

la acusación de la querella se encuentra viciada de  nulidad, y 

ésta ha sido declarada, la pretensión incriminante durante los 

alegatos, resulta también viciada y no puede obtene r acogida 

favorable del órgano jurisdiccional…” (fs. 17.339vt a.). 

 Asimismo, cabe poner de resalto que resulta 

inoficioso expedirse al respecto toda vez que lo ci erto es que 

la acusación  efectuada por el fiscal, en conformidad con la 

descripción válida de los hechos (según lo descript o ut supra ), 

permitió que el tribunal evaluara la responsabilida d de los 

imputados previamente mencionados en el hecho XI. 

Teniendo en cuenta los lineamientos trazados, debe 

resolverse conforme lo dicho por la Corte Suprema d e Justicia 

de la Nación, en torno a que la declaración de la n ulidad 

procesal requiere un perjuicio concreto para alguna  de las 

partes, pues no procede su declaración en el sólo i nterés del 

formal cumplimiento de la ley (Fallos: 295:961; 298 :312), 

siendo inaceptable en el ámbito del derecho la nuli dad por la 

nulidad misma (Fallos: 303:554; 322:507).  

f) Indeterminación de los hechos. 

Las defensas de Calixto Flores, San Julián, Emilio 

Juan Huber, Víctor Pino Cano, Luciano Benjamín Mené ndez, Miguel 

Ángel Gómez, Mirta Graciela Antón, Alberto Luis Luc ero, Juan 
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Eduardo Ramón Molina y Yamil Jabour solicitaron la declaración 

de nulidad del requerimiento de elevación a juicio de los 

fiscales y la querella por indeterminación de los h echos 

imputados. 

En ese sentido, adujeron la imposibilidad de ejerce r 

el derecho defensa ante la falta de una descripción  clara, 

precisa y circunstanciada de los hechos, y de la ac ción u 

omisión atribuida a sus defendidos en el requerimie nto de 

elevación a juicio.  

Con el fin de dar respuesta al planteo aquí efectua do 

corresponde recordar que el art. 347 del C.P.P.N., impone, bajo 

sanción de nulidad, que el requerimiento de elevaci ón a juicio 

contenga, entre otros, “…una relación clara, precis a y 

circunstanciada de los hechos…”. El espíritu de est a norma, no 

es otro que el de garantizar el derecho de defensa (art. 18 de 

la Constitución Nacional) proveyendo la plataforma fáctica 

sobre la que habrá de discutirse en el debate y pro porcionando 

un límite que circunscribe el ámbito en el que se d esarrollarán 

todos los sujetos del proceso: defensa del imputado , prueba, 

discusión y decisión definitiva del tribunal (Franc isco 

D´Albora, Código Procesal Penal de la Nación, Provi ncia de 

Buenos Aires, 2009). 

En ese sentido, se ha establecido que “…el 

requerimiento es el acto a través del cual el acusa dor concreta 

objetiva y subjetivamente la pretensión punitiva, d escribiendo 

el hecho que da por probado, imputándolo al procesa do –al que 

debe individualizar- y  señalando tanto las pruebas  de que se 

vale como el tipo legal en el que subsume el reproc he. Con él, 
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queda integrado el objeto procesal del debate…” (Na varro, G. R. 

y Daray R.R., Código Procesal Penal de la Nación, A nálisis 

doctrinal y jurisprudencial, 2da. Edición, Buenos A ires, 2006, 

tomo 2, pág. 1011). 

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos en el precedente “Barreto Leiva vs. Venezue la”, tiene 

dicho que “…para satisfacer el artículo 8.2.b. conv encional el 

Estado debe informar al interesado no solamente de la causa de 

la acusación, esto es, las acciones u omisiones que  se le 

imputan, sino también las razones que llevan al Est ado a 

formular la imputación, los fundamentos probatorios  de ésta y 

la caracterización legal que se da a esos hechos. T oda esta 

información debe ser expresa, clara, integral y suf icientemente 

detallada para permitir al acusado que ejerza plena mente su 

derecho a la defensa y muestre al juez su versión d e los 

hechos. La Corte ha considerado que la puntual obse rvancia del 

artículo 8.2.b. es esencial para el ejercicio efect ivo del 

derecho a la defensa…”. 

Lo cierto es que los hechos que se investigan en 

autos, se condicen con el sistema criminal implemen tado por el 

último gobierno militar a partir del 24 de marzo de  1976. Es 

que a partir del relevamiento, descripción y prueba  legal de la 

causa 13/84 de la Cámara Nacional en lo Criminal y Correccional 

Federal, se tuvo por comprobado la existencia y org anización 

del aparato de poder estatal que, a partir de un pl an criminal 

sistemático fundado en una doctrina de actuación, u tilizó la 

fuerza pública del Estado en su conjunto para el lo gro de los 

propósitos ideológicos y políticos que la inspiraba n. 

Por lo que analizando las críticas efectuadas, cabe  
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destacar que, “Las circunstancias del hecho que pud ieran 

haberse omitido al disponer el procesamiento, sin e mbargo, no 

importan necesariamente un apartamiento de la regla  y la 

invalidez de la requisitoria consecuente [Clariá Ol medo, 

Derecho…, t. III, p. 50, pues pueden agregarse o va riarse 

“…mientras no lo desvirtúen o alteren en grado de m ostrar un 

hecho diverso…”], en tanto no se haya perjudicado l a certeza de 

esa igualdad y se hubiere preservado el derecho de defensa del 

imputado…”(Navarro, G. R. y Daray, R.R., Código Pro cesal penal 

de la Nación, Análisis doctrinal y jurisprudencial,  2da. 

Edición, Buenos Aires, 2006, tomo 2, pág. 1014). 

Por otra parte, la Corte Suprema de la Nación tiene  

dicho “…que es doctrina reiterada de este Tribunal que en 

materia de nulidades procesales prima un criterio d e 

interpretación restrictiva y sólo cabe anular las a ctuaciones 

cuando el vicio afecte un derecho o interés legítim o y cause un 

perjuicio irreparable, sin admitirlas cuando no exi ste una 

finalidad práctica, que es razón ineludible de su p rocedencia. 

En efecto, la nulidad por vicios formales carece de  existencia 

autónoma dado el carácter accesorio e instrumental del derecho 

procesal; exige, como presupuesto esencial, que el acto 

impugnado tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa 

en juicio o se traduzca en la restricción de algún otro 

derecho. De otro modo, la sanción de nulidad aparec ería 

respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro de la idea de 

justicia y de la pronta solución de las causas, en lo que 

también está interesado el orden público…” (Fallos:  325:1404). 

En virtud de lo descripto ut supra  no se debe perder 
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de vista que el sentido de la exigencia es la neces idad de una 

determinación del hecho imputado. En consecuencia, si los 

hechos siguen siendo determinados, el derecho de de fensa no se 

verá afectado, no advirtiéndose que los imputados h ayan sido 

sorprendidos por la acusación a lo largo del proces o, habiendo 

tenido éstos numerosas oportunidades para ser oídos  respecto de 

los elementos probatorios en que se apoyaba la impu tación.  

En ese sentido la Corte Suprema ha establecido como  

condición para casar el fallo, no sólo la indicació n puntual 

del elemento sorpresivo que se incluye en él, sino,  también, 

las defensas que se hubieren opuesto  de no mediar la sorpresa 

y, en especial, los medios de prueba omitidos por e sta 

circunstancia (Maier, Julio B. J.; Derecho Procesal  Penal, 2da. 

edición, Bs. As., 2006, Tomo I, pág. 569; ver tambi én fallo 

302:482). 

Tal es así que quien introduce un planteo nulifican te 

debe invocar el concreto interés que persigue con s u 

declaración no bastando la referencia genérica a la  afectación 

de garantías constitucionales ya que de lo contrari o la nulidad 

se declararía sólo en el interés del formal cumplim iento de la 

ley, lo que implica un manifiesto exceso ritual inc ompatible 

con el buen servicio de justicia. 

Por lo demás cabe destacar que el tribunal de mérit o 

dio una respuesta acabada a las impugnaciones aquí planteadas y 

toda vez que las defensas no han logrado demostrar cuál fue el 

elemento sorpresivo y el consecuente perjuicio caus ado, el 

planteo no tendrá favorable acogida. 

-VI- 

Habiendo dado respuesta a los planteos comunes y 
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nulidades efectuadas por los recurrentes, y con el propósito de 

dar una acabada respuesta a los cuestionamientos pl anteados por 

las partes en particular, deben analizarse ahora la s 

constancias de la causa y las circunstancias que ha cen al 

debate propiamente dicho, conforme con los lineamie ntos 

establecidos por la Corte Suprema de Justicia de la  Nación in 

re:  “Recurso de hecho deducido por la defensa de Matía s Eugenio 

Casal en la causa Casal, Matías Eugenio y otro s/ro bo simple en 

grado de tentativa -causa n ° 1681-”, rta. el 20/09/05, y atento 

al deber de esta Alzada de agotar la capacidad revi sora en el 

caso concreto, reconociendo únicamente como límite fáctico 

aquellos aspectos que surjan directa y únicamente d e la 

inmediación propia del debate 

   1.  En el marco de la causa “Alsina, Gustavo  

Adolfo y otros s/p.ss.aa. imposición de tormentos a gravados y 

homicidio calificado”, Expte. nº 17.468, el tribuna l a quo  tuvo 

por acreditado que en el marco del contexto del pla n 

sistemático de exterminio  de los detenidos especia les víctimas 

de esta causa se produjeron los siguientes hechos: 

Hecho I : “…que en el Departamento Informaciones 

Policiales (D2) de la Policía de la Provincia de Có rdoba, sito 

en Pasaje Santa Catalina del centro de esta ciudad,  los 

detenidos Diana Beatriz Fidelman, desde el 22 de ab ril de 1976 

hasta los primeros días de mayo del mismo año, Edua rdo Daniel 

Bártoli, entre el 22 y el 30 de abril de 1976, Marí a Eugenia 

Irazusta, entre el 26 y el 30 de abril de 1976, y V íctor Hugo 

Chiavarini, en un lapso de tiempo no determinado co n precisión 
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que habría comenzado durante el transcurso del mes de abril de 

1976 hasta el 30 del mismo mes y año, fueron someti dos a 

condiciones de vida infrahumanas, encontrándose inc omunicados, 

maniatados, con sus ojos vendados, sin higiene ni a tención 

médica, aplicándoles brutales tormentos de diversa naturaleza.”  

Hecho II : “…con fecha día 30 de abril de 1976, en el 

interior de dicha dependencia policial, María Eugen ia Irazusta, 

Daniel Eduardo Bártoli y Víctor Hugo Ramón Chiavari ni fueron 

asesinados, difundiéndose oficialmente la falsa not icia de que 

los tres nombrados habían resultado abatidos al int entar 

fugarse de aquel lugar, desacatando la autoridad de  quienes los 

custodiaban…”. 

Hecho III : “…que desde el día 2 de abril de 1976, en 

la Unidad Penitenciaria nº 1 de esta ciudad de Córd oba, los 

detenidos especiales Raúl Augusto Bauducco, hasta e l 5 de julio 

de 1976, José René Mourkarsel, hasta el 15 de julio  de 1976, a 

Diana Beatriz Fidelman, Miguel Ángel Mozé, Luis Ric ardo Verón, 

Ricardo Yung, Eduardo Alberto Hernández y José Albe rto Svagusa, 

hasta el  17 de mayo de 1976, a Carlos Alberto Sgan durra y José 

Ángel Pucheta, hasta el 28 de mayo de 1976, a Claud io Aníbal 

Zorrilla, Miguel Ángel Barrera, Mirta Noemí Abdón d e Maggi y 

Esther María Barberis, hasta el 19 de junio de 1976 , a Marta 

del Carmen Rossetti de Arquiola  y José Cristian Fu nes, hasta 

el 30 de junio de 1976, a Gustavo Adolfo de Breuil,  Miguel Hugo 

Vaca Narvaja y Arnaldo Higinio Toranzo, hasta el 12  de agosto  

de 1976, a Eduardo Alfredo de Breuil, hasta el 12 d e agosto  de 

1976, a Liliana Felisa Páez de Rinaldi y Ricardo Al berto 

Tramontini, hasta el 20 de agosto de 1976, y a Flor encio 

Esteban Díaz, Pablo Alberto  Balustra, Jorge Omar G arcía, Oscar 
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Hugo Hubert, Miguel Ángel Ceballos y Marta Juana Go nzález de 

Baronetto, hasta el 11 de octubre de 1976, fueron s ometidos a 

condiciones de absoluta incomunicación, prohibición  de visitas, 

esparcimiento, a deficiente alimentación, higiene y  asistencia 

médica, aplicándoles sistemáticamente torturas físi cas y 

psíquicas, consistentes en golpes con palos, culata zos de armas 

de fuego, cortes con arma blanca, golpes de puño, p untapiés, 

descargas eléctricas de picanas a batería, vejámene s sexuales y 

quemaduras de cigarrillo, encierro, improperios hum illantes y 

amenazas…”. 

Hecho IV : “…con fecha 17 de mayo de 1976, siendo 

aproximadamente las 20:00 horas, los detenidos espe ciales Diana 

Beatriz Fidelman, Miguel Ángel Mozé, Eduardo Albert o Hernández, 

José Alberto Svaguza, Luis Ricardo Verón y Ricardo Alberto 

Young fueron trasladados desde el establecimiento p enitenciario 

N° 1 al Departamento de Informaciones (D2), siendo entregados a 

la comisión policial del D2 por personal del Servic io 

Penitenciario contra recibo, en tres vehículos sin 

identificación policial, amordazados, atados y enca puchados, 

ocasión en que se les dio muerte a todos ellos, con  armas de 

fuego en un simulacro de fuga, en la vía pública…”.  

Hecho V : ”…que los detenidos especiales José Ángel 

Pucheta y Carlos Alberto Sgandurra, fueron asesinad os con fecha 

28 de mayo de 1976, en oportunidad en que eran tras ladados 

desde el Establecimiento Penitenciario n° 1 al anoc hecer, por 

personal militar y entregados a una comisión del D2 , 

amordazados, atados, encapuchados, en un vehículo s in 

identificación policial, en la vía pública simuland o un intento 
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de fuga…”. 

Hecho VI : ”…que con fecha 19 de junio de 1976, en 

horas de la madrugada, personal de la Unidad Penite nciaria nº 

1, entregó a personal militar a los detenidos espec iales Miguel 

Ángel Barrera, Claudio Aníbal Zorrilla, Mirta Noemí  Abdón de 

Maggi y Estela María Barberis, en virtud de una ord en suscripta 

por el General de Brigada Juan Bautista Sasiaiñ, en  su carácter 

de Comandante de la Brigada de Infantería Aerotrans portada IV, 

siendo retirados de su lugar de detención, amordaza dos, atados 

y encapuchados, en vehículos militares y fusilados durante sus 

traslados en las inmediaciones al Parque Sarmiento,  habiéndose 

difundido oficialmente que habían sido abatidos en un supuesto 

intento de fuga, o en un supuesto ataque al Hospita l Militar o 

al Destacamento de Inteligencia 141, ambos emplazad os en 

cercanías de dicho parque…”. 

Hecho VII : “…que con fecha 30 de junio de 1976, en 

horas de la mañana, los detenidos especiales Marta del Carmen 

Rosetti de Arquiola y José Cristian Funes fueron re tirados de 

la UP1 amordazados, atados y encapuchados, por pers onal militar 

que se identificó como Jorge López Leconte o Lecube  y 

posteriormente entregados a una comisión del D2 ,  en un vehículo 

sin identificación policial junto a un grupo de apo yo integrado 

por militares, para luego ser asesinados simulando un intento 

de fuga en un lugar no determinado.” 

Hecho VIII : ”…que con fecha 5 de julio de 1976 en 

horas de la mañana, personal militar del Regimiento  de 

Infantería Aerotransportada II, trasladó a los dete nidos 

especiales alojados en el Pabellón nº 6 de la Unida d 

Penitenciaria 1 de Córdoba al patio de recreo, a lo s fines de 
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realizarles una requisa, ordenándoseles desvestirse , colocarse 

parados frente a la pared con los brazos en alto ap oyando las 

manos en la misma, recibiendo una fuerte golpiza ge neralizada 

durante el desarrollo de la requisa y especialmente  mientras se 

encontraban apostados contra la pared, con un bastó n de goma 

por personal militar. Al llegar al detenido Raúl Au gusto 

Bauducco se lo golpeó fuertemente con el bastón en su cabeza 

ocasionando que éste cayera al suelo desvanecido, o rdenándosele 

repetidamente que se levantara y ante la imposibili dad física 

de pararse, fue amenazado de muerte siendo inmediat amente 

asesinado con un disparo de arma de fuego en la cab eza por 

dicho personal, al verse impedido de obedecer la or den de 

levantarse…”. 

Hecho IX : “…que con fecha 14 de julio de 1976 ,  

después del mediodía, en ocasión que el detenido es pecial José 

Rene Moukarsel se encontraba limpiando el pasillo d el Pabellón 

nº 8 de la Unidad Penitenciaria nº 1 de Córdoba, y en razón de 

ser descubierto intercambiando con un preso común u n paquete de 

sal, personal del Ejército lo condujo al patio exte rno ´de la 

mosaiquería´ que daba el Pabellón nº 8, donde fue a tado de pies 

y manos a cuatro estacas en el suelo desnudo, fue g olpeado con 

puños, patadas, permaneciendo sobre piedras colocad as debajo de 

su cuerpo a la altura de los riñones. Luego, al rom perse una de 

las estacas fue trasladado a otro patio que daba al  Pabellón Nº 

14, ocupado por las mujeres, donde fue estaqueado n uevamente 

por el mismo personal militar en las condiciones an teriores, 

arrojándole además agua fría pese a las bajas tempe raturas que 

se registraban. Aproximadamente a las 23:00 horas, 



 

 
 
 
 
 
 
 

148 
 
 
 

encontrándose ya inconsciente y agonizante, fue lle vado al 

hospital del penal donde falleció en horas de la ma drugada del 

15 de julio de 1976…”. 

Hecho XI : “…que con fecha 12 de agosto de 1976 los 

detenidos especiales Miguel Hugo Vaca Narvaja, Gust avo Adolfo 

de Breuil, Eduardo Alfredo de Breuil y Arnaldo Higi nio Toranzo  

fueron trasladados por personal militar, amordazado s, atados en 

dos camionetas militares, Gustavo Adolfo De Breuil junto a 

Toranzo en una, y en otra, Vaca Narvaja junto a Edu ardo Alfredo 

De Breuil, a una dependencia del Tercer Cuerpo de E jército 

ubicada en Camino a La Calera, donde se los encerró  en una 

habitación, boca abajo en el piso, por un lapso apr oximado de 

media hora. Luego, personal militar tras quitarle l as esposas a 

los detenidos, atarles sus manos con trapos y amord azarlos, 

Eduardo Alfredo De Breuil fue ubicado en un vehícul o, mientras 

que los tres restantes en otro automóvil, siendo tr asladados a 

otro lugar donde tras hacer descender a los tres de tenidos que 

venían en el mismo vehículo, los asesinaron con arm as de fuego. 

Tras ello, quitaron las vendas a Eduardo Alfredo De  Breuil 

obligándolo a descender del vehículo y observar los  cuerpos sin 

vida de Vaca Narvaja, Toranzo y su hermano Gustavo,  

difundiéndose del Comando del Tercer Cuerpo de Ejér cito la 

falsa noticia de que los nombrados resultaron abati dos como 

consecuencia de un intento de fuga producido durant e un fingido 

traslado al Consejo de Guerra para ser interrogados …”. 

Hecho XII : ”…que con fecha 20 de agosto de 1976 

siendo las 22:00 horas, los detenidos especiales Ri cardo Daniel 

Tramontini y Liliana Felisa Páez de Rinaldi  fueron entregados 

por personal de la unidad penitenciaria nº 1 a pers onal militar 
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que se identificó como Capitán Juan Carlos Hernánde z y la 

leyenda ´Instituto nº 15.918´, amordazados, atados,  

encapuchados para después ser trasladados en vehícu los 

militares y asesinados por dicho personal simulando  un intento 

de fuga, en la vía pública de esta ciudad de Córdob a…”. 

Hecho XIII : “…que con fecha 11 de octubre de 1976, 

siendo aproximadamente las 19:40 horas, personal de  la Unidad 

Penitenciaria n° 1 entregó los detenidos especiales  Pablo 

Alberto Balustra, Jorge Oscar García, Oscar Hugo Hu bert, Miguel 

Ángel Ceballos, Florencio Esteban Díaz y Marta Juan a González 

de Baronetto  a personal del Ejército que se identificó como 

Teniente Primero Nicolás Neme con personal, en virt ud de una 

orden de traslado suscripta por el general de Briga da Juan 

Bautista Sasiaiñ, Comandante de la Brigada de Infan tería 

Aerotransportada IV; procediendo dicha comisión mil itar a 

trasladarlos amordazados, atados y encapuchados en vehículos de 

la repartición militar para asesinarlos en las inme diaciones 

simulando un intento de fuga…”. 

2.  A los efectos de tener por acreditados los hechos 

citados previamente, el tribunal decisor ponderó el  siguiente 

material probatorio: 

- testimonial de Alberto José Caccopardo, Víctor Hu go 

Guevara, Luis Miguel Baronetto, Ingrid María Waisma n, Marta 

Díaz, Bernardo Bartola, Héctor Daniel Lerner, Raúl Ángel 

Ferreira, Graciela Manuela Peralta Arias, Carlos Ra imundo 

Moore, Justo LLamil Chalub, Jorge Enrique De Breuil , Marcelo 

Gustavo Iturbe, Roberto Eduardo Díaz, Manuel Canizz o, Isaac 

Rudnik, Eduardo Alfredo De Breuil, Fermín Rivera, J ulio Eduardo 
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Fonseca, Gerardo Ricardo Otto, Leo Reinaldo Cantoni , José 

Martín Niztzschmann, José Enrique Cravero, Mario En rique 

Asbert, Alfredo Vicente Mendiolaza, Norma Susana Sa n Nicolás, 

Soledad Edelvis García, Stella Maris Grafeuille, Ma ría Teresa 

Sánchez, Graciela Galarraga, Gloria Alicia Di Rienz o, María del 

Rosario Miguel Muñoz, Santos Misemio Caminos, José Pascual 

Castillo, Ramón Ariza, Amanda Rosario Scalzadona, J osé César 

Magrini, Víctor Hugo Pacheco, Eva Magdalena Zamora,  María 

Teresa Sánchez, Graciela Galarraga, Luis Eugenio Pi hen, Ernesto 

Vicente Paillalef, Raúl Arturo Guevara, Eduardo Ant onio 

Svaguza, Hugo Cesar Magrini, Eduardo César Marión, Armando Abel 

González, Benjamín Pedro Álvarez, Adolfo Escobar, M aría del 

Rosario Miguel Muñoz, Marta Teresa Sánchez, Marta S errano, 

Carlos Manuel Ávila, Héctor Jerónimo López, Osvaldo  Onetti, 

Guido Guido, Artemia Myriam Funes, Carlos Higinio R íos, Fidel 

Antonio Alcazar, Eduardo Humberto Vera, Héctor Rodo lfo 

Francsetti, Gustavo Ignacio Ticera, Enrique Fernand o Fernández, 

Carlos Miguel Mourkarsel, Santos Misemio Caminos, M arta Elena 

Serrano, Víctor Ricardo Pacheco, David Eduardo Bozz ano, Roberto 

Hugo Avalle, Ramón Montes, doctor José Bazán, docto r Víctor 

Ricardo Pacheco, Eduardo Humberto Vera, director de l Servicio 

Penitenciario José Alberto Torres, Alicia Wieland, Miguel Ángel 

Paredes, Rosario Rodríguez, Pablo Martin Balustra, Enriqueta 

Balustra, María Cristina Díaz, Frida Angélica Cappa tto de 

Ceballos, Vicente Arce, Eduardo Coll, Luis Alberto Urquiza, 

Oscar Samamé, Horacio Samamé, José María Argüello, Carlos 

Cristóbal Arnau Zúñiga, Raúl Rodolfo Urzagasti Mato rral, 

Eduardo Zabaleta, José Salvador Quiroga, Luis Ludue ña Almeida, 

Enzo Domingo Sacco, Graciela Eufemia Teruzzi, Ferna ndo Oscar 



                                        Causa n° 14.571  –Sala I- 
  VIDELA,  Jorge Rafael y otros 
                                     s/recurso de casación. 
 
 
 

VöÅtÜt YxwxÜtÄ wx Vtátv|™Ç cxÇtÄ 
 
 
 
 
 
 
 

151 
 
 
 

Reati, Guillermo Rolando Puerta, Raúl Rolando Acost a, Juan 

Carlos Niveyro, Claudio Ramón Santucho, Eduardo Héc tor 

Peñaloza, Luis Eugenio Angulo, Juan Emilio Cucco, P edro Nolasco 

Gaetán, Moisés Montoya, Ramón Arias, Julián Ricardo  Contreras, 

Carlos Daniel Esteban, Abelardo Sebastián Ramos Mon so y David 

Andenmatten. 

- documental: informes médicos del dr. Lucio Toribi o 

Aguerre y del Dr. Eduardo Coll, constancia del part e diario del 

servicio penitenciario (fs. 987/90, 7369, 7371, 748 0), libro de 

entradas y salidas de la Morgue Judicial, partidas de defunción 

de las víctimas, comunicado emanado del Tercer Cuer po de 

Ejército publicado en el diario La Voz del Interior  el 2/5/76, 

el 1/7/79, memorando de la .PFA del 4/5/76, informe s de 

autopsias de Irazusta y Chiavarini, legajos peniten ciarios de 

las víctimas, legajo personal del agente Sixto Cont reras, libro 

de novedades de la guardia de la Comisaría Secciona l 9º, 

informes sobre diversos cuerpos ingresados en la Mo rgue 

Judicial en el año 1976 (fs. 2268/vta.), parte diar io del 

Servicio Penitenciario Provincial (fs.3360, 4431 y 7479), 

diligencia (fs. 17 del Anexo  IV del Cuerpo de Prue ba 3242, 

4245/7 y 1513, 2597, 2443, 2570/2, 2500 y 2738, 100 2, 2799/800, 

4368/9, 2723, 2797/8, 2774/5 y 2574/5), memorando d e la 

delegación de Córdoba de la PFA de fecha 20/7/76 (f s. 3294/5), 

informe de la Junta Superior de Calificación de Ofi ciales año 

1978 (fs. 424/5 del cuerpo de prueba III), libro de  entrada y 

salida de la UP1 (fs. 7482/vta. y 7477), comunicado  del 

Comandante del Tercer Ejército, orden de traslado ( fs. 998), 

legajo personal de Luciano B. Menéndez (fs. 2858), registro 



 

 
 
 
 
 
 
 

152 
 
 
 

documentales de las reuniones de la comunidad infor mativa (fs. 

135/7 y 161), memorando relativo a los tipos de obr ar con los 

blancos y su calificación en A, B y C (fs. 2832/5),  memorando 

nº 240 de noviembre del `76 (fs.172), memorando nº 968, 

memorando de fs. 212, nóminas de detenidos y sus ca usas (fs. 

1126/7), legajo del SPF (fs. 53/123), decreto 1838 y 1714, 

fichas de asistencia médica (fs. 24/vta. y 19 de su s 

respectivos legajos penitenciarios), historia clíni ca del 

Hospital Nacional de Clínicas de Urquiza (fs. 830/5 3), informe 

médico expedido por el centro de rehabilitación de las víctimas 

de tortura en Copenhague, informe del departamento de 

traumatología del Hospital Nacional de Clínicas (fs . 843/9), 

historia clínica del Hospital de Hvidover (fs. 195b is del 

cuerpo de prueba en autos nº 172/2009), informes re mitidos por 

la gendarmería nacional (fs. 899/900 y 1002/11). 

Finalmente, durante la audiencia de debate se 

incorporaron por lectura los elementos de juicio en umerados a 

fs. 17.236vta./17.250. 

3.  Los planteos en cuanto a la valoración de la 

prueba de los hechos por los cuales Jorge Rafael Vi dela y 

Luciano Benjamín Menéndez fueron condenados, han de  recibir 

tratamiento en esta oportunidad a fin de dar plena satisfacción 

a la garantía constitucional de defensa en juicio q ue nuestra 

norma fundamental reconoce a todo justiciable. 

Por lo que resulta menester recordar que a los fine s 

de llevar a cabo el plan sistemático ideado, la Dir ectiva 1/75 

del Consejo de Defensa del 15 de octubre de ese año , 

reglamentaria de los Decretos 2770, 2771 y 2772 que  instrumentó 

el empleo de las fuerzas armadas, de seguridad y po liciales, 
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sirvió como medio para coordinar simultáneamente a nivel 

nacional la actuación conjunta de las distintas fue rzas y tomar 

como zonas prioritarias las de Tucumán, Córdoba, Sa nta Fe, 

Rosario, Capital Federal y La Plata. 

Para ello debían firmarse los respectivos convenios  

adjudicando al Ejército la responsabilidad primaria  en la 

dirección de las operaciones contra la subversión e n todo el 

territorio de la Nación, la conducción de la comuni dad 

informativa y el control operacional sobre la Polic ía Federal, 

Servicio Penitenciario Federal y Policías Provincia les. 

A tal efecto, el territorio nacional se dividió en 

cinco zonas de Defensa (directiva del Comandante Ge neral del 

Ejército nº 404/75), resultando la Zona 1 a cargo d e los 

Comandos del Primer Cuerpo de Ejército –con sede en  Capital 

Federal-; la Zona 2, bajo las órdenes del Segundo C uerpo de 

Ejército –con sede en Rosario-; la Zona 3, bajo el mando del 

Tercer Cuerpo de Ejército –con sede en Córdoba-; la  Zona 4 

perteneciente al Comando de Institutos Militares –c on sede en 

Campo de Mayo-; y la Zona 5 supervisada por el Quin to Cuerpo de 

Ejército –con sede en Bahía Blanca-. 

Éstas, a su vez, se dividían en subzonas y áreas de  

seguridad. En particular la Zona 3, era abarcativa de las 

provincias de Córdoba, San Luis, Mendoza, San Juan,  la Rioja, 

Catamarca, Santiago del Estero, Tucumán, Salta y Ju juy; y se 

encontraba a cargo del Comandante del Tercer Cuerpo  del 

ejército, General de división Luciano Benjamín Mené ndez. 

La subzona 3.1, comprendía las provincias de Córdob a, 

Catamarca y La Rioja, la que a su vez se atomizaba en áreas, 
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correspondiendo a Córdoba el área 3.1.1 al mando de  la cual se 

encontraba el Comando de la Brigada de Infantería 

Aerotransportada Cuarta, con jurisdicción también s obre la 

Subárea 3.1.1.1 abarcativa de la ciudad de Córdoba.  

De este modo, el plan para la lucha contra la 

subversión, fue llevado a cabo bajo las órdenes imp artidas por 

el Comandante en Jefe Teniente General Jorge Rafael Videla  y 

por quienes –siguiendo la cadena de mando- dirigían  y 

supervisaban el funcionamiento del área 3.1.1, esto  es por el 

Comandante de la Zona de Defensa 3 y Comandante del  III Cuerpo 

del Ejército General de División Luciano Benjamín M enéndez; por 

el Comandante del Área 3.1.1 y de la IVº Brigada de  Infantería 

Aerotransportada, General Juan Bautista Sasiaiñ –ac tualmente 

fallecido–; por el Estado Mayor del Área 3.1.1 y de  la IV° 

Brigada de Infantería Aerotransportada, integrado a l tiempo de 

los hechos por el Coronel Vicente Meli –Jefe de Est ado Mayor 

desde los primeros días de julio de 1976- con funci ones de 

dirección y supervisión del Estado Mayor; el Tenien te Coronel 

Mauricio Carlos Poncet, Jefe de la División Persona l (G1); 

Teniente Coronel Raúl Eduardo Fierro, Jefe de la Di visión 

Inteligencia (G2) y el Teniente Coronel Jorge Gonzá lez Navarro, 

Jefe de Asuntos Civiles (G5); Estado Mayor éste que  en su 

conjunto cubría las responsabilidades del Comandant e de la 

Brigada y se hallaba compenetrado con éste, asesorá ndolo, 

preparando el detalle de sus planes, transformando sus 

resoluciones en órdenes, haciendo que las mismas se  

transmitieran a los demás integrantes de la fuerza y fueran 

ejecutadas tanto por militares como por personal de  la Policía 

de la Provincia de Córdoba, esta última actuando ba jo control 
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operacional del Ejército  (fs. 17.446 vta.).  

Conforme ha quedado acreditado en la Sentencia 13/8 4 

de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal  y 

Correccional Federal –no controvertida-, a la época  de los 

hechos Jorge Rafael Videla se desempeñaba como Coma ndante 

General del Ejército y miembro de la Junta de Coman dantes 

integrada por las tres Fuerzas Armadas que constitu ían la 

máxima autoridad de gobierno en todo el territorio del país, 

siendo responsable de la dirección de las operacion es contra la 

subversión en todo el país. Su responsabilidad fue tal que no 

puede soslayarse que fue elegido para dirigir la Na ción al ser 

designado presidente (decreto nº21 publicado en el Boletín 

Oficial nº 23.377). 

De este modo, conforme se señaló en la sentencia 

13/84, considerando 2º, capítulo XX, punto 2, “…así , se pudo 

establecer, que co-existieron dos sistemas jurídico s: a) uno de 

orden normativo, amparado por las leyes, órdenes y directivas 

antes consignados, que reglaban formalmente la actu ación de las 

Fuerzas Armadas en la lucha contra el terrorismo, y  b) un orden 

predominantemente verbal, secreto, y que solo se ob servaba 

parcialmente el orden formal –v.g. jurisdicciones, acción 

psicológica, informes que se debían suministrar a l os mandos, 

etc.-, en lo que todo lo referente al tratamiento d e personas 

sospechadas respondían a directivas que sustancialm ente 

consistían en: detener y mantener oculta esa person a, torturar 

para obtener información y eventualmente matar haci endo 

desaparecer el cadáver o bien fraguar enfrentamient os armados 

como modo de justificar dichas muertes. Pese a cont ar las 
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Fuerzas Armadas con facultades legales para el dict ado de 

bandos y la aplicación de pena de muerte mediante j uicio 

sumario militar en la Argentina en todo el período de 1976 a 

1983, no se dictó un solo bando ni se aplicó una so la muerte 

como consecuencia de una sentencia. De este modo lo s ex 

Comandantes aprobaron un plan criminal por el cual en forma 

secreta y predominantemente verbal ordenaron a sus subordinados 

que: a) privaran de su libertad en forma ilegal a l as personas 

que considerasen sospechosas de tener relación con 

organizaciones terroristas. b) que las condujeran a  lugares de 

detención clandestinos. c) que ocultaran todos esto s hechos a 

familiares de las víctimas y negaran haber efectuad o la 

detención a los jueces que tramitaran hábeas corpus . d) que 

aplicaran torturas a las personas capturadas para e xtraer la 

información obtenida, dispusieran la libertad, la l egalización 

de la detención o la muerte de la víctima…”. 

“…En efecto, a partir de 1.975, en la República 

Argentina, y en virtud de decretos emanados por el Poder 

Ejecutivo Nacional, se inicia lo que se dio a conoc er como 

´Lucha contra la Subversión´ tal como lo han demost rado el 

informe efectuado por la CONADEP y la sentencia ref erida ut-

supra  en la que se enjuició a los Comandantes en Jefe de  las 

Juntas Militares (CFCC, sentencia de fecha 9 de Dic iembre de 

1985). Esta situación no fue ajena a esta provincia . A partir 

de 1975, en momentos en que asume como comandante d el IIIº 

Cuerpo de Ejército Luciano Benjamín Menéndez, se in icia un 

proceso de organización de ´fuerzas´ a los fines de  satisfacer 

las directivas nacionales. Es así, y tal como surge  de los 

Memorandos Reservados de la Policía Federal Argenti na –
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Delegación Córdoba- obrantes a fs. 364/382 y 2759/2 850 de 

autos, la mentada ´Lucha´ tendiente a la aniquilaci ón de lo que 

se dio a conocer como fuerzas subversivas, encuadra da bajo una 

férrea ´Doctrina de Seguridad Nacional´ -la cual se  vale de 

doctrinas, métodos, intereses y experiencias en con flictos 

bélicos importados de países del primer mundo-, se empieza a 

organizar y para ello, se conforma la Zona 3, y den tro de ésta 

el Área 311, cuya jefatura –en ambos casos- era eje rcida por el 

Jefe del IIIº Cuerpo de Ejército. Bajo el mando y c oordinación 

de ésta área son puestos bajo control operacional d iversos 

organismos militares, policiales y de seguridad de esta 

provincia, procurando así la mayor coordinación y e fectividad 

en las tareas antisubversivas emprendidas. De esta manera, ya 

entrado el año 1.976, se encontraba en pleno funcio namiento el 

aparato represor estatal, quien desatendiendo todo tipo de 

garantías y derechos consagrados en nuestra carta m agna y sin 

ningún tipo de escrúpulos, valiéndose de métodos at roces e  

ilegales (detenciones arbitrarias, torturas y desap ariciones), 

se aboca a la destrucción de las agrupaciones que e ran 

denominadas de corte ´Marxista´, consideradas contr arias a los 

intereses estatales del momento. A estos fines, se disponen 

instalaciones tendientes a albergar a las personas que siendo 

considerados ´enemigos´, eran secuestrados. Cabe se ñalar que en 

estos lugares denominados ´Lugares de Reunión de De tenidos´ 

(L.R.D.), se procedía sistemáticamente a interrogar  

salvajemente, valiéndose de diversos métodos de tor tura, a las 

personas allí recluidas. Así las cosas, demás está decir que a 

partir del 24 de Marzo de 1976, y una vez que las f uerzas 
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militares de las tres armas toman control del país,  la 

situación antes señalada se agudiza, siendo moneda común la 

criminalidad y el desprecio absoluto de las liberta des y 

derechos consagrados a los ciudadanos en nuestra Co nstitución 

Nacional, por parte de las fuerzas de seguridad en su conjunto. 

Así las cosas, las estructuras y engranajes represo res que ya 

actuaban antes del golpe militar de Marzo de 1976, adquieren 

dimensiones inusitadas, transformando así a cada ci udadano en 

potencial enemigo del sistema, y cristalizándose de  esta 

manera, una verdadera cacería humana sin precedente s en la 

historia de este país. Es así que toda persona cons iderada 

miembro de alguna de las agrupaciones calificadas c omo ilegales 

–como sucedió con las víctimas- era perseguida, det enida e 

interrogada ferozmente en los diversos centros clan destinos de 

detención existentes en la provincia, y todo ello, en función 

de la finalidad perseguida, es decir el ´aniquilami ento de las 

agrupaciones subversivas´ en pos de la ´Seguridad N acional´, y 

sin siquiera inquietarles que, para ello, debían va lerse de 

atroces, sádicas e inhumanas metodologías, teniendo  siempre 

como finalidad última, el cumplimiento de las tarea s asignadas, 

tal como sucedió en el presente caso. En efecto, ta l como 

venimos recalcándolo, estos ilícitos se enmarcan en  un 

concierto de acciones cuya magnitud y coordinación a nivel 

nacional se explica desde el momento en que se asum e que su 

conducción obedecía a mandatos estatales. La logíst ica estatal 

puesta en funcionamiento para la ejecución de sever as 

vulneraciones a los derechos humanos de amplios sec tores de la 

población civil autoriza holgadamente a clasificar estos hechos 

como delitos de lesa humanidad. Esta planificación y las 
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acciones que se desplegaron en su consecuencia han sido 

ampliamente acreditadas y descriptas por organismos  públicos en 

infinidad de casos…” (fs.17.448/17.449). 

Por lo que teniendo en cuenta la jerarquía militar de 

Jorge Rafael Videla y su rol político e institucion al, resulta 

evidente su intervención tanto en el diseño como en  el control 

del plan criminal llevado a cabo. 

Tal es así que la Directiva 404/75 había puesto com o 

objetivo del Ejército “…operar ofensivamente… contr a la 

subversión en el ámbito de su jurisdicción y fuera de ella en 

apoyo de las otras FF.AA., para detectar y aniquila r las 

organizaciones subversivas a fin de preservar el or den y la 

seguridad de los bienes, de las personas y del Esta do…”. En 

este sentido, debe tenerse en cuenta, tal como lo m anifestara 

el a quo,  que se trataba de una Directiva orientada a los 

subordinados en el marco de una estructura jerárqui ca y 

vertical propia del Ejército, asignándole al Comand ante General 

el deber de “…orientar a los Comandantes de jurisdi cciones 

territoriales sobre la Acción Sicológica a desarrol lar…”, e 

indicando a los Comandos de las distintas Zonas de Defensa 

“…planear, ejecutar y evaluar la Acción Sicológica a 

desarrollar en todos los públicos de sus jurisdicci ones…”. 

Asimismo, para mayor claridad, se fijaron los “blan cos” objetos 

de dicha acción constituidos por las organizaciones  “…ERP, PRT, 

Montoneros, PPA, organizaciones políticas pro-marxi stas, 

instituciones nacionales, provinciales y municipale s 

infiltradas, organizaciones infiltradas… ”.  

“…La citada directiva además destacaba que ante la 
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existencia de ´delincuentes subversivos detenidos´,  el personal 

e instalaciones penitenciarias de los Servicios Pen itenciarios 

federales y provinciales, quedaban bajo control ope racional de 

la autoridad militar. Este control implicaba, concr etamente: 

´1) Entender en la seguridad y recuperación de las 

instalaciones; 2) Supervisar el régimen interior a fin de 

evitar la prosecución de las funciones de dirección  y 

adoctrinamiento de los dirigentes o delincuentes su bversivos 

detenidos; 3) Establecer el régimen de relación y c ontacto de 

los delincuentes subversivos detenidos con el ámbit o interior y 

exterior de la instalación. 4) Supervisar la perman encia o 

traslados de los delincuentes subversivos detenidos . 5) 

Establecer y dirigir en la instalación la estructur a y el 

régimen funcional de inteligencia y contrainteligen cia. 6) No 

intervenir en aspectos administrativos específicos de la 

instalación, siempre y cuando no afecten a la segur idad y al 

aislamiento total de los delincuentes subversivos d etenidos´ 

(ver puntos 5 y 12 (m y f respectivamente) de la Di rectiva 

404/75)…” (fs. 17.449 vta.). 

A los fines de conseguir el apoyo de la sociedad 

civil y mantener una imagen aceptable frente a la c omunidad 

internacional, se utilizaron diferentes artificios y 

estrategias para simular un marco de legalidad. 

Bajo este contexto se llevó a cabo de modo 

sistemático el procedimiento llamado “ley de fuga” en la ciudad 

de Córdoba, cuya modalidad implicaba el asesinato d e los presos 

detenidos a disposición del Poder Judicial, del III  Cuerpo del 

Ejército o bien del PEN, alojados en la UP1, por me dio de la 

simulación de un intento de fuga y enfrentamiento c on efectivos 
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policiales y/o militares. 

En virtud del rol jerárquico de Jorge Rafael Videla , 

el tribunal determinó que el procedimiento fue idea do por éste 

y ejecutado por sus subordinados “como una maniobra  particular 

destinada a eliminar presos legales, quienes en ate nción a su 

condición, visibilidad y estar a disposición de aut oridades 

civiles no podían ser llevados, alojados y extermin ados dentro 

de los Centros Clandestinos de Detención  como ocurría en los 

denominados “La Perla” o “Casa de Hidráulica” confo rme ya lo 

tiene acreditado” el Tribunal en las causas: “Menén dez, Luciano 

Benjamín y otros p.ss.aa., privación ilegítima de l a libertad, 

etc.” (Expte. 40/M/08) y “Menéndez, Luciano Benjamí n y otros 

p.ss.aa., homicidios agravados, etc.” (Expte. 281/0 9) (fs. 

17.451) 

Además, como consecuencia del plan elaborado por 

Videla, no puede soslayarse que en cumplimiento del  régimen de 

detención endurecido, expresamente ordenado y anunc iado por 

Sasiaiñ, bajo las órdenes de Menéndez, se llevaron a cabo todo 

tipo de tormentos y vejaciones sobre las víctimas a  la vista 

del resto de la población carcelaria y del Servicio  

Penitenciario Provincial. 

Es por ello que el tribunal entendió que Jorge Rafa el 

Videla debe responder penalmente a título de autor mediato 

(determinador) por los tormentos padecidos por la t otalidad de 

las víctimas de esta causa, y por los homicidios de  Irazusta, 

Chiavarini, Fidelman, Mozé, Hernández, Svaguza, Ver ón, Young, 

Pucheta, Sgandurra, Barrera, Zorrilla, Barberis, Ro setti de 

Arquiola, Funes, Moukarzel, Bauducco, Vaca Narvaja,  Gustavo De 
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Breuil, Toranzo, Tramontini, Páez de Rinaldi, Balus tra, García, 

Hubert, Ceballos, Díaz y González de Baronetto. 

Por su parte, Luciano Benjamín Menéndez  –Jefe del III 

Cuerpo del Ejército y Comandante del Área 311- repr esentaba la 

autoridad máxima de la Unidad Penitenciaria nº 1 y del 

Departamento de la Policía de la Provincia de Córdo ba (D2). 

Entre el material probatorio recolectado, el a quo  

hizo referencia a los memorandos de la Policía Fede ral 

Argentina que dan cuenta del desarrollo de las reun iones 

secretas de la Comunidad Informativa llevadas a cab o 

periódicamente a los fines de coordinar el trabajo de los 

servicios de inteligencia, en las cuales se observa  a Menéndez 

como organizador en la “lucha contra la subversión” , 

conduciendo y supervisando la actividad represiva e n la 

provincia de Córdoba. Se vislumbra además, como en aquellas 

reuniones los distintos operadores de inteligencia aportaban 

información a partir de la cual se impartían las ór denes 

represivas clandestinas que por regla eran de carác ter verbal y 

secreto (sentencia 13/84). 

Teniendo en cuenta ello, el a quo destacó, entre 

otras, la reunión llevada a cabo el 13 de abril de 1976, en la 

cual Luciano Benjamín Menéndez –quien presidía aque lla- ordenó 

que “…no se efectivizarán más procedimientos por iz quierda 

hasta nueva orden…”, para después disponer el nombr ado que “…en 

todos los casos -por izquierda o por derecha- deber ía 

consultarse al Comando de Operaciones 311, quien co mo excepción 

determinará cuando puede actuarse por izquierda…”. Se muestra 

aquí que el “por izquierda”, era una práctica habit ual que 

representaba el exterminio físico de aquellos estim ados 
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subversivos. 

Citó también la reunión del 10 de diciembre de 1975 , 

presidida por el imputado Menéndez, en la sede del Comando del 

Tercer Cuerpo de Ejército, con la presencia de los más altas 

jerarquías de los organismos de inteligencia de la ciudad de 

Córdoba, donde en el marco de una serie de directiv as 

represivas secretas de diversa índole que emitió, p uso de 

manifiesto su especial preocupación por los detenid os en 

unidades carcelarias legales, al manifestar que ant e la 

existencia de numerosos procesados por hechos de co rte 

subversivo que se encuentran a disposición del PEN y con el 

objeto de evitar que ante una posible resolución fa vorable en 

la causa judicial alguno de ellos recuperara su lib ertad, 

resolvió incluir a otros ciento veintiséis detenido s -estimados 

subversivos- a disposición también del PEN, se trad ujo esto en 

un exceso de rigor privándolos del derecho a recupe rar la 

libertad por encima de las instituciones judiciales  a cuya 

disposición se encontraban. Esta situación pone de manifiesto 

su férrea voluntad represiva al precipitarse al dic tado de 

medidas de semejante envergadura, en un desprecio d e las 

competencias y decisiones de los poderes democrátic os todavía 

constituidos. 

En virtud de ello, el a quo sostuvo “…la actuación de 

este imputado sobre los padecimientos psíquicos y f ísicos que 

culminaron con la muerte de las víctimas de esta ca usa, no sólo 

se circunscribió a la planificación y emisión de ór denes 

generales de represión ilegal dirigidas a la UP1, s ino que el 

mismo intervino directamente, suscribiendo con fech a 28 de 
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junio de 1976 la orden de entrega de los detenidos Marta 

Rosetti de Arquiola y José Cristian Funes, quienes fueron 

fusilados dos días después con fecha 30 de junio; s iendo dable 

mencionar que el propio imputado emitía los mendace s 

comunicados con la versión de que las muertes de la s víctimas 

de esta causa obedecieron a supuestos intentos de f uga, 

habiendo monopolizado previamente, para facilitar e sta 

´operación psicológica´, la emisión de la informaci ón referida 

a individuos estimados subversivos conforme surge d e la nota de 

fecha 2 de mayo de 1976 del diario La Voz del Inter ior, donde 

se transcribe textualmente el siguiente comunicado:  ´…a partir 

de la fecha 22-04-76 queda prohibido informar, come ntar o hacer 

referencia a temas relativos a hechos subversivos, aparición de 

cadáveres y muerte de elementos subversivos y/o int egrantes de 

las fuerzas armadas o de seguridad por estos hechos …´” (fs. 

1323). 

“…De todo lo expuesto, surge palmariamente que 

Luciano Benjamín Menéndez tenía el control absoluto  de todo lo 

que sucedía en la Área 311, lo que abarca estructur almente a la 

Unidad Penitenciaria nº 1 y el Departamento de Info rmaciones de 

la Policía de la Provincia de Córdoba, y por ende d e las 

unidades militares que ejercieron la represión ileg al en dicha 

cárcel, como así también sobre el grupo operativo d el D2, lo 

cual no sólo encuentra su correlato en la prueba te stimonial y 

documental ya detallada, sino en la propia lógica d e la 

estructura castrense, donde rige un claro ejercicio  de la  

autoridad vertical que coloca al imputado como uno de los 

máximos responsables de los sucesos delictivos como  los de 

autos. Tenía el control directo de las unidades mil itares que 
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ejecutaron las directivas impartidas sobre la repre sión ilegal, 

esto es la Brigada de Infantería Aerotransportada I I, Gral. 

Balcarce, y la Compañía de la Policía Militar 141, como así 

también el grupo operativo del Departamento de Info rmaciones de 

la Policía de la Provincia de Córdoba que funcionab a en la sede 

central, durante el año 1976, en su condición de fu ncionario 

público y máximo jefe del Área 311, mantuvo a las v íctimas de 

la presente en condiciones infrahumanas de detenció n y las 

sometió a tormentos, en el contexto de un plan sist emático de 

destrucción del detenido en el que la muerte era un a 

consecuencia absolutamente previsible como ocurrió con José 

René Moukarzel y Raúl Augusto Bauducco, como tambié n un sistema 

de traslados con supuestos destinos legales pergeña dos dentro 

del sistema para justificar los fusilamientos de lo s detenidos 

especiales, considerados blancos a eliminar, alojad os en la UP1 

legales, procedimientos estos denominados “ley de f uga”, como 

ocurrió con el resto de las víctimas, omitiendo asi mismo, en 

razón de su calidad funcional, hacer cesar esas cir cunstancias, 

debiendo responder por los tormentos padecidos por la totalidad 

de las víctimas de esta causa, y por los homicidios  de Bártoli, 

Irazusta, Chiavarini, Fidelman, Mozé, Hernández, Sv aguza, 

Verón, Young, Pucheta, Sgandurra, Barrera, Zorrilla , Barberis, 

Rosetti de Arquiola, Funes, Moukarzel, Bauducco, Va ca Narvaja, 

Gustavo De Breuil, Toranzo, Tramontini, Páez de Rin aldi, 

Balustra, García, Hubert, Ceballos, Díaz y González  de 

Baronetto…” (fs.17.455 vta./17.456). 

En definitiva -aun extremando las posibilidades 

revisoras de esta Cámara, de conformidad con lo dec idido por 
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C.S.J.N. en el fallo “Casal”- en autos no se advier te que se 

hayan considerado en forma fragmentaria y aislada l os elementos 

de juicio -indicios y presunciones-, o que se haya incurrido en 

omisiones y falencias respecto de la verificación d e hechos 

conducentes para la solución del litigio, ni se ha prescindido 

de una visión de conjunto, ni que concurran en el 

pronunciamiento vicios de fundamentación que lo tor nen nulo. 

4.  a)  En referencia al condenado Vicente Meli , el 

tribunal tuvo por acreditado que al momento de los hechos  

ostentaba el cargo de Jefe del Estado Mayor de la I V Brigada 

Aerotransportada, habiendo desempeñado dicho cargo a partir del 

21 de junio de 1976 hasta el 31 de enero de 1977, s iendo 

calificado por el Comandante J. B. Sasiaiñ y en seg unda 

instancia por el Comandante del Tercer Cuerpo del E jército L. 

B. Menéndez con las más altas calificaciones (fs. 6 264 del 

Organigrama del Comando de Brigada de Infantería 

Aerotransportada IV del año 1976, informe del Ejérc ito 

Argentino de fs. 1478 y legajo personal de fs.180/1 83). 

Bajo este orden de ideas, teniendo en cuenta el 

reglamento RC-3-30, analizó las funciones desplegad as por el 

Jefe del Estado Mayor resaltando que Vicente Meli e ra el 

responsable de todas las tareas que ejecutara el Es tado Mayor, 

de la eficiente y rápida reacción y del esfuerzo co ordinado de 

todos sus miembros (art.3002 del RC-3-30) (cfr. fs.  17464 y 

vta.). 

Del mismo modo, destacó que tal normativa se aplica ba 

conjuntamente con las órdenes verbales y secretas a  los fines 

de llevar a cabo el plan represivo ilegal, asimismo  las 

funciones inherentes al rango que ostentaba el impu tado que se 
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mencionan en el artículo 3002 del RC-3-30 ponen de manifiesto 

que el Jefe del Estado Mayor era un personaje neurá lgico e 

indispensable para la implementación de la estrateg ia represiva 

en la “lucha antisubversiva”. 

A su vez, resaltó las participaciones de Meli en la s 

reuniones de la comunidad de inteligencia regional junto a 

Menéndez y las autoridades de diversos organismos d e 

inteligencia, de lo cual se desprende que estaba al  tanto y 

participaba en la elaboración de decisiones acerca de la lucha 

antisubversiva (cfr. memorando de fecha 4 de enero de 1976, fs. 

6406/07). 

Asimismo, estimó indicativo de su vinculación con e l 

quehacer represivo, la intervención del imputado su scribiendo 

directamente órdenes de traslado de detenidos, incl uso la de 

dos de las víctimas de esta causa fusiladas -Tramon tini y Páez 

de Rinaldi-, como así también la orden de traslado de Jorge De 

Breuil y Jorge García al centro clandestino La Perl a donde 

fueron brutalmente torturados. 

Por otro lado, tuvieron presente que Vicente Meli 

comunicó la versión encubridora y falaz de los fusi lamientos de 

Ceballos, Balustra, Florencio Díaz, Jorge O. García , Oscar Hugo 

Hubert y Marta Juana González de Baronetto a la jus ticia (fs. 

2045); dictando asimismo numerosas directivas que p osibilitaban 

visitas o la libertad de numerosos internos a dispo sición del 

PEN (fs.7295, 7312,7314, 7319, 7324, 7937, 7938,793 9). 

En ese sentido, toma particular relevancia la nota 

dirigida al Director del Servicio Penitenciario Pro vincial en 

la que ordena se faculte a todo el personal detenid o por 
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actividades subversivas a recibir visitas el día de  navidad, 

por una disposición de Videla a pedido del Cardenal  Primatesta 

y que Menéndez retransmitió a través de la IV Briga da en la 

persona de Meli, el cual no la ejecutó en reemplazo  de Sasiaiñ 

sino como autoridad, al igual que en el caso del tr aslado de De 

Breuil a La Perla. 

En virtud de lo descripto se estableció, no sólo la  

intervención de Meli y el rol asumido por éste, sin o también el 

poder real de disposición que detentaba por sí mism o, como 

también, ocupando el papel de su superior Sasiaiñ y a que por su 

jerarquía era el indicado para sustituirlo en su au sencia. 

En definitiva, por su jerarquía, Vicente Meli, no 

podía desconocer las políticas ilegales implementad as para la 

lucha contra la subversión, más aún cuando en los ú ltimos tres 

meses habían acontecido cinco supuestas fugas de de tenidos 

durante sus traslados desde la UP1, ocultando ademá s el 

personal militar bajo sus órdenes su identidad ante  el Servicio 

Penitenciario al retirarlos. 

b)  Por su parte, la defensa entendió que respecto al 

hecho tercero –tormentos padecidos en la UP1-, el t ribunal le 

atribuye a su asistido la participación en los hech os sin 

determinar de qué modo intervino su pupilo desde la  fecha que 

asume como Jefe del Estado Mayor. 

Del mismo modo, indicó que en la sentencia no se 

acreditó con el grado de certeza necesario, que su pupilo haya 

tomado conocimiento de la situación que vivían los internos, 

conocimiento necesario para poder imputarle la figu ra penal 

atribuida, más aún si se tiene en cuenta que el mis mo tribunal 

tuvo por probado que Meli asumió su cargo el 26 de junio de 
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1976, fecha posterior al endurecimiento de las cond iciones de 

detención que sufrieron los internos. 

Por otro lado, sostuvo que el tribunal interpreta 

erróneamente el reglamento RC-3-30 con el fin de fu ndar la 

participación de su asistido. 

Respecto al hecho doceavo señaló, que el tribunal 

probó la intervención de su pupilo en el homicidio de los 

detenidos, en base a órdenes de traslados suscripta s por Meli, 

sin tener en consideración que en el debate se tuvo  por probado 

que hubo traslados que se practicaron con total nor malidad y 

antes de la llegada de Meli a Córdoba -26 de junio de 1976-, 

sólo se había producido un traslado con el fallecim iento de los 

detenidos como destino final –hecho denominado once -, 

descartando arbitrariamente que el imputado pudiera  desconocer 

el fin ilícito que tenía para su mentor. 

La defensa manifestó que el tribunal fundó 

erróneamente la participación de Meli en el hecho 

decimotercero, puesto que sólo menciona el escrito que éste le 

mandó por orden de Sasiaiñ al Juzgado Federal el dí a 18 de 

octubre de 1976, anoticiándolo de la muerte de las víctimas. 

Siendo así, sostuvo que lo único que acredita esa n otificación 

oficial, es que su defendido haya sido el mensajero  de una 

falsedad y que si sospechaba de la misma debió denu nciarlo, 

pero de ninguna manera es posible adjudicarle la au toría y 

participación criminal a su pupilo. 

Agregó que las órdenes firmadas por Meli dirigidas al 

Servicio Penitenciario, por las cuales se disponía la libertad 

de detenidos o las visitas a internos en la noche d e navidad no 
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alcanzan para fundar la responsabilidad de su asist ido. 

Señaló, que su defendido no presenció ninguna reuni ón 

de la comunidad informativa y menos aún la celebrad a en enero 

de 1976 puesto que conforme surge de su legajo pers onal Vicente 

Meli asumió su cargo recién el 26 de junio de 1976.  

c) En primer lugar y previo a dar respuesta a lo 

planteado por la defensa resulta necesario indagar 

particularmente en la naturaleza, jerarquías y func iones del 

órgano castrense, particularmente el Estado Mayor, el cual ha 

merecido un amplio análisis por parte del tribunal de mérito. 

En ese sentido cabe destacar que el accionar del Ár ea 

311 se coordinó a través de la IV Brigada de Infant ería 

Aerotransportados, siendo su Comandante el General Sasiaiñ –

fallecido-, con funciones también de Segundo Comand ante –por 

debajo de Menéndez- y Jefe de Estado Mayor del Área  311, quién 

actuaba junto a su órgano asesor el Estado Mayor de  la IV 

Brigada, compuesto por el Coronel Vicente Meli –jef e del órgano 

a partir del 26 de junio de 1976- y los Tenientes C oroneles 

Mauricio Poncet –Jefe de Personal-, Eduardo Raúl Fi erro –Jefe 

de Inteligencia- y Jorge González Navarro –Jefe de Asuntos 

Civiles-. 

Asimismo resulta de interés analizar el Reglamento 

RC-3-30 titulado”Organización y Funcionamiento de l os Estados 

Mayores” el cual nos permite dilucidar la función y  

responsabilidad del Estado Mayor. 

Dicho reglamento define que el comandante y su Esta do 

Mayor constituyen una sola entidad militar que tend rá un único 

propósito: el exitoso cumplimiento de la misión que  ha recibido 

del comandante. El Estado Mayor deberá organizarse para que 
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cumpla dicha finalidad proporcionándole al comandan te la 

colaboración más efectiva. Sus relaciones tendrán c omo base la 

confianza del comandante en su estado mayor y la di sciplina y 

la franqueza intelectual del estado mayor hacia su comandante. 

En cuanto al funcionamiento del Estado Mayor, el 

Reglamento RC-3-30 indica que el jefe del Estado Ma yor será 

responsable de todas las tareas que ejecutará, de l a eficiente 

y rápida reacción y del esfuerzo coordinado de todo s sus 

miembros, señalando que “…1) preparará e impartirá las normas y 

procedimientos para el funcionamiento general del E stado Mayor; 

2) dirigirá, supervisará e integrará el trabajo de Estado 

Mayor. El alcance de esta responsabilidad incluirá:  a) las 

actividades que realizarán los jefes del Estado May or General y 

otros miembros del Estado Mayor; b) las relaciones entre los 

jefes del Estado Mayor General y otros miembros del  Estado 

Mayor; c) las relaciones entre el Estado Mayor y la s fuerzas y 

organismos dependientes del Comandante. 3) mantendr á al 

Comandante y al Estado Mayor informado sobre la sit uación; 4) 

representará al Comandante cuando esté autorizado…;  5) recibirá 

las resoluciones del Comandante y a) formulará u ob tendrá del 

Comandante aquellas resoluciones adicionales que fu eran 

necesarias e impartirá al Estado Mayor las instrucc iones 

correspondientes para que se cumplan dichas resoluc iones; b) 

distribuirá y ordenará detalladamente el trabajo de  preparación 

de planes, órdenes, informes y otras tareas del Est ado Mayor; 

controlará dichas tareas y las aprobará u obtendrá la 

aprobación del Comandante; c) tomará las medidas ne cesarias a 

fin de que los comandantes jefes de los elementos d ependientes, 
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sean alertados anticipadamente sobre las órdenes qu e recibirán. 

6) Fiscalizará que todas las órdenes que se imparta n respondan 

a las normas que se impartan y planes fijados por e l 

Comandante; 7) controlará el cumplimiento de las ór denes del 

Comandante; 8) estudiará la situación a fin de esta r preparado 

para hacer frente a futuras contingencias; 9) fisca lizará que 

todos los miembros del Estado Mayor le informen sob re cualquier 

información o proposición que le hayan presentado d irectamente 

al Comandante o sobre cualquier orden que hubieran recibido 

directamente de él; 10) obtendrá del Comandante la información, 

orientación y órdenes recibidas del Comando superio r o 

impartida a los Comandos dependientes; 11) asegurar á que se 

establezca el enlace con los comandos adyacentes, s uperiores, 

dependientes y con los elementos que los apoyen; 12 ) 

supervisará el funcionamiento de la central de oper aciones 

cuando se organice y dirigirá las actividades del c entro de 

operaciones tácticas…” (RC-3-30, art. 3002)…” (cfr.  fs. 17464 y 

vta.). 

Asimismo, correspondía a Mauricio Carlos Poncet –Je fe 

de la División Personal- planificar y supervisar la  reunión, 

custodia, procesamiento, empleo, trato y educación de los 

prisioneros de guerra y civiles internados o tomado s bajo 

custodia para su evacuación o repatriación; Gonzále z Navarro y 

Fierro -Jefe de Asuntos Civiles y Jefe de Inteligen cia- tenían 

que informar la disponibilidad de recursos locales para la 

manutención de los prisioneros de guerra realizando  el cálculo 

probable de prisioneros a capturar en operaciones f uturas y 

asegurar el interrogatorio de los prisioneros de gu erra 

seleccionados; coordinando dichas cuestiones con el  Jefe de la 
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Policía Militar, con quién además debían supervisar  la 

internación, trato, disciplina, seguridad, utilizac ión y 

educación de los prisioneros de guerra que se encon traban bajo 

la responsabilidad del comando y unidades dependien tes (cfr. 

Sección III del RC-3-30). 

Respecto de Poncet y González Navarro cabe destacar  

que debían asesorar al General Sasiaiñ en relación a “…todos 

los aspectos relacionados con los individuos bajo c ontrol 

militar directo, tanto amigos como enemigos, milita res y 

civiles…”, eran asuntos de su competencia el Estado  de los 

efectivos de la fuerza, los registros e informes de  personal, 

distribución de remplazos, traslados, incorporacion es, etc., 

también el estudio y aprovechamiento del material h umano propio 

y enemigo a fin de orientar los esfuerzos y explota r en 

beneficio propio las debilidades del enemigo. 

Del mismo modo, eran de su competencia cuestiones 

relativas a los prisioneros de guerra, tales como s u reunión y 

procesamiento, clasificación, internación, separaci ón, 

evacuación, régimen interno, disciplina, empleo, se guridad y 

custodia, reeducación, tratamiento, liberación y re patriación 

(Conf. Capítulo III, Sección III  del Reglamento R- C-1). 

A su vez, Jorge González Navarro tenía 

responsabilidad primaria sobre todos los asuntos re lacionados 

con la población civil, su gobierno, economía y sus  

instituciones. Respecto a los asuntos de gobierno d ebía 

colaborar para asegurar la eficiencia del Servicio de Justicia 

Civil y recibir, investigar, informar y proponer la  acción a 

seguir en las demandas, alegatos y quejas que le pr esenten a la 
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fuerza, las autoridades y población civil. También su 

responsabilidad incluía proponer las medidas para r estaurar y 

controlar los medios de difusión públicos (cfr. Cap ítulo III, 

Sección VII, del Reglamento R-C-1). 

Por su parte Raúl Eduardo Fierro, en su carácter de  

Jefe de Inteligencia era el principal miembro del E stado Mayor 

con responsabilidad primaria en la inteligencia con tra los 

ciudadanos indicados como subversivos. Sus funcione s incluían 

la producción de inteligencia, esto es la reunión d e la 

información y su procesamiento para transformarla e n 

inteligencia, la preparación de los planes y órdene s para la 

reunión de la información, la adquisición de blanco s, la 

proposición a Sasiaiñ de los elementos esenciales d e la 

información. También, se encontraban dentro de la e sfera de su 

competencia la utilización de la información e inte ligencia, es 

decir distribuir información a su superior y a aque llos otros 

que lo necesiten en la oportunidad más conveniente para su 

aprovechamiento, incluyendo la apreciación de las c apacidades 

enemigas y sus vulnerabilidades, y la contraintelig encia, esto 

es la dirección de los esfuerzos destinados a destr uir la 

eficacia de las actividades de inteligencia del ene migo –

actuales y probables-, la protección de la informac ión contra 

el espionaje, del personal contra la subversión y d e las 

instalaciones y materiales contra el sabotaje, para  lo cual 

correspondía el planeamiento en coordinación con ot ros miembros 

del Estado Mayor, de los métodos y procedimientos a  utilizar 

para engañar al enemigo (cfr. Capítulo III, Sección  IV, del 

Reglamento R-C-1). 

A su vez, el reglamento RC-3-30 se complementa con el 
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Reglamento RC-9-1 titulado “Operaciones contra elem entos 

subversivos”, tratando en particular el tema de las  órdenes, 

indicando que “…para preparar órdenes con escaso ti empo, que 

serán la norma en el ambiente operacional subversiv o, los 

estados mayores y planas mayores deben apreciar por  adelantado. 

Lo importante en este sentido, será que toda orden será 

impartida oportunamente. Las órdenes verbales serán  también 

normales, sobre todo en los niveles de ejecución. L a 

impartición de estas debe ser muy precisa y clara, siguiendo el 

esquema de los cinco puntos, aunque no se mencionen  

expresamente y frecuentemente no se cubran todos. E n ningún 

caso debe faltar la situación, mencionando lo impor tante 

referido al oponente y a la propia tropa; la misión  debe 

incluir, sin dejar lugar a dudas qué se debe hacer,  sobre todo 

e indefectiblemente, para qué, es decir, debe conte ner en todos 

los casos la finalidad, la intención o lo que busca  con su 

cumplimiento, el superior que la imparte; por últim o, la orden 

verbal debe contener aspectos necesarios de puesto de comando y 

comunicaciones. Como las acciones normalmente estar án a cargo 

de las menores fracciones, este tipo de órdenes no debe imponer 

a los que las reciben responsabilidades que excedan  su nivel y 

jerarquía; por ello no pueden quedar librados al cr iterio del 

subordinado, aspectos de ejecución, que hacen a esa  

responsabilidad. Por ejemplo si se detienen a todos  o algunos, 

si en caso de resistencia pasiva se los aniquila o se los 

detiene, si se destruyen bienes, o se procura prese rvarlas, 

etc.…” (cfr. fs. 7493). 

Una vez determinada la función inherente al Estado 
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Mayor, daremos respuesta a lo planteado por la defe nsa de 

Vicente Meli. 

En primer lugar, y en lo que respecta al 

desconocimiento que alega la defensa acerca del end urecimiento 

de las condiciones de detención que sufrían los int ernos -por 

orden de Sasiaiñ-, cabe destacar que si bien el imp utado asumió 

su cargo el 26 de junio de 1976, fecha posterior a la medida en 

cuestión, se desprende de las funciones del Estado Mayor 

descriptas ut supra  que de ninguna manera Meli podía desconocer 

la situación que padecían los detenidos, pues como ya fue 

indicado, las distintas divisiones que comprenden e l Estado 

Mayor –Inteligencia, Personal y Asuntos Civiles- te nían a su 

cargo acciones directas sobre los prisioneros de gu erra y Meli 

como Jefe del Estado Mayor debía dirigir, supervisa r e integrar 

el trabajo del Estado Mayor (art. 3002, inc.2 del R C-3-30). 

En ese sentido, cabe destacar que Poncet –Jefe de 

Personal- tenía a su cargo planificar y supervisar la reunión, 

custodia, procesamiento, empleo, trato y educación de los 

prisioneros de guerra y civiles internados o tomado s bajo 

custodia para su evacuación o repatriación; Gonzále z Navarro y 

Fierro –jefes de Asuntos Civiles e Inteligencia- te nían que 

informar la disponibilidad de recursos locales para  la 

manutención de los prisioneros de guerra, realizand o el cálculo 

probable de prisioneros a capturar en operaciones f uturas y 

asegurar el interrogatorio de los prisioneros de gu erra 

seleccionados; coordinando dichas cuestiones con el  Jefe de la 

Policía Militar, con quién debían supervisar la int ernación, 

trato, disciplina, seguridad y utilización de los p risioneros 

de guerra que se encontraban bajo la responsabilida d del 
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comando y unidades dependientes (Conf. Sección III del 

Reglamento RC-3-30). 

De tal modo siendo el acusado Meli -dada la 

verticalidad de la cadena de comando- quien presidí a el Estado 

Mayor como Jefe del mismo, no podía desconocer las condiciones 

de detención a las que eran sometidos los prisioner os, pues por 

delegación, las órdenes a cumplir dentro del plan i legal debían 

ser dadas a sus subalternos por su superior inmedia to –Vicente 

Meli-, quien en consecuencia retransmitió, controló  y coordinó 

a los distintos jefes del Estado Mayor. 

Por otro lado y de modo opuesto a lo sostenido por la 

defensa ha quedado acreditado mediante el reglament o RC-3-30, 

que determina las funciones y responsabilidades del  Jefe del 

Estado Mayor, que Vicente Meli no podía desconocer el destino 

final que tendrían los detenidos Tramontini y Páez de Rinaldi, 

más aún siendo el mismo imputado quien suscribió la  orden de 

traslado. 

Por otra parte, la hipótesis defensista en torno a 

que antes de su llegada -26 de junio de 1976- sólo se había 

producido un traslado con el fallecimiento de los d etenidos, 

alegando que el tribunal descartó arbitrariamente d e que éste 

pudiera desconocer el fin ilícito del mismo, o que no tuvo en 

cuenta que se practicaron otros traslados con total  normalidad, 

pierde contundencia al recordar que Meli además, su scribió la 

orden de traslados de Jorge De Breuil y Jorge Garcí a, 

circunstancia en que llevados al CCD La Perla fuero n 

brutalmente torturados. 

Asimismo, cabe destacar que Meli dispuso numerosas 
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directivas que posibilitaron visitas y hasta la lib ertad de 

internos a disposición del P.E.N., como así también , por medio 

de una nota dirigida al Director del Servicio Penit enciario 

Provincial; ordenó que se autorice a todos los inte rnos por 

actividades subversivas a recibir visitas durante u na hora y no 

más de tres familiares el día de navidad, lo cual r evela el 

poder real de disposición que tenía el imputado sob re los 

detenidos, más aún si tenemos en cuenta que Menénde z 

retransmitió la orden de visita a través de la IV B rigada en la 

persona de Meli y no en reemplazo de Sasiaiñ sino c omo 

autoridad. 

Del mismo modo, cabe destacar que el imputado fue 

quién comunicó a la justicia la versión encubridora  y falaz de 

los fusilamientos de Ceballos, Balustra, Florencio Díaz, Jorge 

O. García, Oscar Hugo Hubert y Marta Juana González  de 

Baroneto.   

Conforme surge del reglamento RC-9-1, Sección II, 

art. 5007, inc. G, denominado “Operaciones Psicológ icas” que 

“…las operaciones psicológicas sobre la población c ivil deberán 

ser planificadas y dirigidas por el mayor nivel de comando que 

opere y aún en el nivel nacional…”; del mismo modo,  “…debe 

tenerse en cuenta que cualquiera sea el público hac ia el cual 

va dirigida la acción psicológica, sus posibilidade s de éxito 

estarán muy vinculadas y apoyadas en el grado de ve racidad de 

los fundamentos que utilicen. Ello impone eliminar de los 

procedimientos a utilizar todo aquel que carezca de  profundidad 

moral, desde que, aun cuando transitoriamente pudie ra provocar 

algún efecto favorable a las Fuerzas Legales, en la  medida que 

se conozca y difunda su inmoralidad, se constituirá  en un buen 
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argumento para la subversión…” (fs. 7493), lo cual pone de 

manifiesto que la publicidad falaz de estos hechos no era 

azarosa, sino que tenían la clara intención de prov ocar 

trastornos al “enemigo” y construir la buena imagen  de las 

Fuerzas Armadas. 

Más determinante aún, resulta la participación de 

Meli en la reunión de la comunidad informativa cele brada en 

enero del 76 (fs. 6.406/7), quién a pesar de no hab er asumido 

su cargo fue partícipe de la misma, quedando demost rado que el 

imputado al momento de asumir el cargo -26 de junio  de 1976- ya 

conocía la situación que se vivía en Córdoba. 

Por lo expuesto, entendemos que los argumentos 

vertidos por la defensa no logran desvirtuar los só lidos 

fundamentos dados por los sentenciantes.   

5. Al igual que al analizar la situación de Jorge 

Rafael Videla y Luciano Benjamín Menéndez, la defen sa de 

Mauricio Carlos Poncet  no ha articulado planteos en cuanto a la 

valoración del material probatorio, por lo que con el objeto de 

dar plena satisfacción a la garantía constitucional  de defensa 

en juicio y con el fin de agotar la capacidad revis ora de este 

tribunal conforme la doctrina sentada in re  “Casal” de la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación, se procederán a a nalizar los 

argumentos vertidos por el a quo  al respecto. 

En torno a Mauricio Carlos Poncet se acreditó que a l 

momento de los hechos, ostentaba el cargo de Jefe d e Personal 

del Estado Mayor de la IV Brigada Aerotransportada,  surgiendo 

del organigrama del Comando y de su legajo personal  que 

efectivamente ocupó dicho cargo en el período que s e investiga, 
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no habiendo gozado licencias durante el mismo y sie ndo 

calificado por su superior inmediato, Coronel Vicen te Meli, en 

segunda instancia por el Comandante Sasiaiñ y por l a autoridad 

máxima del Área 311, Luciano Benjamín Menéndez con las más 

altas calificaciones (Organigrama del Comando a fs.  6263/67). 

Bajo este orden de ideas, teniendo en cuenta el 

reglamento RC-3-30, analizó las funciones desplegad as por el 

Jefe de Personal (G-1) del Estado Mayor resaltando que el 

imputado era el principal miembro del Estado Mayor,  responsable 

de todos los aspectos relacionados con los individu os bajo 

control militar, tanto amigos como enemigos, milita res y 

civiles, quien dentro de sus funciones debía estudi ar las 

características de los diferentes grupos humanos, t anto amigos 

como enemigos, con el propósito de explotar en bene ficio propio 

aquellos aspectos negativos del enemigo. 

Del mismo modo y respecto a los prisioneros de 

guerra, su tarea consistía en “…planificar y superv isar la 

reunión, custodia, procesamiento, empleo, trato y e ducación de 

los prisioneros de guerra y civiles, internados o t omados bajo 

custodia para su evacuación o repatriación…”. 

Asimismo resaltó que, junto al Jefe de Asuntos 

Civiles debían informar la disponibilidad de recurs os locales 

para la manutención –alimentos, vestuario, instalac iones- de 

los prisioneros de guerra; con el Jefe de Inteligen cia 

realizaban el cálculo probable de prisioneros a cap turar en 

operaciones futuras y asegurar el interrogatorio de  prisioneros 

de guerra seleccionados; y con el Jefe de Policía M ilitar, 

debía supervisar la reunión, evacuación, procesamie nto, 

internación, trato, disciplina, seguridad, utilizac ión, 
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educación y repatriación de los prisioneros de guer ra que se 

encuentren bajo la responsabilidad del Comando y un idades 

dependientes (Sección III del RC-3-30). 

Por otro lado, destacó que tal normativa se aplicab a 

conjuntamente con las órdenes verbales y secretas a  los fines 

de llevar a cabo el plan represivo ilegal; además i ndicó que 

Poncet debía coordinar al Estado Mayor General en l o que 

respecta a la supervisión de los planes para los pr isioneros de 

guerra y su armonización con el resto de los integr antes del 

Estado Mayor, lo cual pone de manifiesto que los de tenidos 

especiales, se hallaban bajo su área de custodia. 

En ese sentido, el a quo  concluyó que Poncet 

intervino en la elaboración y ejecución de la orden  de fecha 2 

de abril de 1976, la cual disponía severas restricc iones al 

régimen interno de los presos estimados subversivos , la que no 

obstante de ser suscripta por el General Juan Bauti sta Sasiaiñ, 

y ordenada por Menéndez en el memorando de fecha 10  de 

diciembre de 1975, lleva inserto el sello y rúbrica  del Dpto. I 

de Personal de la IV Brigada, con el código de encu brimiento nº 

21 perteneciente al imputado (cfr. surge del cuader no de 

códigos de encubrimiento de la IV Brigada a fs. 794 1/43 y 

7961). 

A su vez, continuó diciendo, que el imputado Poncet  

tenía competencia sobre el personal militar que se desempeñaba 

en misiones en la UP1 ejecutando el plan represivo,  en especial 

los miembros del Regimiento de Infantería II y de l a Policía 

Militar 141, en el contexto de sus funciones de sup ervisión del 

Estado Mayor respondiendo ante el comandante por la  
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clasificación, selección y asignación con eficacia del hombre 

más adecuado para cada tarea. 

En respaldo a ello, se citó el testimonio de Carlos  

Villanueva en los autos “Bruno Laborda”, donde mani festó que 

era función del G1 el control y manejo de prisioner os de 

guerra. 

Por todo lo dicho estableció que en función del rol  

fundamental que desempeñaba en el marco de la denom inada lucha 

contra la subversión, el imputado Poncet contribuyó  a movilizar 

el aparato organizado del Estado, a efectos del log ro de los 

propósitos criminales que culminaron con la muerte de las 

víctimas de la presente. 

Por lo que analizados los argumentos expuestos por el 

tribunal, no se advierte fisura lógica alguna, sino  que surge 

de la lectura de la sentencia impugnada que el a  quo  realizó 

una selección y valoración de la prueba ajustada a las reglas 

de la sana crítica racional –art. 398, 2do. párrafo  del 

C.P.P.N.-, por  ello exentas de vicios o defectos e n sus 

fundamentos.  

6. a)  En referencia al condenado Raúl Eduardo Fierro , 

el tribunal tuvo por acreditado que al momento de l os hechos 

ostentaba el cargo de Jefe de Inteligencia (G-2) de l Estado 

Mayor de la IV Brigada de Infantería Aerotransporta da, quién 

conforme a su legajo personal se desempeñó efectiva mente en 

dicho cargo sin haber gozado de licencias y siendo calificado 

con altas notas por sus superiores Vicente Meli y L uciano 

Benjamín Menéndez (fs. 7892/97 del legajo personal) . 

Bajo este orden de ideas, teniendo en cuenta el 

reglamento RC-3-30, analizó las funciones desplegad as por el 
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Jefe de Inteligencia del Estado Mayor resaltando qu e Raúl 

Eduardo Fierro tenía una responsabilidad primaria s obre todos 

los aspectos relacionados con el enemigo (Sección I V, art. 

3005), consignándose entre sus funciones aquellas e numeradas en 

el art. 3006, Sección IV del RC-3-30. 

Considerando ello, destacó la participación de Fier ro 

en la reunión de la comunidad informativa del 13 de  abril de 

1976 donde asistieron las más altas jerarquías de l os 

organismos de inteligencia local para intercambiar información 

sobre el accionar contrasubversivo y planificar nue vos 

direccionamientos y selección de blancos. Estas reu niones 

estaban presididas por Luciano B. Menéndez y Juan B . Sasiaiñ, a 

quienes debía acercar la información necesaria para  decidir el 

accionar contra los blancos. 

Prosiguió diciendo que los blancos que el imputado 

debía adquirir y luego supervisar su consecuente an iquilación 

consistían en los grupos denominados enemigos, que para el 

Ejército eran los Montoneros, ERP-PRT, Poder Obrero , Juventud 

Guevarista y Actividades Estudiantiles, Gremiales y  de 

Gobierno. 

Estimó además indicativo de su vinculación con el 

quehacer represivo, la capacidad de disposición que  tenía sobre 

los detenidos de la UP1, demostrada en la orden de entrega de 

los detenidos Luzzi y Venturuzi del día 5 de octubr e de 1976 a 

personal militar (fs. 7317). 

Asimismo, resaltó la influencia del imputado plasma da 

en el informe de inteligencia nº 4/76 elaborado por  él mismo en 

el mes de mayo de 1976, donde detalla minuciosament e todas las 
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actividades ocurridas en los sectores: 1. Comunismo , 2. 

Subversivo, 3. Político Social, 4. Gremial, 5. Educ acional, 

como así también señala fecha, hora y lugar exacto donde 

explotaron bombas panfletarias. 

En este sentido, otorgó particular relevancia la 

mención que hace el imputado en el informe al homic idio de un 

agente de la Policía de la Provincia de Córdoba, de  nombre 

Héctor Arrieta, quién fue acribillado por unos indi viduos que 

se fugaron y según testigos al cometer el asesinato  gritaron 

“Viva Montoneros”; este hecho ocurrió el 16 de mayo  de 1976, un 

día antes del traslado y muerte de Fidelman, Verón,  Mozé, 

Hernández, Svagusa y Yung, entendiendo que tales fu silamientos 

pudieron responder a una venganza, teniendo en cuen ta la nota 

del 2 de abril de 1976, de la máxima autoridad de l a IV 

Brigada, ratificada verbalmente por éste –Sasiaiñ- en los 

pabellones de la UP1, donde les advertía que serían  asesinados 

gradualmente, dejándoles en claro su condición de r ehenes a que 

el sistema recurriría como venganza ante cualquier episodio que 

perjudicara a las fuerzas del orden. 

Por último, destacó que tal normativa se aplicaba 

conjuntamente con las órdenes verbales y secretas a  los fines 

de llevar a cabo el plan represivo ilegal, teniendo  en cuenta 

además que las funciones inherentes al rango que os tentaba el 

imputado Fierro, ponen de manifiesto que el Jefe de  

Inteligencia del Estado Mayor era un personaje estr atégico en 

el planeamiento y colaboración en el ejercicio de l a represión 

ilegal que el Ejército desarrollaba contra la denom inada 

subversión. 

b) La defensa pública oficial sostuvo que su asistido 
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tenía una función secundaria, dado que brindaba ase soramiento a 

su jefe de Estado Mayor, quien tenía la función pri maria y él 

era quien colectaba y en definitiva la sometía a co nsideración 

del comandante de la Brigada, el cual –de acuerdo a l mismo 

reglamento en el acápite 3- en su caso impartía la orden ya que 

siempre era privativa del Comandante. 

De este modo, indicó que su asistido nunca particip ó 

desde el dictado de la orden hasta su efectiva conc reción, por 

lo que no puede imputársele a su defendido acción u  omisión 

alguna que haya creado un riesgo jurídicamente desa probado. 

“…Por lo expresado, se puede determinar que si falt a 

la creación del peligro tenemos como consecuencia n ecesaria la 

exclusión de la imputación a tipo objetivo…”. 

En virtud de ello, sostuvo que Fierro, como 

integrante del G-2 del Estado Mayor del Ejército, t enía 

competencia para asesorar y en tal sentido el único  que podía 

poner una causa necesaria para lograr el éxito de u n programa, 

es quien tiene competencia para decidir, es decir e l Comandante 

de la Brigada. 

Subsidiariamente, adujo que para realizar la funció n 

de asesoramiento, la División de Inteligencia se en contraba 

comprendida por cuatro suboficiales y dos oficiales . Por lo que 

entendió que la escasez de personal a su disposició n otorga 

fuerza convictiva a la declaración de su asistido, en cuanto a 

que las responsabilidades que se le achacan fueron ejercidas 

por el destacamento de Inteligencia 11, ya que éste  era el 

órgano específico e instruido a tales fines toda ve z que 

materialmente, no sólo contaba con suficientes recu rsos 
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humanos, sino que estaban especialmente capacitados  para ello y 

con competencia en toda el Área 311 por estar a car go de dicho 

Destacamento un Oficial Superior -Coronel- de Estad o Mayor y 

además Oficial de inteligencia del Ejército. 

A ello agregó, que difícilmente pueda haber cumplid o 

con las funciones endilgadas ya que nunca fue Ofici al de 

Inteligencia, no habiendo asistido a curso alguno e n la Escuela 

de Inteligencia del Ejército. 

En torno a las reuniones informativas, afirmó que l as 

mismas estaban dirigidas al Comandante sobre el acc ionar del 

oponente, a fin de que el mismo adoptase el curso d e acción a 

desarrollar. 

Destacó al respecto, a su favor, que casi todas las  

reuniones eran presididas por Sasiaiñ, o en su defe cto por 

Menéndez, pero que ante la ausencia de ellos dos, l as reuniones 

del 12 de agosto y del 12 de octubre de 1976, fuero n presididas 

por el Jefe del Destacamento de Inteligencia 141, C oronel 

Bolasini, y no por Raúl Eduardo Fierro en su caráct er de G-2. 

Asimismo, subrayó que su asistido no participó en m ás 

de la mitad de las reuniones celebradas entre abril  y octubre 

de 1976, no habiendo tomado la palabra en dichas re uniones, y 

no habiéndosele indicado ningún tipo de tarea espec ífica. 

Finalmente, en torno a la firma inserta en el Resum en 

de Inteligencia 4/76 (fs. 3966), refirió que aquéll a se debió a 

su rol como funcionario militar, siendo su responsa bilidad 

certificar la firma del autor del Informe o en su c aso 

certificar que es copia fiel del original. 

Por otra parte, con relación a la suscripción del 

traslado de fs. 7317, mencionó que fue firmada “de orden” del 
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Comandante de Brigada, y en segundo lugar, que no s e trata de 

ninguna de las víctimas de la presente causa, no pu diendo ser 

tenida en cuenta toda vez que se incorporarían nuev as 

atribuciones en la función de su asistido, violándo se el 

principio de congruencia. 

c)  Según se desprende de fs. 7892/7, el Teniente 

Coronel Raúl Eduardo Fierro, al momento de los hech os se 

desempeñaba como Jefe de la División de Inteligenci a G2 con 

responsabilidad en el ámbito operacional, el enemig o y la 

dirección de todas las acciones especiales de intel igencia y 

contrainteligencia, siendo calificado con elevadas notas por 

parte de sus superiores Vicente Meli y Luciano Benj amín 

Menéndez. 

A los fines de comprender la función de Fierro, 

resulta menester recordar que Víctor Pino Cano, exp licó que el 

COT “…es un ´Centro de Operaciones Tácticas´, const ituyendo un 

agrupamiento físico, representante de los órganos d el Estado 

Mayor que están involucrados en las operaciones tác ticas en 

desarrollo, siendo integrado por el Jefe de Operaci ones G2 y G3 

y que los otros representantes del Estado Mayor Gen eral y 

Especialistas solo estaban incluidos en la medida q ue el 

comandante lo considerara necesario. Explicó que un a vez 

iniciada la ejecución de operación, su decurso era supervisado 

y coordinado por el COT, a fin que la propia tropa se 

mantuviera actualizada y disponible, siendo el prop io COT quien 

comunicaba al Estado Mayor cómo se habían desarroll ado las 

operaciones…”. 

Por lo que su función principal –como jefe del G2- 
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consistía en individualizar los blancos de acción, eligiendo la 

víctima y el lugar donde llevar a cabo el secuestro . Así, de 

acuerdo al reglamento RC-3-30, tenía como funciones  dirigir las 

actividades para la reunión de la información y su 

procesamiento para transformarla en inteligencia, d ebiendo 

preparar planes y órdenes para la reunión de inform ación, 

incluyendo la adquisición de blancos y la vigilanci a de 

combate; proponer al Comandante los elementos esenc iales de la 

información; supervisar y coordinar las actividades  para la 

reunión de información a cargo de la fuerza; distri buir la 

inteligencia e información al Comandante y a aquell os otros que 

la necesiten en la oportunidad más conveniente para  su 

aprovechamiento. A su vez, debía apreciar las capac idades 

enemigas y sus vulnerabilidades, incluyendo la que se considera 

como más probable que adopte el enemigo; dirigir lo s esfuerzos 

destinados a destruir la eficacia de las actividade s de 

inteligencia del enemigo (actuales y probables); pl anear en 

coordinación con otros miembros del Estado Mayor lo s métodos y 

procedimientos para engañar al enemigo y el desarro llo de la 

parte contrainteligencia correspondiente, entre otr os (sección 

IV, arts. 3005 y 3006). 

Ello se ve plasmado en el informe de fs. 3.966 

suscripto por el aquí imputado mediante el cual el Comandante 

de la Cuarta Brigada de Infantería Aerotransportada  Sasiaiñ da 

a conocer varios episodios subversivos transcurrido s en el mes 

de mayo, entre los cuales llama la atención el ocur rido el 16 

de mayo: “…en momentos en que el agente Pol. Cba. H éctor 

Arrieta se encontraba frente a la Terminal de Ómnib us, fue 

acribillado a balazos por dos individuos que fugaro n en un 
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Peugeot 504. Según testigos, los delincuentes al co meter el 

asesinato gritaron `Viva Montoneros´…”. En la nota,  además se 

informa que las Fuerzas Conjuntas en su lucha contr a la 

subversión llevaron a cabo numerosos procedimientos  destinados 

a detectar, individualizar y detener a elementos in volucrados 

con actividades subversivas, considerándose sus res ultados como 

altamente positivos. 

Así, teniendo en cuenta la metodología implementada  y 

descripta por Fermín Rivera en el testimonio de fs.  1931/1935, 

curiosamente, con tinte vengativo, las muertes de F idelman, 

Mozé, Verón, Yung, Hernández y Svaguza se produjero n al día 

siguiente de la muerte de Arrieta, “…pues así se ha bía 

estructurado el sistema represivo en relación a los  detenidos 

estimados subversivos alojados de la UP1 por parte de la máxima 

autoridad de la Cuarta Brigada a cargo del quehacer  

antisubversivo, en cumplimiento de órdenes superior es, en la 

nota de fecha 2 de abril de 1976 analizada, ratific ada 

verbalmente por este militar cuando se apersonó en los 

pabellones de presos especiales para advertirles qu e serían 

asesinados gradualmente, dejándoles en claro además  su 

condición de rehenes a que el sistema recurriría co mo venganza 

ante cualquier episodio que perjudicara a las fuerz as del 

orden…” (fs. 17.468 vta.). 

Ello da cuenta de que su función era primordial par a 

llevar a cabo el sistema represivo implementado, pa ra el cual 

se necesitaba de quien provea la información necesa ria para 

fijar los blancos de ataque, sin la cual las detenc iones y 

posteriores torturas y muertes hubieran sido fortui tas. Por lo 
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que la información brindada por éste, permitió la t oma de 

decisiones y ejecución de acciones antisubversivas poniendo de 

manifiesto la sistematización del plan implementado . 

Ello se ve corroborado por el Reglamento RC-9-1 

dictado para la lucha antisubversiva, el que consid era a la 

tarea de inteligencia como: “…la base fundamental e n que se 

apoya la lucha contra la subversión. Su importancia  es tal que 

puede ser destacada como la única forma de acción m ilitar 

posible en las primeras etapas del proceso, y su ej ecución 

eficiente puede ayudar al gobierno y conducción sup erior de las 

Fuerzas Armadas a producir medidas tendientes a eli minar la 

agitación social y controlar a los activistas, con lo que 

podría resultar neutralizada la subversión…”. 

A tal efecto, cabe recordar que “…en el proceso 

`Akayesu´ [se] definió un ataque sistemático ´como el que ha 

sido minuciosamente organizado y ha seguido una pau ta regular 

teniendo como punto de partida una política común e n la que 

entran en juego recursos público o privados´… La Cá mara 

Procesal II del ICTR dio, en el juicio `Kayishema´,  una 

definición más breve, en la que hace hincapié en la  relación 

entre la naturaleza organizada de los actos de viol encia  y a 

la improbabilidad de que ocurran fortuitamente… En conclusión, 

el común denominador en las variadas definiciones d e ataque 

sistemático es que ´el ataque sistemático es uno re alizado de 

conformidad con una política o plan preconcebido´. Para ser más 

explícitos: lo que constituye el carácter sistemáti co del 

ataque es la dirección brindada a los perpetradores  

individuales hacia el objeto visualizado para el at aque, es 

decir, el grupo de las víctimas…” (cfr. en este sen tido Ambos, 
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Kai; “La Parte General del Derecho Penal Internacio nal”, 

Uruguay, 2005, p. 186/188). 

Lo cierto es que para la consumación del plan 

sistemático llevado a cabo por el entonces Proceso de 

Reorganización Nacional, resultó necesario el cumpl imiento de 

distintos roles, en los cuales cada persona efectuó  aportes 

esenciales para su ocurrencia. En el caso que aquí nos ocupa, 

Raúl Eduardo Fierro conforme su función como Jefe d el G-2 –

descripta también en el punto 4.c)- facilitó la inf ormación 

necesaria para direccionar los secuestros y homicid ios 

investigados por lo que resultan razonables y sólid os los 

argumentos expuestos por el tribunal oral a los fin es de 

considerar a Raúl Eduardo Fierro como partícipe nec esario  en 

los hechos I,II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, XI,  XII y XIII. 

7. a)  En referencia al condenado Jorge González 

Navarro , el tribunal tuvo por acreditado que al momento de  los 

hechos  ostentaba el cargo de Jefe de Asuntos Civil es (G-5) del 

Estado Mayor de la IV Brigada Aerotransportada, con  el grado de 

Teniente Coronel, siendo calificado por el Comandan te Sasiaiñ y 

Vicente Meli, por el período comprendido entre octu bre de 1975 

hasta octubre de 1976 con las más altas calificacio nes (fs. 

212/215 vta. de su legajo de servicio). 

Bajo este orden de ideas, teniendo en cuenta el 

reglamento RC-3-30, analizó las funciones desplegad as por el 

Jefe de Asuntos Civiles del Estado Mayor resaltando  que el 

imputado tenía responsabilidad primaria sobre todos  los asuntos 

relacionados a la población civil, su gobierno, su economía y 

sus instituciones (cfr. fs. 17469/70). 
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Asimismo, destacó las relaciones del imputado con l os 

demás miembros del Estado Mayor General, señalando que este 

debía proveer los recursos necesarios e instalacion es para 

prisioneros de guerra coordinando con el G-2 y G-3 para 

mantenerse informado acerca de las actividades de l a guerrilla 

y así asegurar que las mismas sean compatibles con las 

operaciones de asuntos civiles futuras, proporciona ndo a su vez 

toda la información relacionada con operaciones psi cológicas 

reunida a través de su jefatura (Capítulo III, Secc ión VII, 

art.3011 del RC-3-30). 

En ese orden de ideas, entendió que el imputado 

estaba dotado de un poder análogo al del titular de  un Estado 

en lo referido a la organización de los recursos hu manos y 

económicos esenciales para el funcionamiento del mi smo, 

destacándose su competencia para controlar a los fu ncionarios 

gubernamentales y los tribunales de justicia en cua nto a la 

eficiencia y confiabilidad, pudiendo incluso, si no  seguían los 

parámetros establecidos por el régimen, remover a d ichos 

funcionarios de sus cargos y reemplazarlos. Señalan do como 

prueba de dicha competencia la designación y superv isión del 

nuevo Director de la UP1, éste sin poder de decisió n respecto 

al tratamiento que se les daba a los detenidos espe ciales 

mientras eran sometidos a condiciones infrahumanas de 

alojamiento. 

A su vez, el a quo  señaló la influencia del imputado 

como jefe del G-5 y su responsabilidad primaria en los medios 

de comunicación, la elaboración y difusión de los m endaces 

comunicados del ejército sobre el modo de fallecimi ento de las 

víctimas, todo en función de los planes de acción p sicológicas 
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previamente efectuados por el imputado Fierro –Jefe  de 

Inteligencia (G-2). 

Ad abundantiem , estimó indicativo de su vinculación  

con el quehacer represivo, su intervención directa en numerosas 

órdenes de traslado de detenidos o prisioneros de g uerra, por 

medio de notas cursadas al Servicio Penitenciario d e Córdoba, 

por las que ordenó el traslado de detenidos para su  

interrogatorio, siendo que, en algunas de ellas apa rece su 

nombre y firma, mientras que en otras, aparece un s ello 

escalera con el código de encubrimiento 321 pertene ciente al 

imputado González Navarro (cfr. informe de la IV Br igada 

Infantería Aerotransportada y del cuaderno de códig os de 

encubrimiento de dicha fuerza  de fs. 7031 y 7510).  

Además, señaló que González Navarro participó en la s 

órdenes de traslado del mes de mayo y agosto que cu lminaron con 

los fusilamientos de Miguel Ángel Mozé, Diana Beatr iz Fidelman, 

Luis Ricardo Verón, Ricardo Alberto Yung, Miguel Hu go Vaca 

Narvaja, Gustavo Adolfo De Breuil, Arnaldo Higinio Toranzo,  

Ricardo Daniel Tramontini y Liliana Páez de Rinaldi ; como así 

también participó de la orden de traslado de Jorge Enrique De 

Breuil y Jorge Oscar García, ocasión en que estos d etenidos 

fueron llevados al CCD La Perla siendo brutalmente torturados 

(cfr. fs. 7292, 7293, 7295 y 7322). 

Asimismo, entendió el tribunal como un indicio 

revelador del control y disposición que tenía el im putado sobre 

los detenidos especiales de la UP1, la comunicación  telefónica 

que mantuvo con el Juez Federal N°1 ante la negativ a del 

Director de la UP1 de autorizar la entrega de José Cristian 
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Funes sin la venia judicial, traslado en el que fue ron 

conducidos al CCD La Ribera y amenazados de muerte –fs. 7323-, 

como así también su intervención directa en la libe ración de 

detenidos a disposición del PEN, mediante una nota dirigida al 

Director del Servicio Penitenciario Federal, suscri pta por su 

jefe Vicente Meli y con una lista adjunta de deteni dos 

rubricada por González Navarro junto al sello de su  

departamento con el código de encubrimiento 321, lo  que 

corrobora que el mismo le pertenece (Cfr. fs. 7937/ 39). 

En respaldo a ello, citó el testimonio de Carlos 

Villanueva en los autos “Bruno Laborda”, donde mani festó que el 

jefe del G5 tenía a su cargo las relaciones con la población e 

intervenía en el traslado de detenidos. 

b)  Por su parte, la defensa entendió que el  

decisorio adolece de fundamentación y que se realiz ó una 

valoración de la prueba contradictoria, vulnerando las reglas 

de sana crítica. 

 En punto a ello indicó que el a quo  valora como 

prueba de cargo la firma y sello de su pupilo en al gunas 

órdenes de traslado y contradictoriamente utiliza e l mismo 

argumento para absolver a Osvaldo Quiroga. 

En segundo lugar consideró que la fundamentación de  

la sentencia es arbitraria toda vez que se interpre taron 

erróneamente los lineamentos dados por el reglament o RC-3-30. 

Adujó que Gerardo Passenheim, Eduardo Marión, Esteb an 

y Julio Fernández Torres fueron contestes al declar ar que el 

Estado Mayor no se encuentra en la cadena de mando y su función 

conforme al reglamento consiste en asesorar con esp ecialidad de 

áreas, lo cual no era vinculante para el Comandante . 
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En ese sentido, explicó que su defendido integraba el 

Estado Mayor como coordinador y no como director, p or tal 

motivo no tenía autoridad para impartir órdenes; se ñalando que 

las órdenes de traslado no fueron impartidas por su  asistido y 

que su única participación fue la confección de ell as. 

En apoyo a lo dicho señaló que no se tuvieron en 

cuenta los testimonios de Miguel Baroneto, Eduardo Alfredo De 

Breuil, Fermín Rivera, Roberto Díaz y Gustavo Tisse ra quienes 

en forma conteste refirieron que las órdenes eran i mpartidas 

directamente por Menéndez o Sassiaiñ. 

Por otro lado, la defensa entendió que el tribunal 

erróneamente basó su fundamentación en el reglament o RC-9-1, el 

cual entró en vigencia con posterioridad a los hech os aquí 

juzgados. 

Del mismo modo, expresó que el tribunal concluyó 

arbitrariamente que su defendido tenía control y di sposición 

sobre los detenidos de la UP1, basándose sólo en lo s dichos del 

Prefecto Torres, quien sostuvo que un Mayor de nomb re Montes, 

se habría comunicado con González Navarro con el fi n de que 

éste se comunique con el Juez Zamboni Ledesma y aut orice el 

traslado del detenido José Funes, sin tener en cuen ta que no 

existía al momento de los hechos ningún Mayor Monte s prestando 

servicios en la IV Brigada y tampoco en el G5 confo rme surge 

del listado de personal de fs. 1018/1021. 

Por último, agregó que los vicios de razonamiento 

demostrados afectaron la debida motivación que requ iere una 

sentencia, lo que por sí alcanza para descalificar el 

pronunciamiento como acto jurisdiccional válido. 
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c)  A los fines de dar respuesta a los planteos 

efectuados por la defensa de Jorge González Navarro , 

corresponde remitirnos a lo descripto en el punto 4 .c) de esta 

sentencia, donde se hace referencia a la actividad desplegada 

por el Estado Mayor. 

Resulta importante destacar que el imputado estaba a 

cargo de la división Asuntos Civiles y tenía a su c argo la 

responsabilidad de informar la disponibilidad de re cursos 

locales para la manutención de los prisioneros de g uerra 

realizando el cálculo probable de prisioneros a cap turar en 

operaciones futuras y asegurar el interrogatorio; c oordinando 

dichas cuestiones con el Jefe de Inteligencia y de la Policía 

Militar, con quién además debían supervisar la inte rnación, 

trato, disciplina, seguridad, utilización y educaci ón de los 

prisioneros de guerra. 

Asimismo, tal como lo mencionamos anteriormente 

González Navarro junto con Poncet tenían a su cargo  el deber de 

asesorar al General Sasiaiñ en relación a todos los  aspectos 

relacionados con los individuos bajo control milita r directo, 

tanto amigos como enemigos, eran asuntos de su comp etencia 

cuestiones referidas a los prisioneros de guerra, t ales como su 

reunión y procesamiento, clasificación, internación , 

separación, evacuación, régimen interno, disciplina , empleo, 

seguridad y custodia, reeducación, tratamiento, lib eración y 

repatriación. 

A resulta de lo descripto, no se observa la 

contradicción que plantea la defensa, pues la firma  y sello que 

aparece inserta en diferentes órdenes de traslado, 

pertenecientes a González Navarro, no hace más que corroborar 
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las funciones que desplegaba en razón del cargo que  ostentaba 

al momento de los hechos, lo cual se encuentra clar amente 

detallado en el Reglamento RC-3-30. 

Por otra parte en torno al cuestionamiento efectuad o 

por la defensa sobre la interpretación que realiza el tribunal 

respecto al reglamento RC-3-30, cabe aclarar que de  la lectura 

de la sentencia surge palmariamente que las funcion es 

desplegadas por González Navarro -órdenes de trasla do, 

libertades, comunicados de fallecimiento, control y  

desplazamiento de funcionarios, etc.-, encuentra su  correlato 

con el accionar descripto en el RC-3-30. 

Asimismo, no surgen del testimonio de Pasenheim las  

contradicciones aludidas por la defensa, sino que p or el 

contrario Eduardo César Marión declaró que “…de ser  confuso el 

episodio de traslado era comunicada esa situación a l COT […] la 

orden era competencia del Estado Mayor y el asesora miento no 

era obligatorio, se podía hacer o no…”; lo cual cor robora la 

conclusión del tribunal. 

Por otro parte, la hipótesis defensista en torno a la 

validez del reglamento RC-9-1, del cual el tribunal  se sirvió 

para fundar el decisorio, no tendrá favorable acogi da por 

cuanto, si bien el reglamento fue aprobado el 17 de  diciembre 

de 1976, sus conceptos bien pueden evaluarse a fin de 

interpretar la situación imperante en el país al mo mento de los 

hechos. Ello así, pues del propio reglamento surge que ya desde 

el año 1975 el proyecto del Reglamento RC-9-1 se ha bría 

distribuido entre las diferentes dependencias del E jército (ver 

punto 7º de la orden suscripta por el Jefe de EMGE en las 
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primeras fojas de la publicación que se encuentran reservadas 

en Secretaría), debiendo destacarse que de las prim eras páginas 

del mismo, surge que la redacción del Reglamento se  basó en 

“…las experiencias recogidas en episodios nacionale s que han 

obligado al empleo operacional de la Fuerza en dist intas zonas 

del territorio nacional…” (fs. 1 del RC-9-1), con l o cual queda 

plasmado que el contenido de este reglamento se apo ya en las 

prácticas ya implementadas por el Ejército en la lu cha contra 

la subversión. 

Por último, si bien es cierto que al momento de los  

hechos no existía ningún Mayor Montes prestando ser vicio en la 

IV Brigada, también es cierto que el modo empleado al momento 

de realizar un traslado era haciéndolo bajo un nomb re falso, lo 

que resulta comprobable a partir de las distintas ó rdenes de 

traslados adjuntadas a la causa. En consecuencia re sulta 

razonable la versión de Torres que incluso para res guardarse 

elaboró un informe anoticiando lo acontecido confor me surge a 

fs. 7.323. Por lo que el recurso impetrado no tendr á favorable 

acogida. 

8. a)  En referencia a Emilio Juan Huber , el tribunal 

tuvo por acreditado que en la época de los hechos a quél 

ostentaba el cargo de Jefe de la Policía Militar, d ependiendo 

directamente del Comandante de la Brigada, Juan Bau tista 

Sasiaiñ, y del Comandante del Tercer Cuerpo de Ejér cito Luciano 

Benjamín Menéndez, quienes lo calificaron con altas  

puntuaciones por el período correspondiente a octub re de 1975 

hasta octubre de 1976, no habiendo gozado licencias  ni permisos 

en dicho lapso (fs. 131 a 135 de su legajo personal ).  

Asimismo, indicó que antes del Golpe de Estado del 24 
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de marzo de 1976, el Cuerpo de la Policía Militar p asó a 

depender de la IV Brigada Aerotransportada por razo nes 

operativas bajo el título “Cambio de Relación de De pendencia” 

(cfr. surge del Organigrama de la Compañía de la Po licía 

Militar 141 del año 1976, de fs. 7929). 

Bajo este orden de ideas, teniendo en cuenta el 

reglamento RC-9-1 señaló que “…en las operaciones e n contra de 

la subversión los elementos disponibles de Policía Militar 

serán empleados fundamentalmente para el control de  detenidos y 

seguridad del personal del Comando”, destacando que  

efectivamente el cuerpo de Policía Militar intervin o en tres 

situaciones relacionadas con hechos subversivos en donde se dio 

muerte a nueve personas –en mayo y noviembre de 197 6- (fs. 

7931). 

Del mismo modo, el tribunal destacó los dichos del 

testigo Roberto Hugo Avalle –conscripto a la época de los 

hechos- quien manifestó que cada vez que debían pre star 

servicios en la UP1 concurrían a la sede de la Poli cía Militar 

a recibir las órdenes de la misión que debían cumpl ir, lo cual 

puso de manifiesto que, Emilio Juan Huber, en su ca rácter de 

Jefe de una de las unidades asignadas a la IV Briga da, conformó 

la cadena de comando retransmitiendo órdenes a sus jefes de 

sección. 

Por otro lado, indicó que la totalidad de la Compañ ía 

a su cargo estuvo encargada de cumplir funciones en  los 

pabellones de detenidos especiales de la UP1 según lo 

manifestaron los ex detenidos Juan Ignacio Tissera y Luis 

Alberto Baronetto. 
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Dichos extremos fueron corroborados por el testigo 

Abelardo Sebastián Monso, quién manifestó haber sid o jefe de 

una de las secciones de la Policía Militar que conc urrían al 

penal en guardias rotativas, destacando que una de estas estaba 

a cargo del imputado Alsina, quien monopolizó el ej ercicio de 

la violencia, por lo que sostuvo el a quo , que su superior 

inmediato “Huber” no pudo mantenerse al margen de l o allí 

acontecido. 

A mayor abundamiento, el tribunal puso de resalto l os 

dichos de Alsina en cuanto a que era imposible que un mero 

teniente como él haya podido siquiera hablar o tene r contacto 

directo con un militar de alta jerarquía como un Ge neral de 

Brigada, poniendo de manifiesto que las órdenes las  recibía a 

través de un superior inmediato, de lo cual se coli ge la 

responsabilidad concreta del imputado. 

Asimismo, señaló que el imputado integraba al tiemp o 

de los hechos el Estado Mayor Especial de la Brigad a, en el 

cual los oficiales colaboraban aportando sus conoci mientos 

particulares en cuestiones que fueran de interés pa ra los jefes 

del Estado Mayor General, siendo éstas al momento d e desempeño 

del imputado, actividades contra la denominada luch a contra la 

subversión. 

Del mismo modo, subrayó que la normativa se aplicab a 

conjuntamente con las órdenes verbales y secretas a  los fines 

de llevar a cabo el plan represivo ilegal. 

Aclaró además que las funciones inherentes al rango  

que ostentaba el imputado (reglamento RC-3-30) deno tan el 

carácter específico de su competencia en la lucha 

antisubversiva, cumpliendo un rol central en cuesti ones 
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relativas al combate y el tratamiento de prisionero s, lo cual 

establece su ámbito de responsabilidad no sólo en  el quehacer 

represivo señalado sino también, en las medidas del ictivas 

sufridas por los detenidos especiales de la UP1 a t ravés de sus 

subordinados. 

En virtud de lo descripto estableció no sólo la 

importancia de la fuerza comandada por Emilio Juan Huber y el 

rol asumido por éste, sino que, delimitó el ámbito de 

responsabilidad de aquél necesariamente abarcativo de aspectos 

del quehacer represivo señalado, y en particular de  la 

violencia que sufrieron los detenidos especiales de  la UP1 a 

través de sus subordinados, razón por la cual lo co nsideró 

responsable de los tormentos y muerte sufridos por Moukarsel, 

como así también por los tormentos infligidos a las  víctimas 

Fidelman, Mozé, Verón, Yung, Hernández, Svaguza, Sg andurra, 

Puchetta, Zorrilla, Barrera, Abdón de Maggi, Barber is, Rosetti 

de Arquiola, Funes, De Breuil Gustavo y Eduardo Alf redo, Vaca 

Narvaja, Toranzo, Páez de Rinaldi, Tramontini, Díaz  Florencio, 

Balustra, García, Hubert, Ceballos, González de Bar onetto y 

Bauducco. 

b)  Por su parte, la defensa consideró inadecuada la 

valoración efectuada por el tribunal sobre los elem entos de 

prueba recolectados. 

Con ese fin, se refirió a la existencia de un 

“desdoble funcional” que implica dos líneas de coma ndo. Una de 

ellas relativa a la cadena de mando orgánica, en la  que 

consideró incluido a Huber, y la otra que operaba d e modo 

paralelo y en secreto referida a la línea de comand o operativa 
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específica contra la lucha subversiva. 

En ese sentido sostuvo la inexistencia de prueba qu e 

permita acreditar la transmisión o retransmisión de  órdenes por 

parte de su asistido. 

Por otra parte, en relación al fallecimiento de 

Mourkarsel, sostuvo que la prueba documental rendid a y los 

testimonios recabados no se condicen con el predica do 

consentimiento de Huber, realizado y pergeñado por su consorte 

de causa y subordinado orgánico teniente Alsina. 

Ello es así, refirió, toda vez que resulta 

inexplicable como puede haber consentimiento del su perior si 

luego es sancionado justamente por el hecho atribui do, 

entendiendo que se trató de un evento espontáneo y determinado 

en su comienzo, desarrollo y final por su autor mat erial 

(Alsina).  

c) Al momento de los hechos Emilio Juan Huber se 

desempeñaba como Jefe de la Policía Militar 141 –cu erpo 

dependiente de la Brigada I Aerotransportada IV, fs . 7929-, 

bajo las órdenes del Comandante de la Brigada, Juan  Bautista 

Sasiaiñ, y del Comandante del Tercer Cuerpo de Ejér cito, 

Luciano Benjamín Menéndez, quienes lo calificaron c on elevadas 

puntuaciones en el período octubre de 1975 a octubr e de 1976, 

no habiendo gozado de licencias ni permisos en dich o lapso (fs. 

131 a 135 de su legajo personal). 

Sus funciones consistían en asesorar en los asuntos  

relativos al mantenimiento del orden y la disciplin a y en el 

cumplimiento de las leyes, órdenes y reglamentos; p lanear y 

proponer las necesidades de tropas de policía milit ar, 

supervisando su empleo; preparar y supervisar los p rogramas de 
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instrucción de los elementos de policía militar que  se 

encuentren bajo su control operacional, de los pres os militares 

y prisioneros de guerra; como así también planear y  supervisar 

las siguientes actividades de policía militar: reun ión y 

procesamiento de los prisioneros de guerra y civile s internados 

(clasificación, internación, separación, evacuación , régimen 

interno, disciplina, empleo, seguridad y custodia, reeducación, 

tratamiento; liberación y repatriación) bajo respon sabilidad 

del comando y unidades dependientes; identificar y controlar la 

circulación del personal militar y (en coordinación  con G-5) de 

la población civil; aprehender a los infractores de  las leyes y 

reglamentos militares y a los civiles que cometan i nfracciones 

en zonas que se encuentren bajo jurisdicción milita r; 

prevención e investigación sobre delitos; informaci ón 

relacionada con los prisioneros de guerra, con los civiles 

internados y con los presos militares y civiles (Re glamento RC-

3-30). 

De la lectura, se observa entonces que su labor 

resultaba primordial para llevar a cabo el plan de lucha 

antisubversivo, tal es así que conforme lo señalara  el a quo  

“…asesoraba a los miembros del estado mayor general  sobre sus 

capacidades para apoyar la operación y sobre el imp acto de su 

ejecución, sometiendo a consideración del G-3 las n ecesidades 

de unidades de combate, las prioridades y la distri bución del 

personal y las unidades de apoyo de combate (pág. 1 06), 

debiendo asimismo prever el impacto del sabotaje so bre las 

operaciones antisubversivas futuras, proporcionando  

asesoramiento técnico sobre los procedimientos a em plear, desde 
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su respectiva área (pág. 135), proporcionando inclu so 

información sobre actividades de guerrilla (pág. 10 1), como así 

también el control de detenidos y competencia para la reunión y 

procesamiento de los prisioneros de guerra -discipl ina, 

seguridad, custodia y reeducación-…” (fs. 17.473 vt a.). 

Por otra parte, no puede perderse de vista que el 

testigo Roberto Hugo Avalle, conscripto desde el 3/ 5/76 hasta 

el 3/11/76 en la Policía Militar, expresó en la eta pa 

instructoria “…que el Jefe de la Policía Militar er a un Mayor 

de apellido Huber que estaba en La Calera…” (fs. 2. 030/2.032), 

agregando en la audiencia de debate “…supongo que l as órdenes 

venían del Mayor Huber, por el sistema verticalista  de la 

milicia…”. 

De ello se desprende, contrariamente a lo sostenido  

por la defensa, que Huber efectivamente ejerció la función que 

tenía asignada de un modo operativo y no de forma o rgánica tal 

como se alega. 

Finalmente, en torno al Hecho IX, corresponde aclar ar 

que si bien la muerte de Mourkarsel fue producto de l accionar 

del imputado Alsina, lo cierto es que más allá de q ue luego el 

nombrado haya sido sancionado por éste hecho, confo rme lo 

señalara el tribunal a quo  “…ha quedado acreditado que las 

circunstancias en que el mismo se produjo, siendo c oincidente 

la prueba testimonial en tanto refleja que la muert e de la 

víctima fue posibilitada por los factores extraordi narios de 

contexto del terrorismo de Estado, que otorgó a las  secciones 

de militares que concurrían a la cárcel poder omním odo sobre 

los detenidos, permitiéndoles despojarlos de los de rechos más 

elementales inherentes a su personalidad física y m oral, ya que 
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estos sistemas de represión definidos por la anulac ión de la 

condición humana a efectos de imponer la ideología que se 

pretende en un contexto de poder ilimitado, requier en el 

aislamiento absoluto del sujeto y su debilitación f ísica en una 

suerte de cosificación que facilita el despliegue d e una 

violencia inusitada sobre el cuerpo y mente de los detenidos, 

posibilitando el objetivo propuesto, siendo éste el  entorno 

propicio para que el hecho se haya ejecutado del mo do que lo 

hizo impunemente su autor y que en otro contexto no  hubiera 

podido lograr, pues lo hizo frente a una gran canti dad de 

testigos de diversa índole, como conscriptos, emple ados 

penitenciarios y pabellones enteros de detenidos al ojados a 

metros del lugar del martirio, sin posibilidad de a utopsia 

judicial alguna, de modo que en razón del ámbito de  

responsabilidad que le cabía en el accionar represi vo, el 

imputado contribuyó a generar y mantener el context o de hecho -

régimen de detención- que posibilitó el homicidio d e Moukarzel 

y el régimen de tormentos infligidos a las víctimas  -detenidos 

especiales- mediante la retransmisión de órdenes da das por sus 

superiores para tal cometido…” (fs. 17.474 vta.).  

Por lo que en virtud de lo descripto corresponde 

rechazar, en lo que aquí respecta el recurso de cas ación 

interpuesto por la defensa.  

d)  En torno a Gustavo Adolfo Alsina  se acreditó que 

al momento de los hechos, integraba una subunidad d e la Policía 

Militar 141, con el grado de Teniente, no obrando l icencias ni 

permisos en el período octubre 1975 a octubre 1976,  siendo 

calificado con notas medias a regular por el Mayor Emilio Juan 
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Huber (fs. 48/49vta. de su legajo personal). 

Asimismo, y tras analizar la prueba que pesa sobre 

Alsina, el tribunal tuvo por acreditado que el 14 d e julio de 

1976 en horas de una mañana muy fría, tras sorprend er al 

detenido especial José René Moukarsel recibiendo un  paquete de 

sal de un preso común mientras realizaba la fajina del 

pabellón, conducta estrictamente prohibida, Alsina lo condujo a 

salto de rana pateándolo de un lado del pabellón ha cia el patio 

de la mosaiquería donde intentó estaquearlo. 

Dicho episodio fue corroborado por los detenidos 

varones del pabellón nº 8, Gustavo Tissera y Robert o Díaz, 

cuyas ventanas daban hacia dicho patio, los mismos manifestaron 

que se veía a militares llevando estacas, corta fie rro y masas, 

escuchando además ruidos, gritos de dolor e insulto s durante 

una hora y media aproximadamente. Al frustrarse la idea de 

estaquearlo en ese lugar, se procedió a hacerlo en horas del 

mediodía en el patio del pabellón nº 14 de mujeres.  

Luego el imputado Alsina llevó a la detenida Norma 

Susana San Nicolás a una de las celdas, desde la cu al podía 

verse el patio por la ventana, al tiempo que le dec ía “…mirá lo 

que soy capaz de hacer con todos ustedes…”, pudiend o observar a 

un detenido muy delgado, desnudo, mojado, abierto d e pies y 

manos, estaqueado junto a otras personas vestidas d e militar, 

escuchando un ronquido y estertor terrible en medio  del 

silencio, el cual se había instalado durante todo e se día (cfr. 

testimonios de Fermín Rivera, Di Renzo, Galarraga, Sánchez y 

Grafeuille). 

Agregó el tribunal que, del testimonio de Julio 

Eduardo Fonseca –enfermero del lugar al momento de los hechos- 
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se desprende que fue convocado por Alsina para cont rolar al 

interno, pudiendo corroborar que el mismo se hallab a estaqueado 

en el patio del pabellón de mujeres, con el torso d esnudo y que 

lo golpeaban con bayonetas, patadas, presentando to davía signos 

vitales, viéndolo desmejorado alrededor de la dos d e la tarde 

para finalmente encontrarlo en muy mal estado a las  siete de la 

tarde aproximadamente, circunstancia que le hizo sa ber al 

teniente a cargo, no obstante prosiguieron con el m altrato. 

Sumado a ello, el tribunal citó los testimonios de 

Daniel E. Bozzano y Ramón Mones –conscriptos depend ientes de la 

guardia de Alsina-, quienes manifestaron haber vist o cuando 

traían a un detenido con el torso desnudo al patio contiguo a 

su habitación y lo arrojan al piso mientras que el teniente 

Alsina con un balde le arrojaba agua, mientras que el detenido 

convulsionaba, saltaba en el piso, para luego llevá rselo. 

Por otro lado el testigo Hugo Avalle manifestó que 

oyó cerca de medianoche un ruido en el patio que da ba a las 

habitaciones de acantonamiento, y al salir vio un c uerpo ya sin 

vida con el torso desnudo y como envuelto en un cap ote o manta, 

siéndole ordenado por un superior que se meta en la  habitación, 

pudiendo observar posteriormente que dicho cuerpo f ue colocado 

en la caja de un camión militar. 

Asimismo, recordó que ese día la guardia de la UP1 

estaba a cargo de Alsina y que “…alrededor de la me dianoche 

llevaron a Moukarsel a la enfermería con un cuadro de edema 

agudo de pulmón, y mientras Fonseca procuraba auxil iarlo con 

oxígeno, Alsina se lo impidió arrojándolo a un cost ado, tras lo 

cual se produjo la muerte del detenido, a pesar de lo cual 
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Alsina continuó golpeándolo, siendo sacado el cadáv er en horas 

de la madrugada, y convocado Víctor Hugo Pacheco co mo médico de 

guardia, quién se limitó a constatar la muerte clín ica de la 

víctima ubicada al ingreso del penal, negándose a e xpedir el 

certificado de defunción en los términos que le sol icitaban, es 

decir consignando como causa de la muerte ´paro car díaco´, por 

no haber sido revisado el cadáver por un médico for ense, a lo 

que un teniente que se encontraba en el lugar manif estó “deje 

eso, que de eso me encargo yo en el Hospital Milita r…” (cfr. 

fs. 17.475 y vta.). 

Bajo este orden de ideas, el tribunal entendió que,  

“…efectivamente, Alsina le ordenó a Bozzano y sus c ompañeros 

preparar los vehículos y cargar el cuerpo en una ca mioneta Ford 

F100 para su traslado al Hospital Militar, donde al  llegar el 

imputado junto con Montes dejaron el cuerpo en una habitación, 

de la que el testigo Montes salió horrorizado dicié ndole a 

Bozzano que adentro estaba lleno de cadáveres destr ozados y el 

piso cubierto de sangre…” (fs. 17.475 vta.). 

Asimismo se estimó indicativo de su vinculación con  

el hecho endilgado, la suspensión de mando por comp rometer ante 

la opinión pública la imagen del Ejército en moment os en que 

era importante para ellos conservar y acrecentar el  prestigio 

de las Fuerzas Armadas (fs. 48 vta. incorporada al debate). 

En definitiva el tribunal de juicio concluyó que el  

hecho fue presenciado por numerosos testigos, los c uales fueron 

coincidentes al momento de describir lo sucedido al rededor de 

la muerte de José René Moukarsel y la participación  que tuvo el 

imputado en su deceso, no obstante las distintas pe rspectivas 

de visión que tenían los diferentes testigos –ex de tenidos, 
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personal penitenciario subalterno, autoridades del Servicio 

Penitenciario, conscriptos y personal de salud de l a cárcel, 

otorgándole particular atención a los dichos del Di rector del 

Servicio Penitenciario –Torres- quién declaró que t omó 

conocimiento de la muerte de Moukarsel por el tenie nte Alsina, 

por lo que solicitó a la IV Brigada el relevo de es e militar y 

el de sus subordinados (fs. 2483/91, 154/57vta., 74 6/vta. del 

Anexo I, Cuerpo IV, 298/314 del Anexo I, Cuerpo II “A”). 

e)  La defensa de Gustavo Adolfo Alsina solicitó la 

nulidad de la sentencia por la omisión de incorpora r, producir 

y valorar prueba esencial, tal como la autopsia del  cuerpo de 

Moukarsel, lo que consideró un elemento a favor de su asistido 

y no en su contra, dado que no es posible establece r con 

certeza, como lo hiciera el tribunal, que la causa de la muerte 

haya sido los tormentos sufridos. 

En ese sentido, señaló que el a quo  dio por 

acreditado todo tipo de maltrato a Moukarsel, sin t ener en 

consideración la prueba solicitada y los testimonio s del Dr. 

Pacheco, Dr. Tavip y el enfermero Fonseca quienes m anifestaron 

que el cadáver no presentaba ninguna herida o anorm alidad. 

Del mismo modo, agregó que el rechazo a la solicitu d 

de careo con el testigo Fonseca, cercenó su derecho  de defensa 

toda vez que el nombrado en el debate cambió tempes tivamente su 

declaración. 

Asimismo, entendió que el tribunal no valoró el 

reconocimiento fotográfico realizado durante la ins trucción por 

la testigo Gabriela Silvia Galarraga el cual arrojó  resultado 

negativo respecto a su defendido, lo cual revela un a clara 
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intención de encontrar un solo culpable, a quien en  verdad 

nunca vio en su vida.  

Del mismo modo, solicitó la nulidad de la sentencia  

al entender que la misma resulta de una interpretac ión parcial 

y antojadiza de las constancias de la causa. 

En ese sentido, indicó que su defendido no estaba a  

cargo el día de la muerte de Moukarsel, toda vez qu e el que 

estaba a cargo era Cohelo –suboficial más antiguo- según se 

desprende de los dichos de Amaya, Avalle y Bozzano (ver. pág. 

500/502 del acta del día 18/08/10). Asimismo, manif estó que 

Bozzano hizo referencia en su declaración a como se  jactaba 

Cohelo del episodio de Moukarsel. 

Además, señaló que el a quo  dio por probado que el 

día del fallecimiento de Moukarsel las temperaturas  eran 

gélidas basándose sólo en los dichos de testigos y no en 

pruebas contundentes como el informe Meteorológico Nacional o 

las temperaturas que figuran en el diario “La Voz d el interior” 

del día después del fallecimiento (fs. 1.317). 

A ello agregó que los testigos Laciar, López, 

Fioramonti, Villareal, Ariza, Francisetti, Samamé, Acosta, 

Cacopardo, Rivera, De Breuil y Díaz fueron conteste s al señalar 

que las ventanas del Pabellón 6 y 8 estaban totalme nte tapadas 

lo cual indica que no podía verse nada hacia afuera  como 

manifestaron otros testigos. 

Por último, sostuvo que la prueba le permite sosten er 

que su asistido fue el responsable militar, más no dispuso otra 

cosa que el aislamiento de Moukarsel. 

Por último, la defensa presentó breves notas e hizo  

uso de la palabra en la audiencia prevista por el a rt. 468 del 
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Código Procesal de la Nación, reeditando los plante os 

articulados anteriormente y agregando que el tribun al realizó 

una valoración de su personalidad sin someterlo a n ingún tipo 

de estudio Psicológico para determinar la misma.  

f)   Para un mejor tratamiento, estimamos conveniente 

despejar, en primer lugar, aquellos agravios que pe rsiguen la 

nulidad de la sentencia, ya sea por el incumplimien to de las 

formas que deben observarse al momento de excluir o  rechazar el 

ofrecimiento o producción de prueba solicitada por la defensa. 

En punto a ello, la defensa afirmó que no tuvo 

respuesta por parte del tribunal a su solicitud de exhumar el 

cuerpo de Moukarsel, lo cual a su entendimiento jug aría a favor 

de su defendido, pues demostraría que Moukarsel no padeció los 

tormentos que la sentencia le atribuyó a su pupilo.  

Dicho esto, la nulidad impetrada no puede prosperar . 

Ello así, pues las nulidades tienen un ámbito de ap licación 

restrictivo; y que, en todo caso, su declaración no  resulta 

procedente si carece de utilidad para mejorar la si tuación de 

quien la invoca. Es que la nulidad no es un fin en sí misma, 

pues requiere de la producción de un gravamen ciert o que lleve 

a justificar una decisión contraria a la adoptada e n la 

sentencia; de adverso, aun a despecho de su irregul aridad, el 

acto no puede ser invalidado en el solo beneficio d e la ley. 

El tribunal tuvo por probado los tormentos sufridos  

por Moukarsel, a partir de la declaración de Robert o Díaz, 

quién señaló que el 14 de julio de 1976 en hora de la mañana, 

tras sorprender a Moukarsel con un paquete de sal q ue le había 

entregado un preso común, Alsina lo llevó a patadas  de un lugar 
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a otro para luego intentar estaquearlo en el patio “de la 

mosaiquería, pudiendo observar todos los internos d el Pabellón 

ocho el accionar desplegado, escuchando ruidos y gr itos de 

dolor durante una hora y media, lo cual al fallar c on el 

intento de estaqueo lo trasladaron al Pabellón cato rce de 

mujeres, donde sí lograron estaquearlo. (fs. 250). 

De modo concordante, el testigo Enrique F. Fernánde z, 

recordó que el día de los hechos se encontraba de f ajinero con 

Moukarsel y que cuando el preso común le arroja el paquete de 

sal se escucha desde el fondo del pasillo al tenien te Alsina 

gritarle “cuerpo tierra carrera mar” y le ordena al  guardia 

cárcel Caminos que abra la puerta para llevarlo al patio, y 

que, después de eso, no lo volvió a ver (fs. 251). 

Asimismo, Gustavo Tissera manifestó, que 

encontrándose de fajina Moukarsel y Fernández pudo ver que 

Alsina, mostrándole una lista de conducta pegada en  la pared 

frente a su celda, le decía “encima sos el único hi jo de puta 

con mala conducta”, llevándolo a salto rana y pateá ndolo hacia 

afuera, a lo cual después se enteró que había muert o (fs. 250). 

En esa línea, el tribunal señaló que “…el imputado 

Alsina llevó a la detenida Norma Susana San Nicolás  a una de 

las primeras celdas desde donde podía verse el pati o por una 

abertura de la ventana, al tiempo que le decía ´mir á lo que soy 

capaz de hacer con todos ustedes´, pudiendo observa r esta 

detenida que a unos metros mirando hacia abajo habí a un 

detenido muy delgado, desnudo, mojado, abierto de p ies y manos, 

estaqueado junto a otras personas paradas vestidas de militar, 

escuchando un ronquido y estertor terrible en medio  del 

silencio que se había instalado durante todo ese dí a (conforme 
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testimonios de Fermín Rivera, Di Renzo, Galarraga, Sánchez y 

Grafeuille)…” (cfr. fs. 17474 vta.). 

De modo similar, Julio Eduardo Fonseca declaró que 

fue convocado por Alsina para controlar al interno estaqueado, 

corroborando que todavía tenía signos vitales pero que se 

encontraba en muy mal estado ya que lo tenían desnu do, lo 

golpeaban con bayonetas y lo pateaban. A las dos de  la tarde lo 

vio desmejorado y luego a las siete de la tarde lo encontró en 

muy mal estado, circunstancia que le hizo saber al teniente a 

cargo, y que no obstante siguieron maltratándolo. 

Por otro lado, Daniel E. Bozzano y Ramón Mones -

conscriptos dependientes de la guardia de Alsina- r elataron que 

alrededor de las diez de la noche mientras se encon traban en la 

habitación de descanso ubicada al ingreso del penal  pudieron 

observar el momento en que traían a un detenido con  el torso 

desnudo y Alsina le tiraba baldes de agua, mientras  que el 

detenido convulsionaba. 

Asimismo, Roberto Hugo Avalle –conscripto al moment o 

de los hechos- refirió en el debate que: “…vi el cu erpo 

yaciente sobre un camión del ejército…, …el día del  hecho 

estaba a cargo Alsina como oficial…,[…] …al cuerpo lo vi dos 

horas después de que fue tirado en el patio desde d onde fue 

retirado veinte minutos después y fue el cuerpo que  vi en el 

camión del ejército, que estaba saliendo de patrull a…, …Alsina 

era no muy alto, de buena contextura física, bien v estido, 

prolijo, rosarino, y duro, […]…el joven que estaba tirado en el 

patio gemía guturalmente…, …estaba agonizando y le tiraban 

baldazos de agua…, …ser joven universitario y peron ista era 
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igual a ser montonero, era la construcción mental d e algunos 

militares…, …luego de que se comentó de que a Alsin a se le 

había hecho un juicio militar, no lo volví a ver má s…, […], …el 

día del hecho de esa muerte salieron a la noche de patrulla…, 

…el día de la muerte estaba a cargo Alsina…, …creo que Alsina 

sí tenía bigotes, creo que Pérez no tenía bigotes…,  …Alsina 

usaba casco…” (cfr. pág. 76 del acta de debate del día 

18/08/10). 

A lo relatado, debe sumarse que el Dr. Bazan se 

limitó a dejar sentado en la ficha de asistencia mé dica del 

hospital de la UP1, que personal militar internó a René 

Moukarsel en estado de shock, falleciendo el mismo en horas de 

la madrugada, del mismo modo, el Dr. Pacheco –como médico de 

guardia-, se limitó a constatar la muerte clínica d e la víctima 

ubicada al ingreso del penal, negándose a expedir e l 

certificado de defunción en los términos que le sol icitaban, 

por no haber sido revisado por un  médico forense; a lo que un 

teniente que se encontraba en el lugar manifestó “d eje eso que 

de eso me encargo yo en el Hospital Militar”. 

Dichos testimonios, son contestes al declarar la 

inusitada violencia desplegada por Alsina sobre Jos é René 

Moukarsel, lo cual nos permite tener por acreditado s los 

padecimientos que sufrió antes de morir y atribuírs elos como 

causa de su muerte, por tal motivo resulta inconduc ente y 

sobreabundante llevar a cabo la exhumación del cadá ver, puesto 

que no hay dudas sobre las causas del fallecimiento  de 

Moukarsel.  

Sumado a ello, Carlos Miguel Moukarsel –hermano de la 

víctima-, sostuvo que el Cabo Pérez le entregó el c ertificado 
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de defunción y que cuando fue a la morgue pudo ver una veintena 

de cuerpos amontonados y que el cuerpo de su herman o se 

encontraba en un estado de abandono total, tenía ma rcas en la 

cara, testículos, quemaduras negras y pesaba 20 kil os menos 

(fs. 251/52). 

Por lo que conforme fue descripto en el punto -V- 

1.a) de esta sentencia, la conducta desplegada por Alsina se 

encuentra dentro de aquellos delitos descriptos com o de lesa 

humanidad, no encontrándose prescripta.  

Por otra parte, tampoco se hará lugar a las crítica s 

efectuadas por la defensa respecto al rechazo de ca reo 

solicitado por el imputado con el enfermero Fonseca , siendo que 

esta Cámara tiene dicho que  “…el careo es un medio  de prueba 

cuya producción es facultativa, como surge del art.  276 del 

C.P.P.N., por lo que su denegación no importa, en p rincipio 

arbitrariedad alguna…”(C.N.C.P.N., Sala I “Pinto, R amón R. 

s/recurso de queja”, causa n° 66, reg. nº 75, rta. el 

8/11/1993).  

En conclusión, corresponde rechazar las nulidades 

impetradas por la defensa de Alsina, pues incumbe s eguir la 

doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Naci ón, en 

cuanto a que la declaración de la nulidad procesal requiere un 

perjuicio concreto para alguna de las partes, pues no procede 

su declaración en el sólo interés del formal cumpli miento de la 

ley (Fallos: 295:961; 298:312), siendo inaceptable en el ámbito 

del derecho la nulidad por la nulidad misma (Fallos : 303:554; 

322:507).  

Con respecto a la omisión en que habría incurrido e l 
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tribunal de juicio al no valorar prueba que según s u defensor 

sería dirimente, debemos subrayar que dicho órgano es soberano 

en la apreciación de la pertinencia y utilidad de l as pruebas 

ofrecidas, como así también, respecto de su admisió n o rechazo 

puesto que ello corresponde a la esfera de sus pode res 

discrecionales y no está obligado a considerar en l a solución 

del caso las que considere inconducentes o carentes  de 

eficacia. 

En ese sentido, es doctrina reiterada de la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación que los jueces no están 

obligados a pronunciarse sobre todas las articulaci ones de las 

partes, sino solamente sobre aquéllas que estimen c onducentes 

para fundar su decisión (conf. fallos 310:272, 267 y, a 

contrario sensu ,  310: 230, 236, 276 y 378). 

Para apreciar el carácter decisorio de la prueba no  

evaluada y con supuesta incidencia en la motivación  del fallo, 

basta con incorporarla mentalmente al razonamiento del 

tribunal, para de esta forma verificar si la conclu sión a la 

que se arribó en el pronunciamiento hubiese sido di stinta 

(“Waisman, Carlos A. s/recurso de casación”, Sala I I, causa 

n°84, reg. 113.2, rta. el 04/04/1994). 

Por otra parte, es dable destacar, contrariamente a  

lo planteado por la defensa que, los testimonios de  Avalle y 

Bozzano son contestes a la hora de situar al imputa do Alsina en 

el lugar del hecho, lo cual demuestra un claro inte nto 

defensista por deslindar de responsabilidad a su pu pilo y de 

implicar en su lugar a Juan Carlos Cohelo. 

Por último, cabe señalar que el informe meteorológi co 

citado por la defensa a fs. 1020, de ninguna manera  puede 
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desmoronar el razonamiento lógico seguido por el tr ibunal, en 

tanto que las probanzas detalladas ut supra  nos permiten 

establecer como causa de la muerte de Moukarsel los  tormentos 

causados por Alsina y sus subordinados. 

Adviértase además, que la descripción que en la 

sentencia se hace sobre la persona de Alsina en rig or resulta 

una conclusión a la que los jueces de la causa han llegado 

después de oír los testimonios que así lo describen .  

En razón de todo ello, el recurso intentado, fuera de 

manifestar su discrepancia con el resultado, no ha logrado 

demostrar de qué manera se habría incurrido en la v iolación de 

las reglas de la sana crítica, ya que el a quo  consignó los 

argumentos que determinaron la resolución de manera  que fuera 

controlable el iter lógico seguido para arribar a l a 

conclusión, evidenciando así que realizó una apreci ación de las 

pruebas que en el recurso no se comparte pero se ha lla exenta 

de la tacha de ilogicidad e incluso a resguardo de la 

arbitrariedad de la sentencia. 

9. a)  En referencia al condenado Víctor Pino Cano , el 

tribunal  tuvo por acreditado que al momento de los  hechos 

ostentaba el cargo de Jefe de Regimiento de Infante ría 

Aerotransportada II dependiente de la IV Brigada, s iendo 

calificado por el Comandante de esta –J. B. Sasiaiñ - y en 

segunda instancia por el Comandante del Tercer Cuer po del 

Ejército –L. B. Menéndez- con las más altas calific aciones en 

el período de octubre de 1975 a octubre de 1976 (fs . 149/150 de 

su legajo personal, organigrama de fs. 6263/72 e in forme del 

Ejército Argentino de fs. 2894/2902). 
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Bajo este orden de ideas, teniendo en cuenta el 

reglamento RC-9-1, analizó la metodología del siste ma represivo 

desplegado y puso de resalto que el Regimiento de I nfantería 

Aerotransportada II a cargo de Pino Cano era la uni dad de 

relevancia dentro del sistema desarrollado -a cargo  a su vez  

de la IV Brigada de Infantería Aerotransportada-, s iendo uno de 

los objetivos propuestos por el Ejército la Unidad 

Penitenciaria Nº 1 de Córdoba. 

Asumiendo lo descripto precedentemente y que sus 

subordinados fueron quienes monopolizaron la repres ión en la 

Unidad carcelaria mencionada, conforme los testimon ios de 

Gustavo I. Tissera, Luis Miguel Baronetto, Jorge A.  De Breuil, 

Alfredo Vicente Mendiolaza, Roberto E. Díaz y Julio  Eduardo 

Fonseca, el a quo  consideró imposible que Pino Cano haya podido 

mantenerse al margen de la actividad llevada a cabo  en aquélla, 

teniendo por probado que retransmitió las órdenes i mpartidas 

por sus superiores a los fines de asegurar la exist encia y 

mantenimiento del régimen instaurado para los deten idos 

especiales. 

En respaldo a ello, se citaron las declaraciones de l 

entonces Oficial Víctor Rafael Listorti, jefe de un a de las 

compañías que integraba el Regimiento en aquel mome nto, y del 

Coronel Carlos Daniel Esteban, subteniente del Regi miento de 

Infantería Aerotransportada II al tiempo de los hec hos, quienes 

afirmaron que la cadena de comando incluía al jefe del 

Regimiento Pino Cano, a quien además se lo describi ó como un 

jefe muy celoso en el cumplimiento del reglamento y  todo lo 

atinente a su Regimiento. 

Ad abundantien , se estimó indicativa de su 
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vinculación con el quehacer represivo, la nota del 11/2/76, 

remitida por el ahora condenado en su carácter de J efe del 

Regimiento de Infantería Aerotransportada II, a qui en se 

desempeñaba como jefe del centro clandestino de det ención D2, 

Raúl Pedro Telleldín, agradeciendo la valiosa colab oración 

prestada en apoyo a su unidad de los imputados Marc elo Luna y 

Miguel Ángel Gómez, por su acabada muestra de vocac ión y 

servicio (fs. 62 del legajo personal de Marcelo Lun a). 

En virtud de lo descripto se estableció no sólo la 

importancia de la fuerza comandada por Víctor Pino Cano y el 

rol asumido por éste, sino también se delimitó el á mbito de 

responsabilidad de aquél necesariamente abarcativo de aspectos 

del quehacer represivo señalado, y en particular de  la 

violencia que sufrieron los detenidos especiales de  la UP1 a 

través de sus subordinados, razón por la cual se lo  consideró 

responsable de los tormentos padecidos por las víct imas  

Fidelman, Mozé, Verón, Yung, Hernández, Svaguza, Sg andurra, 

Puchetta, Zorrilla, Barrera, Abdón de Maggi, Barber is, Rosetti 

de Arquiola, Funes, De Breuil Gustavo y Eduardo Alf redo, Vaca 

Narvaja, Toranzo, Páez de Rinaldi, Tramontini, Díaz  Florencio, 

Balustra, García, Hubert, Ceballos y González de Ba ronetto. 

b)  Por su parte, la defensa solicitó la absolución 

del aquí condenado aduciendo la existencia de un “d esdoble 

funcional” que implica dos líneas de comando. Una d e ellas 

relativa a la cadena de mando orgánica, en la que c onsideró 

incluido a Pino Cano, y la otra que operaba de modo  paralelo y 

en secreto referida a la línea de comando operativa  específica 

contra la lucha subversiva. 
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En ese sentido sostuvo la inexistencia de prueba qu e 

permita acreditar la transmisión o retransmisión de  órdenes por 

parte de su asistido. 

c)  En respuesta a ello resulta menester señalar que, 

más allá de que la nota remitida al centro clandest ino D2 fue 

efectuada con anterioridad a marzo de 1976, de la l ectura del 

material probatorio recolectado y de la sentencia p uesta en 

crisis se vislumbra, al contrario de lo señalado po r la 

defensa, que Víctor Pino Cano no sólo estaba al tan to de lo que 

acontecía en manos de sus subordinados sino que ade más conforme 

lo señalara el testigo Carlos Daniel Esteban durant e su 

declaración en la audiencia de debate, impartía las  órdenes 

personalmente en aquella época. 

Ello por cuanto, conforme fue acreditado, éste se 

desempeñaba como jefe del Regimiento de Infantería 

Aerotransportada II, dependiente de la IV Brigada, designado a 

cumplir misiones dentro del UP1.  

Así, sus subordinados, junto con personal de la 

Policía Militar, monopolizaron el ejercicio de prác ticas 

represivas dentro del UP1, siendo el acusado Pino C ano, dada  

la verticalidad en la cadena de comando, quien tení a bajo su 

comando a dicho personal, hecho que no podía ignora r, pues por 

delegación, las órdenes a cumplir dentro del plan i legal, 

debían ser dadas a sus subalternos por su superior inmediato –

Pino Cano-, quien en consecuencia, retransmitió las  órdenes 

emanadas de sus jefes –Brigada IV-, a fin de que su s 

subordinados –Mones Ruiz y Miguel Ángel Pérez- ejec utaran los 

tormentos y prácticas que constituyeron el hecho II I. 

Por lo que corresponde, al menos en lo que aquí 
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respecta, rechazar las críticas efectuadas por la d efensa. 

10.  a)  En torno a Enrique Pedro Mones Ruiz  se 

acreditó que al momento de los hechos, era miembro del 

Regimiento de Infantería Aerotransportada II de Cór doba con el 

grado de teniente, habiendo recibido las más altas 

calificaciones por parte de su jefe Pino Cano (lega jo personal 

fs. 58/59vta.). 

Por su parte, Miguel Ángel Pérez  era miembro del 

mismo Regimiento con el grado de Cabo, siendo calif icado 

también por el jefe de la Unidad Pino Cano (legajo personal fs. 

34, 38/37 vta.). 

Ambos fueron condenados en orden al hecho que 

provocara la muerte de Raúl Augusto Bauducco el día  5 de julio 

de 1976, quien “…fue amenazado de muerte y posterio rmente 

asesinado con un disparo de arma de fuego en el póm ulo por el 

imputado Miguel Ángel Pérez, todo ello bajo el cont rol, 

dirección y supervisión del imputado Enrique Pedro Mones Ruiz, 

en su carácter de Jefe de Sección del Regimiento de  Infantería 

Aerotransportada II al tiempo de los hechos, a carg o de la 

requisa en cuestión” (fs. 17.478). 

Considerando los diversos testimonios, el a quo  

entendió acreditado que el disparo efectuado por Mi guel Ángel 

Pérez (quien manifestó haberlo realizado de modo ac cidental) 

fue certero en el pómulo de la víctima. Tal es así que, se tuvo 

en cuenta que “…las armas eran portadas en una cart uchera, 

cargadas pero sin bala en la recámara, con seguro p uesto, lo 

que denota que Miguel Ángel Pérez debió sacar el ar ma, montarla 

y quitar el seguro para recién gatillar, lo [que] f ue admitido 
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por el propio Mones Ruiz en el debate” (fs. 17.478 y vta.).  

En este sentido se reflexionó sobre los testimonios  

que dan cuenta que una vez ocurrido el disparo, no sólo se 

intensificó el silencio, sino que además no se oyer on 

exclamaciones de asombro, reproche o reprimenda alg una por 

parte del jefe del operativo, como así tampoco fras es de 

contención y ayuda a un subordinado altamente aflig ido por el 

supuesto accidente, sino por el contrario se escuch ó “no, 

intentó arrebatarme el arma”. 

A su vez, continuó, no puede desconocerse el contex to 

en el que sucedió la muerte aquí analizada: un pati o con “…una 

fila de soldados a todo lo largo de una de las pare des del 

triángulo que lo conformaba, al tiempo que en el te cho de un 

excusado externo había dos soldados más, apostados como 

francotiradores, todos portando armas largas; mient ras que al 

salir los detenidos al patio fueron brutalmente gol peados por 

los soldados y suboficiales que habían conformado u n túnel a 

ese fin,  de tal modo que nadie quedara eximido de la paliza, 

la que por lo demás fue de una violencia tal que pr ovocaron 

lesiones severas, como el caso de Bauducco que qued ó medio 

inconsciente, alcanzando éste meramente a tomar su puesto cerca 

de la pared y procurar quitarse sus pantalones obed eciendo la 

orden de desnudarse, agravándose su condición sin p oder 

continuar, por lo que quedó allí arrollado, con las  manos 

levantadas, balbuceando, con el pantalón a medio qu itar y sin 

poder obedecer la orden de levantarse que le impart ía con 

violencia Miguel Ángel Pérez –conocido por la virul encia que 

desplegaba regularmente sobre los detenidos-, a pes ar de que lo 

amenazaba de muerte, cuando nadie en sus cabales po dría 
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siquiera considerar que en dicho contexto tal amena za no era 

sino seria y real.” (fs. 17.478vta./17.479) 

Los magistrados pusieron de resalto que Mones Ruiz se 

encontraba a cargo de uno de los operativos más imp ortantes que 

se llevaron a cabo en la UP1 como objetivo del Ejér cito, por lo 

que comandando dicha misión resulta impensable que se haya 

retirado precisamente en el momento de mayor tensió n de la 

requisa en el patio, tal como aquél lo indicara. 

En respaldo a ello, citaron el informe de los Juece s 

de Instrucción Militar nº 4 y 10 de la Fuerza Aérea , Torrent y 

Valverde respectivamente, conforme lo solicitado po r el juez de 

Instrucción Militar Nº 71 Timoteo Gordillo de la Gu arnición 

Militar Córdoba (fs. 383, 385 y 386 del Anexo de Pr ueba I 

Cuerpo II “B”) en el sentido de que ese día no se p racticó 

diligencia alguna con detenidos por parte de jueces  de 

instrucción militar de la Fuerza Aérea en las ofici nas 

administrativas en la UP1. No surgiendo tampoco que  el imputado 

haya utilizado la oficina del Director de la Unidad  para la 

realización del trámite (ver declaración de José Al berto Torres 

incorporada por lectura fs. 2483/91, 154/7vta., 746 vta. del 

Anexo I Cuerpo IV, 298/314 del Anexo I Cuerpo II “A ”). 

b) En  primer lugar, la defensa de Enrique Pedro 

Mones Ruiz, postuló la nulidad de la sentencia por entender que 

carece de fundamentación respecto al hecho tercero y 

deficiencia en el hecho octavo, lo cual a su entend er la 

descalifica como acto jurisdiccional válido. 

Por otra parte, señaló que el a quo  acreditó la 

participación de Mones Ruiz otorgándole un valor ne gativo a las 
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altas calificaciones recibidas y, en la misma sente ncia, 

utilizó para acreditar la participación de Alsina e n el hecho 

noveno las bajas calificaciones y sanciones, es dec ir utilizó 

el mismo indicio pero de manera contradictoria. 

Del mismo modo, la defensa sostuvo que la 

fundamentación del tribunal vulnera el principio de  razón 

suficiente, pues no explica acabadamente por qué se  desecha la 

postura exculpatoria de Mones Ruiz y no se tiene en  cuenta la 

confesión de Miguel Ángel Pérez, quien en su relato  quita del 

escenario a su defendido. 

En punto a ello, señaló que el tribunal de mérito 

sólo valoró los testimonios de los internos ubicado s en el 

patio donde se practicó el operativo y no aquéllos que 

indicaban que su asistido decía la verdad. 

De igual manera, achacó la valoración que hiciera e l 

tribunal del testimonio de Fermín Rivera, en cuanto  manifestó 

que vio a Mones Ruiz con una especie de periscopio en el 

momento que mataban a Bauducco, a lo cual la defens a no impugna 

de falsedad pero si de escasa fiabilidad, máxime si  se tiene en 

cuenta la inspección ocular realizada en la UP1. 

Asimismo, reprochó que los sentenciantes descartaro n 

las declaraciones de Rosales, Arroyo, López y Guido , donde 

mencionaban que el teniente a cargo de la requisa n o se 

encontraba en el lugar al momento de efectuarse el disparo, 

como así también que luego del disparo hubo recrimi naciones y 

voces a favor del suboficial, lo cual a su entender  desvirtúa 

aquellas afirmaciones. 

En ese sentido destacó, que no es posible que haya 

existido la supuesta autorización de Mones Ruiz que  varios 
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aluden, pues luego del disparo se produjo un silenc io como si 

hubiese pasado algo que no estaba previsto. 

Señaló también, que no se valoró el informe que el 

Prefecto Torres le dirigió al Prefecto Gastaldi, co mo así 

tampoco se tuvo en cuenta la declaración del Juez d e 

Instrucción Militar –Ángel René Medicci- incorporad a al debate 

por lectura, quién al momento de los hechos investi gó el suceso 

y dio crédito a la versión exculpatoria de su asist ido. 

Por último, manifestó que el decisorio viola el 

principio de razón suficiente, que impone que se de muestre que 

algo sucedió así y no de otra manera; entendiendo q ue el 

tribunal no pudo demostrar que los hechos sucediero n de otra 

manera distinta a la planteada por su pupilo.  

c) En este punto analizaremos la supuesta 

arbitrariedad por falta de fundamentación o motivac ión aparente 

en la que habría incurrido el tribunal a quo  para asignarle 

responsabilidad penal -hecho octavo- a Enrique Pedr o Mones 

Ruiz, según lo alega en su recurso.  

Al respecto, corresponde recordar lo sostenido por 

Eduardo M. Jauchen en torno a que “La fuerza probat oria del 

testimonio tiene por origen la presunción de que el  que la 

presta ha podido observar exactamente y querido dec larar la 

verdad.”(Tratado de la Prueba en Materia Penal, pág . 358, 

Editorial Rubinzal- Culzoni, Argentina, febrero de 2002). 

De este modo, continuó “Ninguna reconstrucción de l os 

hechos, histórica o judicial, resultará posible si hiciera 

falta una perfecta concordancia en cuanto a toda su  extensión 

de las deposiciones: la imperfección de esta prueba  deja 
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siempre un residuo de infidelidad o de inexactitud,  variable de 

un testimonio a otro y que rompe la buscada armonía .” 

Siguiendo este orden de ideas sostuvo que “Con 

respecto a la cantidad de testigos cabe recordar lo s términos 

de Bentham: `los testimonios se pesan, no se cuenta n´. En 

verdad las cualidades y capacidades del testigo deb en 

predominar sobre la cantidad de ellos a los efectos  de la 

valoración…”; destacando que “…en la práctica es im probable que 

se presente un caso donde el único medio probatorio  sea un 

testimonio; siempre existen en todo cuerpo del deli to, o en los 

rastros o huellas, objetos constitutivos de pruebas  materiales, 

o el más ínfimo elemento que habrá de capitalizarse  a ese único 

testimonio” (pág. 372 y 373 de la misma obra). Máxi me en el 

sistema actual de valoración de la prueba de la san a crítica 

(arts. 398, 2º párrafo, C.P.P.N.). 

Es por ello que, de conformidad con los lineamiento s 

establecidos por la Corte Suprema de Justicia de la  Nación en 

el precedente “Casal” (328:3399), al tribunal de ca sación le 

está vedado el control de la prueba que dependa en forma 

directa de la percepción, esto es de los enunciados  de 

inmediación, como consecuencia del juicio público. 

Por lo que se han de desestimar las críticas 

dirigidas a la valoración de los testimonios rendid os en la 

audiencia oral y pública pues la arbitrariedad aleg ada no puede 

ser atendida ya que, si bien de acuerdo a la doctri na antes 

citada, el Alto Tribunal amplió el marco tradiciona l del 

recurso de casación, señalando la necesidad de prof undizar en 

esta instancia el análisis de cuestiones de hecho y  prueba, 

agotando al máximo la función revisora, también ind icó que las 
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íntimamente asociadas a la inmediación constituyen el límite de 

lo que no es revisable por este cuerpo. 

Sin perjuicio de ello, cabe agregar que los hechos se 

desarrollaron hace más de 30 años bajo circunstanci as de 

extrema violencia y amenaza, lo que justifica aún m ás los 

diferentes matices que puedan encontrarse entre las  

declaraciones de las víctimas y otros testigos.  

De este modo y en conformidad con lo reseñado 

previamente, la autenticidad de las declaraciones t estimoniales 

brindadas en la audiencia de debate fue evaluada po r los jueces 

del tribunal oral y les fue otorgada fuerza convict iva 

suficiente para sustentar la conclusión a la que se  arribó, por 

lo que en función del principio de inmediatez no co rresponde 

efectuar una valoración distinta de aquélla que se otorgó a las 

que se escucharon en la audiencia de debate oral y público. 

Ahora, resulta importante destacar que el imputado 

Mones Ruiz estaba a cargo de una de las guardias de l Servicio 

Penitenciario (UP1), circunstancia que fue corrobor ada a partir 

de su legajo personal de fs. 58/59 vta.. 

En ese contexto, contrariamente a lo planteado por la 

defensa, el contenido del legajo personal de Mones Ruiz fue 

utilizado para dar sustento a los testimonios que m anifestaron 

que el imputado se encontraba prestando servicios e n la UP1 el 

día en que fue asesinado Bauducco. 

Cabe destacar, entre otros, los dichos de José Mart ín 

Niztzchmann, pues en el debate manifestó que “…en l a cárcel 

Alsina, Mones Ruiz y Pérez eran parte de la misma p atota, eran 

un trío…,…estaban Alsina y Mones Ruiz, cuando Pérez  pidió 
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permiso para lo de Bauducco […] desde mi celda vi l o de Bauduco 

por un agujero de la ventana, pues era imposible ab rir las 

ventanas durante el día, Pérez se retiró y fue a ha blar con un 

grupo de oficiales que después supe que eran Mones Ruiz y 

Alsina…,…no conocí ningún otro Pérez en la cárcel…” . (fs. 

17.173 vta.). 

En el mismo sentido, Fidel Antonio Alcázar indicó q ue 

“…el cabo Pérez se dirigió a la puerta de ingreso d onde estaba 

Mones Ruiz que llevaba gorra con visera…,[…]…Pérez era una 

persona robusta, petiza y baja…,…a Pérez lo vi con el arma en 

la mano, en los momentos previos a la muerte de Bau duco…” (fs. 

17.176). 

En forma concordante Marcelo G. Iturbe y Humberto E . 

Vera sostienen que cuando salen al pabellón lo ven a Mones Ruiz 

en la Lorera mirando para el lado del patio. 

Sumado a ello, Fermín Rivera recordó que: “…Bauducc o 

estaba desmayado, no se podía mantener en pie, no e ntendía lo 

que Pérez le decía…,…en ese momento pude ver en for ma directa  

cuando Pérez se acerca a Mones Ruiz, vuelve a donde  estaba 

Bauducco y le pega un tiro en la cabeza, previo ase ntimiento 

del oficial Mones Ruiz…”.(fs. 17.159). 

Por lo que, la hipótesis defensista en torno a que el 

imputado Mones Ruiz no se encontraba en el lugar de l hecho se 

desploma ante los testimonios transcriptos. 

Más determinante aun resulta la ampliación de 

indagatoria del imputado Miguel Ángel Pérez quién s ostuvo que 

“…Ese día nos llevan para hacer una requisa a la cá rcel, nos 

dijeron que eran tremendamente peligrosos, Mones Ru iz nos 

explica de que se trataba, señalando que teníamos q ue dar la 
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seguridad a gendarmería. El Teniente coloca los sol dados en 

“L”, los suboficiales éramos cuatro, nos colocamos detrás de 

donde iban a estar los detenidos. El Teniente nos o rdena 

“armar”, que es colocar la bayoneta, “cargar insegu ro” con la 

recomendación que ante situación extraña o rara que  llame la 

atención, tengamos la pistola en forma preventiva e n la mano 

apuntando hacia arriba. Estando ya en el patio escu cho que 

salen ocho o diez gendarmes con bastones y comienza n a 

golpearlos en fila, dirigidos por un oficial de gen darmería…” 

(fs. 17.232 y vta.). 

Se vislumbra entonces que del material probatorio 

citado por el tribunal y de los testimonios aquí tr anscriptos 

surge con palmaria nitidez que Enrique Pedro Mones Ruiz estaba 

presente en el momento que Miguel Ángel Pérez mató a Raúl 

Augusto Bauducco, quedando desvirtuado el intento d efensista 

por eludir su responsabilidad. 

d) Por su parte, la defensa de Miguel Ángel Pérez, 

citando los testimonios de Vera, Dora Isabel Caffie ri, Fidel 

Antonio Alcázar, Iturbe y de su propio asistido, en tre otros, 

afirmó que existen diversas contradicciones que ver san sobre 

puntos neurálgicos de sus vidas y los hechos ocurri dos.  

En este sentido, señaló que aquéllos no observaron 

los supuestos golpes propugnados sobre Bauducco por  parte de su 

asistido con anterioridad al desenlace fatal, agreg ando que la 

secuencia de hechos sucedió muy rápidamente –habien do un solo 

testigo advertido del conteo para que Bauducco se l evante- y 

remarcando además que se efectuaron descripciones f ísicas 

contradictorias tanto sobre Pérez como sobre Mones Ruiz. 
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Estimó irrazonable que en un operativo donde se 

requisaban 100 internos, con una importante cantida d de 

militares y gendarmes, con todo el movimiento que s uponía dicho 

procedimiento: gritos de los militares, de los gend armes para 

que se acomoden en la posición indicada y de los mi smos 

detenidos por expresiones de dolor, donde incluso l os internos 

estaban de espalda y en una posición que no podían ver hacia 

atrás hayan determinado que dichas frases las efect uó su 

asistido, e incluso resulta irrazonable que se haya  podido 

escuchar el ruido de montar el arma, más aún si se tiene en 

cuenta que  se trataba de un armamento de porte men or. 

A ello agregó que, a su entender el disparo en la 

mejilla, contrariamente a lo sostenido por el tribu nal, resultó 

dado en un lugar poco usual para efectuar un tiro d e gracia 

porque si se perpetra de arriba hacia abajo no gara ntiza que la 

persona muera.  

Por lo que, a su juicio, cobra fuerza la hipótesis 

que expone su asistido en torno a que cuando Bauduc co lo toma 

del brazo en el que tenía la pistola, en el envión para 

levantarlo se produce el disparo, donde lógicamente  la pistola 

estaría apuntando de abajo hacia arriba, produciend o la muerte 

instantánea. 

En consonancia con ello menciona la declaración del  

Dr. Asbert quien reconoce haber escuchado el diálog o donde 

Pérez manifiesta inmediatamente producido el dispar o “se me 

escapó el tiro”, en aparente dialogo con el gendarm e que 

hablaba con él. 

Finalmente, entendiendo que el homicidio debe ser 

encuadrado en el tipo culposo, manifestó que inclus o dentro de 
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toda la cadena de impericia que demostró tener el C abo Miguel 

Ángel Pérez, no hubiese resultado extraño que hubie se colocado 

mal el seguro, debiendo tenerse en cuenta que ya a ese momento 

estaba amedrentado con toda la situación de que iba  a tener por 

primera vez a detenidos peligrosos y subversivos. 

e)  Examinados los presentes autos se ha de adelantar 

que el presente recurso, en lo que aquí respecta, n o tendrá 

favorable acogida ya que de modo opuesto a lo soste nido por la 

defensa, el testigo Manuel Canizzo, manifestó “…vi como 

golpeaba a Bauducco con especial saña el cabo Pérez …”, quedando 

acreditado que fue Miguel Ángel Pérez quien produjo  a Bauducco 

el debilitamiento físico total que provocara luego su posterior 

fallecimiento ante la imposibilidad de responder a las órdenes 

impartidas por su golpeador.  

Por otra parte, la hipótesis defensista en torno a la 

negligencia de Pérez pierde contundencia al recorda r lo 

manifestado por Alberto José Caccopardo durante el debate quien 

por su ubicación -a cuatro o cinco personas de Baud ucco- pudo 

observar con claridad lo que sucedía, relatando: “… Bauducco no 

se pudo levantar en una requisa en el patio, y le d ecían 

levantate o te mato, y no se levantó, por lo que un  cabo o 

suboficial menor le pegó un tiro, que fue impresion ante, y vio 

correr la sangre del compañero por la canaleta…” 

Más determinante aun resulta la declaración de 

Humberto Eduardo Vera quien por encontrarse a la de recha de 

Bauducco, observó: “…En ese momento se fue el Cabo Pérez como 

para la puerta de entrada al patio –ahí había un gr upo de 

militares- yo en ese momento le dije “Paco levantat e, no te 



 

 
 
 
 
 
 
 

232 
 
 
 

hagas el boludo” yo creía que se estaba haciendo el  tonto, pero 

no me respondía. Estaba como ajeno a la realidad, c omo que no 

reaccionaba a los gritos. Bauducco estaba en ese mo mento 

arrodillado mirando en posición contraria a la que yo estaba, 

es decir yo miraba hacia la pared y él miraba hacia  el patio. 

Rápidamente volvió Pérez, Bauducco se hallaba arrod illado con 

las manos levantadas, entonces Pérez, que tenía una  pistola en 

su mano, le pega un golpe brusco con la pistola en la mano 

derecha de Bauducco, corriéndosela desde adentro ha cia afuera, 

en ese momento le dijo si sabía rezar, y Bauducco l e respondió 

“ya me voy”, Pérez le contestó: “ahora o después es  lo mismo” y 

le disparó en pleno rostro…” (incorporada por lectu ra en el 

debate oral, fs. 8353/4). 

De modo concordante, el testigo Fermín Rivera 

recordó: “…Bauducco estaba desmayado, no se podía m antener en 

pie, no entendía lo que Pérez le decía…,…en ese mom ento pude 

ver en forma directa cuando Pérez se acerca a Mones  Ruiz, 

vuelve a donde estaba Bauducco y le pega un tiro en  la cabeza, 

previo asentimiento del oficial Mones Ruiz…” 

Por lo que de los testimonios aquí transcriptos y d el 

material probatorio citado por el tribunal surge co n claridad 

que Miguel Ángel Pérez golpeó a Bauducco y le dispa ró con plena 

conciencia de la posibilidad de un desenlace fatal;  no pudiendo 

perderse de vista, conforme lo sostuviera el tribun al de grado 

que la muerte de Raúl Augusto Bauducco era previsib le toda vez 

que se encontraba dentro del plan “…en donde cualqu ier 

falta…era algo buscado, pues por más leve, trivial o 

desproporcionada que fuera e incluso proveniente de  un 

individuo mentalmente reducido como el caso que tra tamos, era 
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motivo bastante para desatar una violencia ilimitad a que 

incluía la muerte, y a través de ello, generar terr or en el 

resto de los detenidos, como efecto más buscado inc luso que 

aquella, que pasa tristemente a conformar el medio y ubicarse 

en un segundo plano, pues ese era el plan diseñado desde los 

altos estratos jerárquicos comunicado a través de l a orden de 

Sasiaiñ de fecha 2 de abril de 1976…” (fs. 17.479).  

 Por lo que conforme fue descripto en el punto -V- 

1.a) de esta sentencia, la conducta desplegada por Miguel Ángel 

Pérez se encuentra dentro de aquellos delitos descr iptos como 

de lesa humanidad, no encontrándose prescripta.  

   11.  A los fines de una mayor claridad expositiva 

y teniendo en cuenta que Osvaldo César Quiroga, Víc tor Pino 

Cano y Francisco Pablo D´Aloia fueron absueltos pen almente en 

el hecho XI, habrán de ser tratados en el presente punto de 

manera conjunta. 

   a)  En referencia a Osvaldo César Quiroga  el 

tribunal entendió que la prueba recolectada a los f ines de 

acreditar la responsabilidad del nombrado en el hec ho XI, no 

permite arribar al estado de certeza requerido en l a instancia, 

por lo que dispuso su absolución en los términos de l art. 3º 

del C.P.P.N.. 

   A tal efecto consideró lo relatado por el 

imputado quien hizo saber que al tiempo de los hech os se 

desempeñó como Teniente Primero, Jefe de la Compañí a “A” del 

Regimiento II de Infantería Aerotransportada perten eciente a la 

Cuarta Brigada, bajo las órdenes del General Víctor  Pino Cano, 

recordando además haber efectuado el traslado de lo s detenidos 
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especiales Gustavo Adolfo y Eduardo Alfredo De Breu il, Arnaldo 

Higinio Toranzo, Miguel Hugo Vaca Narvaja desde la UP1 al 

comando de la Brigada. 

   En ese sentido, el acusado prosiguió declarando 

que el retiro mencionado debió haber sido por la ma ñana de un 

día hábil, reconociendo la firma inserta en el lega jo 

penitenciario de Miguel Hugo Vaca Narvaja. Agregó q ue si bien 

efectivamente trasladó a los cuatro detenidos al cu artel de 

Comando de la IV Brigada de Infantería, luego le or denaron 

dirigirse a una edificación existente en la parte s ur del 

cuartel, no recordando el personal que los recibió.  Continuó 

manifestando que Pino Cano a raíz de la noticia per iodística 

acerca de un intento de fuga en que habrían muerto estos cuatro 

detenidos, le dijo que se quedara tranquilo, que no  era un 

problema del dicente ni de su regimiento, desconoci endo si se 

labraron actuaciones a raíz de estas muertes, y rec alcó que 

nunca ingresó a los pabellones de la UP1 desconocie ndo la 

identidad de las personas que debía trasladar, ente rándose de 

sus muertes recién por la versión periodística. 

   Quiroga, puntualizó además que luego de suscribi r 

el recibo de retiro de los detenidos en el penal en  su carácter 

de oficial a cargo, por cuestiones de seguridad col ocaron dos 

detenidos en cada camioneta, atados, vendados y aco stados sin 

llevar esposas, concluyendo sin novedad alguna, en 

contradicción con el comunicado elaborado y difundi do por los 

medios de comunicación. Finalmente, al llegar a la sede del 

Comando, donde se encontraban el jefe de turno y la s 

autoridades del mismo, procedió a informar que los detenidos 

estaban en los vehículos, terminando allí su misión , tras lo 
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cual concurrió al despacho de Pino Cano a efectos d e comunicar 

el cumplimiento de lo ordenado. 

   Analizando el material probatorio, los 

magistrados sentenciantes concluyeron en que el tra slado que 

culminó con las tres muertes se produjo en dos tram os. 

Para ello se tuvo en cuenta que el recibo del retir o de las 

víctimas se encuentra suscripto por el imputado con  aclaración 

de su nombre, grado y regimiento al que pertenecía,  tal como él 

mismo lo confirmó y que el testigo presencial del h echo Eduardo 

Adolfo de Breuil, coincidió en torno a la existenci a de dos 

tramos durante el traslado y las circunstancias en que se 

produjo el primer segmento. 

   Bajo este orden de ideas, el tribunal entendió 

que el hecho aquí analizado presenta ciertas partic ularidades 

que lo diferencian del resto de los hechos, “pues 

sistemáticamente al retirar detenidos para ser fusi lados 

simulando efectuar trámites administrativos, se pro ducían en 

condiciones sumamente irregulares en orden al motiv o falso 

invocado, esto es en horarios nocturno y ocultando o falseando 

la identidad del militar que los retiraba frente a las 

autoridades penitenciarias, siendo exterminadas las  víctimas en 

un mismo y único trayecto, en la vía pública, y en ocasiones, 

en zonas cercanas al penal o a dos cuadras de una c omisaría 

céntrica, pudiendo escuchar los compañeros o los po licías de 

turno las ráfagas de disparos.” 

   Bajo este orden de ideas, el a quo remarcó “…en 

esta ocasión los detenidos fueron bajados de los au tomóviles en 

la sede del Comando y colocados en una habitación a costados 



 

 
 
 
 
 
 
 

236 
 
 
 

boca abajo en el suelo, donde permanecieron al meno s durante un 

lapso aproximado de media hora, para luego ser acon dicionados 

de modo distinto al primer tramo y de forma adecuad a para 

facilitar la ejecución conforme lo habían planifica do, lo cual 

por lo demás corroboró el propio testigo De Breuil en el 

debate.” 

   Continuó, “inmediatamente de producidas las 

ejecuciones en un despliegue de notable planificaci ón, 

arribaron una serie de vehículos, se tomaron fotogr afías y se 

llevaron los tres cadáveres, pudiendo advertirse en  ello un 

planificado trabajo, frente a estas valiosas víctim as para el 

Ejército, en orden a la organización de sus muertes , mientras 

que en el resto de los casos no procuraron mínimos esfuerzos ni 

recaudos, siendo eliminadas por ello las víctimas e n 

condiciones grotescas.” 

   Por lo que concluyó en que la prolijidad 

evidenciada en el presente caso exhibe una intenció n del 

Ejército de colocar la muerte de las víctimas en el  traslado 

suscripto y realizado –en su primer tramo- por quie n registra 

filiación efectiva en el Ejército como es el Tenien te Primero 

Quiroga, cumpliendo con la orden impartida, conduci endo a los 

detenidos a la zona de los juzgados de instrucción militar en 

la sede del Comando. 

   Entendió entonces como irrazonable y absurdo que  

el imputado, sabiendo que los detenidos serían ases inados, haya 

suscripto el recibo consignando sus datos personale s, más aún 

cuando se trataba de un día y hora hábiles que perm itían 

suponer la regularidad del traslado respecto al mot ivo 

invocado. 
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   Por otra parte, en referencia al reconocimiento 

de la voz de Quiroga por parte de De Breuil, tanto al 

retirarlos como durante el traslado hasta el lugar del crimen, 

estimó que no es suficiente para determinar con cer teza la 

culpabilidad del acusado la sola identificación de un timbre o 

tenor de voz, por parte de una sola persona que est á vendada y 

por lo tanto no puede ver quien habla. 

   En este sentido, aun admitiendo que la voz fuera  

la misma, consideró que no puede decirse con certez a que esa 

voz reconocida por De Breuil era la del imputado Qu iroga y que 

si bien éste fue el firmante del recibo de los dete nidos, no 

necesariamente fue el emisor de la voz que de Breui l creyó era 

la misma en ambas etapas del trayecto. 

   En definitiva, comprendió que la maniobra pensad a 

para asesinar a las víctimas en cuestión, fue ejecu tada en dos 

actos y tiempos distintos, siendo razonable pensar que con la 

participación de actores también diferentes: el pri mero –retiro 

de la UP1 de las víctimas-, con identificación y fi rma del 

responsable; el segundo, en el que destapan los ojo s de Breuil 

para que viera los cuerpos de sus compañeros y herm ano 

fallecidos, “…seguramente porque no se trataba de l os mismos a 

los que había visto en el momento de su retiro del penal.” 

   Como consecuencia de ello, y por el beneficio de  

la duda, se excluyó la vinculación del imputado Víctor Pino 

Cano con el hecho XI “…debiendo agregarse a ello la 

circunstancia de que los detenidos fueran entregado s en la sede 

del Comando, en cuyo predio, además del Regimiento de 

Infantería Aerotransportada II, cuya jefatura ejerc ía, se 
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encuentran instaladas numerosas unidades también de pendientes 

del mismo, sin dejar de destacar en este punto el p lanificado 

trabajo desde la sede del Comando ya explicado supr a, frente a 

estas valiosas víctimas para el ejército, en orden a la 

organización de sus muertes, cuando además el propi o Quiroga 

manifestó al respecto que dejó los detenidos a disp osición de 

las autoridades del Comando presentes y de la guard ia del 

cuerpo táctico del mismo, comunicando a su superior  solamente 

el cumplimiento sin novedades del traslado de los d etenidos al 

consejo de guerra.” (fs. 17.482 y vta.). 

   b) i.  Por su parte, el representante del 

Ministerio Público Fiscal, doctor Maximiliano Haira bedian, y la 

doctora María Elba Martínez, apoderada de la parte querellante, 

impugnaron ambas absoluciones. 

El primero de ellos discrepó respecto de los argume ntos 

vertidos por el a quo en torno a la imposibilidad d e 

identificar a Quiroga por la suscripción de las act as de 

traslado de los detenidos, y entendió que la acredi tación no 

resulta irrazonable y absurda -tal como lo sostuvo el tribunal- 

toda vez que no debe olvidarse que en la sentencia ahora 

impugnada, se han considerado culpables a otros acu sados bajo 

las mismas circunstancias. En este sentido dijo “…l o que para 

Quiroga fue garantía de inocencia (firmar), para ot ros fue 

sinónimo de responsabilidad…”. 

   A modo de ejemplo citó los casos del Comandante 

de la IV Brigada de Infantería (hecho XI, entre otr os, fs. 231, 

263 y 264 de la sentencia), y de su segundo Vicente  Meli (hecho 

XII, fs. 381 de la sentencia) en los cuales la susc ripción de 

las actas fue utilizada con un valor probatorio dis tinto al 
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utilizado en el caso de Quiroga. 

   En lo concerniente a las particularidades 

distintas que habría presentado el hecho undécimo e xpresó que 

el tribunal incurrió en contradicción: 

   - al afirmar que cuando Quiroga se llevó a los 

presos de la cárcel no hubo condiciones irregulares , y aseverar 

luego que fueron sacados en condiciones irregulares  (fs. 256) 

   - al decir que el hecho que se le reprocha a 

Quiroga se diferencia de los demás por el falso mot ivo invocado 

y admitir al mismo tiempo que el motivo invocado fu e “fingido” 

(fs. 257). 

   - “…cuando el Tribunal sostiene que el hecho 

undécimo atribuido a Quiroga, se diferenció de los otros que 

tuvieron similar modus operandi, en que en todos lo s restantes 

medió ocultamiento o falseamiento de la identidad d el personal 

que retiraba a las víctimas de la cárcel. Pero resu lta que 

también afirmó que hubo otro hecho en el cual el pe rsonal que 

retiró a las víctimas expuso su identidad. En efect o, en el 

hecho nominado cuarto, los finalmente asesinados fu eron 

retirados de la cárcel por un suboficial de la Poli cía de 

Córdoba que sí se identificó -Vázquez- (fs. 393 y 4 56 de la 

sentencia)” 

   - al aseverar que todos los presos asesinados 

en otros hechos eran fusilados en un mismo y único trayecto, 

pero al mismo tiempo se concluye en otro hecho que el homicidio 

no fue cometido en un mismo y único trayecto (hecho  que tuvo 

como víctima a Bártoli fs. 193). 

   - al señalar que hubo una notable 
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planificación que implicó la toma de fotografías y el levantar 

los cuerpos del lugar, y que “en el resto de los ca sos no 

procuraron mínimos esfuerzos ni recaudos”, cuando d e la lectura 

de la sentencia se observa que se tuvieron por prob ados otros 

hechos en los que hubo planificación, se levantaron  los cuerpos 

del lugar, fueron llevados a la morgue e intervino 

Criminalística (hecho II, VI y XIII fs. 263, 192, 2 34, 275, 277 

y 230). “Para rematar este cuadro de contradiccione s repárese 

que mientras el Tribunal afirmó que el hecho undéci mo se 

diferenció de los otros en que tuvo una `notable 

planificación´, en la misma sentencia afirma que en  todos los 

hechos de asesinatos luego de traslados, pudo `adve rtirse 

detrás de ello una prolija y dedicada planificación ´ (fs. 

222)”. 

   Puso de resalto además que “…para el tribunal 

resulta evidente que toda la maniobra pensada para asesinar a 

las tres víctimas del hecho undécimo en cuestión, f ue ejecutada 

en dos actos y tiempos distintos y con la participa ción de 

actores también diferentes, ya que `seguramente´ la s personas 

que fueron a la cárcel a retirar a los detenidos no  se trataba 

de las mismas que cometieron los múltiples homicidi os en el 

segundo tramo (fs. 415 de la sentencia). Ahora bien , el mismo 

tribunal concluye en la misma sentencia, que este m ismo hecho 

undécimo `fue perpetrado por un grupo militar del E jército (más 

de dos personas), quienes los retiraron de la UP1, los 

trasladaron y procedieron luego a fusilarlos, simul ando luego 

una fuga´ (fs. 604). En suma, o fue un grupo o actu aron dos 

grupos, pero no se pueden asegurar simultáneamente ambas 

hipótesis como coexistentes…”. 
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   Bajo estas consideraciones manifestó que las 

contradicciones apuntadas son numerosas y recaen so bre todos 

los aspectos esenciales, principales y dirimentes d e la 

argumentación que hizo el tribunal de mérito. 

   Concluyó que la absolución de Quiroga, y la 

consecuente de Pino Cano, es arbitraria por cuanto se ha 

parcializado la prueba, omitiéndose la valoración d e prueba 

dirimente, sin perder de vista que se ha obviado re futar todos 

y cada uno de los elementos propuestos por la acusa ción en 

relación a que aun cuando se considerara que Quirog a sólo 

intervino en el primer tramo del hecho (sacando a l os detenidos 

de la cárcel y llevándolos maniatados y vendados ha sta un 

sector de la IV Brigada de Infantería), no hay duda s de que 

sabía el motivo real y fatal que tenía ese traslado . 

   En ese sentido, recordó que el tribunal tuvo por  

acreditado que la persona que iba a cargo de la com itiva les 

decía a los trasladados “mal día hoy, mal día hoy… mal día para 

ustedes” (fs. 258 de la sentencia), por lo que teni endo en 

cuenta que la sentencia estableció que el acusado Q uiroga fue 

quien retiró a los detenidos, y que él inclusive re conoce que 

iba a cargo de la comitiva, no queda otra alternati va que 

sostener que los dichos provenían del absuelto o, c omo mínimo, 

de alguien que estaba con él. 

   Remarcó que no se tuvieron en cuenta las 

contradicciones respecto de los dichos del propio Q uiroga en 

torno al supuesto “Capitán” al cual se dirigía el p ersonal 

actuante durante la comisión del hecho; que no resu lta factible 

que Quiroga desconociera quienes eran los trasladad os siendo de 
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público conocimiento el apellido Vaca Narvaja y que  su hermano 

estaba detenido; que resulta ilusorio que el único que no tenía 

idea de lo que iba a pasar fuera quien se llevó a l os detenidos 

del establecimiento penitenciario, cuando todos los  testigos 

dan conocer el clima de tensión que se vivía en los  momentos 

anteriores a este tipo de sucesos; y que según surg e de la 

prueba documental, los detenidos fueron entregados a Quiroga 

del R12 y que el destino no era el Consejo de Guerr a, sino el 

Comando de la 4ta. Brigada de Infantería, por lo qu e no puede 

alegar el desconocimiento del destino final. 

   Por lo que teniendo en cuenta lo descripto 

previamente solicitó la declaración de nulidad parc ial de la 

sentencia en orden a los puntos 24 y 41 de la parte  dispositiva 

y también de los actos que de ella dependen; el ree nvío al 

tribunal que corresponda para una nueva sustanciaci ón del 

debate y dictado de sentencia en legal forma. 

   ii.  Por su parte la apoderada de la parte 

querellante, indicó que el a quo obvió lo manifesta do por De 

Breuil en torno a los dichos de Quiroga “mal día ho y, mal día 

para ustedes”, con lo cual la evidencia del destino  final era 

obvio. 

   A ello agregó que se omitió considerar que 

Quiroga no sólo era parte de la estructura que reti raba a los 

detenidos, sino que además avaló y acompañó todas l as 

circunstancias, incluido el hostigamiento de Vaca N arvaja, 

logrando su ascenso en diciembre de 1976 al grado d e capitán. 

Por otra parte, “…en el punto e) a fs.406, el tribu nal luego de 

analizar las responsabilidades de Víctor Pino Cano en este 

esquema, se detiene y en forma inédita, violando la s mismas 
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reglas teóricas de Roxín que dice seguir, enlaza -a  los fines 

de lograr la absolución de ambos- las actividades d e Víctor 

Pino Cano con las de Osvaldo César Quiroga. Ese enl ace produce 

un extraño desplazamiento del beneficio de duda que  se quiere 

fundar en forma más concreta para el caso de Quirog a, a Víctor 

Pino Cano…”. 

   “…Al hablar de planificación minuciosa el 

Tribunal señala acertadamente los pasos que se habr ían seguido 

en esto, pero al evaluar estos tramos, … extraen de  la 

responsabilidad penal al identificarlo en el primer  tramo, sin 

fundar por qué ese tramo no está unido en forma dir ecta y con 

la responsabilidad de participación necesaria del p rimero con 

respecto al segundo tramo, la pregunta en todo caso  podría 

plantearse de la siguiente forma: ¿era factible mat ar a De 

Breuil, Toranzo y Vaca Narvaja sin extraerlos de la  cárcel?. Es 

decir, el retiro de la cárcel es un hecho absolutam ente 

necesario para el posterior fusilamiento, como corr ectamente lo 

manifiesta el Tribunal al describir el sistema repr esivo que se 

monta desde el 2 de abril del 76…”. 

   “…Que el segundo tramo sea la parte más cruenta 

no implica necesariamente que a nivel de inteligenc ia sea la 

más importante. La identificación de las víctimas y  su traslado 

para ser fusilados son absolutamente relevantes en la sucesión 

de estos hechos, que se cometían con total impunida d, no había 

ningún tipo de riesgo para los ejecutores…”. 

   Por otra parte, refirió que la absolución de Pin o 

Cano en el hecho XI resulta una conclusión que no e ncuentra 

fundamento alguno en las premisas que señalan clara mente la 
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responsabilidad del mismo en los demás hechos que s e le 

imputan, y no existe una sola razón válida otorgada  por el 

Tribunal para excluir de estas responsabilidades aq uél suceso. 

En este sentido, sostuvo que Quiroga mismo admite q ue integraba 

un grupo de personas que tenía funciones en la ejec ución del 

plan sistemático, recibiendo órdenes de la superior idad 

(Videla, Menéndez y Pino Cano). 

   A lo que añadió que es falso que aquél 

desconociera la identidad de las víctimas, puesto q ue firmó el 

retiro de las mismas (legajo de Miguel Hugo Vaca Na rvaja), no 

pudiendo soslayarse la trascendencia pública de su hermano 

Fernando. 

   “…Absolutamente sorprendente resulta el 

razonamiento de considerar absurdo el hecho de firm ar el 

traslado, a sabiendas de que iban a asesinar a esas  personas. 

Contradice el razonamiento anterior del mismo tribu nal cuando 

menciona la absoluta impunidad con que actuaban los  integrantes 

de las fuerzas armadas…”. 

   Conjeturó que el traslado estaba premeditado par a 

realizar un fusilamiento, encontrándose “el Capitán ” en todo 

momento, no siendo razonable la conclusión del a qu o en torno a 

que al llegar al Comando del Tercer Cuerpo cambió t oda la 

tripulación y vehículos, sin prueba alguna y destro zando las 

presunciones que llevan a una conclusión distinta. 

   iii.  En la oportunidad prevista por los arts. 465 

y 466 del C.P.P.N., la defensora pública oficial an te ésta 

Cámara de Casación Penal, doctora Eleonora Devoto, señaló que 

tanto el fiscal como la querella atribuyen a Quirog a un 

supuesto conocimiento del destino final de las víct imas que él 



                                        Causa n° 14.571  –Sala I- 
  VIDELA,  Jorge Rafael y otros 
                                     s/recurso de casación. 
 
 
 

VöÅtÜt YxwxÜtÄ wx Vtátv|™Ç cxÇtÄ 
 
 
 
 
 
 
 

245 
 
 
 

trasladó, pero omiten asentar tal aserto en prueba cierta, y no 

sólo en un “todos sabían” o “era conocido el destin o que les 

esperaba”. 

   Indicó que los magistrados verificaron y marcaro n 

diferencias con los otros traslados, en los cuales el personal 

falseaba su identidad al retirar a los detenidos y remarcaron 

que las muertes se producían en un único trayecto. Razonaron, 

que en tanto la circunstancia de que este episodio tuviera una 

modalidad diversa a la de los restantes analizados,  les 

generaba dudas insuperables respecto de la responsa bilidad que 

Quiroga en el hecho que culminara con la muerte de tres de las 

personas trasladadas. A esto debe sumarse el hecho de que su 

defendido no fue reconocido por persona alguna. 

   Por otra parte, remarcó que más allá de la 

contradicción subrayada por la parte acusadora en t orno al 

absurdo de la firma inserta por Quiroga, los jueces  han 

descartado la autoría y participación de Quiroga en  base a la 

modalidad del único hecho atribuido a su asistido y  su marcada 

diferenciación con los otros, lo que claramente jus tifica el 

dictado de la absolución. 

   En relación a la frase “…mal día hoy… mal día 

hoy… mal día para ustedes…” adujo que se desconoce de quien 

pudo provenir. 

   c)  Al analizar la prueba colectada en relación a 

Francisco Pablo D´Aloia , los jueces coincidieron en que 

aquellas resultaron insuficientes para atribuirle l a 

responsabilidad reprochada –hecho XI-. 

   Así, individualizaron el testimonio prestado por  
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Alfredo Eduardo De Breuil como único elemento de ju icio que lo 

vincularía con el hecho atribuido, al referir que u na vez que 

arribó la comisión de su traslado a la sede de la C uarta 

Brigada sita en camino La Calera, escuchó que un te rcero 

dirigiéndose a un tal D´Aloia, le pregunta si iba a  jugar al 

fútbol con Aeronáutica, surgiendo como respuesta qu e se callara 

que estaban con unos subversivos, explicando De Bre uil en el 

debate que asoció la respuesta con la persona del i mputado, 

debido a que justo antes de haber escuchado que lo llamaban por 

el nombre, se acababan de abrir y cerrar las puerta s del 

vehículo que los trasladaba infiriendo que D´Aloia se 

encontraba en el grupo. 

   Asimismo, tuvieron presente que se trataba “…de 

una unidad regular del Ejército en la que D´Aloia e fectivamente 

prestaba servicios y de un horario hábil, por lo qu e es dable 

pensar que pudiera haberse encontrado allí al momen to de 

arribar la comisión, realizando las actividades rut inarias, y 

en tal caso la respuesta referida a los subversivos  pudo 

provenir de una tercera persona, y aún de él mismo,  lo que no 

implica necesariamente que estuviera participando d el acto del 

transporte de las víctimas y que solo pretendiera q ue las 

mismas no oyeran su nombre, razón por la cual y ant e la 

inexistencia de algún otro elemento que autorice a dilucidar 

remotamente algún tipo de vinculación con la graved ad de los 

sucesos que ocurrieron en la jornada aludida por De  Breuil y 

que la acusación hace pesar sobre el imputado, nos encontramos 

en un estado de duda insuperable…” (fs. 17.483). 

   d)  La querella, a través de la doctora María Elba 

Martínez argumentó que Pablo D´Aloia “…pertenece al  regimiento 
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de aerotransportada y de acuerdo al propio testimon io de 

Esteban, militar, y testimonios de los imputados la s compañías 

podían mezclarse cuando venía una orden del COT de urgencia. 

Además, el testigo Gerardo Otto manifestó en la aud iencia haber 

reconocido a D´Aloia dentro de la UP1…”. 

   “…Por otro lado, en el caso puntual el tribunal 

no respeta la declaración exacta de Eduardo De Breu il, la que 

sí fue aceptada en otros aspectos, cuando clarament e expone que 

la persona a la que se la invita a jugar al fútbol estaba con 

ellos cuidándolos, que era la otra persona la que l o invita a 

jugar al fútbol, la que se acerca, y si tenemos en cuenta que 

D´Aloia pertenece a la estructura organizativa y ej ecutiva 

podemos afirmar que en semejante procedimiento no c ualquier 

persona ajena era la que iba a estar cuidando a los  

`subversivos´…”.  

   e)  En el término de oficina, la doctora Eleonora 

Devoto, asistiendo a D´Aloia, refiriéndose a lo ale gado por la 

querella, afirmó que no puede fundarse la responsab ilidad penal 

a cualquier costo, toda vez que ello implicaría uti lizar la 

modalidad de derecho penal de autor, inaceptable en  un Estado 

de derecho constitucionalizado.  

   f)  Los señores jueces Raúl R. Madueño  y Luis 

María Cabral  dijeron: 

   De la lectura de los razonamientos desarrollados  

por el juzgador, se aprecia que el temperamento abs olutorio 

adoptado reposa en un prudente y acertado análisis de los 

elementos de prueba recreados, con estricto apego a  las reglas 

de la sana crítica, lo que impide su descalificació n tal como 



 

 
 
 
 
 
 
 

248 
 
 
 

lo pretenden los representantes de la vindicta públ ica y 

privada. 

   En este particular aspecto, se observa que los 

sentenciantes aplicaron las reglas de la experienci a, del 

sentido común y la razón, explicando cuál fue el ra zonamiento 

lógico que los llevó a adoptar la decisión en cuest ión, lo que 

denota que se realizó un adecuado razonamiento dedu ctivo-

inductivo a partir de la prueba producida. 

   En efecto, se encuentra acreditado que Quiroga 

fue quien retiró a las víctimas del penal y las con dujo hasta 

una dependencia del III Cuerpo del Ejército, pero a  partir de 

ello la duda deviene insuperable, es que no ha podi do probarse 

con la certeza apodíctica requerida en esta instanc ia que la 

identificación efectuada por el testigo De Breuil s obre la voz 

de la persona que los retirara del penal y los tras ladara al 

lugar del crimen sea la de Osvaldo César Quiroga, e llo puesto 

que en ninguna ocasión tuvo contacto visual con el absuelto, 

encontrándose la acusación fundamentada en conjetur as, 

inferencias y suposiciones. Entonces, la frase escu chada por el 

testigo De Breuil “mal día hoy,…mal día…mal día par a ustedes…”, 

pudo haber provenido tanto de Quiroga, como de un a sistente del 

operativo con o sin la presencia del absuelto aquí investigado. 

   En este sentido, en conformidad con lo sostenido  

por el tribunal, debe señalarse que “…el único test igo Eduardo 

A. De Breuil, [manifestó] que la voz del llamado “c apitán” que 

efectuó el traslado de ellos desde el penal hasta e l lugar del 

crimen, era la misma. Pero al respecto surgen inter rogantes que 

no se pueden responder: en primer término, la sola 

identificación de un timbre o tenor de voz, por par te de una 
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sola persona que está vendada y por lo tanto no pue de ver quien 

habla, no parece suficiente para determinar con cer teza la 

participación del inculpado en tan grave delito. Pe ro aun 

admitiendo que la voz fuera la misma, ¿Puede decirs e con 

certeza que esa voz reconocida por De Breuil era la  del 

imputado Quiroga? ¿Pudo ser Quiroga el firmante del  recibo de 

los detenidos, pero no necesariamente el emisor de la voz que 

De Breuil creyó era la misma en ambas etapas del tr ayecto?...“ 

(fs. 17.481 vta.). 

   Por otra parte, de considerarse la imputación 

penal respecto de la participación de Quiroga sólo en el primer 

tramo, tampoco se ha podido tener por probado -en r espuesta a 

las impugnaciones realizadas por los recurrentes- q ue Quiroga 

haya tenido conocimiento sobre el desenlace fatal d e los 

detenidos Vaca Narvaja, Toranzo y De Breuil. Es que  el traslado 

fue efectuado en condiciones normales de trabajo, e sto es en un 

día y horario hábil, con identificación y firma del  responsable 

del retiro de los detenidos, por lo que no se evide ncia el dolo 

requerido para la imputación efectuada. 

   Tal es así que la orden fue impartida por Sasiai ñ 

(fs. 11, anexo 3), Comandante de la Brigada de Infa ntería 

Aerotransportada IV, notificándose el día anterior a la unidad 

penitenciaria y dada a conocer verbalmente a Quirog a el día 12 

de agosto de 1976, por lo que según manifestaciones  del propio 

Quiroga en la audiencia de debate prevista en el ar t. 465, 

párrafo quinto, del C.P.P.N., al llegar a la Unidad  sólo tuvo 

que esperar en la oficina de judiciales de la cárce l –inmediata 

al ingreso- junto con dos suboficiales de custodia la llegada 
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de los detenidos, no ingresando a los pabellones y celdas, toda 

vez que desde los pabellones los detenidos fueron c onducidos 

hasta aquella oficina por personal penitenciario y militar que 

se encontraba dentro de la cárcel. Así, al arribar los 

detenidos a judiciales, firmó el recibo y dispuso s u embarque, 

siendo los detenidos acondicionados para el traslad o hasta el 

lugar de entrega: el juzgado de instrucción militar . Allí tuvo 

que esperar que finalizara la declaración de una pe rsona que 

provenía también de la UP1, para poder concluir la orden y 

regresar. 

   Bajo este orden de ideas, se desconoce si las 

muertes fueron llevadas a cabo mediante la realizac ión de un 

acuerdo previo del que Quiroga formara parte o con 

posterioridad a que él se retirara de la dependenci a del 

Comando IV de la Brigada de Infantería donde dejó a  los 

detenidos. 

   Por lo que se advierte que el material probatori o 

recolectado no tiene fuerza convictiva suficiente c omo para 

tener por acreditada la participación dolosa por pa rte de 

Quiroga respecto del desenlace final que tuviera co mo objeto 

las muertes de Miguel Hugo Vaca Narvaja, Gustavo Ad olfo De 

Breuil e Higinio Toranzo, y toda vez que por vigenc ia del 

principio de non liquet  el juez está obligado a decidir sobre 

los puntos en consideración, habrá de resolverse en  conformidad 

con el veredicto impugnado, aplicando el art. 3 del  C.P.P.N.. 

   Aquellas consideraciones resultan aplicables a l a 

imputación que pesa sobre Víctor Pino Cano -superio r inmediato 

de Osvaldo César Quiroga-. Bajo estos parámetros,  conforme lo 

indicara el tribunal, la duda insuperable alcanza s u imputación 
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toda vez que no se pudo tener por acreditado que aq uél tuviera 

conocimiento sobre el desenlace fatal del operativo  aquí 

examinado. 

   La situación sobre Francisco Pablo D´Aloia, 

resulta más endeble aún ya que la única prueba que lo vincula 

en el hecho XI es el testimonio brindado por De Bre uil quien 

sólo escuchó a un tercero que lo habría nombrado pa ra invitarlo 

a jugar al fútbol, por lo que la carencia de prueba  concluyente 

-que conduce a la ausencia de certeza apodíctica ac erca de la 

participación del acusado en el delito investigado-  torna 

incuestionable el temperamento liberatorio adoptado  en la 

anterior instancia.  

   Conforme se ha señalado el marco descripto en 

cada caso en particular torna aplicable el principi o consagrado 

por el artículo 3º del Código Procesal Penal de la Nación, por 

el cual en caso de duda debe estarse a lo que sea m ás favorable 

al imputado. 

   En ese sentido, es dable recordar que si bien 

durante el trámite del proceso se admite que el tri bunal se 

maneje en el plano de las probabilidades, ello no r esulta 

aceptable al momento de dictar sentencia pues a los  efectos de 

sustentar un pronunciamiento condenatorio debe arri barse a un 

estado de certeza apodíctica acerca de la existenci a del hecho 

y de la atribuibilidad de éste al encausado. 

   Así, se ha caracterizado la certeza como  aquel 

estado individual donde el espíritu adhiere firmeme nte a la 

verdad contenida en el juicio sin temor a equivocar se, como si 

la arrastrara la fuerza de la evidencia hacia tal d irección. La 
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posición que se adopta reposa en la seguridad de la  razón que 

se invoca, que excluye por completo el temor de hab er llegado a 

una verdad contradictoria. En consecuencia, es la a ctitud que 

se adopta en virtud de la aceptación incondicional de un 

conocimiento adquirido (conf. Raúl Washington Ábalo s, “Derecho 

Procesal Penal”, Tomo III, Santiago de Chile, agost o de 1993, 

pág. 276). 

   En la misma dirección Pietro Ellero, en sus 

reflexiones respecto de la certidumbre en materia c riminal  

afirmó que la certeza es la persuasión de una verda d, la 

convicción de que la idea que nos formamos de una c osa 

corresponde a la misma, ya que siempre que se tiene  por verdad 

una cosa, hay certeza de ella, pues es tal su natur aleza que se 

impone a la mente sin discusión. De tal manera la c erteza 

constituye un estado de ánimo por el cual una  cosa  se estima 

como indudable (ver “De la certidumbre de los juici os 

criminales o tratado de la prueba en materia penal” , Buenos 

Aires, mayo de 1998, págs. 21, 33 y 318; C.N.C.P., Sala II, 

c.3714 “Fortuna, Juan s/ recurso de casación”, rta.  el 20-05-

02). 

   Por su parte, Cafferata Nores ha sostenido que a  

lo largo del proceso penal el juez va formando su c onvicción 

acerca del acontecimiento sometido a su investigaci ón, ya que 

la prueba va impactando en su conciencia generando distintos 

estados de conocimiento, a los que denomina “estado s 

intelectuales del juez respecto de la verdad”, cuya  proyección 

en el proceso adquirirá diferentes alcances. Define  así a la 

certeza como “la firme convicción de estar en poses ión de la 

verdad”. En el camino que recorre el intelecto para  arribar a 
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la certeza, distingue estados intelectuales interme dios que 

denomina “duda”, “probabilidad” e “improbabilidad”.  La ley 

subordina el dictado de las decisiones judiciales q ue 

determinan el inicio, avance  o conclusión del proc eso a la 

concurrencia de esos distintos estados intelectuale s del juez 

en relación con la verdad que se pretende descubrir . 

Particularmente en lo que respecta a la etapa de re solución de 

la situación legal del imputado, afirmó que si a es a altura se 

hubiese adquirido “certeza negativa“, el juez tendr á que 

ordenar el sobreseimiento del imputado, que procede rá cuando 

sea evidente que la pretensión represiva se ha exti nguido o que 

carece de fundamento. Si el magistrado hubiera  alc anzado la 

“probabilidad”, deberá disponer el procesamiento de l imputado, 

en tanto si llegara a la “duda” por no haber mérito  para 

ordenar el procesamiento ni tampoco para sobreseer,  dictará un 

auto que así lo declare. Así, el principio in dubio  pro reo 

adquiere distintos alcances según el estadio proces al de que se 

trate (conf. “La Prueba en el Proceso Penal”, 2da. Edición, 

Buenos Aires, 1994, pág. 5 y ssgts.). 

   Constituye una derivación del principio examinad o 

a la luz de la presunción de inocencia consagrada p or nuestra 

Ley Fundamental en su artículo 18, aquélla que impi de condenar 

e impone la absolución en aquellos casos en los que  la 

culpabilidad no ha sido verificada con certeza, est o es, fuera 

de toda duda racional. Esta situación evidencia que  los órganos 

de persecución penal han fracasado en su intento de  destruir el 

status de inocente. 

   Merece particular atención la observación 
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formulada por la Corte Suprema de Justicia de la Na ción en 

cuanto ha advertido que el estado de duda no puede reposar en 

una pura subjetividad, sino que debe derivarse de l a racional y 

objetiva evaluación de las constancias del proceso (cfr. 

Fallos: 312:2507; 313:559; 314:83; 346 y 833; 315:4 95, entre 

muchos otros y esta Sala in re: “Gómez, Carlos A. y  

Binciguerra, Antonio s/recurso de casación”, c. nº 2455, reg. 

Nº 3148, rta. 05/11/99; “Blanco, Rubén s/recurso de  casación”, 

c. nº 2830, reg. nº 3630, rta. 12/07/00). 

   Enseña Luigi Ferrajoli que en el proceso penal l a 

verificación fáctica -al igual que cualquier verifi cación 

histórica- es el resultado de una ilación entre hec hos del 

pasado “probados” y hechos “probatorios” del presen te que tiene 

la forma de una inferencia inductiva, donde las pre misas vienen 

constituidas por la descripción del acontecimiento que se ha de 

explicar y de la pruebas reunidas, mientras que la conclusión 

se construye mediante la enunciación del hecho que se considera 

probado por tales premisas. A diferencia de la dedu cción, la 

verdad de las premisas de la inducción no asegura l a verdad de 

la conclusión, ya que no se da ninguna necesidad ló gica sino 

sólo una relevante probabilidad de que la conclusió n sea 

verdadera. La inducción judicial participa de esa n aturaleza 

probabilística de la hipótesis explicativa alcanzad a. Su 

especificidad, sin embargo, consiste en el hecho de  que el 

procedimiento que cursa no sólo resulta una activid ad 

intelectual, sino que es a la vez una actividad jur ídica, 

normativamente disciplinada. 

   El proceso penal se configura como una contienda  

entre hipótesis en competencia que el juez tiene la  tarea de 
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dirimir. Éste debe decidir ensayando todas las hipó tesis, 

aceptando la acusatoria sólo si se encuentra probad a y 

desechándola por imperio del favor rei no sólo si r esulta 

desmentida, sino también si no son desmentidas toda s las 

hipótesis en competencia con ella (conf. Luigi Ferr ajoli, 

Derecho y razón, Madrid, 2000, pág.129 y ssgts.).  

   A la hora de resolver en definitiva el conflicto  

traído a su decisión y en aras de alcanzar la verda d jurídica 

objetiva, el juez como sujeto cognoscente, debe pro pender a 

alcanzar la certeza absoluta acerca del objeto de s u actividad 

cognoscitiva.  La certeza, entendida como una cuali dad propia 

del “conocer”, ha sido caracterizada como la adhesi ón firme de 

la mente a un enunciado evidente. En el progreso de  la labor 

gnoseológica la certeza absoluta se presenta como a quélla en la 

cual toda posible duda sobre la verdad del hecho se  encuentra 

totalmente excluida (v. Pedro J. Bertolino, “La ver dad Jurídica 

Objetiva”, Buenos Aires, 1990, pág. 37 y sgts.). 

   La sentencia de condena sólo puede estar fundada  

en la certeza del tribunal que falla acerca de la e xistencia 

del hecho atribuible al encausado. Toda otra posici ón respecto 

de la verdad (la duda o la probabilidad) conducen 

inexorablemente a la absolución. 

   Los estadios de certeza, probabilidad y duda 

refieren, como ya se adelantó, a una relación de co nocimiento 

entablada entre el sujeto que pretende conocer la v erdad acerca 

del hecho que afirma y el objeto que pretende conoc er. Por 

verdad ha de entenderse la fiel correspondencia ent re la 

representación ideológica del objeto practicada por  el sujeto 
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que conoce y la realidad. De allí que resulte la re presentación 

ideológica correcta de una realidad ontológica o, e n otros 

términos, la concordancia del pensamiento con el ob jeto 

pensado. 

   La certeza se presenta como la posición 

gnoseológica por la cual el sujeto se convence de q ue ha 

alcanzado la verdad, que su reconstrucción es corre cta. 

Ocupando un grado menor que la anterior, la probabi lidad se 

impone donde los elementos que afirman  tal conclus ión superan 

a los que la rechazan, pero que impiden una convicc ión total de 

haber elaborado un juicio correcto, sin errores. Fi nalmente, la 

duda absoluta se presenta como un estado neutro en el que el 

sujeto cognoscente advierte que no conoce la verdad  pues los 

elementos que afirman algo se balancean con los que  la niegan. 

    En sentidos contrapuestos, convencionalmente se  

habla de “certeza positiva o probabilidad positiva”  para 

denotar aquélla que afirma el hecho imputado en sus  elementos 

determinantes, y de “certeza negativa o probabilida d negativa” 

en los casos en donde la misma está dirigida a expl icar el 

hecho  imputado como inexistente. De los conceptos mencionados 

sólo la certeza positiva permite una condena; al mo mento de 

dictar sentencia los otros grados de acercamiento a   la verdad 

por imperio del principio in dubio pro reo, conduce n 

forzosamente a la absolución (v. Julio B.J. Maier, “Derecho 

Procesal Penal”, Tomo I, Fundamentos, Buenos Aires,  1999, 

pág.494 y ssgts.). 

   Las concepciones reseñadas precedentemente 

adquieren plena aplicación al caso sub examine, alc anzando una 

incidencia radical en el pleito que dan sustento su ficiente a 
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la solución liberatoria arribada. 

   Del análisis efectuado se observa que los 

recurrentes no logran demostrar la existencia de de fectos en la 

sentencia que pongan en evidencia la transgresión a  las reglas 

de la sana crítica pues la resolución cuenta con fu ndamentos 

“suficientes”, “mínimos”, “adecuados”, “serios” y “ bastantes”; 

la cual resulta razonable; y no contiene errores u omisiones 

sustanciales para la adecuada resolución del litigi o, 

circunstancias que impiden su descalificación como acto 

judicial válido. 

   Por lo que encontrándose agotado el examen sobre  

el material probatorio producido en el debate, el q ue resultó  

-conforme fue demostrado- insuficiente para llegar a la certeza 

apodíctica ut supra  descripta, y no advirtiéndose además -ni 

las partes lo han invocado- la posibilidad de produ cir nueva 

prueba que permita tener por acreditada la responsa bilidad de 

los aquí absueltos, los recursos interpuestos por l as 

acusaciones pública y privada deben ser rechazados.  

   El señor juez Mariano H. Borinsky  según su voto 

dijo: 

   Sólo en lo que respecta a las consideraciones 

efectuadas por mis distinguidos colegas sobre los a bsueltos 

Osvaldo César Quiroga y Víctor Pino Cano habré de d isentir toda 

vez que analizado lo sostenido por el a quo  y a los fines de 

dar una acabada respuesta a los planteos efectuados  por las 

partes acusadoras, corresponde recordar que el prin cipio de 

razón suficiente implica que las afirmaciones a que  llega una 

sentencia deben derivar necesariamente de los eleme ntos de 
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prueba que se han invocado en su sustento. Son paut as del 

correcto entendimiento humano, contingentes y varia bles con 

relación a la experiencia del tiempo y del lugar, p ero estables 

y permanentes en cuanto a los principios lógicos en  que deben 

apoyarse (cfr. Sala II, “Di Fortuna, Juan Marcelo s /recurso de 

casación”, causa nº 3714, reg. Nº 4923, rta. el 25/ 2/02). 

   Al respecto se ha señalado que el razonamiento 

empleado por el juez debe ser congruente respecto d e las 

premisas que establece y de las conclusiones a las que arriba, 

debiendo expresar por escrito las razones que condu jeron a su 

decisión para posibilitar el control de logicidad ( cfr. De la 

Rúa, Fernando; “La Casación Penal”; Buenos Aires, 1 994, págs. 

147/148). 

   En las presentes actuaciones ha quedado probado,  

sin haberse efectuado crítica al respecto, que con fecha 12 de 

agosto de 1976 los detenidos especiales Miguel Hugo  Vaca 

Narvaja, Gustavo Adolfo de Breuil, Alfredo Eduardo de Breuil y 

Arnaldo Higinio Toranzo fueron retirados por person al militar, 

amordazados, atados y conducidos en dos camiones mi litares, 

Gustavo Adolfo de Breuil junto a Toranzo en uno, y en otro, 

Vaca Narvaja junto a Eduardo Alfredo De Breuil, a u na 

dependencia del Tercer Cuerpo de Ejército ubicada s obre Camino 

a La Calera donde fueron encerrados en una habitaci ón, boca 

abajo, en el piso, por un lapso aproximado de media  hora. 

También quedó acreditado que luego de ello, persona l militar 

procedió a quitarle las esposas, atarles sus manos con trapos y 

amordazarlos, ubicando a Eduardo Alfredo De Breuil en un 

vehículo, mientras que los otros fueron introducido s en otro 

automóvil. En estas condiciones fueron trasladados a un lugar 
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donde tras hacer descender a los que venían en el m ismo 

vehículo, la comisión del Ejército procedió a fusil arlos, 

obligando luego a Alfredo Eduardo De Breuil a obser var los 

cuerpos sin vida de Vaca Narvaja, Toranzo y su herm ano Gustavo, 

regresando después nuevamente al penal, sin perjuic io que desde 

el Comando del Tercer Cuerpo de Ejército se difundi ó de manera 

oficial la falsa noticia de que los nombrados resul taron 

abatidos como consecuencia de un intento de fuga pr oducido 

durante un supuesto traslado al Consejo de Guerra p ara ser 

interrogados por un juez militar. 

   Una vez establecido ello, corresponde evaluar la  

responsabilidad de Osvaldo César Quiroga en el even to, al 

respecto resulta menester mencionar que Eduardo Alf redo De 

Breuil en la etapa instructoria (fs. 825/828), rela tó “…que una 

vez en el pasillo el que aparentemente se trataba d el que 

comandaba al personal militar, ya que los demás lo llamaban el 

Capitán, y era a su vez quien daba las órdenes, rep itió en 

varias oportunidades `mal día hoy´…”, siendo que lu ego de 

dirigirse a Vaca Narvaja “…personal penitenciario l o llama al 

capitán para que firme el recibo de entrega de los detenidos…” 

   Continuó manifestando: “…luego el capitán llama a 

unos soldados y les ordena que los bajen, llevándol os a una 

habitación con pisos de mosaicos o similar y nos co loca boca 

abajo en el piso. –en ese lugar siente gente que va  y viene, el 

capitán les dice que preparen todo y transcurrido 

aproximadamente media hora en ese lugar.- luego vie nen 

preguntan quien es Eduardo De Breuil a lo que  el c ompareciente 

responde que `él´, le sacan las esposas y les atan las manos a 
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la espalda con trapos y les colocan mordazas en la boca. Allí 

el capitán vuelve a repetir `que para nosotros era un mal 

día´…” 

   Finalmente, a preguntas del juez instructor, 

responde “que está seguro que el capitán que mencio na a lo 

largo de su declaración es el mismo que firmó el re cibo de 

salida de la cárcel, como así también el que lo aco mpañó en 

todo el operativo de muertes.” 

   A ello debe sumarse el reconocimiento por parte 

de Quiroga de haber firmado el recibo de entrega de  los cuatro 

detenidos obrante en el legajo penitenciario de Vac a Narvaja. 

   Bajo este orden de ideas, cabe agregar que las 

particulares características del presente hecho exp uestas por 

el tribunal, han sido refutadas una a una por el re presentante 

del ministerio público fiscal, verificándose que el  modus 

operandi ha tenido similares características en cuanto a la 

exposición de quien retiró a los detenidos en el he cho IV, en 

relación a los dos tramos en el hecho II y en torno  a la 

cuidadosa planificación en los hechos II, VI, XIII.  

   Por lo que a la luz de un nuevo análisis del 

material probatorio recolectado, se vislumbra que l a prueba fue 

valorada de manera fragmentaria y aislada conforme lo señalaran 

las partes recurrentes. 

   Bajo estos lineamientos no puede perderse de 

vista que el teniente primero Osvaldo Cesar Quiroga , al momento 

de los hechos se encontraba a cargo de la Compañía A del 

Regimiento de Infantería Aerotransportada II, regim iento que 

adquiría particular relevancia en la denominada luc ha 

antisubversiva y en el quehacer represivo desplegad o. 
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   Así surge del Reglamento RC-9-1 “Operaciones 

contra elementos subversivos” incorporado a la caus a, que a los 

fines de la lucha contra la subversión, si bien se requería una 

dirección centralizada que planifique, oriente y gr adúe los 

esfuerzos que permitan anular los factores de pertu rbación que 

favorecen la subversión, también era necesaria una ejecución 

descentralizada para obtener la máxima eficacia en los niveles 

de conducción de acuerdo a las prioridades, para lo  cual se 

establece que los elementos de la fuerza Ejército a ctuarán 

sobre la base de su organización normal: Gran unida d de 

combate, Unidad y Subunidad. 

   Como se sostuvo en el veredicto, “En dicho marco , 

la acción contrasubversiva exigía obtener o mantene r el control 

jurisdiccional como paso previo necesario para la r ealización 

de otras operaciones, imponiendo el dominio de luga res críticos 

(bases) de donde partirá la operación ofensiva, sie ndo el 

regimiento de infantería la Unidad más apta para ej ecutar este 

tipo de operaciones, al tiempo que la Subunidad de infantería 

servía de base para la constitución de equipos de c ombate, 

recomendándose para el tipo de combate antisubersiv o una 

subunidad.” (fs. 17.476 vta.). 

   “Así las cosas, sin dejar de remarcar el carácte r 

complementario de las órdenes verbales y secretas i nherentes al 

régimen represivo ilegal que reviste el reglamento analizado, 

pues no debemos perder de vista que a la época de l os hechos el 

plan sistemático de represión ilegal ya se encontra ba en pleno 

desarrollo, siendo el año 1976 el momento álgido de  

proliferación de actividad represiva, pudiendo vers e reflejados 
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tales principios normativos en la conformación orgá nica del 

Tercer Cuerpo de Ejército en Córdoba, en donde el A rma 

característica era precisamente la Infantería Aerot ransportada 

representada por el Regimiento de Infantería Aerotr ansportada 

II a cargo del imputado Víctor Pino Cano, constituy endo por lo 

tanto una unidad de relevancia dentro del sistema r epresivo 

imperante a cargo a su vez de la IV Brigada de Infa ntería 

Aerotransportada, siendo uno de los objetivo propue stos por el 

Ejército la Unidad Penitenciaria N° 1 de Córdoba.” (fs. 17.476 

vta.). 

   Además debe considerarse que según el organigram a 

de fs. 6894/6, la Compañía A, en la cual Quiroga ej ercía la 

jefatura, dependía del “Centro de Operaciones Tácti cas”, en 

adelante COT, rotando además en las “secciones rayo ” habiendo 

sido calificado con las más altas notas por sus sup eriores Pino 

Cano y Sasiaiñ. 

   Tal como ya se ha explicado, el COT constituía u n 

agrupamiento físico, representante de los órganos d el Estado 

Mayor que están involucrados en las operaciones tác ticas en 

desarrollo, siendo integrado por el Jefe de Operaci ones G2 y G3 

y que los otros representantes del Estado Mayor Gen eral y 

Especialistas solo estaban incluidos en la medida q ue el 

comandante lo considerara necesario. Una vez inicia da la 

ejecución de operación, su decurso era supervisado y coordinado 

por el COT, a fin que la propia tropa se mantuviera  actualizada 

y disponible, siendo el propio COT quien comunicaba  al Estado 

Mayor cómo se habían desarrollado las operaciones. 

   Por lo que en consecuencia del análisis conjunto  

del material probatorio recolectado se colige que l a misma 
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persona que firmó el recibo de entrega de los deten idos, pudo 

haber sido quien tuvo a su cargo el operativo.  

   Así, debe tenerse en cuenta lo expuesto por el 

testigo presencial Eduardo Alfredo De Breuil, y cor roborado por 

la suscripción del recibo de retiro de las víctimas  obrante en 

el legajo de Miguel Hugo Vaca Narvaja puede no impl icar, tal 

como lo sostuviera el a quo,  “que nadie puede ser tan tonto de 

autoincriminarse estampando su firma y su aclaració n de nombre 

y grado en el documento que deja constancia del ret iro de unas 

personas, sabiendo que las mismas van a ser asesina das ya sea 

por él mismo o por otras personas” (fs. 17.481vta./ 17.482), 

sino que conforme lo señalaran las partes recurrent es aquello 

puede deberse al contexto de impunidad que se manej aba en la 

época evidenciado en la presente causa.  

   Ad abundantiem  el desconocimiento alegado por 

parte de Quiroga sobre la persona de Miguel Hugo Va ca Narvaja 

puede desvirtuarse, no sólo ante la notoriedad públ ica que 

tenía su hermano Fernando evidenciada mediante suge rencia de 

sus compañeros de modificar su nombre (ver declarac ión en el 

debate de Enrique Mario Asbert), sino además median te los 

dichos de De Breuil en la etapa instructoria en la cual 

destacó: “…luego dirigiéndose a Vaca Narvaja el Cap itán le 

dijo: `que si recordaba que una oportunidad, había ido con unos 

villeros para ocupar una casa en la zona de arguell o´, 

diciéndole que él los había sacado a balazos…Luego le preguntó: 

Que había pasado con su padre a lo que contestó `qu e ellos lo 

habían secuestrado´, y que era él quien estaba en c ondiciones 

de darle noticias de su padre, luego el capitán le dijo: `que 
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su padre era un ladrón, que cuando había estado en el gobierno 

había robado a manos llenas´, a lo que Vaca Narvaja  contestó: 

`que su padre no era ningún ladrón y que en la func ión pública 

había tenido una conducta irreprochable´…”(fs. 825 vta.) 

   Por lo que, según lo atestiguado por Eduardo 

Alfredo De Breuil, Osvaldo César Quiroga pudo haber  sido quien 

dirigió y verificó que la tarea sea llevada a cabo conforme le 

fue ordenado, incluso advirtiéndole -al ver a sus c ompañeros 

fallecidos- “que cuando volviera a la cárcel le con tara a todos 

lo que había visto” (fs. 827). 

   No pudiendo soslayarse además el clima de tensió n 

y silencio que invadía la unidad cada vez que se ef ectuaba 

algún traslado, remarcando De Breuil además que la mujeres del 

sector judiciales ...pusieron cara de horror cuando  los 

trasladaban... (ver acta de debate), infiriéndose e l desenlace 

fatal de los mismos. 

   Por lo que conforme sostuvo la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación en caso de verificarse que se  han 

ponderado testimonios, prueba de presunciones e ind icios en 

forma fragmentada y aislada, incurriendo en ciertas  omisiones 

en cuanto a la verificación de los hechos, sin habe rse 

realizado una visión de conjunto ni una adecuada co rrelación de 

los testimonios y demás elementos, manifiesta una c ausal de 

arbitrariedad (cfr. in re: L.478.XXI, “Liberman, Su sana por sus 

hijos menores c/ Instituto Nacional de Tecnología I ndustrial -

INTI-, del 28/4/88 y J.26.XXIII, “Jaunarena, Ramón Avelino 

s/homicidio culposo -causa nº 1192", del 2/4/92) de  ahí 

entonces que si de los elementos de prueba reunidos  no se puede 

llegar inexorablemente a la conclusión descripta, l o que 
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significa una afectación al principio de razón sufi ciente, lo 

que provoca su nulidad. 

   Analizada la responsabilidad penal que le podría  

caber a Osvaldo Cesar Quiroga por el hecho descript o, 

corresponde analizar la situación respecto de Vícto r Pino Cano. 

   Conforme ya se ha establecido en el punto 10.a) 

Víctor Pino Cano al momento de los hechos se desemp eñaba como 

Jefe de Regimiento de Infantería Aerotransportada I I 

dependiente de la IV Brigada, siendo calificado por  el 

Comandante de ésta última –J. B. Sasiaiñ- y en segu nda 

instancia por el Comandante del Tercer Cuerpo del E jército –L. 

B. Menéndez- con las más altas calificaciones en el  período de 

octubre de 1975 a octubre de 1976 (fs. 149/150 de s u legajo 

personal, organigrama de fs. 6263/72 e informe del Ejército 

Argentino de fs. 2894/2902). 

   Tal es así que por ser el superior inmediato y e n 

orden a la verticalidad propia del sistema castrens e, calificó 

a Osvaldo Cesar Quiroga con la más alta calificació n, no 

pudiendo ignorar el operativo llevado a cabo por su  subordinado 

ya que conforme varios testigos han manifestado, y como el 

propio Quiroga afirma, debía dar cuenta de lo suced ido a su 

superior inmediato, es decir Pino Cano. 

   Por lo que, siguiendo los lineamientos trazados,  

cabe concluir que existe material probatorio sufici ente para 

descalificar lo resuelto como acto jurisdiccional v álido. 

 Bajo este orden de ideas, debe tenerse en cuenta 

que durante la audiencia de debate prevista en el a rt. 363 del 

C.P.P.N. el representante del ministerio público fi scal 
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solicitó se declare a Osvaldo Cesar Quiroga partíci pe primario 

penalmente responsable del delito de homicidio cali ficado (art. 

80 inc. 2 y 4 del CP vigente al momento de los hech os) -3 

hechos- en concurso real (art. 46 y 55 CP), solicit ando se le 

imponga la pena de prisión perpetua e inhabilitació n absoluta y 

perpetua, accesorias legales y costas y subsidiaria mente, en 

caso de que el tribunal considerase que Quiroga es partícipe 

secundario del hecho de homicidio calificado reiter ado que se 

le atribuye (hecho 11), se le aplique la pena de ve inte años de 

prisión e inhabilitación por el tiempo de la conden a, 

accesorias legales y costas; y que la apoderada de la querella 

solicitó se lo declare como coautor por dominio del  hecho 

funcional por el delito de homicidio agravado (tres  hechos), 

solicitando se le imponga la pena de prisión perpet ua, petición 

que fue reeditada en el recurso de casación. 

Por su parte lo mismo sucedió con Víctor Pino Cano 

quien fue acusado en aquella oportunidad por el rep resentante 

del ministerio público fiscal en orden al homicidio   calificado 

(art. 80 inc. 2 y 4 del Código Penal vigente al mom ento de los 

hechos) –3 hechos–, todo en concurso real (art. 45 y 55 CP), 

solicitando se le imponga la pena de prisión perpet ua e 

inhabilitación absoluta y perpetua, accesorias lega les y 

costas; y por la querella como autor mediato penalm ente 

responsable de los delitos de homicidios agravados -3 hechos- 

todo en concurso real y se les imponga la pena de p risión 

perpetua, degradación e inhabilitación absoluta. 

  Por lo que analizadas las acusaciones se vislumbr a 

que la asistencia técnica de Quiroga ha tenido la o portunidad 

de ejercer su derecho de defensa, no sólo en el deb ate oral y 
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público, sino también en el término de oficina (art . 465 del 

C.P.P.N.) y en la audiencia prevista en el art. 468  del 

C.P.P.N.; asimismo, en tal contexto, y en función d e las 

particulares circunstancias del caso y del contenid o de las 

peticiones de los recurrentes -toda vez que el mini sterio 

público fiscal pide concretamente el reenvío, mient ras que el 

petitorio de la querella solicita la condena pero n o tiene una 

concreta petición  de pena-, corresponde HACER LUGA R a los 

recursos de casación interpuestos por el señor Fisc al, doctor 

Hairabedián, y por la doctora María Elba Martínez e n 

representación de la querella, sin costas; ANULAR l os puntos 

dispositivos 24) y 41); Y REENVIAR a la instancia a nterior para 

que por donde corresponda se realice una nueva sust anciación 

del debate y dictado de sentencia en legal forma, c onforme lo 

peticionó el señor Fiscal General en el recurso int erpuesto. 

 Sin perjuicio de la disidencia reanúdese el voto 

conjunto de los señores jueces Raúl R. Madueño, Lui s María 

Cabral y Mariano H. Borinsky. 

 12. a)  El Tribunal tuvo por probada la 

participación de Enrique Pedro Mones Ruiz , Miguel Ángel Pérez  y 

Carlos Ibar Pérez  en los tormentos sufridos por Raúl Augusto 

Bauducco (desde el 02/04/76 hasta el 05/07/76), Jos é Rene 

Moukarzel  ( desde el 02/04/76  hasta el 15/07/76), Diana Beatriz 

Fidelman, Miguel Ángel Moze, Luis Ricardo Verón, Ri cardo Yung, 

Eduardo Alberto Hernández y Carlos Alberto Svagusa (desde el 

02/04/76 hasta el 17/05/76), Carlos Alberto Sgandur ra y José 
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Ángel Pucheta (desde el 02/04/76 hasta el 28/05/76) , Claudio 

Aníbal Zorrilla, Miguel Ángel Barrera, Mirta Noemí Abdón de 

Maggi y Esther María Barberis (desde el 02/04/76 ha sta el 

19/06/76), Marta del Carmen Rossetti de Arquiola y José 

Cristian Funes (desde el 2/4/76 hasta el 30/06/76),  Gustavo 

Adolfo De Breuil, Miguel Hugo Vaca Narvaja y Arnald o Higinio 

Toranzo (desde el 02/04/76 hasta el 12/08/76), Edua rdo Alfredo 

De Breuil (desde el 02/04/76  hasta el 12/08/76), Liliana Felisa 

Páez de Rinaldi y Ricardo Alberto Tramontini (desde  el 02/04/76  

hasta el 20/08/76), Florencio Esteban Díaz, Pablo A lberto 

Balustra, Jorge Omar García, Oscar Hugo Hubert, Mig uel Ángel 

Ceballos y Marta Juana González de Baronetto (desde  el 02/04/76  

hasta el 11/10/76) -hecho III-, mientras que en el caso de 

Gustavo Adolfo Alsina , consideró que debe responder por igual 

delito que los anteriores imputados, esto es los to rmentos 

infligidos a la totalidad de las víctimas señaladas , sólo hasta 

el mes de julio de 1976 en que fue relevado del man do de la 

sección por el lapso de noventa días. 

Para ello, el a quo constató que en virtud de la 

orden escrita del Comandante de la Cuarta Brigada d e Infantería 

Aerotransportada con fecha 2 de abril, a los fines de 

implementar el plan sistemático, los autores y ejec utores 

desplegaron una violencia ilimitada sobre los deten idos 

especiales, “…implementándose a partir de allí una actividad 

creciente de destrucción integral del detenido, pro curando un 

ámbito de impunidad para las Fuerzas Armadas y de S eguridad, 

mediante el aislamiento absoluto, prohibiendo visit as 

elementales con familiares próximos, recurrir a asi stencia 

jurídica y el encerramiento físico sin intervalos e n las celdas 
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en condición de hacinamiento con clausura de ventan as que daban 

al exterior, siéndole infligido simultáneamente un sistema de 

debilitamiento físico por la alimentación paupérrim a 

proporcionada, lo cual transformó la institución 

originariamente formal y legal en otro centro cland estino  de 

detención más de esta provincia, pudiendo a partir de allí, 

ejecutar otro aspecto del sistema de destrucción, d e doble 

propósito, al procurar por un lado la destrucción f ísica de los 

detenidos, y generar al mismo tiempo en los sobrevi vientes a 

cada capítulo de violencia, un terror extremo quizá  desconocido 

para la generalidad de las personas, mediante golpi zas 

aleatorias, indiscriminadas e inconstantes pero fre cuentes, 

propiciadas con tal brutalidad que produjeron lesio nes 

gravísimas –Pablo Balustra, Guillermo Birt, Fermín Rivera o 

Rudnik constituyeron casos paradigmáticos de ello- o la muerte 

–como los episodios de las víctimas José Mourkarsel , Bauducco o 

Eduardo Bártoli-, y que eran consecuencias previsib les de tal 

accionar, quedando allí alojados los detenidos en c alidad de 

rehenes a quienes encontraron una utilidad en el ma rco de las 

acciones psicológicas que pretendían implementar…” (fs. 17.483 

vta./17.484). 

Para ello, tuvo en cuenta los testimonios brindados  

durante el debate que fueron contestes en sindicar a Enrique 

Pedro Mones Ruiz, Gustavo Adolfo Alsina, Miguel Áng el Pérez y 

Carlos Ibar Pérez como quienes monopolizaron el eje rcicio de 

los tormentos sufridos por las víctimas en la UP1. 

Así, según describió, diversas manifestaciones dier on 

a conocer que Alsina se presentaba en los pabellone s como 
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perteneciente a la Policía Militar con una actitud histriónica 

y adoctrinadora “…presentándose en una ocasión con un periódico 

rojo diciendo a los detenidos que lo vieran bien po rque sería 

la última vez, en alusión al allanamiento exitosos de una 

imprenta del PRT…” (fs. 17.484). 

Señaló además, la declaración del enfermero Fonseca  

quien mencionó que una siesta antes del episodio de  Mourkarzel, 

Alsina le pidió que lo acompañara en un recorrido p or la sala, 

procediendo a arrancarle el suero y oxígeno a un in terno de 

apellido Verón que estaba internado por haber sido baleado 

antes de ingresar, y empuñando una pistola se la co locó en la 

cabeza simulando disparar, mientras que en otra oca sión golpeó 

a otro muchacho cuyo nombre no recuerda mientras es taba 

internado hemipléjico, concurriendo este militar ge neralmente 

acompañado de un tal “Cabito” Pérez. 

Otras declaraciones señalaron que Alsina era apodad o 

“Remolino” por la violencia que desplegaba y que a Mones Ruiz 

le decían “Avispón Verde” por el personaje de un pr ograma de 

televisión, caracterizándose éste último por dar di scursos 

sobre las virtudes del Ejército, pretendiendo alecc ionar sobre 

el triunfo sobre la subversión. Ambos fueron descri ptos como 

quienes proporcionaban el trato más duro y cruel a los 

detenidos. 

Por otra parte, se ponderaron testimonios que 

refieren que en la guardia de Alsina había un Cabo Pérez, 

apodado “Jaime Kloner”, quien en una oportunidad de spellejó a 

Sgandurra con una bayoneta o cuchillo del Ejército,  despiadado 

en la forma de golpear a los detenidos. 

A su vez, se tuvo en cuenta lo declarado por José 
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Héctor Páez quien expresó que el Cabo Miguel Ángel Pérez, 

apodado “Perico” pertenecía a la guardia de Mones R uiz, 

manifestando además que era conocido suyo de la ciu dad de 

Cosquín, agregando que era conocido por todos sus c ompañeros ya 

que era un sujeto sanguinario, provocando terror co n su sola 

presencia. 

En similar sentido se expresaron la detenidas mujer es 

quienes señalaron a los imputados como los autores de las 

requisas vejatorias de que fueron víctimas, en dond e 

previamente las hacían desnudar, habiendo incluso u na ocasión 

en que al ingresar un grupo de militares junto a Ca rlos Ibar 

Pérez (quien prestaba servicios en la Compañía de P olicía 

Militar 141 al tiempo de los hechos con el grado de  Sargento, 

siendo calificado por el Jefe de la Compañía Emilio  Juan Huber, 

fs. 69/70vta.), introdujeron el mango de un cuchill o en la 

vagina de la detenida Galarraga. 

El tribunal respaldó además las imputaciones en los  

testimonios que de manera coincidente describen a A lsina como 

una persona de estructura media con uniforme, de te z trigueña, 

de veinticinco o veintiséis años de edad, con abund ante 

cabellera peinada hacia atrás;  a Mones Ruiz como u n individuo 

de cabello castaño, más claro que Alsina, de edad s imilar, y un 

poco más delgado y alto que aquél, con marcas en la  cara como 

de viruela, facciones angulosas, cuidadoso en el as pecto, 

elegante al caminar, labios finos, presencia cuidad a y que era 

paracaidista. Por su parte se refieren al Cabo Pére z como 

perteneciente a la guardia de Alsina, de contextura  media, 

morocho y muy golpeador, mientras que el otro Cabo Pérez, 
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apodado “Perico” por sus compañeros, perteneciente a la guardia 

de Mones Ruiz, tenía contextura robusta, con unifor me de 

combate (fs. 17.484 vta./17.485). 

b)  Por su parte, la defensa sostuvo que el decisorio 

resulta contradictorio, en tanto afirma que Gustavo Adolfo 

Alsina  debe responder por los tormentos infringidos a la 

totalidad de las víctimas –hecho tercero-, sólo has ta el mes de 

julio de 1976 en que fue relevado del mando de la s ección por 

el lapso de 90 días; y luego en el resolutorio se l o condena 

por las 28 víctimas incluyendo a Gustavo Adolfo De Breuil, 

Miguel Hugo Vaca Narvaja, Arnaldo Higinio Toranzo, Eduardo 

Alfredo De Breuil, Liliana Felisa Páez de Rinaldi, Ricardo 

Alberto Tramontini, Florencio Esteban Díaz, Pablo A lberto 

Balustra, Jorge Omar García, Oscar Hugo Hubert, Mig uel Ángel 

Ceballos y Marta Juana González de Baronetto -todos  detenidos 

hasta el 12 y 20 de agosto y 11 de octubre 

correspondientemente. 

Asimismo, entendió que el tribunal no valoró el 

reconocimiento fotográfico realizado durante la ins trucción por 

la testigo Gabriela Silvia Galarraga el cual arrojó  resultado 

negativo respecto a su defendido, lo cual revela un a clara 

intención de encontrar un solo culpable, a quién en  verdad no 

vio nunca en su vida. 

c)  Con el objeto de dar respuesta a lo planteado cabe  

indicar que al momento de los hechos Gustavo Adolfo  Alsina, 

integraba  una subunidad de la Policía Militar 141,  con el 

grado de teniente, no obrando licencias ni permisos  en el 

período octubre de 1975 a octubre de 1976, siendo c alificado 

con notas medias a regular por el Mayor Emilio Juan  Huber (fs. 
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48/49 vta. de su legajo personal), y encontrándose probado, que 

por la muerte de José René Moukarsel, Alsina fue su spendido por 

90 días (conforme fs. 48 vta. incorporada al debate ).  

Dicho esto el tribunal de mérito consideró, 

acertadamente que Alsina debía responder por los to rmentos 

infringidos a la totalidad de las víctimas –hecho t ercero-, 

sólo hasta el mes de julio de 1976. 

En esa inteligencia cabe destacar que no existe 

contradicción alguna, pues de los legajos penitenci arios se 

desprende que Eduardo Alfredo De Breuil ingresó a l a UP1 el día 

14-08-75; Arnaldo Higinio Toranzo ingresó el día 16 -10-75; 

Miguel Hugo Vaca Narvaja ingresó el día 25-11-75; G ustavo De 

Breuil ingresó el 14-8-75; Florencio Esteban Díaz i ngresó el 

20-02-76 y Ricardo Alberto Tramontini el 13-10-75; Liliana Paéz 

de Rinaldi ingresó el día 29-10-75; Pablo Alberto B alustra 

ingresó el día 30-7-75; Jorge Omar García ingresó e l día 14-8-

75; Oscar Hugo Hubert ingreso el día 29-5-76; Migue l Ángel 

Ceballos ingresó el día 15-3-75 y Marta Juana Gonzá lez de 

Baronetto ingresó el día 20-8-75, lo cual permite i nferir que 

hasta el mes de julio de 1976, las víctimas padecie ron los 

maltratos que propinaba Alsina. 

Más determinante aun resulta la declaración de Marí a 

del Rosario Miguel Muñoz, quien manifiesto que : “…a Alsina no 

lo vi nunca más después de lo de Moukarzel… a Alsin a lo 

reconocí físicamente y su mirada no cambió, era de tez blanca, 

más bajo que Pérez, un poco, tenía el cabello un po co ondulado 

para atrás, ni castaño ni rubio, era de estatura me dia, tenía 

bigotes, y siempre venía con guantes negros; además  yo lo vi, 
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estaba estaqueada y lo vi, venía y me decía “Cara d e guerra” 

cuerpo a tierra, Alsina usaba gorra con visera…” (c fr. fs. 

17.194 vta. –del debate-). 

En el mismo sentido, el testigo Julio Eduardo Fonse ca 

sostuvo que “…Alsina andaba con boina negra, o gorr a del color 

del uniforme… era de poco hablar respecto del trato  que le daba 

a nosotros… todas las guardias pegaban pero la peor  era la de 

Alsina… después de lo de Mourkarsel estaquearon a u na mujer, 

pero no la vi…” (fs. 17.161), del mismo modo mencio nó que una 

siesta antes del episodio de Mourkarsel, Alsina le pidió que lo 

acompañara en un recorrido por la sala, procediendo  a 

arrancarle el suero y oxígeno a un interno de apell ido Verón 

que estaba internado por haber sido baleado antes d e ingresar, 

y sacando una pistola se la colocó en la cabeza sim ulando 

disparar, mientras que en otra ocasión golpeó a otr o muchacho 

cuyo nombre no recuerda mientras estaba internado h emipléjico, 

concurriendo este militar generalmente acompañado d e un tal 

“Cabito” Pérez (cfr. fs. 17.484). 

En virtud de lo reseñado, cabe concluir que Gustavo  

Adolfo Alsina participó de los tormentos sufridos p or las 

víctimas de esta causa, y lo cierto es que tuvo rea l poder de 

disposición sobre ellas hasta la fecha de su suspen sión en 

julio de 1976. 

Finalmente, en respuesta a la crítica efectuada por  

la defensa cabe aclarar que más allá del reconocimi ento 

fotográfico efectuado por la testigo Galarraga dura nte la 

instrucción, que diera resultado negativo respecto de Alsina, 

ha quedado demostrado que el material probatorio em pleado en la 

sentencia resulta suficiente para acreditar la part icipación 
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Gustavo Adolfo Alsina en el hecho III. 

d)  La defensa Enrique Pedro Mones Ruiz postuló la 

nulidad de la sentencia, por considerar que el hech o tercero no 

está debidamente fundado, lo cual lo descalifica co mo acto 

jurisdiccional válido. 

En ese sentido, consideró que el tribunal le atribu yó 

responsabilidad a su asistido en base a indicios in directos, ya 

que utilizó los argumentos vertidos para imputar a su superior 

Pino Cano, sin proporcionar razones de por qué o en  base a qué, 

era Mones Ruiz y no otro quién había hecho padecer a los 

detenidos los tormentos que se le atribuyen en la s entencia. 

A lo cual, señaló que el testimonio de De Breuil 

quién describió a Mones Ruiz con bigotes, mientras siendo que 

en el debate se probó con fotografías que los bigot es en su 

rostro son posteriores a la época de los hechos, re marcando que 

durante la instrucción De Breuil nada había dicho s obre este 

aspecto de su defendido. 

e) Por su parte, el defensor público oficial ad-hoc , 

doctor Carlos María Casas Nóblega, asistiendo a Car los Ibar y 

Miguel Ángel Pérez, infirió que de considerarse com o maltratos 

a los emergentes de “las condiciones de detención” padecidas 

por las víctimas, no se ha indicado cual sería la i njerencia de 

sus asistidos en la implementación de aquellas cond iciones. 

Particularmente, al referirse a la situación de 

Carlos Ibar Pérez, sostuvo que “Jaime Kloner” ha si do 

conceptualizado por los testigos –Baronetto, Tisser a, 

Grafeuille, Paredes, Alcazar, Galarraga, Muñoz, Pai llalef, 

Soledad García, Guillermo Birt, Cravero, Cantón, Ló pez y 
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Canizzo- como un sujeto morocho, corpulento, alto y  que no 

tenía tonada cordobesa. 

Mientras otros testigos, señaló, lo describen como de 

estatura baja –Otto, Zamora, Niztzchmann-. 

Por ello, concluyó que Jaime Kloner era alto, morru do 

y corpulento, no compadeciéndose en nada con las 

características físicas de su asistido al momento d e los 

hechos. 

Ampliando sus argumentos sindicó a un tercer Pérez 

que no fue investigado en la presente causa como po sible 

responsable de los hechos y del que, “…obra incorpo rado como 

prueba en la causa el legajo personal del Cabo ´en comisión´ 

Pedro Antonio Pérez, que revistaba en la época de l os sucesos 

en el Regimiento de Infantería Aerotransportada II,  compañía 

´C´ que fue dado de alta el 31/12/1975 pero asignad o a dicho 

regimiento el 01/04/1976, hasta que se le dio de ba ja el 30 de 

junio de 1977 y como tal en dichos períodos conform aba una de 

las secciones que rotaban en el servicio de guardia  en el 

penal…”. 

En este sentido, remarcó que las descripciones 

efectuadas por los testigos se condicen con la pers ona de Pedro 

Antonio Pérez, quien además se encontraba pésimamen te 

calificado habiendo sido destinatario de ocho sanci ones 

disciplinarias. 

En lo que respecta a la voz impostada, recordó la 

declaración de Guido Guidi quien refirió que los mi litares 

acostumbraban a falsear la voz, que no tenían la vo z propia, lo 

que pudo haber provocado confusión en los testigos de quien era 

el militar de que se trataba en cada oportunidad. 
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Advirtió además que en la mayoría de las 

declaraciones, los testigos se refieren a su asisti do -Carlos 

Ibar Pérez- como “el Cabo Pérez de Alsina”, cuando desde 1975 

ya tenía la categoría de Sargento, por tanto mal po día ser 

conocido en dicha época como “Cabo Pérez”. 

Desestimó además lo manifestado por el testigo 

Roberto Hugo Avalle alegando que aquél tuvo conocim iento del 

Sargento Pérez con posterioridad al “juicio de la v erdad” toda 

vez que en el debate relató vivencias que en su dec laración del 

año 1999 nunca había mencionado. 

Por otra parte, añadió que la descripción física 

(bajo, morocho y de bigotes) y de personalidad se c ompadece con 

la persona del Sargento Juan Carlos Cohelo –encarga do de 

sección de Alsina por su antigüedad- y no con Carlo s Ibar 

Pérez, por lo que solicitó su absolución. 

En lo que respecta a Miguel Ángel Pérez, analizó el  

testimonio de Luis Miguel Baronetto argumentando qu e 

difícilmente aquél haya podido observar la golpiza de Carlos 

Alberto Sgandurra cuando el margen de visión se enc ontraba 

limitado por un orificio de 2 cm de diámetro, en el  cual no hay 

mucho margen para posicionar la birome y en segundo  lugar el 

acontecimiento ocurría a 40mts. de donde estaba el declarante. 

En respaldo a ello agregó que dicho testimonio 

resulta contrariado con lo declarado por Roberto Ed uardo Díaz, 

quien le adjudica la golpiza propinada a Sgandurra,  al Cabo 

Pérez grandote, al de Alsina. 

Criticó a su vez la valoración efectuada sobre lo 

testificado por Humberto Eduardo Vera insistiendo q ue la 
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descripción efectuada por éste no se condice con su  asistido, y 

aclarando además que quien pegaba con la punta de p istola era 

Jaime Kloner. 

Criticó la valoración de la declaración testimonial  

de Jorge Rubén Lago efectuada en el marco de la inv estigación 

para la verdad histórica (fs. 2955/62) por no haber  declarado 

en la audiencia oral a pesar de haber sido prestada  en un 

proceso donde no había control de la prueba por par te de la 

defensa, impidiéndole controvertir las imputaciones  que le 

endilgó a sus defendidos. 

Por otra parte, aseveró “…ha quedado demostrado ya,  

que en el penal no había sólo dos guardias duras y otra buena 

de gendarmería, ello quedó expuesto claramente en l a comprobada 

rotación de guardias que había en el penal, dicho e lemento 

sumado a las efectivas presencias de otros militare s y/o 

gendarmes que los han apodado de diversa manera y a demás con la 

generalizada confusión en la población carcelaria d e la nula 

diferencia entre un uniforme de gendarmería y de ej ército, son 

elementos claros para desmitificar esta presencia c asi absoluta 

de mis defendidos en la cárcel, además los autores de los 

maltratos conforme la argumentación explicitada, pu eden haber 

sido gendarmes, militares o incluso guardia cárcele s…”. 

Remarcó como absurdo que se haya tenido en cuenta l a 

“plantilla de apellidos” cuya construcción se basa en los 

dichos de los empleados del servicio penitenciario,  de los 

gendarmes y de los ex liceístas, de los que tan poc o se sabe, e 

incluso no se sabe cómo conocen a todos sus defendi dos, cuando 

ninguno fue al Liceo. 

Citando el precedente “Miguel” de la C.S.J.N., obje tó 
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las “indicaciones devenidas en reconocimientos” den ominadas 

como medidas de “reconocimiento impropio”, a su vez  recalcó la 

existencia de falta de espontaneidad memorial de lo s 

declarantes. 

f)  A los fines de dar respuesta a los planteos 

efectuados por las defensas de Mones Ruiz, Carlos I bar y Miguel 

Ángel Pérez, corresponde recordar en primer lugar l o sostenido 

por Karl Mittermaier en torno a que “…la fuerza pro batoria del 

testimonio tiene por origen la presunción de que el  que la 

presta ha podido observar exactamente y querido dec larar la 

verdad; para el Juez todo en que la presunción de q ue se trata 

aparezca fuerte o débil en la causa: para resolver esta 

cuestión tan delicada, necesita examinar cuidadosam ente y por 

completo la individualidad del testigo, comparar su s cualidades 

particulares en el orden físico y moral en su conti nente y sus 

palabras ante la justicia, y decidir en último caso  si merece 

crédito, y hasta qué punto…” (Tratado de la prueba en materia 

criminal, Argentina, diciembre de 1993, pág. 343). 

Tal es así que, “…cuando los testimonios aparecen 

entre sí contradictorios, el Juez no obviará la dif icultad 

computando el número de aquéllos por cada parte, y concediendo 

su confianza a la opinión representada por la mayor ía, puesto 

que cálculos de esta especie conducen directamente a error. Los 

testimonios no son cantidades que puedan apreciarse  por los 

medios matemáticos; las circunstancias de la causa son las 

únicas que producen la convicción, y en tal caso só lo llega a 

adquirir certeza el entendimiento, pesando con cuid ado todos 

los elementos  de credibilidad que aquellas encierr an…” (ob. 
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Cit. pág. 399). 

Siguiendo este orden de ideas dicho autor pone de 

relieve que cuando existan contradicciones entre lo s testigos 

el juez no tiene otro medio de zanjar la dificultad  sino 

examinando a fondo las garantías de confianza que i nspira cada 

uno de ellos. 

A ello cabe agregar que de conformidad con los 

lineamientos establecidos por la Corte Suprema de j usticia de 

la Nación en el precedente “Casal” (328:3399), al t ribunal de 

casación le está vedado el control de la prueba que  dependa en 

forma directa de la percepción, esto es de los enun ciados de 

inmediación, como consecuencia del juicio público. 

Por lo que, se han de desestimar las críticas 

dirigidas a la valoración de los testimonios rendid os en la 

audiencia oral y pública pues la arbitrariedad aleg ada no puede 

ser atendida ya que, si bien de acuerdo a la doctri na antes 

citada, el Alto Tribunal amplió el marco tradiciona l del 

recurso de casación, señalando la necesidad de prof undizar en 

esta instancia el análisis de cuestiones de hecho y  prueba, 

agotando al máximo la función revisora, también ind icó que las 

íntimamente asociadas a la inmediación constituyen el límite de 

lo que no es revisable por este cuerpo. 

Sin perjuicio de ello, cabe aclarar que resulta 

razonable que entre las declaraciones prestadas por  distintas 

personas existan matices diferentes dados por su di stinta 

apreciación de los hechos, al igual que puede ocurr ir al 

comparar las declaraciones de una persona, máxime c uando entre 

ellas medió un lapso considerable. Además, hay que tener en 

cuenta que los hechos se desarrollaron hace más de 30 años bajo 
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circunstancias de extrema turbulencia y amenaza, lo  que 

justifica aún más los diferentes matices que pueden  encontrarse 

entre las declaraciones de las víctimas, familiares  y personal 

del servicio penitenciario. 

De este modo y en conformidad con lo reseñado 

previamente, la autenticidad de las declaraciones t estimoniales 

brindadas en la audiencia de debate fue evaluada po r los jueces 

del tribunal oral y les fue otorgada fuerza convict iva 

suficiente para sustentar la conclusión a la que se  arribó, por 

lo que en función del principio de inmediatez no co rresponde 

efectuar una valoración distinta de aquélla que se otorgó a las 

que se escucharon en la audiencia de debate oral y público. 

Asimismo, debe tenerse en consideración que, “…apar te 

de la persona del testigo, el contenido de su decla ración 

merece también un atento examen: cuanto más verosím iles 

parezcan los hechos, más en armonía están con el re sultado que 

las demás pruebas y circunstancias de la causa arro jan, y mayor 

derecho tiene el Juez a prestarles fe…” (Karl Mitte rmaier, 

Tratado de la prueba en materia criminal, Argentina , diciembre 

de 1993, pág. 401). 

En este sentido es que debe tenerse en cuenta que 

conforme fue acreditado en la sentencia recurrida C arlos Ibar 

Pérez al momento de los hechos se encontraba en fun ciones como 

Sargento de Infantería prestando servicios en la Po licía 

Militar 141 bajo las órdenes del Teniente de la sub unidad de la 

Policía Militar 141 Gustavo Adolfo Alsina, siendo c alificado  

por el Jefe de la Compañía Emilio Juan Huber (fs. 6 9/70) 

mientras que Miguel Ángel Pérez era cabo del Regimi ento de 
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Infantería Aerotransportada II, encontrándose bajo el mando del 

jefe de sección Enrique Pedro Mones Ruiz. 

Tal es así que la mayoría de los testigos coinciden  

en haber visto a ambos tanto en las requisas, como en las 

torturas practicadas. 

En concordancia con ello, el tribunal puso de resal to 

que “…manifestaron asimismo los testigos que en la guardia de 

Alsina había un Cabo Pérez, quien en una oportunida d despellejó 

a Sgandurra con una bayoneta o cuchillo del Ejércit o, 

despiadado en la forma de golpear a los detenidos, a quien 

apodaban “Jaime Kloner” por cuanto impostaba la voz  para 

simular que era de Córdoba. A su vez, el testigo Jo sé Héctor 

Páez manifestó que al Cabo Miguel Ángel Pérez que p ertenecía a 

la guardia de Mones Ruiz, cuyo sobrenombre era “Per ico”, pudo 

identificarlo en la cárcel porque era conocido suyo  de la 

ciudad de Cosquín, circunstancia que por lo demás e l dicente 

hizo conocer a sus compañeros, explicando que no er a entonces 

calvo ni gordo como ahora, siendo un sujeto conocid o por todos 

los detenidos por su proceder dentro de la cárcel y a que era 

sanguinario y con su sola presencia provocaba terro r en los 

pabellones. Las detenidas mujeres fueron coincident es en 

señalar a los imputados como los autores de las req uisas 

vejatorias de que fueron víctimas, en donde previam ente las 

hacían desnudar, habiendo incluso una ocasión en qu e al 

ingresar un grupo de militares junto a Carlos Ibar Pérez, le 

introdujeron el mango de un cuchillo en la vagina d e la 

detenida Galarraga (Fermín Rivera, Julio Argentino Fonseca, 

Norma Susana San Nicolás, Gustavo Ignacio Tissera, Roberto 

Eduardo Díaz y María Teresa Sánchez, entre otros)…” . 
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De este modo continuó, “…asimismo los testigos 

mencionados coinciden en describir a Alsina como un a persona de 

estructura media con uniforme, de tez no absolutame nte blanca 

ni oscura, más bien trigueña, de veinticinco o vein tiséis años 

de edad, con abundante cabellera peinada hacia atrá s; al tiempo 

que a Mones Ruiz lo describen como un individuo de cabello 

castaño, más claro que Alsina, de edad similar y un  poco más 

delgado y alto que aquél, tenía marcas en la cara c omo de 

viruela, de estatura media, facciones angulosas, cu idadoso en 

el aspecto, elegante al caminar, labios finos, pres encia 

cuidada y que era paracaidista. En cuanto al Cabo P érez que 

pertenecía a la guardia de Alsina refieren que era de 

contextura media, morocho y muy golpeador, mientras  que el otro 

Cabo Pérez que pertenecía a la guardia de Mones Rui z, se 

trataba de una persona de contextura robusta, con u niforme de 

combate y a quien sus compañeros identificaban como  ´Perico´…” 

(fs. 17.484 vta.). 

En virtud de lo reseñado deben descartarse los 

esforzados intentos defensistas por deslindar de 

responsabilidad a Carlos Ibar y a Miguel Ángel Pére z e implicar 

en sus lugares a Pedro Antonio Pérez y a Juan Carlo s Cohelo en 

los hechos aquí investigados. 

Por otra parte, la impugnación efectuada al 

testimonio vertido por Jorge Rubén Lago en el marco  de la 

investigación para la verdad histórica (fs. 2955/62 ) carece de 

sustento toda vez que, si bien fue incorporado por lectura al 

debate, según consta en el acta, no ha sido expresa mente 

citado, mencionado ni valorado por el tribunal en l a sentencia 
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puesta en crisis, sucediendo lo mismo con el recono cimiento 

impropio criticado. 

Asimismo, más allá de la “plantilla de apellidos” 

cuya construcción se basa en los dichos de los empl eados del 

servicio penitenciario, de los gendarmes y de los e x liceístas, 

se ha demostrado que existen pruebas suficientes qu e incriminan 

a Carlos Ibar Pérez y a Miguel Ángel Pérez en el He cho III. 

Bajo estos lineamientos lo cierto es que ha quedado  

demostrado que el material probatorio empleado por el tribunal 

resulta suficiente para acreditar las responsabilid ades penales 

de Enrique Pedro Mones Ruiz, Carlos Ibar Pérez y Mi guel Ángel 

Pérez en el hecho ilícito investigado denominado II I, debiendo 

rechazarse al menos en estos aspectos la crítica ef ectuada por 

sus defensas. 

13. a)  Para tener por probada la responsabilidad 

penal de Carlos  Alfredo Yanicelli , Yamil Jabour , Alberto Luis 

Lucero , Marcelo Luna ,  Calixto Luis Flores , Fernando Martín  

Rocha, Juan Eduardo Ramón Molina , y Miguel Ángel Gómez , el 

tribunal reseñó previamente que: 

“…El D2 tenía la misión de concretar y materializar  

la metodología represiva ordenada por sus superiore s del Área 

311, debiendo recordarse aquí que el testigo Urquiz a pudo 

observar cómo los asesores militares se comunicaban  

periódicamente con Telleldín, debiendo recordarse q ue dentro 

del plan sistemático las novedades de los centros d e detención 

debían ser comunicadas diariamente a la jefatura, a l igual que 

desde La Perla se hacía al Destacamento 141, todo l o cual debía 

a su vez ser elevado a la jefatura del Área 311 (te stimonios de 

Suzzara, Meschiatti, Geuna, Di Monte y Callizo obra ntes en 
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autos “Menéndez” -Expte. 40-M-08-, reservados en Se cretaría 

para la presente). Al respecto, conforme surge del organigrama 

del Anexo 5: Organigrama del Comando del Tercer Cue rpo de 

Ejército y del Comando de la Brigada Aerotransporta da Cuarta y 

del Área 311 y del Reglamento contra elementos subv ersivos, 

punto 4016 “Estructura de la cadena de comando”, la  Policía de 

Córdoba se ubica en la estructura castrense como fu erza bajo el 

control operacional del Ejército…”. 

“…El Departamento de Informaciones de la Policía de  

la Provincia de Córdoba (D2), fue una unidad creada  

exclusivamente para la denominada lucha antisubvers iva en el 

año 1975 pero que inmediatamente inició un ejercici o de 

represión ilegal sistematizada en esta provincia, l o que en el 

ámbito de inteligencia policial generó la intervenc ión de 

Informaciones y la designación del Comisario Inspec tor Raúl 

Pedro Telleldín, quien al hacerse cargo incorporó p ersonal 

instruido a ese fin. Al igual que otras unidades de pendientes 

del Área 311 su misión era materializar la metodolo gía ordenada 

por sus superiores –detención ilegal en los CCD, im posición de 

tormentos y, en algunos casos, aniquilamiento del d etenido-. Su 

jefe participaba de las regulares reuniones de la C omunidad 

Informativa desarrolladas durante el último gobiern o ilegal de 

nuestro país incluso hasta el año 1980, en las se i nformaba de 

los estados de los distintos sectores políticos y s ociales 

estimados enemigos, “blancos”, disponiéndose las co ncretas 

acciones represivas contra los mismos. Para tal fin  contaban 

geográficamente con “lugares de reunión de detenido s” –centros 

clandestinos de detención- entre los que se encontr aba la sede 
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principal sita en el Pasaje Santa Catalina de esta ciudad; y a 

los fines de ejecutar materialmente los objetivos r epresivos 

propuestos, actuaban grupos operativos que en el ám bito 

policial de esta provincia se denominaban “Brigadas  o Patotas”. 

Estructuralmente se componía de una sección “Fábric a” con gente 

infiltrada, una sección “Universidad” también con s us 

infiltrados que pasaban los datos de los potenciale s 

subversivos, siendo la “patota” la que salía a hace r los 

procedimientos en horas generalmente de la noche, h abiendo 

asimismo una oficina de “Sumario”, una sección “Arm as”, una 

sección “Libros” para trámites burocráticos, una se cción 

“Archivo” con carpetas de personas vinculadas a los  grupos 

considerados subversivos y una oficina COT en la qu e se 

evaluaba la marcha de la lucha antisubversiva, cont ando con un 

gráfico con los partidos y movimientos políticos –M ontoneros, 

ERP, entre otros-, desde donde se preparaba todo el  accionar 

represivo (conforme testimonio de Carlos R. Moore y  Memorandos 

de la Policía Federal Argentina).” 

“…En este contexto, debe tenerse presente que 

conforme surge de los memorandos de la Policía Fede ral 

Argentina aludidos, era precisamente el Jefe del D2  o en su 

caso el segundo Jefe, quien concurría invariablemen te a las 

reuniones periódicas de la Comunidad Informativa de  

Inteligencia que se desarrollaron en esta provincia  durante la 

vigencia del sistema represivo a cargo de la Fuerza s Armadas, 

por lo que dicha repartición debía necesariamente e star al 

tanto de las órdenes de detectar, detener y aniquil ar a los 

integrantes de las agrupaciones consideradas enemig as, entre 

las que se encontraba Montoneros, PRT-ERP, agrupaci ones 
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sindicales y estudiantiles…”. 

“…Cabe concluir entonces que la jefatura del 

Departamento de Inteligencia de la Policía de la Pr ovincia de 

Córdoba, materializaba la metodología ordenada por Menéndez –

detención en los CCD, imposición de tormentos y ani quilamiento, 

a través del grupo operativo conformado por los pol icías 

imputados en la presente, quienes concretaban lo pl anificado, 

mediante el secuestro y aniquilamiento del ´blanco enemigo´, 

conforme la terminología militar que surge de los n umerosos 

documentos analizados…”. 

“…Conforme venimos relatando, dentro de la estructu ra 

del Departamento de Informaciones, las brigadas era n los grupos 

de calle que se encargaban de secuestrar y conducir  a los 

individuos a los centros clandestinos de detención,  con todo lo 

que ello implicaba, siendo por lo general que quien  efectuaba 

los interrogatorios bajo tortura y ejecutaba el des tino final 

del detenido, era el mismo que lo había detenido o secuestrado. 

También denominados ´patota´ porque, dada su delica da función 

para el régimen, se trataba de un grupo reducido de  a lo sumo 

veinte personas, que actuaba de modo inusual dentro  de la 

fuerza policial, vistiendo sus integrantes de civil , pelo 

largo, utilizando móviles no identificables, siendo  por ello 

mismo seleccionados de acuerdo a ciertas condicione s físicas, 

psíquicas o familiares que resultaran más funcional es al 

sistema represivo (testimoniales de Luis Alberto Ur quiza, 

Samamé, Arnau Zúñiga y Carlos R. Moore)…”. 

Teniendo ello en cuenta y observando los legajos 

personales de Yanicelli, Flores, Luna, Lucero, Roch a, Jabour; 
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Juan Eduardo Ramón Molina y Miguel Ángel Gómez, el a quo 

verificó que se desempeñaban al tiempo de los hecho s en el D2 

en la “brigada de procedimiento”. 

Para acreditar ello, en particular, respecto de 

Carlos Alfredo Yanicelli se tuvo en cuenta el infor me de 

calificación anual del período comprendido entre el  1/10/75 y 

30/09/76 donde se consignó que el nombrado “…oficia  como 

segundo encargado de la División Investigación de l a 

Información, poniendo a diario de manifiesto sus gr andes 

conocimientos profesionales, demostrando estar comp rometido de 

la difícil tarea asignada… Ejemplo de oficial…”, en  tanto que 

el Jefe del mismo, Inspector Mayor Raúl P. Telleldí n indica que 

Yanicelli “…tiene a cargo una Brigada contra la sub versión, 

habiendo logrado procedimientos de gran envergadura . Muy 

correcto, leal y con verdadera vocación…”, tras lo cual refiere 

“…lo considero: Apto para el grado inmediato superi or…”. 

Se destacó también lo declarado por Marcela María 

Funes, quien reconoció a Yanicelli como uno de los tres 

policías vestidos de civil que secuestraron a su ma rido y que 

fue encontrado muerto cuatro o cinco horas después de su 

secuestro en un basural, presentado en su cuerpo nu merosas 

heridas ocasionadas por armas de fuego. 

En el caso de Calixto Luis Flores, consideró que 

“…pertenece a la División Investigación de la Infor mación, 

revistando en la Brigada de Procedimiento, está com penetrado de 

la difícil y riesgosa tarea asignada. Es inteligent e y tiene 

amplios conocimientos profesionales que lo hacen so bresalir 

nítidamente del resto de sus compañeros…” (legajo p ersonal), 

como así también que tiene “…gran experiencia como interrogador 
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en las cuales se han logrado procedimientos positiv os”, 

considerándoselo apto para el grado inmediato super ior 

(calificación efectuada por Telleldín). 

Tuvo en cuenta además que a Marcelo Luna se lo 

calificó en forma similar, consignándose en su lega jo personal 

en igual período, que “…pertenece a la División Inv estigación 

de la Información, revista en la Brigada de Procedi miento, 

demuestra estar ampliamente compenetrado de la difí cil y 

riesgosa tarea asignada, para referir después Telle ldín que 

“…comparto la instancia anterior, el citado Subofic ial ha 

demostrado su valor y su capacidad, y su espíritu d e 

compañerismo en los distintos enfrentamientos…”, co nsiderándolo 

también apto para el grado inmediato superior.  

Comprobó en relación a Alberto Luis Lucero, que 

“…pertenece a la División Investigación de la Infor mación, 

revistando en la Brigada de Procedimiento; está amp liamente 

compenetrado de la difícil y riesgosa tarea asignad a…” (legajo 

personal), para después consignar Telleldín que “…d e acuerdo 

con la instancia anterior. Pertenece a las Brigadas  de 

Procedimientos, poniendo de manifiesto su valor y c apacidad 

profesional en los enfrentamientos que se tuvo cont ra la 

subversión…”, estimándolo también apto para el grad o inmediato 

superior. 

En cuanto a Yamil Jabour, se acreditó que en el mis mo 

período, si bien el entonces Comisario Esteban refi rió que “…se 

desempeña en la División Seguridad e Instrucción, o cupando el 

cargo de Sumariante estando totalmente compenetrado  en las 

funciones que desempeña…” -circunstancia ésta tambi én esgrimida 
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por el imputado en oportunidad de su declaración in dagatoria-, 

Telleldín dijo que “…conforme con la instancia ante rior, es un 

Oficial que ha puesto de manifiesto su verdadera vo cación 

profesional en tareas especiales contra la subversi ón, dentro y 

fuera de la provincia…”, tras lo cual lo considera apto para 

asumir “el grado inmediato superior”. 

Destacó que Telleldín, como integrante de las 

reuniones de la comunidad informativa, donde a part ir de la 

información proporcionada por los distintos organis mos de 

inteligencia local se establecían los blancos a eli minar y se 

definía el rumbo del quehacer represivo ilegal, qui en, 

apartándose de la mera categoría de “buen sumariant e” en que lo 

había colocado el Comisario Esteban, estimó necesar io consignar 

que el área donde realmente se destacó Jabour duran te ese 

período, fue en el ejercicio de “tareas especiales contra la 

subversión” en las que dijo “ha puesto de manifiest o su 

verdadera vocación de servicio”.  

En respaldo a ello, citó lo manifestado en ocasión de 

labrarse el Sumario nº 01/97 por el policía jubilad o, ex 

integrante de dicha repartición, José Edmundo Gutié rrez, quien 

mencionó entre otros integrantes de esa fuerza a Ja bour para 

después referir que “…en cuanto a las funciones que  éstos 

cumplían era la actividad normal de esa Dependencia , es decir 

de calle, ya que no únicamente hacían procedimiento s propios de 

la actividad sumarial, sino de los distintos ítems de labores 

especializados de informaciones…”. 

En referencia a Juan Eduardo Ramón Molina advirtió 

que “…se desempeña en la sección investigación de l a 

información, estando totalmente compenetrado de la tarea 
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asignada. Goza de absoluta confianza por tratarse d e un 

funcionario muy reservado; como así también celoso en el 

cumplimiento del deber; posee gran experiencia poli cial que 

redunda en beneficio del servicio. Honesto, trabaja dor y leal 

con sus superiores. Se hace constar que el menciona do oficial 

también se desempeña como sumariante…”, agregando q ue en 

segunda instancia Telleldín hizo constar que “…conf orme con la 

instancia anterior, el citado oficial se desempeña en una 

brigada que lucha contra la subversión, habiéndose destacado en 

operativos de suma importancia. Muy leal a sus supe riores…”, 

siendo considerado apto para el grado inmediato sup erior. 

En este sentido, el a quo remarcó que al igual que 

con Jabour, Telleldín consignó que el área donde re almente se 

destacó Molina durante el período que interesa a lo s hechos de 

la presente, fue en el ejercicio de tareas especial es contra la 

subversión en las que dijo que “participó en operat ivos de suma 

importancia”. 

De este modo teniendo en cuenta el material 

documental recolectado y las declaraciones testimon iales 

(Urquiza, Luis Miguel Baronetto, Norma Susana San N icolás, 

Carlos Manuel Ávila, Roberto Eduardo Díaz, Carlos R aimundo 

Moore, entre otros) se concluyó que Jabour, Molina,  Yanicelli, 

Flores, Lucero y Luna pertenecieron a la brigada op erativa o 

grupo de calle, realizando las tareas descriptas ut supra de 

modo habitual. 

Habiendo quedado ello establecido, y teniendo en 

cuenta que las víctimas Fidelman, Irazusta, Chiavar ini y 

Bártoli se encontraban en un estado de destrucción física 
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notable, producto de los brutales tormentos a que f ueron 

sometidos en el D2 previo a ser ejecutadas, entendi ó como 

responsables a Calixto Luis Flores y Marcelo Luna p or los 

tormentos sufridos por Fidelman, Irazusta, Chiavari ni y 

Bártoli, como también en los homicidios de los tres  últimos 

nombrados, toda vez que actuaron con la brutalidad y 

ensañamiento inherente a su calidad de miembros del  grupo 

operativo del D2. 

“…En este contexto, el testigo Carlos Moore al 

manifestar que al acercarse al lugar de los homicid ios los 

imputados Lucero, Jabour y Molina eran parte de los  operativos 

que estaban allí urdiendo y planificando el falaz e scenario de 

intento de fuga para su posterior trascendencia púb lica, en el 

marco de las operaciones psicológicas planificadas desde el 

Ejército bajo cuyo control operacional actuaban, re cobra fuerza 

convictiva frente a la función que, en su carácter de 

operativos de este centro clandestino de detención,  efectuaban 

interrogando bajo tormentos a los detenidos y en al gunos casos 

ejecutando sus muertes, y en este caso llevando al máximo tal 

tarea hasta la total degradación física y moral de las 

víctimas, lo cual conforma el escenario que vincula  a los 

detenidos con los hechos de tormentos sufridos por María 

Eugenia Irazusta, Víctor Hugo Chiavarini, Daniel Ed uardo 

Bártoli y Diana Beatriz Fidelman, frente a los cual es deben 

responder Juan Eduardo Ramón Molina, Yamil Jabour y  Alberto 

Luis Lucero. Iguales consideraciones merece el impu tado Miguel 

Ángel Gómez, a quien además el testigo Alberto Cacc opardo, 

detenido en el D2 en la misma época de las víctimas , sindicó al 

exponer que mientras se encontraban en el lugar est recho 
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denominado “tranvía” fueron obligados por el policí a “Gato” 

Gómez a saludarlos con la señal del nazismo y a gri tar fuerte 

“Heil” Hitler, mientras interrogaba a los detenidos  allí 

alojados violentamente, al tiempo que Víctor Hugo G uevara 

corroboró los dichos del testigo anterior agregando  además que 

era notable el ensañamiento que tenían al momento d e torturar a 

Bártoli y Diana Fidelman en relación a quien el ref erido 

imputado contribuyó en las vejaciones que sufrió, d ebiendo en 

consecuencia responder por los tormentos sufridos p or las 

cuatro víctimas aludidas…” (fs.17.500 vta.). 

En referencia a Carlos Alfredo Yanicelli sostuviero n 

que las constancias documentales obrantes en la cau sa, 

acreditan que fue él quien retiró a Diana Beatriz F idelman con 

fecha 22 de abril de 1976 desde la UP1 para llevarl a al D2, 

donde sufrió los brutales tormentos, posibilitando con su 

actuación la colocación de la víctima en el lugar p ropicio para 

recibir tan perverso tratamiento, por lo que le atr ibuyeron los 

tormentos por ella padecidos pues sin su intervenci ón el hecho 

no habría ocurrido del modo acontecido. En cambio, en lo que 

respecta a los tormentos padecidos por Chiavarini, Bártoli e 

Irazusta, fue absuelto, en los términos del art. 3°  del 

C.P.P.N., por inexistencia de prueba suficiente.  

Por otra parte, luego de efectuar un exhaustivo 

análisis del material probatorio recolectado, tuvo por 

acreditadas las responsabilidades penales sobre el Hecho IV de 

Carlos Alfredo Yanicelli, Calixto Luis Flores, Yami l Jabour, 

Alberto Luis Lucero, Juan Eduardo Ramón Molina y Mi guel Ángel 

Gómez.  
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A tal efecto, sostuvo “…pueden advertirse una serie  

de motivaciones que reflejan el particular interés del 

Departamento de Informaciones sobre estas víctimas,  dentro  [de 

un] contexto de venganza que se imprimía a las oper aciones 

represivas con el alegado propósito de la lucha ant isubversiva 

y que el Ejército dispuso expresamente como consign a rectora 

del tratamiento que debían sufrir los detenidos en la UP1, a 

partir de la nota de fecha 2 de abril suscripta por  el 

Comandante de la Cuarta Brigada de Infantería Aerot ransportada. 

Así, repárese que conforme surge de los expedientes  penales 

“FIDELMAN” (Expte. 53-F-75), “MOZÉ” (69-M-75), “VER ÓN, Luis 

Ricardo revisación médica a su favor” (Expte. 13-V- 75), “YOUNG, 

Ricardo Alberto revisación médica a su favor” (Expt e. 1-Y-76) y 

“HERNÁNDEZ Eduardo A. y SVAGUSA José Alberto” (Expt e. 9-H-75), 

las víctimas habían denunciado en la Justicia Feder al haber 

sido salvajemente torturados en el D2 durante sus c autiverios 

en ese lugar previo a ser trasladados a la UP1. A s u vez, no 

debe soslayarse que el día antes de los fusilamient os se había 

producido el asesinato de un agente policial de ape llido 

Arrieta por parte de un grupo de individuos que gri taron “Viva 

Montoneros”, circunstancia de la que el Ejército y las fuerzas 

bajo su control operacional estaban en conocimiento  a través 

del parte de inteligencia N° 476 labrado por el imp utado Raúl 

Eduardo Fierro. Finalmente se vislumbra como otro p osible 

motivo lo señalado por Carlos Moore en cuanto a que  los 

fusilamientos de las seis víctimas se debió a la fu ga del 

dirigente de Montoneros de apellido Mendizábal, qui en fuera 

detenido junto con Fidelman, los hermanos De Breuil  y Roberto 

“Jun” en la vivienda de calle Maestro Vidal de Bº S anta Ana de 



                                        Causa n° 14.571  –Sala I- 
  VIDELA,  Jorge Rafael y otros 
                                     s/recurso de casación. 
 
 
 

VöÅtÜt YxwxÜtÄ wx Vtátv|™Ç cxÇtÄ 
 
 
 
 
 
 
 

295 
 
 
 

esta ciudad, lo que disgustó a la patota del D2 des de que tales 

detenciones obedecieron a un procedimiento efectuad o 

precisamente por los imputados Yanicelli, Jabour, “ Chato” 

Flores y “Negro” Molina, quienes dable es pensar ha yan visto 

tales detenciones como un trofeo en la lucha que li braran, 

cuando el propio Moore dice que con esas capturas c ayó la 

cúpula de Montoneros en Córdoba, sin dejar de menci onar 

nuevamente en coincidencia con los dichos del ex de tenido del 

D2 Carlos Moore, que la fuga del mentado Mendizábal  se 

encuentra detalladamente descripta en el correspond iente 

expediente penal…” (fs. 17.502/vta. y 17.503). 

Finalmente, el a quo  decidió absolver, en los 

términos del art. 3º del C.P.P.N., a Ricardo Cayeta no Rocha por 

el Hecho I; a Yamil Jabour por los homicidios de Ch iavarini, 

Bártoli e Irazusta –Hecho II-; y a Ricardo Cayetano  Rocha y 

Marcelo Luna por el Hecho IV.  

b)  Las defensas de Carlos Alfredo Yanicelli, Yamil 

Jabour, Alberto Luis Lucero, Marcelo Luna, Calixto Luis Flores, 

Fernando Martin Rocha, Juan Eduardo Ramón Molina y Miguel Ángel 

Gómez, no consideraron valoradas las pruebas recibi das y los 

actos del debate conforme las reglas de la sana crí tica 

racional, manifestando que el fallo posee fundament ación 

aparente, sin quedar correctamente establecida la p articipación 

de sus defendidos. 

En ese sentido estimaron que la resolución atacada 

vulnera el principio lógico de razón suficiente por  no estar 

fundada en elementos probatorios de cargo suficient es, 

encontrándose de esa manera con una sentencia desca lificable 
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como acto jurisdiccional válido, y solicitando por lo tanto la 

nulidad de la sentencia recurrida.  

c) Con el objeto de dar respuesta a las críticas 

efectuadas por las defensas, corresponde recordar q ue con 

relación a las reglas que moderan la valoración de la prueba -

que las defensas estiman conculcadas- se ha señalad o que 

nuestro Código Procesal Penal ha adoptado el sistem a de la sana 

crítica racional -art. 398, 2º párrafo-, que confor me al 

precepto constitucional que exige que toda sentenci a debe ser 

fundada, requiere que las conclusiones a las que se  arriba en 

la sentencia deben ser consecuencia de una valoraci ón racional 

de los elementos de juicio colectados, respetándose  las leyes 

de la lógica -principios de identidad, tercero excl uido, no 

contradicción y razón suficiente- de la psicología y de la 

experiencia común.  

Ésta es por otra parte la pauta que impera en los 

tribunales internacionales en el sentido de que tie nen la 

potestad de apreciar y valorar las pruebas según la s reglas de 

la sana crítica evitando adoptar una rígida determi nación del 

quantum  de la prueba necesaria para sustentar un fallo (cf r. 

Corte Interamericana de Derechos Humanos in re:  “Bulacio vs. 

Argentina”, Sentencia del 18 de septiembre de 2003;  “Myrna Mack 

Chang vs. Guatemala”, Sentencia del 25 de noviembre  de 2003; 

“Maritza Urrutia vs. Guatemala”, Sentencia del 27 d e noviembre 

de 2003; y “Herrera Ulloa v. Costa Rica”, Sentencia  del 2 de 

julio de 2004). 

El principio de razón suficiente implica que las 

afirmaciones a que llega una sentencia deben deriva r 

necesariamente de los elementos de prueba que se ha n invocado 
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en su sustento. Son pautas del correcto entendimien to humano, 

contingentes y variables con relación a la experien cia del 

tiempo y del lugar, pero estables y permanentes en cuanto a los 

principios lógicos en que debe apoyarse la sentenci a (cfr. voto 

del doctor Madueño in re  “Di Fortuna, Juan Marcelo s/recurso de 

casación”, Sala II, causa n ° 3714, reg. n ° 4923, rta. el 

20/05/02). 

El razonamiento empleado por el juez en su fallo de be 

ser congruente respecto de las premisas que estable ce y las 

conclusiones a que arriba, debiendo expresar por es crito las 

razones que condujeron a su decisión para posibilit ar el 

control de legalidad. 

En este orden de ideas la Corte Suprema de Justicia  

de la Nación ha puntualizado que si se verifica que  se han 

ponderado testimonios, prueba de presunciones e ind icios en 

forma fragmentada y aislada, incurriéndose en ciert as omisiones 

en cuanto a la verificación de hechos que conducen a la 

solución del litigio, sin haberse efectuado una vis ión de 

conjunto ni una adecuada correlación de los testimo nios y de 

los elementos indiciarios, ello constituye una caus al de 

arbitrariedad que afecta las garantías constitucion ales de 

defensa en juicio y debido proceso (CSJN "Jaurena, Ramón 

Avelino s/homicidio culposo", J.26.XXIII, rta. el 2 /4/92 y 

Fallos 311:621). 

En esta línea de pensamiento, Pietro Ellero en sus 

reflexiones acerca de la certidumbre en materia cri minal 

explica que la certeza es la persuasión de una verd ad, la 

convicción de que la idea que nos formamos de una c osa 
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corresponde a la misma, puesto que siempre que se t iene por 

verdadera una cosa, hay certeza de ella, pues se tr ata de una 

verdad de tal naturaleza que se impone a la mente s in 

discusión. Así, la certeza constituye aquel estado del ánimo en 

virtud del cual se estima una cosa como indudable ( “De la 

certidumbre en los juicios criminales, Tratado de l a prueba en 

materia penal”, Buenos Aires, mayo de 1998, págs. 2 1, 33 y 

318). 

De ahí entonces que si de los elementos de prueba 

reunidos no se puede llegar inexorablemente a la co nclusión 

descripta en la sentencia, significa una afectación  al 

principio de razón suficiente, lo que provoca su nu lidad. 

Los preceptos sentencia fundada en ley, defensa en 

juicio y presunción de inocencia que consagran los arts. 18 de 

la C.N. y 8º de la Convención Americana de Derechos  Humanos 

como derecho fundamental comprenden el de obtener u na 

resolución motivada, que incluye tanto la motivació n jurídica, 

como la que se refiere al análisis y valoración de la prueba 

como exteriorización del fundamento de la decisión adoptada, a 

la vez que permite un eventual control jurisdiccion al; por lo 

tanto, si el proceso lógico que sirve para fundamen tar una 

conclusión carece de apoyo en las propias circunsta ncias de la 

causa, configura un supuesto de arbitrariedad que c ompromete el 

veredicto con afectación de la garantía de defensa en juicio en 

su más amplio contenido (conf. voto del doctor Madu eño en  

“Venezia, José Luis s/rec. de casación”, Sala II, c ausa nº 

1800, reg. nº 2315, del 3 de diciembre de 1998). 

Asimismo, tal como lo hizo la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos “…es conveniente recordar que el a cervo 
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probatorio de un caso es único e inescindible…” (cf r. casos 

“Maritza Urrutia” supra cit.,  parág. 52; “Myrna Mack Chang”, 

parág. 128, “Bulacio” parág. 57 y “Herrera Ulloa”, parág. 68), 

y por tal motivo la valoración debe realizarse sobr e los 

particulares elementos de prueba incorporados al ca so. 

Por lo que analizando la sentencia con arreglo a lo s 

parámetros antedichos, no se verifica el supuesto d e 

arbitrariedad alegado por la defensa. 

Tal es así que, conforme fue descripto en el punto 

13.a), en la sentencia se han expuesto fundadas raz ones que dan 

sustento a la atribución de responsabilidad efectua da respecto 

cada una de las imputaciones, no logrando las defen sas 

desvirtuar los sólidos fundamentos empleados por el  a quo , 

argumentando además de forma generalizada sin puntu alizar 

cuales fueron los razonamientos objeto de críticas,  por lo que 

las críticas aquí efectuados no tendrán favorable a cogida. 

14. En virtud de haber sido acumuladas las causas 

“Videla, Jorge Rafael y otros p.ss.aa. imposición d e tormentos 

agravados, tormentos seguidos de muerte, homicidio calificado y 

encubrimiento” (expte. 172/09) y “Gontero, Oscar Fr ancisco y 

otros p.ss.aa. privación ilegítima de la libertad a gravada y 

tormentos agravados” (expte. 13/09), confirmada por  esta Sala 

(causa nº13.039, reg. 15.947, rta. 2/6/10), corresp onde ahora 

analizar los hechos referidos  en la causa “Gontero”.  

Al respecto, el tribunal indicó que se le atribuye a 

José Eugenio San Julián la golpiza a la que fueron sometidas 

las seis víctimas el día 11 de marzo de 1978 en el interior de 

la UP1, cuando ingresó en horario nocturno un grupo  bastante 
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numeroso de personal de Gendarmería, quienes efectu aron una 

requisa acompañado de personal del Servicio Peniten ciario. 

En ese sentido, verificó que Oscar Samamé, Urquiza y 

Urzagasti fueron atendidos en varias oportunidades entre fines 

de febrero y abril de 1978 por padecer traumatismos  en parrilla 

costal y posibles fracturas de costillas (fs. 24 y vta., 19 y 

19 de los respectivos legajos penitenciarios). 

En respaldo a ello, refirió que varios testigos, 

entre ellos Moore y Esteban, dieron a conocer que l a 

Gendarmería cumplía funciones en la guardia externa  e interna a 

partir del año 1976, lo que a su vez corroboró con la directiva 

404/75 y Reglamento Militar RC-9-1, sección II, pun to 4.016, 

habiendo Moore tomado conocimiento además del hecho  del día 11 

de marzo de 1978. 

Por otra parte, tuvo por probada la participación d e 

la Policía de la Provincia de Córdoba en orden al m emorando de 

la Policía Federal Argentina, referido a la reunión  de la 

Comunidad Informativa de fecha 10 de diciembre de 1 975, en la 

cual ante la orden del Jefe del Área 311, de ejecut ar los 

procedimientos por hechos estimados subversivos en La Ribera, 

consideró que a diferencia de la actitud asumida po r el 

representante de la PFA, quien planteando en defini tiva la 

ilegalidad de dicha orden, procura sortear la situación 

“haciendo hincapié  en la carencia de personal”, el entonces 

jefe de la Policía de Córdoba –Miguel Ángel Brocher o-, por el 

contrario predispuso personal a sus órdenes a los f ines 

dispuesto por Menéndez “…al tiempo que el entonces Jefe del 

Departamento de Informaciones de la Policía de Córd oba (D2), 

Comisario Inspector Telleldín, asumió incluso… el r ol de 
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instructor…” en el nuevo centro operativo -esto es el centro 

clandestino de detención La Ribera-, tras lo cual s e consigna 

en dicho Memorando: “…es decir, se resolvió continu ar -ya en 

esta nueva modalidad de trabajo- con lo que ya vien e haciendo 

la Policía de Córdoba, al tomar intervención en hec hos de 

carácter subversivo…” (fs. 17.537 y vta.). 

“…En este aspecto resulta menester destacar también  

una nota de fecha 11 de febrero de 1976 que da cuen ta del 

accionar conjunto de ambas Fuerzas, nota en la que el Teniente 

Coronel Víctor Pino del Ejército Argentino, imputad o en esta 

causa, comunica su agradecimiento y felicitación al  Comisario 

Telleldín –por entonces, Jefe del Departamento Info rmaciones 

Policiales- por la “valiosa colaboración” prestada al Ejército 

por personal de aquella dependencia policial, a sab er, entre 

otros, el Agente Miguel Ángel Gómez, por su acabada  muestra de 

vocación al Servicio…” (cfr. surge del legajo perso nal de Raúl 

Pedro Telleldín)…” (fs. 17.537 vta.). 

Finalmente, el a quo  afirmó la existencia de 

documentación referida a las reuniones de la Comuni dad 

Informativa que da cuenta de la vinculación de la P olicía de 

Córdoba con el III Cuerpo del Ejército, destacando además que 

varios testigos así lo confirman. 

En virtud de ello consideró que el hecho aquí 

analizado constituye un delito de lesa humanidad. 

15.  Por otra parte, en la causa “Gontero, Oscar 

Francisco y otros s/p.ss.aa. privación ilegítima de  la libertad 

agravada y tormentos agravados en perjuicio de Luis  Alberto 

Urquiza y otros” expte. Nº 16.954, el a quo tuvo po r 
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acreditado: 

“…Que el día 12 de noviembre de 1976, José María 

Argüello, Luis Alberto Urquiza, Horacio Samamé, Car los 

Cristóbal Arnau Zúñiga, quienes se desempeñaban com o agentes de 

la Policía de la Provincia de Córdoba, y Oscar Sama mé (hermano 

de Horacio) fueron privados ilegalmente de su liber tad por 

personal del Departamento de Informaciones Policial es “D2”, y 

conducidos, mediante amenazas y el uso de fuerza –s alvo en el 

caso de Luís Alberto Urquiza- a las dependencias de  dicha 

repartición, ubicadas en Pasaje Santa Catalina, a u n costado 

del Cabildo histórico de ésta ciudad. En tanto que Raúl Rodolfo 

Urzagasti Matorras el día 13 de noviembre de 1976 f ue privado 

ilegalmente de su libertad por personal de ese Depa rtamento de 

Informaciones Policiales (D2) quienes, mediante ame nazas y el 

uso de fuerza, lo obligaron a permanecer alojado en  esa 

dependencia policial. Así, privadas  ilegalmente de  su libertad 

y ubicadas en la sede Departamento de Informaciones  Policiales 

(D2), las seis víctimas referenciadas permanecieron  en el lugar 

vendados, esposados, incomunicados, sin atención mé dica, sin 

posibilidad de un adecuado aseo personal y sometido s a 

constantes amenazas, soportando la angustia e  incertidumbre 

provocada  por los gritos de las restantes personas  detenidas 

junto a ellos y sin que en ningún momento se les in formen las 

actuaciones efectuadas en virtud de sus detenciones  y por las 

que se encontraban en dicho lugar bajo esas circuns tancias.  

Asimismo, fueron interrogadas por personal de dicha  

repartición, por sus supuestas participaciones en d iversas 

organizaciones consideradas de corte ´Subversivas´.  Allí en el 

´D2´ sufrieron diversos tormentos y torturas psíqui cas y 
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físicas, como ser simulacros de fusilamiento, golpe s de puños, 

patadas, golpes con palos, submarino, mojarrita, pi cana 

eléctrica, submarino seco, mojarrita seca, y quemad uras con 

cigarrillos entre otras, pudiendo identificar las v íctimas el 

personal que se encontraba en servicio en el Depart amento de 

Informaciones Policiales (D2) y que implementó los referidos 

tormentos, mientras permanecieron detenidos…”. 

  “…Asimismo, la prueba referida permite también 

sostener que el día 15 de Noviembre de 1976, en hor as de la 

noche, Luis Alberto Urquiza, luego de haber solicit ado permiso 

para ir al baño, fue acompañado por Oscar Francisco  Gontero, 

quien mientras lo trasladaba, lo empujó y disparó v arias veces 

con su arma, impactando uno de ellas en la rodilla derecha de 

Urquiza, lo que le originó una grave herida…”. 

  “…Por otra parte, damos por probado que luego de 

haber transcurrido aproximadamente una semana desde  que fueron 

privadas ilegalmente de su libertad, las víctimas, maniatados y 

vendados fueron trasladados en un camión por person al militar 

al Centro Clandestino de Detención, dependiente del  IIIº Cuerpo 

de Ejército, denominado ´La Ribera´, en donde sufri eron 

diversos tormentos, tales como simulacros de fusila miento y 

golpes…”. 

  “…Por último, y merced a la prueba recolectada 

se puede sostener que el 9 de Diciembre de 1976, fu eron 

trasladados a la UP 1 de ésta ciudad, donde el día 11 de Marzo 

del año 1978, en oportunidad de practicarse una req uisa en el 

pabellón en el que estaban alojados, las seis vícti mas, sin 

razón, son maltratados y brutalmente golpeados, con  marcado 
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ensañamiento, por elementos de Gendarmería Nacional  que 

cumplían funciones en dicho penal, al mando del jef e de la 

Regional Noroeste de dicha fuerza, Comandante (R) J osé Eugenio 

San Julián, en dicha requisa Oscar Samamé sufrió la  quebradura 

de varias de sus costillas…”. 

 16.  A los efectos de tener por acreditados los 

hechos citados previamente, el tribunal decisor pon deró el 

siguiente material probatorio: 

 - Testimonial de Luis Alberto Urquiza, Oscar 

Samamé, Horacio Samamé, José María Arguello, Carlos  Cristóbal 

Arnau Zúñiga, Raúl Rodolfo Urzagasti Matorras, Carl os Raymundo 

Moore (alias Charly), Eduardo Zabaleta, José Salvad or Quiroga, 

Luis Ludueña Almeida, Enzo Domingo Sacco, Graciela Eufemia 

Teruzzi, José Martin Niztzchmann, Fernando Oscar Re ati, 

Guillermo Rolando Puerta, Raúl Rolando Acosta, Juan  Carlos 

Niveyro, Claudio Ramón Santucho, Eduardo Héctor Peñ aloza, Luis 

Eugenio Angulo, Juan Emilio Cucco, Pedro Nolasco Ga etán, 

Eduardo Alfredo De Breuil, María del Rosario Miguel  Muñoz, 

Moisés Montoya, Ramón Ariza, Julián Ricardo Contrer as, Carlos 

Daniel Esteban, Abelardo Sebastián Ramos Monso y Da vid 

Andenmatten. 

Documental: Legajo Personal del General de la 

División (R) Luciano Benjamín Menéndez (fs. 2858 y legajo 

reservado en secretaría), registros documentales de  las 

Reuniones informativas (fs. 135/7 y 161), memorando s (fs. 

2832/2835 relativos a los tipos de obrar con los bl ancos y su 

calificación en A, B y C), memorando “Reservado” Nº  240 del 29 

de noviembre del 76 (fs. 172, 212), Nomina de Deten idos y sus 

causas (fs. 1126/7), legajos del Servicio Penitenci ario (fs. 
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53/123), fichas de asistencia médica (fs. 24 y vta. , 19 y 19 

de, los legajos penitenciarios), historia clínica d e Quiroga 

(fs. 830/53), Informe del Departamento de Traumatol ogía del 

Hospital Nacional de Clínicas (fs. 846 y 849, fs. 1 95 del 

cuerpo de pruebas en autos nº 172/2009) Informes de  Gendarmería 

(fs. 89/900 y 1002/1011).  

17. a)  Sin perjuicio de que no se haya realizado 

planteo alguno en cuanto a la valoración de la prue ba de los 

hechos por los cuales Luciano Benjamín Menéndez fue  condenado, 

ha de recibir tratamiento en esta oportunidad a fin  de darle 

plena satisfacción a la garantía constitucional de defensa en 

juicio que nuestra norma fundamental reconoce a tod o 

justiciable. 

Resulta menester recordar que a los fines de llevar  a 

cabo el plan sistemático ideado, la Directiva 1/75 del Consejo 

de Defensa del 15 de octubre de ese año, reglamenta ria de los 

Decretos 2770, 2771 y 2772 que instrumentó el emple o de las 

fuerzas armadas, de seguridad y policiales –y demás  organismos 

puestos a su disposición para la lucha antisubversi va- con la 

idea rectora de utilizar simultáneamente todos los medios 

disponibles coordinando los niveles nacional –Conse jo de 

Seguridad Interna-, conjunto –Consejo de Defensa co n asistencia 

del Estado Mayor Conjunto-, y específico –a cargo d e cada 

fuerza –tomando como zonas prioritarias las de Tucu mán, 

Córdoba, Santa Fe, Rosario, Capital Federal y La Pl ata, dispuso 

que la acción de todas las fuerzas debía ser conjun to para lo 

cual debían firmarse los respectivos convenios y ad judicó al 

Ejército la responsabilidad primaria en la direcció n de las 
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operaciones contra la subversión en todo el territo rio de la 

Nación, la conducción de la comunidad informativa y  el control 

operacional sobre al Policía Federal, Servicio Peni tenciario 

Federal y policías provinciales. 

En dicho contexto la distribución espacial de la 

ofensiva militar a cargo del Tercer Cuerpo de Ejérc ito con sede 

en Córdoba –Zona 3- conforme la estructura expuesta  al inicio, 

que trazaba un cuadrante abarcativo de diez provinc ias 

argentinas –Córdoba, San Luis, Mendoza, San Juan, L a Rioja, 

Catamarca, Santiago del Estero, Tucumán, Salta y Ju juy-, estaba 

a cargo del Comandante del Tercer Cuerpo de Ejércit o al tiempo 

de los hechos, General de División Luciano Benjamín  Menéndez.  

La Subzona 3.1 comprendía las provincias de Córdoba , 

Catamarca y La Rioja, lo que a su vez se atomizaba en Áreas, 

correspondiendo a Córdoba el Área 3.1.1 al mando de  la cual se 

encontraba el Comando de la Brigada de Infantería 

Aerotransportada, con jurisdicción también sobre la  Subárea 

3.1.1.1 abarcativa de la ciudad de Córdoba (el Área  3.1.1 se 

dividía en un total de siete Subáreas). 

Asimismo, conforme al plan de acción implementado p or 

el acusado Menéndez, Comandante del Tercer Cuerpo d e Ejército y 

Jefe del Área de Defensa 311, en el marco de las in strucciones 

recibidas a nivel nacional, con el alegado propósit o de 

perseguir y aniquilar a la denominada ´Subversión´ y en 

cumplimiento de directivas impartidas por el mencio nado 

imputado, se estableció una cadena de mandos, a tra vés de la 

cuál sus órdenes se fueron transmitiendo a la fecha  de los 

hechos de la siguiente forma: Desde Menéndez al seg undo jefe 

del Área de Defensa 311, y a la vez Comandante de l a Brigada de 
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Infantería Aerotransportada IV del Ejército Argenti no, Juan 

Bautista Sasiaiñ (fallecido), reemplazado en sus fu nciones a 

partir del 4 de diciembre de 1976 por Arturo Gumers indo Centeno 

(fallecido). La Policía de la Provincia de Córdoba que actuaba 

bajo el control operacional del IIIer. Cuerpo de Ej ército -

conforme lo dijo el testigo Daniel Esteban cuando f ue 

interrogado en el presente juicio y que encuentra c orroboración 

en el Reglamento RC –2-1 ´Conducción para las fuerz as 

terrestres´, incorporado al debate- estaba liderada  por 

Benjamín Rivas Saravia –Jefe a la época de los hech os- y 

Ernesto Cesario –Segundo Jefe-, encontrándose subor dinada a tal 

jefatura el Departamento de Informaciones Policiale s ´D2´, 

dirigido por su Jefe, Raúl Pedro Telleldín y Fernan do José 

Esteban –Segundo Jefe Respectivamente-, Departament o que a su 

vez recibía apoyo operativo del Comando Radioeléctr ico de dicha 

Policía Provincial. En dependencias del Departament o de 

Informaciones de la Policía de la Pcia. de Córdoba conocido 

como ´D2´, se produjeron los hechos ya analizados c on relación 

a las seis víctimas de autos, conforme ya se ha acr editado. 

(fs. 17.539vta. y 17.540). 

Por otra parte, el Destacamento de Inteligencia 141  

“Gral. Iribarren” dependía del IIIer. Cuerpo de Ejé rcito y su 

personal operó en los Centros Clandestino de Detenc ión 

establecidos al efecto de alojar detenidos, entre l os cuales se 

encontraba el Centro Clandestino de Detención “La R ibera”, 

lugar en donde estuvieron detenidas las víctimas de  la presente 

causa conforme ya lo hemos dado por probado. El des tacamento de 

Inteligencia mencionado estaba dirigido, al tiempo de los 
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hechos, por Oscar Inocencio Bolacini y Hermes Oscar  Rodríguez, 

Segundo Jefe (fallecidos). Por otra parte, la Regio nal Noroeste 

de Gendarmería de la que dependían los gendarmes qu e cumplían 

guardias y efectuaban requisas en la UP 1, Penitenc iaría San 

Martín, estuvo dirigida al tiempo de los hechos mot ivo de la 

presente causa (11 marzo de 1978), por el Comandant e José 

Eugenio San Julián. 

Otro de los centros de detención, tortura y 

exterminio al que se hace referencia en las present es 

investigaciones fue la UP 1, Penitenciaría de San M artín, la 

que conforme a la Directiva 404/75, emanada del Pod er Ejecutivo 

Nacional –mencionada en la Sentencia 13/84- dispuso  que los 

Servicios Penitenciarios Nacionales y Provinciales quedaran 

bajo la órbita de la autoridad militar. 

De este modo, el plan para la lucha contra la 

subversión, fue llevado a cabo bajo las órdenes imp artidas por 

Luciano Benjamín Menéndez, quien conforme a su lega jo personal 

se desempeñaba al tiempo de los hechos investigados , como Jefe 

del Tercer Cuerpo de Ejército y Comandante del Área  311, creada 

para la “guerra contra la subversión”, que abarcaba  toda la 

provincia de Córdoba, es decir como la máxima autor idad bajo 

cuyas órdenes actuó –entre otras Unidades- el Depar tamento de 

Informaciones de la Policía de la Provincia de Córd oba (D2) y 

Comando Radioeléctrico, el Campo La Ribera y la UP 1. 

Resulta relevante señalar la nota obrante a fs. 748 6 

de la causa “Videla” del entonces Jefe del Área 311 , Luciano 

Benjamín Menéndez dirigida al Prefecto Gastaldi, en  la cual 

solicitaba se le informara cuáles eran las condicio nes de 

detención, instalaciones donde se alojaban internos  subversivos 
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y a disposición de quienes estaban. 

“Esto, por otra parte no podía ser de otra manera y a 

que atento la lógica que rige la propia estructura militar y la 

prueba documental que hemos analizado y analizaremo s, el poder 

que detentaba el titular del Área 311 sobre todo el  norte del 

país, se ejercía de una manera absolutamente vertic al y con una 

impronta personal…”. 

Al respecto, el tribunal destacó los distintos 

memorandos de la Policía Federal Argentina, que “…d an cuenta 

del desarrollo de las reuniones secretas de la llam ada 

Comunidad Informativa, regulares y periódicas duran te todo el 

gobierno ilegal en cuestión incluso hasta el año 19 80, a los 

fines de coordinar el trabajo de los diversos servi cios de 

inteligencia que operaban en esta provincia por aqu ellos 

tiempos, muestran claramente al General Luciano Ben jamín 

Menéndez como la máxima autoridad del Área 311, org anizada a 

los efectos de la “lucha contra la subversión”, con duciendo y a 

la vez supervisando efectivamente toda la actividad  represiva 

en la Provincia de Córdoba. Estas actas permiten vi sualizar uno 

de los modos de funcionamiento del sistema de repre sión y 

exterminio ejecutado por el gobierno de facto en lo s períodos 

que se analizan, esto es nutriéndose de información  

proporcionada por los distintos operadores de intel igencia a 

partir de la cual se impartían las órdenes represiv as 

clandestinas que por regla eran de carácter verbal y secreto, 

conforme ya quedó acreditado en la Sentencia recaíd a en la 

causa 13/84…”. 

“…Sobre este particular, resulta esclarecedora una de 
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las primeras reuniones de la Comunidad Informativa de fecha 10 

de diciembre de 1975, que da cuenta del monopolio d e Menéndez 

en el accionar represivo y de la creación a ese fin  del primer 

centro de detención (LRD) de esta provincia. Así, t al reunión 

fue convocada y presidida por el entonces Comandant e del IIIer. 

Cuerpo de Ejército y Jefe del Área 311, General de Brigada 

Luciano Benjamín Menéndez, en la sede del Comando d e ese 

Cuerpo, con la participaron del Jefe de Operaciones  del Área 

311, el Jefe del Destacamento de Inteligencia 141, el Jefe de 

la Policía de Córdoba, el Jefe del Departamento de 

Informaciones Policiales (D.2), entre otros, tratán dose como 

asunto central, la organización y funcionamiento de l primer 

Grupo Interrogador de Detenidos (G.I.D.) de esta pr ovincia. 

Resultan ilustrativas las objeciones que en esa reu nión plantea 

el representante de la Policía Federal Argentina, q uien 

entendió que de la respectiva Orden de Operaciones se 

desprendía una serie de “inconvenientes prácticos” y de “orden 

legal”, advirtiendo que “la instrucción –en evident e alusión a 

las operaciones a que se desprendían de aquella ord en- no había 

sido delegada en ningún momento a la autoridad mili tar”, 

oponiendo reparos también a la “heterogeneidad” del  personal 

que actuaría en las operaciones. Entonces, del docu mento, surge 

que los procedimientos e investigaciones a efectuar se no se 

desarrollarían conforme a las normas rituales vigen tes al 

tiempo de los hechos, ni por las autoridades compet entes a tal 

fin ni con el exclusivo auxilio de las fuerzas lega lmente 

afectadas a ese objetivo. En el mismo consta tambié n, que el 

General Menéndez requirió del resto de las fuerzas y organismos 

estatales presentes en la reunión, recursos para el  
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aprovisionamiento de “materiales y útiles” destinad os al 

funcionamiento del “nuevo organismo” –el Grupo Inte rrogador de 

Detenidos-, y dispuso a continuación: “…tener conoc imiento 

previo de los procedimientos antisubversivos a real izarse, ello 

con el objeto de aportar el apoyo de las fuerzas ne cesarias, 

como así también respaldar la intervención policial  ante las 

implicancias y/o derivaciones de orden social, polí tico, 

gremial, etc., que cualquier inspección o detención  pueda traer 

aparejada…”. 

“…Al respecto, y atento al tenor del propio 

documento, se puede advertir con toda claridad que los 

procedimientos antisubversivos proyectados, habrían  de 

realizarse en un marco de abierta ilegalidad, tal c omo el 

representante de la Policía Federal deja vislumbrar  al exponer 

claramente sus reparos a la metodología propuesta ( fs. 3722/24 

de la causa “Videla”, incorporado por su lectura al  debate)…”. 

“…Con igual tesitura, del memorando que da cuenta d e 

la reunión de la comunidad informativa de fecha 7 d e abril de 

1976, presidida por el entonces Jefe de Operaciones  del Área 

311, Coronel Sasiaiñ, en cumplimiento de órdenes de l General 

Menéndez, e integrada por representantes de los ser vicios de 

inteligencia de Aeronáutica, del Destacamento de In teligencia 

141, y de la Policía de la Provincia de Córdoba, en tre otros, 

surge expresamente el tratamiento del tema referido  a los 

“Blancos” o “detenciones” en tanto objetivos urgent es de las 

Fuerzas Armadas, sindicándose a “MONTONEROS, E.R.P. -P.R.T., 

PODER OBRERO, JUVENTUD GUEVARISTA, ACTIVISTAS GREMIALES, 

ESTUDIANTILES Y ÁREA DE GOBIERNO”, al tiempo que se  fija 
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asimismo cuál es la metodología a emplear en relaci ón a los 

miembros que ya se encuentran detenidos por el Ejér cito, cuando 

se consigna que “…una vez considerada la situación de cada uno 

de ellos, en reunión de la comunidad informativa, a lgunos 

recuperarán su libertad”, disponiéndose para aquell os que no 

corrieran esta suerte, alguna de las tres posibilid ades: a) 

sometimiento a juicio por un Consejo de Guerra; b) alojamiento 

en un establecimiento carcelario a disposición del P.E.N. ó c) 

su confinamiento en un lugar determinado del país. Por lo 

tanto, cabe inferir, que aquellos que no hubiesen l ogrado por 

disposición arbitraria de la autoridad del Área, su  libertad ni 

su alojamiento en algún establecimiento carcelario a 

disposición del P.E.N., su suerte, tal como ocurrió  con las 

víctimas de esta causa, las que sufrieron la privac ión ilegal 

de su libertad hasta ser llevadas a Consejo de Guer ra y luego 

permanecieron alojadas en el caso de Argüello y Urq uiza, con 

posterioridad a dicha absolución. En todos los caso s fueron 

detenidos y alojados en centros de detención sin in iciación de 

causa penal alguna, donde en forma sistemática se p rodujeron 

las torturas y en el caso de Urquiza lesiones grave s…”.  

“…Lo expuesto, asimismo se corrobora por el Memoran do 

de la Policía Federal Argentina de fecha 13 de abri l de 1976, 

referido a una posterior Reunión de la Comunidad In formativa, 

en la sede de la IV Brigada Aerotransportada con fe cha 13 de 

abril de 1976 –a 4 meses de la creación del Grupo I nterrogador 

de Detenidos-, presidida por el entonces Comandante  del Tercer 

Cuerpo de Ejército Luciano Benjamín Menéndez, e int egrada por 

el Comandante de la IV Brigada de Infantería Aerotr ansportada, 

por el titular de Inteligencia de la Secretaría de Seguridad de 



                                        Causa n° 14.571  –Sala I- 
  VIDELA,  Jorge Rafael y otros 
                                     s/recurso de casación. 
 
 
 

VöÅtÜt YxwxÜtÄ wx Vtátv|™Ç cxÇtÄ 
 
 
 
 
 
 
 

313 
 
 
 

la provincia de Córdoba y por los Jefes de la Polic ía de 

Córdoba, de Gendarmería Nacional, del Destacamento de 

Inteligencia 141, del Servicio de Inteligencia de A eronáutica, 

y de la Policía Federal Argentina, entre otras; don de tras 

disponerse que se inicien operaciones contra todos los 

“blancos” –P.R.T-E.R.P, Montoneros, Poder Obrero, J uventud 

Guevarista, activistas gremiales, estudiantiles y d e gobierno- 

suministrados por los distintos organismos de segur idad durante 

la reunión, Menéndez ordena que: “…no se efectiviza rán más 

procedimientos por izquierda hasta nueva orden…”, p ara después 

disponer el nombrado que: “…en todos los casos –por  izquierda o 

por derecha- debería consultarse al Comando de Oper aciones 311, 

quien como excepción determinará cuando puede actua rse por 

izquierda…”. 

Surge así, que el accionar clandestino –esto es, al  

margen del sistema jurídico vigente-, “por izquierd a”, se 

efectuaba como práctica habitual para reprimir los elementos 

estimados subversivos y conseguir así sus fin últim o, que no 

era otro que lograr su aniquilamiento (fs. 135/137 “Gontero”). 

“…En igual sentido, resulta relevante el Memorando de 

fecha 21 de abril del 76 que contó, entre otros, co n la 

presencia de representantes del Departamento de Inf ormaciones 

“D2” Policía de Córdoba, Gendarmería Nacional y Des tacamento de 

Inteligencia 141, donde se dispuso continuar con la  reunión de 

“blancos” y la explotación de la documentación secu estrada, 

todo lo cual pone de relieve el conocimiento, coord inación, 

colaboración y distribución de tareas en la lucha 

antisubversivas de todas las dependencias señaladas  para 



 

 
 
 
 
 
 
 

314 
 
 
 

perfeccionar el sistema de inteligencia a nivel áre a, entre las 

que participaban en la comunidad inteligencia regio nal en pos 

de una mayor eficiencia y estrecho enlace horizonta l y vertical 

de sus integrantes y finalmente como aspectos de co ordinación 

se refiere a la actuación por “blancos”, “por izqui erda”, “por 

derecha” y “a verificar” (Conforme resulta del Memo rando citado 

apartado 2. 3era., y 7. –fs. 138/141)…”. 

“…Por último, de la reunión llevada a cabo con fech a 

18 de octubre de 1977 en el Comando del Tercer Cuer po de 

Ejército, en presencia del Comandante Menéndez, ést e le expresó 

a todos los asistentes (máximas autoridades de la B rigada de 

Infantería Aerotransportada IV, del Servicio de Int eligencia de 

la Fuerza Aérea Argentina, de la Secretaría de Esta do de 

Seguridad de la Provincia, del Departamento Intelig encia de la 

Policía de la Provincia, del Servicio de Informacio nes del 

Estado, de la Policía Federal –Delegación Córdoba-,  entre 

otros), la necesidad de estrechar vínculos entre lo s distintos 

organismos para “erradicar definitivamente la infil tración y 

los distintos síntomas de subversión que aún persis ten en la 

Provincia”, instándolos a que de inmediato transmit an al Tercer 

Cuerpo de Ejército –Brigada de Infantería IV- toda novedad de 

importancia que se produzca, destacándose que media nte esa 

forma de trabajo “que se viene “desarrollando desde  el 24 de 

marzo de 1976, se pudo llegar a la situación de nor malidad que 

impera en Córdoba…” (fs. 6410/6411 de la causa “Vid ela” 

incorporado al debate por su lectura)…”. 

Así, se advierte de dichos documentos, que en dos 

oportunidades ordenó el imputado Menéndez ser infor mado de 

todos los procedimientos a realizarse a partir de l as 
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directivas ilegales impartidas en las reuniones de la Comunidad 

Informativa, contra los “blancos” y otros grupos po líticos, 

estudiantiles y gremiales considerados enemigos, a efectos de 

disponer verbalmente el destino final de los deteni dos: su 

alojamiento en alguna unidad penitenciaria, su libe rtad o su 

confinamiento en algún centro determinado del país -es decir, 

en algún Centro Clandestino de Detención-, con todo  lo que ello 

implicaba según el esquema general expuesto al inic io. En este 

sentido -como en otros- todas las unidades militare s bajo su 

mando, a los efectos de la llamada lucha antisubver siva, 

funcionaban en modo similar, elevando desde los cen tros de 

detención los listados de detenidos a la autoridad de la unidad 

primero, y de allí al jefe del Área quién disponía la suerte de 

los secuestrados…”.  

Así el testigo Moore relató cómo cada mañana se 

presentaba en dependencias del “D2”, un sujeto apod ado “Ratón” 

perteneciente al Destacamento 141 del Ejército quie n 

confeccionaba las listas de detenidos, lo que a su vez se 

corresponde con la nómina de detenidos obrantes a f s. 

1126/1127, corroborado por los dichos del testigo M ontoya en la 

audiencia de debate, empleado de la Justicia Federa l al momento 

de los hechos quien dijo que personal del Ejército diariamente 

elevaba la nómina de detenidos que era entregada pe rsonalmente 

al Juez. 

En igual sentido, los testimonios de los ex detenid os 

en el CCD La Perla, Liliana Callizo y Teresa Meschi atti, 

incorporados al debate como prueba documental, refi eren que las 

listas de detenidos eran remitidas directamente al Comandante 
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del Tercer Cuerpo de Ejército y su Estado Mayor, qu ienes de 

este modo estaban al tanto de todo lo que acontecía  en el Área 

311. La metodología empleada fue homogénea en todo el país. 

 Por su parte, Eduardo Luis Duhalde, Secretario de 

Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derec hos de la 

Nación, basado en sus investigaciones sobre el tema  afirmó que 

era modalidad habitual en los centros de clandestin os de 

detención confeccionar nóminas o listas por el jefe  de campo 

con participación de los oficiales de inteligencia,  y que éstas 

se elevaran al jefe del cuerpo del Ejército, quien decidía 

sobre la vida o la muerte (conforme surge de la sen tencia de la 

Causa 13/84 y de los autos “Menéndez” (Expte. 40-M- 08) de este 

Tribunal). 

 En orden de ideas, señaló que al momento de 

efectuar su defensa en el juicio, Menéndez expresó que “…como 

Comandante era el único responsable de sus tropas, y que por lo 

tanto, no se les podía imputar a sus subordinados d elito 

alguno, esgrimiendo que su actuación se encontró re gida por la 

ley y los reglamentos vigentes. Tales expresiones a parecen como 

meramente declarativas y tendientes a disimular su ilícito 

accionar y en general el del Ejército y Fuerzas Arm adas y de 

Seguridad…”. 

 “…Así se advierte el alto contenido ideológico 

que rigió su actuación como Comandante del Tercer C uerpo de 

Ejército, en lo que él denomina la guerra que había  emprendido 

nuestra patria contra la subversión marxista, que p or otra 

parte, es la misma que  inspirara las propias resol uciones que 

intentaran desde el Estado crear un aparente marco legal a su 

ilegítima actuación…”. 
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 “…Como ejemplo de lo expuesto basta con leer la 

Directiva 404/75 del Comandante General del Ejércit o sobre la 

lucha contra la subversión dictada con fecha 28 de octubre de 

ese año. Además, y aún en el supuesto hipotético ca so de que se 

admitiera que por aquella época de la historia arge ntina 

hubiera existido un guerra de naturaleza informal, nada 

justifica, que quienes representaban al menos forma lmente al 

Estado, actuaran fuera de la ley, o como en el caso  que nos 

ocupa, de una manera absolutamente denigrante de la  dignidad 

humana y en desprecio absoluto de toda norma propia  de una 

sociedad civilizada. Es que quienes habían destruid o al estado 

de derecho, ya no encontraron reparo alguno en dest ruir el 

derecho de cada uno de sus ciudadanos…”. 

Es por ello que el tribunal entendió que Luciano 

Benjamín Menéndez tenía el control absoluto de todo  lo que 

sucedía en la Área 311, lo que abarca estructuralme nte al 

Departamento de Informaciones de la Policía de la P rovincia de 

Córdoba, y por ende el grupo operativo de la misma,  que no sólo 

encuentra su correlato en la prueba testimonial y d ocumental ya 

detallada, sino en la propia lógica de la estructur a castrense, 

donde rige un claro ejercicio de la  autoridad vert ical que 

coloca al imputado como el máximo responsable de lo s sucesos 

delictivos que, como los de autos, se producían en el centro 

clandestino de detención “La Ribera”, el “Departame nto de 

Informaciones D2” y la UP 1. 

 Además, Menéndez tenía el completo control, 

dominio y dirección en la mentada lucha contra la s ubversión, 

autorizaciones de procedimientos por izquierdas o c landestinos, 
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detección de blancos o enemigos, retención de los m ismos, a 

cuyo fin se habían creado grupos de interrogadores,  lugares de 

reunión y retención de detenidos, sometimientos a C onsejos de 

Guerra, traslados a Unidades Penitenciarias, anotac iones a 

disposición del PEN –esto es legalización- o bien c onfinamiento 

en lugares determinados del país, es decir, en Cent ros 

Clandestinos de Detención. 

En definitiva, las seis víctimas permanecieron 

privadas ilegalmente de su libertad a disposición “ del Área 

311” tal como se referenciara; cuatro de las víctim as 

permanecieron en dicha situación hasta recuperar su  libertad, 

en tanto otras dos (Argüello y Urquiza) fueron pues tas a 

disposición del Poder Ejecutivo Nacional (PEN) vari os meses 

después de su detención, pero lo cierto es que la o rden de 

libertad provino del Consejo de Guerra que dependía  del 

Comandante de la Brigada de Infantería Aerotranspor tada IV, 

esto es, Sasiaiñ, quien conforme a la cadena de man do ya 

reseñada seguía a Menéndez como autoridad militar e n el Área 

311 (conf. Organigrama confeccionado por Sasiaiñ y legajos 

penitenciarios de las víctimas, reservados por Secr etaría). 

En lo que concierne a la detención de las víctimas,  

el a quo  entendió, que los grupos operativos que los privar on 

ilegalmente de la libertad, “…tanto en la sede del Departamento 

de la Policía de la Provincia de Córdoba “D2” como del Ejército 

en el Centro Clandestino de Detención “La Ribera”, cumplían 

órdenes y directivas emanadas de Menéndez, quien te nía control 

directo del personal policial y militar jerárquico y subalterno 

del Departamento de Informaciones y de personal del  Comando 

Radioeléctrico de la Policía de la Provincia de Cór doba, como 
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asimismo del Ejército, por lo que en su condición d e 

funcionario público y máximo jefe del Área 311, man tuvo a las 

víctimas en condiciones infrahumanas de cautiverio,  

incomunicación  y sometimiento a tormentos que culm inaron con 

lesiones graves en el caso de Urquiza, omitiendo as imismo, en 

su calidad, hacer cesar esas circunstancias…”. 

De acuerdo a los elementos de prueba valorados, el 

tribunal aseveró que en el marco de las órdenes imp artidas por 

Luciano Benjamín Menéndez, Luis Alberto Urquiza fue  sometido a 

condiciones infrahumanas de vida, por parte de Osca r Francisco 

Gontero (fallecido)-personal del Departamento de In formaciones 

de la Policía de la Provincia Córdoba “D2”- quien a demás en 

este contexto de tormentos le propinó tres disparos  de arma de 

fuego en la rodilla, provocándole lesiones graves, omitiendo 

asimismo, en su calidad de jefe del Área 311 hacer cesar los 

malos tratos. 

b)  Respecto de José Eugenio San Julián  el tribunal 

tuvo por probado que al momento de los hechos se de sempeñaba 

como Jefe de la Regional Noroeste de Gendarmería Na cional 

Argentina. 

Señaló, asimismo que “…esta fuerza de seguridad, 

dependía del IIIer. Cuerpo de Ejército a cargo de L uciano 

Benjamín Menéndez, y de la Brigada de Infantería 

Aerotransportada IV, y como ya mencionáramos al ana lizar el 

hecho “l” , de acuerdo a la Directiva 404/75 y del Reglamento 

Militar RC 9- 1 “Operaciones contra elementos subve rsivos”, 

sección II Organización, punto 4.016. “Estructura d e la cadena 

de comando”, la Gendarmería Nacional se encontraba incluida 
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dentro de la cadena de comando, específicamente en operaciones 

contra la subversión, quedando incluida dicha fuerz a dentro de 

las relaciones funcionales y de comando, como eleme nto agregado 

o asignado. Por otro lado y en concordancia con dic ha normativa 

se señala en el punto 4.016 apartado “b” punto 6. “ …que cuando 

los efectivos de la Fuerza de Seguridad y de las Fu erzas 

Policiales actúen conjuntamente en una determinada operación, 

lo harán siempre bajo el comando de un oficial de l as Fuerzas 

Armadas…” (fs. 7489 de autos “Videla”).” (fs. 17.54 8). 

Bajo este orden de ideas, teniendo en cuenta el 

Reglamento RC-2-1 “Conducción para las fuerzas terr estres”,  

puntualizó que el concepto de “control operacional” , comprende 

la determinación de las relaciones de comando de la s fuerzas 

dependientes y la imposición de misiones (capítulo 2, sección 

3, titulado “El Comando”, en el apartado 1ro., dent ro del ítem 

de “Vinculaciones de Comando”); continuando luego c on el punto 

2 “Vinculaciones de dependencia”, donde se establec e que dichas 

vinculaciones pueden ser estables o transitorias en tre una 

organización militar y sus elementos y/o individuos  componentes 

o cooperantes; deduciendo de ello que la Gendarmerí a estaba 

bajo el control operacional del Comando del IIIer. Cuerpo de 

Ejército y la Brigada mencionada, siendo sometida a  dicha 

cadena de comando bajo la forma de fuerza de seguri dad con 

vínculo de dependencia agregada y de apoyo. 

En ese sentido, señaló que la Jefatura de Región 

Noroeste de Gendarmería Nacional, tenía en Córdoba dos 

dependencias, La Escuela de Suboficiales y el Desta camento 

Móvil 3, que al momento de los hechos se denominaba  Móvil 2, 

cambiando su denominación a partir del año 1979. Di cho 
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Destacamento, indicó, dependía de la Región Noreste  en forma 

orgánica (cfr. cuadro de Organización y despliegue de 

Gendarmería Nacional año 1976 Región Noreste a fs.1 010 y prueba 

documental de fs. 899), lo que fue corroborado por los 

testimonios de Peñaloza, Niveyro y Santucho que acr editaron la 

presencia de Gendarmería en tareas de vigilancia y requisas en 

el año 1978. 

En virtud de lo descripto, estableció la 

participación del imputado San Julián en el hecho a quí 

investigado en tanto que, en su condición de Jefe d e la Región 

Noreste de la Gendarmería Nacional Argentina impart ió órdenes a 

sus subordinados a fin de que éstos cubrieran guard ias externas 

e internas y efectuaran requisas en la UP1, dando a poyo al 

Servicio Penitenciario Provincial, en cumplimiento a su vez de 

las órdenes impartidas por el IIIer. Cuerpo de Ejér cito. 

Asimismo, entendió que en virtud de las órdenes imp artidas por 

San Julián, como así también por las prácticas de r equisas 

violentas e ilegales, el personal de Gendarmería ba jo sus 

órdenes que se encontraba cumpliendo guardias en la  UP1, 

ingresó junto con personal Penitenciario el 11 de m arzo de 1978 

y efectuó una requisa muy violenta a los detenidos alojados en 

el Pabellón 9, entre los que se hallaba Urquiza, Ar nau Zúñiga, 

Urzagasti Matorras, Argüello y los hermanos Samamé,  haciéndolos 

desnudar, salir de las celdas, golpeándolos, como c onsecuencia 

de lo cual Oscar Samamé resultó lesionado con fract ura de 

costillas. 

En lo que respecta a Carlos Alfredo Yanicelli , el 

tribunal tuvo por probado que en la época de los he chos cumplía 
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funciones como Oficial Auxiliar en el Departamento de 

Informaciones de la Policía de la Provincia “D2”, i ngresando a 

dicha dependencia  el 25 de julio del 75 (cfr. fs. 173 del 

legajo personal). 

Con relación a su función, el a quo puso de resalto  

que a fs. 171 del legajo mencionado consta un pedid o de ascenso 

por parte del Comisario Esteban para el período de calificación 

octubre del `74-septiembre del `75, mencionándose c omo 

fundamento para ello que el imputado se desempeñaba  como 

encargado de la Brigada Antisubversiva Nº2 revista en la 

División Investigación de Información, destacándose  además su 

alto grado de capacidad profesional para el desarro llo de las 

tareas encomendadas; siendo calificado de manera so bresaliente 

con méritos extraordinarios en febrero del año 1976  a propuesta 

de Telleldín. 

Tuvo además en cuenta que en el período octubre del  

`75–septiembre del `76 recibió una segunda propuest a de ascenso 

por parte del Comisario Esteban fundada en sus gran des 

conocimientos profesionales, y su compromiso con la  difícil 

tarea asignada, con calificaciones sobresalientes. 

Seguidamente, se destacó que para el período 

septiembre del `76–septiembre del `77, surge un nue vo pedido de 

ascenso por parte del Comisario Romano, quien desta có su 

desempeño como Jefe de la Brigada Antisubversiva, s u arrojo y 

destacada eficiencia, poniendo de manifiesto la col aboración y 

empeño en cada misión. 

Por lo que tuvo por acreditado que al momento de lo s 

hechos Yanicelli cumplía un destacado rol de direcc ión y 

ejecución en una de las brigadas operativas para la  represión 
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del accionar subversivo. 

Respecto al imputado Fernando Martín Rocha  el a quo 

tuvo por acreditado que desde el 1 de enero de 1975  hasta el 2 

de mayo de 1980 se desempeñó como Oficial Auxiliar y Principal 

en el Comando Radioeléctrico, cumpliendo funciones como “jefe 

de coche”, siendo calificado como correcto, discipl inado, leal 

y buen colaborador (cfr. legajo personal fs. 1327/9  en autos 

“Gontero”). 

Asimismo, indicó que las seis víctimas de la causa,  

fueron contestes en afirmar que Rocha fue su instru ctor en la 

Escuela de Policía, señalando que no le gustaban lo s 

estudiantes universitarios y que les decía que no s e podía ser 

policía y estudiante a la vez. 

A todo ello, agregó que el enfrentamiento con Rocha  

creó dentro de la fuerza el rumor o sospecha de que  las 

víctimas eran infiltrados subversivos, lo cual dio lugar a que 

los trasladaran a distintas dependencias y los tras ladaran en 

varias oportunidades. 

  Por todo lo descripto el tribunal tuvo por 

acreditado que un grupo dentro del Comando Radioelé ctrico 

cumplía funciones de colaboración con los operativo s 

antisubversivos desarrollados por el “D2” de la Pol icía de 

Córdoba, como así también los elementos de la causa  lo sitúan a 

Rocha en el lugar de los hechos que se le imputan y  las 

victimas lo señalan como el autor de los tormentos que les 

infligieron. 

En el caso de Calixto Luis Flores , el tribunal le 

adjudicó, como ya mencionara al tratar los hechos d e la causa 
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“Videla”, que “…pertenece a la División Investigaci ón de la 

Información, revistando en la Brigada de Procedimie nto, está 

compenetrado de la difícil y riesgosa tarea asignad a. Es 

inteligente y tiene amplios conocimientos profesion ales que lo 

hacen sobresalir nítidamente del resto de sus compa ñeros…”, 

destacando luego Telleldín que “Conforme a la insta ncia 

anterior, el citado suboficial es integrante de las  Brigadas 

con  gran experiencia como interrogador en las cual es se han 

logrado procedimientos positivos”, considerándolo a pto para el 

grado inmediato superior. 

Prosiguió diciendo que “Con relación del período 

calificatorio del 1 de octubre del 76 al 30 de sept iembre del 

77, su superior inmediato, el Comisario Romano, pun tualiza que 

Flores se desempeña en la oficina de inteligencia, que es 

empeñoso y colaborador con el personal de “Brigadas ”, 

demostrando su arrojo y tenacidad. 

Asimismo, el a quo señaló que, ya desde el 74 Flore s 

prestaba servicios en el “D2”, destacando una misió n en la que 

apresó a Héctor Azadurián, quien fue reducido y con ducido al 

“D2”, para luego ser interrogado, confesando su par ticipación 

en el copamiento de la Fábrica Militar, lo que corr obora su 

carácter de interrogador en las actuaciones y opera ciones 

antisubversivas del Departamento Policial. 

Además destacó que del legajo personal surge que 

Flores tomó su licencia anual el 30 de noviembre de l 1976, a lo 

que al momento detención de las víctimas -12 y 13 d e noviembre 

de 1976- se encontraba prestando servicios en dicha  

dependencia. 

i.  Las defensas particulares de Calixto Luis Flores, 
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José Eugenio San Julián, Fernando Martín Rocha Y Ca rlos Alfredo 

Yanicelli entendieron que el tribunal no valoró con forme los 

lineamientos de la sana crítica racional el materia l probatorio 

recolectado, manifestando que el fallo no está apoy ado en 

ningún elemento probatorio inequívoco, sino sólo en  un 

“aparente colectado de pruebas dispersas sin concat enación 

lógica entre sí”. 

Asimismo, la defensa de Rocha y Yanicelli manifestó  

que en la sentencia criticada se hicieron valer los  testimonios 

aportados por la querella por sobre el contenido de  las 

declaraciones efectuadas por sus asistidos, dando p oco interés 

y hasta descartando los relatos que desincriminaron  o 

favorecieron a sus pupilos. 

Además por su parte, la defensa de Flores sostuvo q ue 

el único testigo que ubica a su asistido en el luga r de los 

hechos, resulta sospechoso puesto que en ningún mom ento da 

explicaciones lógicas y razonadas de lo que dice sa ber. 

Por su parte, la defensa de José Eugenio San Julián  

afirmó que la sentencia carece de motivación sufici ente no 

habiéndose demostrado las razones que llevaron a co ndenar a su 

asistido. 

En ese sentido, razonó que las pruebas disponibles no 

permiten afirmar, fuera de toda duda razonable, la existencia 

de los hechos, toda vez que San Julián estuvo ausen te de la 

jurisdicción en los días previos y posteriores a la  fecha del 

hecho ya que se hallaba en revista de tropas en las  localidades 

de Jachal, San Juan y Mendoza, encontrándose a carg o de la 

región el segundo comandante. 
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En virtud de todo ello expresaron que el tribunal n o 

logró obtener en todo el proceso prueba que incrimi ne a sus 

asistidos con el grado de certeza que se requiere p ara arribar 

a una sentencia condenatoria. 

ii.  Conforme las pautas de valoración de la prueba 

que se han recordado en el punto 14.c a las que cor responde 

remitirse brevitatis causae , se observa que el tribunal ha 

ponderado conforme las reglas de la sana crítica el  material 

probatorio recolectado, no advirtiéndose la arbitra riedad 

alegada por la defensa. 

Ello por cuanto resulta palmaria la evidencia que 

incrimina a los aquí imputados, quienes a la época de los 

hechos ostentaban cargos completamente funcionales al quehacer 

represivo. 

En ese sentido, Carlos Alfredo Yanicelli se desempe ñó 

como Oficial Auxiliar en el Departamento de Informa ciones de la 

Policía de la Provincia `D2´, mientras que Fernando  Martín 

Rocha cumplió funciones como Oficial Auxiliar y pri ncipal en el 

Comando Radioeléctrico cumpliendo funciones como “j efe de 

coche”; y Calixto Luis Flores perteneció a la Divis ión de 

Investigación de la Información, revistando en la B rigada de 

Procedimiento.  

No puede perderse de vista además que diversos 

testigos mencionaron haber tenido contacto con ello s tanto 

dentro del D2 como en el secuestro y tortura (Luis Alberto 

Urquiza, Fernando Oscar Reati, Carlos Cristóbal Arn au Zúñiga, 

Horacio Samamé, José María Argüello, De Breuil, Jos é Martín 

Niztzchmann, Carlos Raymundo Moore -ver acta de deb ate-). 

Bajo este orden de ideas, corresponde remarcar que 
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Rocha fue señalado -por las seis víctimas de la cau sa 

“Gontero“(fs. 17.555)- como el instructor en la Esc uela de 

Policía a quien no le gustaban los estudiantes univ ersitarios 

por lo que, como consecuencia de diversas discusion es, fueron 

destinados a diversas dependencias sufriendo numero sos 

traslados. 

A ello cabe agregar que Horacio Samamé y José María  

Argüello relataron que, mientras se encontraban tab icados y 

detenidos juntos en el “bondi” (banco de cemento) “ …en la sede 

de la “D2”, se aproximó una persona quien le pregun tó a 

Argüello si sabía quién era, reconociendo Argüello a Rocha como 

su instructor, por lo que a la pregunta le contestó  “...sí, sos 

Rocha...”. Ante esto Rocha le aplicó un fuerte golp e en los 

oídos. Añadió Argüello que mientras se encontraba d esnudo, 

golpeado, tirado en el piso, y torturado pudo recon ocer a Rocha 

quien le dijo “...hijo de puta, yo sabía que a vos te iba a 

agarrar...”. Que Rocha repitió la pregunta a Horaci o Samamé, 

quien contestó que no sabía, recibiendo igualmente un golpe por 

parte de Rocha…” (fs. 17.555). 

Por su parte, la imputación al “Chato” Flores se ve  

reforzada con lo manifestado por el testigo Moore q uien lo 

señaló a aquél como el que “…me puso una Bersa cali bre 22 y me 

amenazó con herirme…”, en consonancia con lo cual, los testigos 

Marta Elena Ríos Barrera, María Teresa Sánchez, Héc tor Gerónimo 

López, entre otros, lo sindicaron como secuestrador , 

interrogador y torturador (fs. 17.492 vta.). 

A su vez, la vocación de servicio y el desempeño en  

conformidad con el plan implementado, se vio reflej ado en las 
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excelentes calificaciones plasmadas en sus respecti vos legajos 

personales, en los cuales también surgen reiteradas  solicitudes 

de ascenso en mérito por las tareas desempeñadas en  el caso de 

Yanicelli, quien por lo demás, fue señalado por Lui s Alberto 

Urquiza como quien lo golpeara en una ronda en el D 2 (ver acta 

de debate). 

Finalmente, en lo que respecta a José Eugenio San 

Julián se encuentra acreditado que en la época de l os hechos 

aquél ejercía la jefatura Zona Noroeste de Gendarme ría 

Nacional, cuyos gendarmes a su cargo cumplían guard ias y 

efectuaban requisas en la UP 1 dando apoyo al Servi cio 

Penitenciario Provincial, cumpliendo funciones dent ro del marco 

de las diagramadas e impartidas por el Área 311, cu ya jefatura, 

conforme fuera señalado, era ejercida por el jefe d el IIIº 

Cuerpo de Ejército, -Luciano Benjamín Menéndez-. 

En este sentido, lo señalado por la defensa no 

alcanza para desvirtuar lo sostenido por el a quo t oda vez que 

del legajo personal no surge que aquél se encontrar a 

revistiendo tropas en las localidades de Jachal, Sa n Juan y 

Mendoza al momento de los hechos. 

En respaldo a ello, conforme lo señalara el tribuna l, 

no puede olvidarse que el testigo Juan Carlos Nivey ro al 

prestar declaración testimonial en instrucción dijo  conocer al 

Comandante San Julián por el hecho de haber estado ambos en 

Gendarmería y haber sido su jefe. 

Por lo que teniendo en cuenta que las defensas no 

logran conmover los sólidos fundamentos expuestos p or el a quo 

que dan sustento a la atribución de responsabilidad  efectuada 

respecto cada una de las imputaciones, los planteos  aquí 
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efectuados no tendrán favorable acogida. 

c)  En torno a Alberto Luis Lucero , se acreditó que al 

momento de los hechos, pertenecía a la División Inv estigación 

de la Información, revistando en la Brigada de Proc edimiento, 

habiendo recibido por parte de su superior halagos respecto a 

su desempeño. 

Por otra parte, Telleldín indicó que “de acuerdo co n 

la instancia anterior. Pertenece a las Brigadas de 

Procedimientos, poniendo de manifiesto su valor y c apacidad 

profesional en los enfrentamientos que se tuvo cont ra la 

subversión”, estimando que Gómez está apto para el grado 

inmediato superior (cfr. fs. 85/6). 

Del mismo modo, es calificado durante el período 

octubre del 76 al 30 de septiembre del 77 por su su perior –

Comisario Romano- quien destaca sus amplios conocim ientos 

profesionales, su arrojo y poder de resolución, señ alando 

además, que al imputado se le concedió la licencia anual a 

partir del 1 de diciembre de 1976, durante quince d ías. (fs. 87 

y 89/90). 

En referencia al condenado Miguel Ángel Gómez , el 

tribunal tuvo por probado que al momento de los hec hos prestaba 

servicios en el “D2”, con comisión “cc” de la Polic ía de la 

Provincia Córdoba, entre el 1  de febrero de 1976 h asta el 18 

de abril de 1977 (cf. legajo personal, fs. 2vta.). 

Del mismo modo, señaló que del legajo se desprende 

una constancia en el formulario de calificaciones p ara el 

período 1 de octubre del 76, hasta el 30 de octubre  del 77, 

donde figura como destino Río Cuarto, no obstante, el Comisario 
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Esteban del Departamento de Informaciones “D2”, con ceptúa a 

Gómez en sus calificaciones puntualizando que perte nece a la 

División Investigación de la Información, que  revi sta en la 

Secretaría de Inteligencia, destacando que demuestr a estar 

ampliamente compenetrado en la misión asignada. 

Asimismo, indicó que el Comisario Raúl Telleldín 

compartió la calificación propuesta por su segundo y agregó que 

su desempeño era eficaz, destacando sus conocimient os 

profesionales. 

En ese sentido, destacó los dichos del testigo Jorg e 

Omar Nieto, quién en su carácter de jefe de la Divi sión de 

Administración  de Personal de la Policía de la Pro vincia de 

Córdoba, señaló que se podía tener un destino de re vista 

inicial o asignado, es decir una dependencia polici al de 

pertenencia administrativa, sin perjuicio de que el  agente 

pudiera cumplir funciones en otras reparticiones. A demás, 

manifestó que el encargado de calificar es quien lo  tiene bajo 

sus órdenes, dado que es quien puede observar y ten er en cuenta 

los ítems de las planillas calificadoras, donde deb e darse 

cuenta de detalles y características de las labores  

desempeñadas. 

En definitiva, concluyó que Miguel Ángel Gómez 

cumplía funciones en el “D2”, pues fue calificado p or Telleldín 

y Esteban; sumado a ello, señaló que al imputado se  le concedió 

la licencia anual a partir del 20 de diciembre de 1 976, durante 

quince días, por lo cual, al momento de los hechos  -noviembre 

del 76- se encontraba prestando servicio. 

Respecto al imputado Yamil Jabour  el a quo tuvo por 

acreditado que, si bien el entonces Comisario Esteb an refirió 
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que “…se desempeña en la División Seguridad e Instr ucción, 

ocupando el cargo de Sumariante estando totalmente compenetrado 

en las funciones que desempeña…” -circunstancia est a también 

esgrimida por el imputado en oportunidad de su decl aración 

indagatoria-, Telleldín dijo que “…conforme con la instancia 

anterior, es un Oficial que ha puesto de manifiesto  su 

verdadera vocación profesional en tareas especiales  contra la 

subversión, dentro y fuera de la provincia…”, tras lo cual lo 

considera apto para asumir “el grado inmediato supe rior” (fs. 

245/5). 

Destacó que Telleldín, como integrante de las 

reuniones de la comunidad informativa, donde a part ir de la 

información proporcionada por los distintos organis mos de 

inteligencia local se establecían los blancos a eli minar y se 

definía el rumbo del quehacer represivo ilegal, qui en, 

apartándose de la mera categoría de “buen sumariant e” en que lo 

había colocado el Comisario Esteban, estimó necesar io consignar 

que el área donde realmente se destacó Jabour duran te ese 

período, fue en el ejercicio de “tareas especiales contra la 

subversión” en las que dijo “ha puesto de manifiest o su 

verdadera vocación de servicio”. 

Sumado a ello, resaltó la solicitud de ascenso “…po r 

mérito extraordinario en servicio” obrante a fs. 25 7 del 

legajo, solicitados para Yamil Jabour y para Juan E duardo 

Molina, con motivo de su “relevante actuación en el  riesgoso 

procedimiento efectuado el 30 de enero del 76…,…en una morada 

de elementos subversivos donde lograron abatir a Ad riana Esper 

de Mayo…”. 
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Asimismo, destacó el informe de calificación del 1 de 

octubre del 76 al 30 de septiembre del 77, en el cu al menciona 

como destino el Departamento de Inteligencia, como jefe de 

sección de L.R.D., esto es el lugar de reunión de d etenidos; 

destacando el celo que manifiesta en el cumplimient o de 

servicio y que posee gran experiencia en su función . 

Lo cual permite corroborar su actuación en la lucha  

contra la subversión, su activa participación en lo s operativos 

ilegales de la brigada, desvirtuando de esa manera su versión 

exculpatoria en el sentido de que su tarea era mera mente de 

sumariante y de oficinista. 

Sumado a ello, agregó que Jabour el 22 de diciembre  

del 76 tomó licencia anual por quince días, concluy endo que al 

momento de los hechos –noviembre del 76- se encontr aba 

cumpliendo sus funciones. 

En respaldo a ello, citó lo manifestado en ocasión de 

labrarse el Sumario N° 01/97 por el policía jubilad o, ex 

integrante de dicha repartición, José Edmundo Gutié rrez, quien 

mencionó entre otros integrantes de esa fuerza a Ja bour para 

después referir que “…en cuanto a las funciones que  éstos 

cumplían era la actividad normal de esa Dependencia , es decir 

de calle, ya que no únicamente hacían procedimiento s propios de 

la actividad sumarial, sino de los distintos ítems de labores 

especializados de informaciones…”. 

En el caso de Juan Eduardo Ramón Molina  el tribunal 

tuvo por acreditado que se desempeñaba en la secció n 

investigación de la información, estando totalmente  

compenetrado en su tarea asignada. Además gozaba de  absoluta 

confianza por tratarse de un funcionario muy reserv ado; como 
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así también celoso en el cumplimiento del deber; a ello agregó 

que tenía gran experiencia policial, siendo conside rado por sus 

superiores honesto, trabajador y leal. 

Agregó que de su legajo se desprende que el 

mencionado oficial también se desempeñaba como suma riante, y 

que en segunda instancia Telleldín hizo constar que  “…conforme 

con la instancia anterior, el citado oficial se des empeña en 

una brigada que lucha contra la subversión, habiénd ose 

destacado en operativos de suma importancia. Muy le al a sus 

superiores…”, siendo considerado apto para el grado  inmediato 

superior. 

En este sentido, el a quo remarcó que al igual que 

con Jabour, Telleldín consignó que el área donde re almente se 

destacó Molina durante el período que interesa a lo s hechos de 

la presente, fue en el ejercicio de tareas especial es contra la 

subversión en las que dijo que “participó en operat ivos de suma 

importancia”.   

De este modo teniendo en cuenta el material 

documental recolectado y las declaraciones testimon iales 

(Urquiza, Luis Miguel Baronetto, Norma Susana San N icolás, 

Carlos Manuel Ávila, Roberto Eduardo Díaz, Carlos R aimundo 

Moore, entre otros) el tribunal concluyó que Jabour , Molina, 

Yanicelli, Flores, Lucero y Luna pertenecieron a la  brigada 

operativa o grupo de calle, realizando las tareas d escriptas ut 

supra de modo habitual. 

Agregó que “…el testigo Carlos Moore al manifestar 

que al acercarse al lugar de los homicidios los imp utados 

Lucero, Jabour y Molina eran parte de los operativo s que 
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estaban allí urdiendo y planificando el falaz escen ario de 

intento de fuga para su posterior trascendencia púb lica, en el 

marco de las operaciones psicológicas planificadas desde el 

Ejército bajo cuyo control operacional actuaban, re cobra fuerza 

convictiva frente a la función que, en su carácter de 

operativos de este centro clandestino de detención,  efectuaban 

interrogando bajo tormentos a los detenidos y en al gunos casos 

ejecutando sus muertes, y en este caso llevando al máximo tal 

tarea hasta la total degradación física y moral de las 

víctimas…”. 

A su vez el tribunal entendió que a Mirta Graciela 

Antón  le caben las mismas consideraciones efectuadas en cuanto 

a las circunstancias de tiempo, modo y lugar en el contexto del 

“D2” que para los imputados Yanicelli, Lucero, Flor es, Jabour, 

y Gómez. 

En ese sentido, destacó el testimonio de Urquiza, 

quién manifestó que la “CUCA” Antón le pegaba patad as y lo 

insultaba diciéndole “traidor hijo de puta”, agrega ndo que 

Antón formaba parte de la “patota”. 

Del mismo modo, indicó que Oscar Samamé señaló en l a 

audiencia, que en el “D2” vio a una mujer, que segú n le dijeron 

se llamaba “Cuca” Antón, además  dijo que vestía va quero, tenía 

cabello negro, muy pintada, vestida de una forma mu y 

estrafalaria, como de cabaret; Horacio Samamé manif estó que 

mientras se encontraban en el patio esposados, sin comida, en 

situación infrahumana, haciéndose sus necesidades e ncima, pidió 

agua y Antón le dio y mientras lo hacía le decía “t raidor”, 

alargando de una forma particular la palabra, pegán dole con un 

latiguito. 
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Adunado a ello, agregó que la testigo María del 

Rosario Miguel Muñoz declaró que mientras estaba de tenida en el 

“D2”, Antón le saltaba con tacos de aguja sobre la espalda y 

que ésta estaba embarazada, incluso Antón fue quien  le recibió 

la declaración policial, oportunidad en la cual, al  sacarle la 

venda la vio con claridad, reconociendo la misma vo z de la 

mujer que la había torturado. 

En forma conteste, señaló los dichos de María Teres a 

Sánchez, quien en el debate manifestó que “…en febr ero del 76 

fue detenida y llevada a un altillo dentro del “D2”  en donde se 

encontraban dos mujeres embarazadas, “Mónica y Grac iela”, donde 

pudo percibir, por el trato, que una [de ellas] era  detenida, 

presumiblemente Mónica Cáceres, mujer de Moore y la  otra era 

policía y que luego de una “previa” de tormentos ap licados por 

la “patota”, al no hablar, la llevaron a dicho luga r para 

tratar de seguirle sacando información. En el altil lo estuvo 

sin venda, por lo que en la audiencia señaló que la  “señora” 

que estaba imputada y sentada en la audiencia es “G raciela” que 

vio en ese momento en el altillo…” (fs. 17.553 vta.  y 17.554). 

Por otro lado, el a quo tuvo por acreditado que al 

momento de los hechos –noviembre del 76- Mirta Grac iela Antón 

se encontraba prestando servicios en la División In teligencia 

del Departamento de Información “D2”, asimismo dest acó que las 

calificaciones correspondientes al período de octub re del 76 a 

septiembre del 77 la señalan desempeñando funciones  en la 

oficina de inteligencia, en forma  sobresaliente, p erspicaz, 

cumpliendo su deber en forma satisfactoria, sin que  se 

registren licencias en el mes de noviembre del 76. 
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En ese sentido, destacó que desde el 1/6/76 hasta e l 

26/7/76, Antón estuvo en uso de licencia por matern idad, 

ampliándose a 55 días en total, reintegrándose en c onsecuencia 

el 26 de julio de 1976, concluyendo que en noviembr e de 1976 la 

imputada se encontraba desempeñando sus funciones n ormalmente 

(ver fs. 06, 19, 25 y 26), corroborándose además, l os dichos de 

las testigos Sánchez y Muñoz que señalaron que en d iciembre del 

75 y febrero del 76, Antón estaba embarazada.  

Luego, destacó los dichos de Carlos Raymundo Moore,  

quien en el debate señaló que “…cuando fue detenido  con su 

mujer, en el año 1974 “Cuca” Antón formaba parte de  la patota y 

Brigada y torturó a su mujer -Mónica Cáceres- con p icana 

mientras se reía y no le preguntaba nada. Asimismo,  agregó que 

la imputada Antón, junto con su marido Buceta forma ban parte de 

las Brigadas operativas y desarrollaba junto con el  grupo 

integrado por Lucero, Jabour, Flores, Yanicelli (“T ucán 

chico”), Molina y Gómez entre otros, las tareas pro pias de la 

Brigada consistentes en secuestros, privaciones ile gales de 

libertad, tormentos, traslados, declaraciones bajo presiones y 

golpes, es decir, desarrollaba el accionar propio d e las 

brigadas antisubversivas como brazo ejecutor dentro  de las 

fuerzas policiales del plan sistemático…” (fs. 1755 4 y vta.). 

“…Añadió Moore, que había otra mujer que cumplía 

funciones en el “D2”, en el año 1974 cuando fue det enido y su 

nombre era la “Tía Pereyra” y era una mujer de más de 40 años. 

Que esta mujer murió asesinada en un episodio poco claro, tras 

lo cual la reemplazó Gómez traído por Telleldín, en  julio o 

agosto del 75…”. 

Asimismo, agregó el tribunal que conforme surge de la 
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declaración de Jabour, la subcomisario Pereyra muri ó el 2 de 

octubre de 1975, esto es un año antes de los hechos  ventilados 

en la causa Gontero, lo cual resulta relevante, al momento de 

analizar los dichos de Arnau Zúñiga quien manifestó  que quién 

lo torturó fue la “Tía Pereyra”, la cual hizo que l o colgaran y 

le pegaba con los tacos de los zapatos, lo que perm ite 

acreditar que habiendo fallecido la “Tía Pereyra”, en realidad 

se trató de la “Cuca” Antón. 

Por todos los elementos analizados, y en concordanc ia 

con lo antes señalado, el tribunal tuvo por probado  que la 

mujer sindicada por los testigos –Mirta Graciela An tón-, era la 

que integraba el grupo de interrogadores y torturad ores del 

“D2”. 

i.  La defensa oficial de Miguel Ángel Gómez, Mirta 

Graciela Antón, Alberto Luis Lucero, Juan Eduardo R amón Molina 

y Yamil Jabour entendió que el tribunal no valoró c onforme los 

lineamientos de la sana critica racional el materia l probatorio 

recolectado, manifestando que el fallo no está apoy ado en 

ningún elemento probatorio inequívoco, sino sólo en  pruebas 

dispersas sin concatenación lógica entre sí. 

La defensa también se agravió por la parcialidad co n 

la que resolvió no hacer lugar a las nulidades acer ca de los 

reconocimientos fotográficos, destacando que en alg unos ni 

siquiera se consignó a quien pertenecían dichas fot os conforme 

al cuerpo fotográfico mostrado y se realizaron sin el debido 

control de las partes. 

Se agravió por el rechazo al planteo de nulidad y 

exclusión del testimonio de David Adendenmatten, en  tanto 
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declaró que Miguel Ángel Gómez el 27 de mayo de 197 6 lo detiene 

y tortura y que luego es trasladado a una unidad pe nitenciaria, 

que en 1978 lo vuelven a llevar al D2 donde es nuev amente 

torturado y reconoce la voz de Gómez que es quien l e hace 

firmar una declaración. 

En punto a ello, señaló que su pupilo estuvo deteni do 

desde el 15/03/78 hasta el 21/07/1983 debido a una condena que 

le impusiera la Cámara del Crimen a 10 años de pris ión y el a 

quo  al momento de dictar sentencia, nada dijo sobre es ta 

circunstancia. 

Del mismo modo, consideró nulas las declaraciones 

testimoniales de Urquiza, puesto que las mismas se basaron en 

documentación que él buscó hasta llegar a los nombr es 

convenientes para adjudicarle responsabilidad y par ticipación a 

sus asistidos, cubriendo además las falencias de su s 

declaraciones anteriores en el debate, atribuyéndol e inclusive 

un accionar especial, describiendo y reproduciendo supuestas 

palabras de los imputados.  

Además, la defensa entendió que el a quo en su afán  

de direccionar la investigación hacia quien ya esta ba sindicado 

en otras causas que ese tribunal investigaba, citó por cuarta 

vez a prestar declaración testimonial a Urquiza pre guntándole 

“para que diga todo lo que sabe en relación a los i mputados”, 

destacando que ya en 2007, había efectuado sus inve stigaciones, 

lo cual configuraría una inferencia del tribunal. 

Por otra parte, la defensa señaló que en febrero de  

2007 –fs. 533/4- Urquiza es preguntado por el Tribu nal para que 

diga todo lo que sabe de Mirta Graciela Antón, conf igurando una 

inducción al testigo en franca violación al princip io de 
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inocencia y control de partes, máxime si se tiene e n cuenta que 

Antón ya había sido imputada e indagada. (fs.18.024 ).  

Por último, la defensa indicó que conforme surge de l 

legajo personal y de calificaciones de su defendida  –Antón-, 

debido a su licencia por maternidad -45 días-, lice ncia anual -

10 días- y licencia art. 79 ley 5302 -5 días- y que  Urquiza 

ingresó al D2 el 24 de septiembre, resulta difícil pensar que 

haya conocido a Mirta Antón, más aún si se tiene en  cuenta lo 

manifestado por Urquiza en su declaración de fs. 43 /47 “…no 

recuerdo ni los nombres de quienes fueron mis compa ñeros de 

guardia…” (fs. 18.026). 

ii.  En este punto analizaremos la supuesta 

arbitrariedad por falta de fundamentación o motivac ión aparente 

en la que habría incurrido el tribunal a quo para a signarle 

responsabilidad penal a Miguel Ángel Gómez, Mirta G raciela 

Antón, Alberto Luis Lucero, Juan Eduardo Ramón Moli na y Yamil 

Jabour, según lo alega en su recurso.  

Al respecto, corresponde recordar lo sostenido por 

Eduardo M. Jauchen en torno a que “…la fuerza proba toria del 

testimonio tiene por origen la presunción de que el  que la 

presta ha podido observar exactamente y querido dec larar la 

verdad…” (Tratado de la Prueba en Materia Penal, pá g. 358, 

Editorial Rubinzal- Culzoni, Argentina, febrero de 2002). 

Asimismo, señaló que “…ninguna reconstrucción de lo s 

hechos, histórica o judicial, resultará posible si hiciera 

falta una perfecta concordancia en cuanto a toda su  extensión 

de las deposiciones: la imperfección de esta prueba  deja 

siempre un residuo de infidelidad o de inexactitud,  variable de 
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un testimonio a otro y que rompe la buscada armonía …”. 

Es por ello que, de conformidad con los lineamiento s 

establecidos por la Corte Suprema de justicia de la  Nación en 

el precedente “Casal” (328:3399), al tribunal de ca sación le 

está vedado el control de la prueba que dependa en forma 

directa de la percepción, esto es de los enunciados  de 

inmediación, como consecuencia del juicio público. 

Por lo que, se han de desestimar las críticas 

dirigidas a la valoración de los testimonios rendid os en la 

audiencia oral y pública pues la arbitrariedad aleg ada no puede 

ser atendida ya que, si bien de acuerdo a la doctri na antes 

citada, el Alto Tribunal amplió el marco tradiciona l del 

recurso de casación, señalando la necesidad de prof undizar en 

esta instancia el análisis de cuestiones de hecho y  prueba, 

agotando al máximo la función revisora, también ind icó que las 

íntimamente asociadas a la inmediación constituyen el límite de 

lo que no es revisable por este cuerpo. 

Sin perjuicio de ello, -como ya se viene señalando-  

cabe agregar que los hechos se desarrollaron hace m ás de 30 

años bajo circunstancias de extrema violencia y ame naza, lo que 

justifica aún más los diferentes matices que puedan  encontrarse 

entre las declaraciones de las víctimas y otros tes tigos. 

De este modo y en conformidad con lo reseñado 

previamente, la autenticidad de las declaraciones t estimoniales 

brindadas en la audiencia de debate fue evaluada po r los jueces 

del tribunal oral y les fue otorgada fuerza convict iva 

suficiente para sustentar la conclusión a la que se  arribó, por 

lo que en función del principio de inmediatez no co rresponde 

efectuar una valoración distinta de aquélla que se otorgó a las 
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que se escucharon en la audiencia de debate oral y público. 

Ahora bien, resulta importante destacar que la 

impugnación efectuada por la defensa a los reconoci mientos 

fotográficos y la declaración de Urquiza efectuada en febrero 

de 2007 a fs.533/4, carecen de sustento toda vez qu e, conforme 

surge de la sentencia atacada dichos elementos no h an sido 

ponderados por el a quo. 

 Del mismo modo, los dichos de David Andenmatten qu e 

agravian al recurrente no constan en el acta de deb ate ni en la 

sentencia, lo cual permite inferir que los mismos n o existieron 

y si existieron no fueron utilizados para dar suste nto a la 

resolución recurrida. 

Bajo estos lineamientos lo cierto es que, aun 

suprimiendo las impugnaciones supuestamente realiza das, ha 

quedado demostrado que el material probatorio emple ado por el 

tribunal resulta suficiente para acreditar la respo nsabilidad 

de Miguel Ángel Gómez, Mirta Graciela Antón, Albert o Luis 

Lucero, Juan Eduardo Ramón Molina y Yamil Jabour, d ebiendo 

rechazarse la crítica efectuada por la defensa. 

d)  En referencia a Gustavo Adolfo Salgado  el tribunal 

entendió que la prueba recolectada a los fines de a creditar la 

responsabilidad del nombrado en el hecho que se le imputa, no 

permite arribar al estado de certeza requerido en l a instancia, 

por lo que dispuso su absolución en los términos de l art. 3º 

del C.P.P.N.. 

A tal efecto consideró lo relatado por el imputado 

quien reconoce haber concurrido al domicilio de Urq uiza el día 

12 de noviembre de 1976, a las 7:00 horas, oportuni dad en la 
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que por debajo de la puerta del domicilio pasó su c redencial 

para citarlo, pues dicha citación la solicitaba su Jefe 

Telleldín. Que dentro del móvil, Urquiza le firmó l a citación y 

cuando llegaron al D2 Tissera le informó que lo est aba 

esperando el Jefe, llevándolo al despacho del mismo , y que 

luego de ello salió de franco por 48 horas y cuando  volvió 

Urquiza ya estaba detenido. 

El tribunal entendió que su vinculación a la causa 

surge exclusivamente de los dichos de la víctima Ur quiza, quién 

relató que cumplía funciones en el “D2” siendo su j efe Salgado, 

cuyo criterio violento con los detenidos que ingres aban al 

“D2”, él no compartía. De manera coincidente con lo  expresado 

por el absuelto, dijo que el 12 de noviembre de 197 6 se 

presentó Salgado en su domicilio con un grupo de co mpañeros del 

“D2”, refiriéndole que lo llamaba el nº “1” –Tellel dín-, por lo 

que Urquiza los acompañó y al ingresar a la depende ncia del 

“D2”, el comisario Romano y Tissera le pidieron que  les 

entregara el arma y lo esposaron, llevándolo a una pieza en 

donde ya estaban golpeando a Argüello. Luego manife stó que 

Romano, Tissera y Salgado lo pusieron en un banco d e cemento y 

comenzaron a ahogarlo y que este procedimiento pros iguió 

durante veinticuatro horas más. 

El a quo señaló además que los testigos Almeida y 

Zabaleta manifestaron que Salgado cumplía funciones  en el “D2”, 

agregando que el testigo Ludueña expresó que cuando  ingresó 

privado de su libertad al “D2” hizo entrega de su a rma a 

Salgado, quien se identificó ante su requerimiento.  

En ese orden de ideas el Tribunal señaló que no 

existe ninguna otra declaración ni elemento convict ivo que 
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vincule a Salgado con las operaciones desarrolladas  por la 

Brigada Antisubversiva del “D2”, destacando en part icular que 

Salgado desarrollaba sus tarea sin apodo, dándose a  conocer 

siempre por su nombre real frente al pedido de iden tificación; 

además el propio Urquiza señaló haber trabajado baj o las 

órdenes de Salgado en tareas legales dentro de la s ede 

policial, y agregó que el Comisario Esteban les ind icaba que no 

debían “olfatear” ni meterse con los acusados de su bversivos. 

Conforme lo expuesto, consideró que no existen 

elementos independientes que permitan acreditar la versión 

aportada por Urquiza en cuanto a la ejecución mater ial por 

parte de Salgado en el hecho de privación ilegal de  la 

libertad, ello por cuanto Urquiza fue llevado al D2 , sin 

vendas, sin esposas, no existiendo elementos convic tivos que 

permitan demostrar con certeza que Salgado tenía co nocimiento 

de que Urquiza sería sometido al trato y circunstan cias que en 

definitiva padeció. 

Ahora bien, respecto a los tormentos sufridos por 

Urquiza, el tribunal de mérito entendió que “…aun c uando se 

tenga por acreditado este hecho, como ya se refirie ra, no 

existe ningún elemento probatorio que permita situa r a Salgado 

como participante e integrante de las Brigadas o “P atotas” 

ejecutoras de las operaciones denominadas antisubve rsivas…”, lo 

cual “…no resultaría suficiente para acreditar la i ntervención 

circunstancial del acusado Salgado en el hecho de t ormento de 

la víctima Urquiza, por cuanto conforme la manera e n cuanto 

están contextualizados y fijados los hechos traídos  a juicio, 

es necesario además acreditar que Salgado integraba  y formaba 
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parte de los grupos policiales ilegales, y como tal  resultaba 

ejecutor material dentro del Plan Sistemático, caso  contrario 

el delito supuestamente cometido estaría prescripto  por no 

constituir delito de lesa humanidad…” (cfr. fs. 17. 561). 

Sumado a ello, agregó que no existe evidencia que 

vincule a Salgado en las privaciones ilegales de li bertad de 

las restantes víctimas ni en sus tormentos, señalan do que “…la 

hipótesis más lógica y con mayor fundamento para lo s tormentos 

aplicados por Salgado a Urquiza, reposa en un probl ema 

personal, con motivo de la mala relación laboral en tre ambos, 

ya que como indicó Urquiza, este no estaba de acuer do con 

Salgado y por otra parte se presume que había habid o llamados 

de atención y disciplinarios de éste con relación a  Urquiza, 

por todo lo cual habría pedido un cambio de Jefe de  guardia…” 

(cfr. fs. 17.561 vta.). 

 Por último, el tribunal entendió que “…conforme al  

análisis efectuado, no resulta suficiente para incl uir a 

Salgado como participante de la patota o Brigadas e ncargadas 

del accionar ilegal del D2 y en particular de los h echos de 

autos, por lo que corresponde absolver al mismo con  relación a 

los tormentos sufridos por las víctimas Argüello, O scar y 

Horacio Samamé, Urzagasti Matorras y Arnau Zúñiga, como así 

también con relación a la privación ilegal de liber tad de 

Urquiza. Con respecto a los tormentos infligidos po r Salgado a 

Urquiza, no tratándose de un hecho que pueda califi carse como 

delito de lesa humanidad, y por ende imprescriptibl e, 

corresponde absolverlo por prescripción de la acció n penal 

(art. 59 y 62 del Código Penal)…” (cfr. fs. 17.561 vta.). 

i.  El representante del Ministerio Público Fiscal, 
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doctor Carlos Gonella, interpuso recurso de casació n contra la 

absolución de Gustavo Adolfo Salgado por los delito s de 

privación ilegal de la libertad agravada e imposici ón de 

tormentos agravados ambos en relación a las víctima s Urquiza, 

Argüello, Oscar y Horacio Samamé, Arnau Zúñiga y Ur zagasti 

Matorras; y por el delito de imposición de tormento s agravados 

en relación a la víctima Urquiza por prescripción d e la acción 

penal. 

Manifestó que la resolución adolece de defectos de 

fundamentación, por: “…a. Contener errores en la ap reciación de 

la prueba que provocan una inexactitud en el conten ido de los 

hechos, a la vez que una visión parcializada de los  mismos; b. 

Omitir la consideración de elementos de prueba inco rporados, 

que de haberse observado, no se hubiese agraviado a  su parte; y 

c. Contravenir la regla lógica de razón suficiente y sus 

presupuestos…”. 

En virtud de ello consideró que se aplicó 

erróneamente la ley sustantiva. 

Identificó entonces la existencia de un problema de  

interpretación probatoria que, provocando inexactit udes en el 

contenido y significado de los hechos, derivó en un a errónea 

subsunción de la conducta y como consecuencia de el lo en la 

absolución por prescripción. 

Refirió que la concepción del tribunal respecto de la 

conducta de Salgado como un “hecho aislado” es erró nea toda vez 

que no se trató de un comportamiento surgido espont áneamente de 

su parte, ajeno al modo de proceder del personal de l D2 y 

reducido a problemas personales, sino que enmarcaba  en la 
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práctica corriente de las sesiones de torturas que todas las 

víctimas de autos y los numerosos testigos que decl araron en la 

audiencia manifestaron haber sufrido durante esa ép oca. Así, 

destacó que no resulta menor que Salgado participar a de la 

tortura junto a Tissera y Romano, quienes eran en l a estructura 

del D2 el número “3” y el jefe de brigada, respecti vamente. 

Por otra parte, estimó que la lectura efectuada en la 

sentencia respecto del testimonio brindado por Moor e es 

parcializada, pues el no nombrar a Salgado no impli ca que aquél 

no haya participado en las “patotas”, más aún si se  tiene en 

cuenta que el mismo Moore había mencionado que podí a suceder 

que se olvidara de los detalles. 

Siguiendo este razonamiento, objetó que aquél haya 

estado al margen del terrorismo de Estado, pues: “… 1. Con casi 

10 años de experiencia en la policía ocupaba un rol  relevante 

en el D2 como oficial de guardia; 2. En tal meneste r tomaba 

contacto directo de las actividades ilícitas de las  `patotas´ 

ya que las víctimas de los secuestros ingresaban a la 

dependencia por la guardia; 3. Por el mismo motivo percibía 

directamente el trato inhumano que estas recibían e n ese lugar 

(…); 4. En dicho contexto, torturó a Luis Alberto U rquiza por 

`problemas personales´ originados en los reparos qu e éste, 

siendo subordinado suyo en la guardia, le oponía an te los malos 

tratos (delitos de lesa humanidad) que el acusado p ropinaba a 

los detenidos…”. 

Sin prejuicio de ello, destacó que L. B. Menéndez f ue 

condenado como autor mediato por el delito de lesio nes graves 

cometido de propia mano por Gontero –fallecido- en perjuicio de 

Luis Alberto Urquiza, ello por cuanto fue considera do delito de 
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lesa humanidad, y por lo tanto imprescriptible, mie ntras que a 

Salgado, contradictoriamente, se lo absolvió por co nsiderarlo 

prescripto. 

La querella, por su parte, indicó que si bien se 

encuentra probado que Salgado intervino en la deten ción de 

Urquiza, el tribunal efectuó un razonamiento invero símil. 

En respaldo a su postura, señaló que no se tuvieron  

en cuenta los testimonios de Urquiza y De Breuil, y  que la 

metodología fue distinta a la habitual toda vez que  se trataba 

del secuestro de una persona perteneciente a la mis ma 

estructura que lo secuestraba, por lo que a los fin es de evitar 

que Urquiza utilizara su conocimiento para defender se, lo más 

lógico fue el engaño realizado por Salgado bajo las  órdenes de 

Telleldín. 

A ello agregó, “…la indicación de la presencia en l a 

actividad de torturas en esa época en ese lugar y b ajo las 

órdenes de Telleldín no tenían otro escenario que l a llamada 

lucha contra la subversión y a eso debe sumarse que  Urquiza no 

es `detenido´ con ninguna orden legal sino secuestr ado por el 

temible número uno del D2 de informaciones y lo fue  por la 

connotación política que su condición de estudiante  de 

psicología y simpatizante de ideas de izquierda lo convertía 

necesariamente en un `subversivo´, es más, en un `i nfiltrado´ 

para las fuerzas policiales, y ese es el carácter c on el que 

estuvo detenido torturado y lesionado en el D2 y La  Ribera, 

siendo alojado en el lugar de los presos especiales …”. 

La defensa particular de Salgado durante el término  

de oficina, expresó que las partes acusadoras “…hac en decir a 
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los testigos lo que los testigos no dicen al manife star que los 

testigos dicen que Salgado fue uno de los torturado res, eso no 

es verdad, no lo dicen, es más, todos coinciden en manifestar 

que Salgado, no procedió en ninguna de las detencio nes y que su 

única y legal participación fue cumplir una orden s uperior…” y 

que al dirigirse a la guardia en donde fue recibido  Urquiza por 

el comisario Tissera “…no volviendo a ver a Urquiza , ni conocer 

nada sobre él, hasta después de cuarenta y horas en  que volvió 

a tomar servicio de guardia en donde se entera que entre otros 

policías se encontraba detenido Urquiza…”. 

Bajo este orden de ideas mencionó que varios testig os 

manifestaron que Salgado se desempeñaba en la ofici na de 

guardia -la que no tenía contacto con los detenidos - y no en 

las “patotas” que acostumbraban a efectuar los secu estros, 

siendo el procedimiento realizado en aquella oportu nidad una 

citación con todas las formalidades y en estricto c umplimiento 

de una orden superior, desconociendo su asistido el  motivo o 

causa de la citación, por lo que creyó plenamente q ue se 

trataba de una simple orden del servicio y así la c umplió. Por 

lo que consideró que la privación ilegítima de la l ibertad no 

comenzó con la citación, sino cuando el comisario T issera 

ejecuta la detención. 

ii. Los señores jueces Raúl R. Madueño  y Luis María 

Cabral  dijeron : 

En primer término debe tenerse en consideración que  

el tribunal tuvo por probado que Gustavo Adolfo Sal gado cumplió 

funciones en la guardia del D2 y que aquél, “…el dí a 12 de 

noviembre de 1976, a las 7:00 horas, oportunidad en  la que por 

debajo de la puerta del domicilio pasó su credencia l para 
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citarlo, pues dicha citación la solicitaba el Jefe Telledín. 

Que dentro del móvil, Urquiza le firmó la citación.  Cuando 

llegaron a dependencias del D2, los estaba esperand o Tissera, 

quien le dijo a Urquiza que el Jefe quería hablar c on él, 

llevándolo al despacho de Telleldín…” (situación qu e fue 

afirmada por el propio Salgado) - (fs. 17.560 vta.) . 

De los fundamentos expuestos por el tribunal se 

vislumbra que no ha dado una respuesta acabada sobr e el 

presunto conocimiento que Salgado pudo haber tenido  sobre la 

legitimidad o no de la citación compulsiva que pesa ba sobre 

Urquiza.  

Es que, debe tenerse en consideración que Salgado a l 

dirigirse por orden de sus superiores -Telleldín- a l domicilio 

de Urquiza pasó su credencial por debajo de la puer ta para 

identificarse, y luego, la citación fue firmada den tro del 

móvil por Urquiza y así reconocido por el propio im putado. 

Por otra parte en lo que respecta a los tormentos 

endilgados, Urquiza afirmó que una vez desarmado y esposado, 

Salgado junto con Romano y Tissera lo pusieron en u n banco de 

cemento y comenzaron a ahogarlo durante veinticuatr o horas (fs. 

17.559 vta.). 

También se tuvo por acreditado que los tormentos 

aplicados por el absuelto a Urquiza encuentran su f undamento en 

problemas personales existentes entre ellos, origin ados en 

desacuerdos en torno a las metodologías empleadas p or Salgado 

en los procedimientos y los consecuentes llamados d e atención 

hacia Urquiza, los que habrían motivado la solicitu d de cambio 

de jefe y de guardia por parte de este último. 
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Al respecto cabe mencionar que Urquiza relató “…que  

hizo ocho o seis guardias con Salgado y pidió cambi ar de 

guardia, porque en una oportunidad éste recibió gen te detenida 

que traían de Punilla para entregarla y Salgado los  golpeó de 

arriba a abajo…” (fs. 17.506). 

Se evidencia que las motivaciones que dieron origen  a 

la enemistad tienen que ver con un elemento ideológ ico que se 

compatibiliza con la “autorización” para reprimir a  los 

“subversivos”, no resultando lógica la conclusión e mitida por 

el tribunal en el contexto en el que se daban los h echos acerca 

de la no calificación como infracciones de lesa hum anidad. 

De tal modo, se observa que aun motivado en 

conflictos personales, Salgado se valió de la estru ctura 

implementada por el plan sistemático de represión p ara llevar a 

cabo la tortura que tuvo como víctima a Urquiza. Es  decir, 

Salgado utilizó el D2 y con ayuda de Romano y Tisse ra lo 

interrogó y torturó “mediante el uso de la mojarrit a seca y 

metiendo la cabeza en un balde de agua” (fs. 17.506  vta.). 

Por lo que no puede desconocerse que, más allá de q ue 

integrara o no las “patotas”, Gustavo Adolfo Salgad o era 

Oficial Subayudante en el Departamento Informacione s D2 de la 

Policía de la Provincia de Córdoba encontrándose a cargo de las 

Guardias de dicho Departamento y que la tortura fue  llevada a 

cabo en un contexto de terrorismo de Estado con pod er omnímodo 

sobre los detenidos, permitiéndoles despojarlos de los derechos 

más elementales inherentes a su personalidad física  y moral, de 

modo tal que no sólo se circunscribió a un contorno  geográfico 

-D2- igual al de los otros hechos aquí juzgados, si no que 

además, conforme lo sostuviera el señor fiscal, se trató de una 
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modalidad enmarcada en las prácticas corrientes de las sesiones 

de torturas que padecieron todas las víctimas de lo s presentes 

autos. 

Por lo que conforme fue descripto en el capítulo -V - 

punto c) de esta sentencia, la conducta desplegada por Salgado 

puede encontrarse dentro de aquellos delitos descri ptos como de 

lesa humanidad, no habiéndose extinguido la acción penal por 

prescripción.  

Distinta es la situación respecto de los tormentos 

sufridos por las otras cinco víctimas -Argüello, Os car y 

Horacio Samamé, Urzagasti Matorras y Arnau Zúñiga- en el D2, ya 

que, conforme se sostuviera en la resolución critic ada, el 

Comisario Esteban había recomendado a la guardia no  “olfatear o 

meterse con los detenidos que ya estaban a cargo de  la Brigada” 

(fs. 17.505 vta.), por lo que sobre la base de ello  y toda vez 

que no surgen de los presentes autos testigos que r efieran que 

Salgado intervino en el secuestro y/o tortura de la s cinco 

víctimas previamente mencionadas, se concluye en qu e no existen 

pruebas suficientes que acrediten su intervención e n los 

hechos. 

Removidos estos obstáculos corresponde hacer lugar 

parcialmente a los recursos interpuestos por las pa rtes 

acusadoras, y toda vez que el ministerio público fi scal pide 

concretamente el reenvío, mientras que el petitorio  de la 

querella solicita la condena, resulta más adecuado disponer la 

remisión de la presente en conformidad con el art. 471 del 

Código Procesal Penal de la Nación a fin de que por  quien 

corresponda se resuelva en conformidad con lo aquí indicado. 
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El señor juez Mariano H. Borinsky  según su voto dijo: 

Analizados los presentes autos, habré de disentir e n 

el presente punto sólo en torno a la privación ileg al de la 

libertad y posteriores torturas que tuvieron como v íctima a 

Luis Alberto Urquiza.  

A tal efecto resulta menester recordar que el 

tribunal tuvo por probado que Gustavo Adolfo Salgad o cumplió 

funciones en la guardia del D2 y que aquél, “…el dí a 12 de 

noviembre de 1976, a las 7:00 horas, oportunidad en  la que por 

debajo de la puerta del domicilio pasó su credencia l para 

citarlo, pues dicha citación la solicitaba el Jefe Telledín. 

Que dentro del móvil, Urquiza le firmó la citación.  Cuando 

llegaron a dependencias del D2, los estaba esperand o Tissera, 

quien le dijo a Urquiza que el Jefe quería hablar c on él, 

llevándolo al despacho de Telleldín…” (situación qu e fue 

afirmada por el propio Salgado)- (fs. 17.560 vta.).  

A ello cabe agregar que la víctima afirmó que una v ez 

desarmado y esposado, Salgado junto con Romano y Ti ssera lo 

pusieron en un banco de cemento y comenzaron a ahog arlo durante 

veinticuatro horas (fs. 17.559 vta.). 

Por otra parte, también se tuvo por acreditado que 

los tormentos aplicados por el absuelto a Urquiza e ncuentran su 

fundamento en problemas personales existentes entre  ellos, 

originados en desacuerdos en torno a las metodologí as empleadas 

por Salgado en los procedimientos y los consecuente s llamados 

de atención hacia Urquiza los que habrían motivado la solicitud 

de cambio de jefe y de guardia por parte de este úl timo. 

Al respecto cabe mencionar que Urquiza relató “…que  

hizo ocho o seis guardias con Salgado y pidió cambi ar de 
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guardia, porque en una oportunidad éste recibió gen te detenida 

que traían de Punilla para entregarla y Salgado los  golpeó de 

arriba a abajo…” (fs. 17.506). 

En vista de lo hasta aquí analizado se observa que 

aún motivado en conflictos personales, Salgado se v alió de la 

estructura implementada por el plan sistemático de represión 

para llevar a cabo la tortura que tuvo como víctima  a Urquiza. 

Es decir, Salgado utilizó el D2 y con ayuda de Roma no y Tissera 

lo interrogó y torturó “mediante el uso de la mojar rita seca y 

metiendo la cabeza en un balde de agua” (fs. 17.506  vta.). 

Por lo que, conforme lo señalaran mis distinguidos 

colegas, no puede desconocerse que, más allá de que  integrara o 

no las “patotas”, Gustavo Adolfo Salgado era Oficia l 

Subayudante en el Departamento Informaciones D2 de la Policía 

de la Provincia de Córdoba encontrándose a cargo de  las 

Guardias de dicho Departamento y que la tortura fue  llevada a 

cabo en un contexto de terrorismo de Estado con pod er omnímodo 

sobre los detenidos, permitiéndoles despojarlos de los derechos 

más elementales inherentes a su personalidad física  y moral de 

modo tal que no sólo se circunscribió a un contorno  geográfico 

-D2- igual al de los otros hechos aquí juzgados, si no que 

además, conforme lo sostuviera el señor fiscal, se trató de una 

modalidad enmarcada en las prácticas corrientes de las sesiones 

de torturas que padecieron todas las víctimas de lo s presentes 

autos. 

Es que a partir de las concretas circunstancias 

comprobadas en la causa, no encuentro impedimento a lguno para 

sostener, que la privación ilegítima de la libertad  y las 
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posteriores torturas padecidas por Luis Alberto Urq uiza 

constituyen parte del ataque generalizado contra la  población 

civil diseñado por el último gobierno militar en el  marco del 

plan sistemático de represión estatal que habilita la 

caracterización de delitos de lesa humanidad y los torna 

imprescriptibles.  

En efecto, no se advierte, objetivamente, reparo 

legal alguno para que los hechos investigados y pro bados, 

ingresen en la categoría de crímenes contra la huma nidad, toda 

vez que las conductas típicas descriptas encuentran  amparo en 

el art. 7, apartado 1, incisos e) y f) del Estatuto  de Roma 

(aprobado por ley 25.390 -B.O 23/1/2001- e implemen tada por ley 

26.200 -B.O. 9/1/2007-). 

Sin embargo, no puede desconocerse que para que 

dichas que conductas puedan ser calificadas como ta les, se 

requiere que aquéllas formen parte de un ataque gen eralizado o 

sistemático a la población civil. Por éste último, a su vez, 

debe entenderse una línea de conducta que implique la comisión 

múltiple de actos como los mencionados contra una p oblación 

civil, de conformidad con la política de un Estado o de una 

organización de cometer esos actos o para promover esa política 

(art. 7, apartado 2, inciso a) del Estatuto de Roma )-(“Molina, 

Gregorio Rafael s/recurso de casación”, Sala IV, ca usa 

nº12.821, reg.162/12, rta. el 17/2/12). 

En consecuencia, conforme fue descripto en el 

capítulo -V-, apartados a) y c), de esta sentencia,  la conducta 

desplegada por Salgado, ingresa en su totalidad en el ataque 

generalizado que constituyó el plan sistemático de represión 

ilegal instaurado durante la última dictadura milit ar, 
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encontrándose dentro de aquellos delitos descriptos  como de 

lesa humanidad, no habiendo operado su prescripción .  

Por lo que teniendo en cuenta que durante la 

audiencia de debate prevista en el art. 363 del C.P .P.N. el 

representante del Ministerio Público Fiscal solicit ó se declare 

a Gustavo Adolfo Salgado, coautor penalmente respon sable de los 

delitos de privación ilegítima de la libertad agrav ada (art. 

144 bis inc. 1º, agravadas por las circunstancias m encionadas 

en el último párrafo en función del art. 142 inc. 1 º del C.P.) 

-6 HECHOS- e imposición de tormentos gravados (art.  144 ter 1º 

párrafo con el agravante dispuesto en el segundo pá rrafo del 

C.P. vigente al momento de los hechos) -6 HECHOS-, todo en 

concurso real (art. 45 y 55 CP) requiriendo se le i mponga la 

pena de quince años de prisión e inhabilitación abs oluta por el 

mismo tiempo de la condena, accesorias legales y co stas; y que 

la apoderada de la querella solicitó se lo declare coautor por 

dominio del hecho de los delitos de privación ilegí tima de la 

libertad agravada e imposición de tormentos agravad a 

imponiéndosele en tal carácter la pena de veinte añ os de 

prisión, petición que fue reeditada en el recurso d e casación; 

se vislumbra que la asistencia técnica de Salgado h a tenido la 

oportunidad de ejercer su derecho de defensa, no só lo en el 

debate oral y público, sino también en el término d e oficina 

(art. 465 del C.P.P.N.) y en la audiencia prevista en el art. 

468 del C.P.P.N.. 

Por lo que en virtud de las consideraciones 

previamente señaladas y en tanto que el ministerio público 

fiscal pide concretamente el reenvío, mientras que el petitorio 
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de la querella solicita la condena pero no tiene un a concreta 

petición de pena entiendo que corresponde hacer lug ar a los 

recursos interpuestos por las partes acusadoras, an ular 

parcialmente el punto dispositivo 46) y la correspo ndiente 

aclaratoria y condenar a Gustavo Adolfo Salgado sól o por el 

delito de privación ilegítima de la libertad agrava da en 

relación a Luis Alberto Urquiza y por el delito de imposición 

de tormentos agravados en relación a aquél debiendo  el a quo , 

previa audiencia de visu , mensurar la pena en conformidad con 

los arts. 40 y 41 del C.P. 

Sin perjuicio de la disidencia reanúdese el voto 

conjunto de los señores jueces Raúl R. Madueño, Lui s María 

Cabral y Mariano H. Borinsky. 

-VII- 

La asistencia técnica de Víctor Pino Cano y Emilio 

Juan Huber afirmó que la calificación de tormentos y tormentos 

seguidos de muerte y agravados por la condición de presos 

políticos de las víctimas es errónea.  

En ese sentido, precisó que resulta atípica la 

conducta tipificada como tormentos seguidos de muer te agravado 

por la condición de preso político de la víctima im putada a 

Emilio Juan Huber toda vez que su actuar debió ser reprochado 

como negligencia “…conducta que recién fue penada p or ley Nro. 

23.097, vigente recién desde el 6 de noviembre de 1 984 al 

incorporar el art. 144 quinto al  Código Penal…”. 

Solicitó además la modificación del encuadramiento 

legal por el cual se condenó a Pino Cano -tormentos  agravados 

por la condición de detenido político de la víctima - por el de 

severidades y vejaciones (art. 144 bis, inc. 3º del  C.P.), 
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requiriendo como consecuencia de ello la reducción del monto de 

pena impuesto y el cambio de la inhabilitación perp etua por 

temporal. 

De la lectura de la sentencia puesta en crisis se 

percibe que los actuales planteos implican una reed ición de los 

ya efectuados en el alegato defensista y satisfacto riamente 

contestados por el tribunal a quo . 

Bajo este orden de ideas, corresponde recordar lo 

allí sostenido en torno a que “…en el caso de las d etenciones 

en unidades carcelarias como las descriptas en el H echo III, no 

podemos minimizar los hechos sometidos a examen, pa ra entender 

que se tratan de simples ´severidades´, en el senti do a que 

alude el art. 144 bis, inc. 3º, C.P.…”. 

En efecto, no puede soslayarse que la Convención 

contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, I nhumanos o 

Degradantes en su art. 1 expresa : “…A los efectos de la 

presente Convención, se entenderá por el término ´t ortura´ todo 

acto por el cual se inflija intencionadamente a una  persona 

dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o me ntales, con 

el fin de obtener de ella o de un tercero informaci ón o una 

confesión, de castigarla por un acto que haya comet ido, o se 

sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccion ar a esa 

persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier 

tipo de discriminación, cuando dichos dolores o suf rimientos 

sean infligidos por un funcionario público u otra p ersona en el 

ejercicio de funciones públicas, a instigación suya , o con su 

consentimiento o aquiescencia. No se considerarán t orturas los 

dolores o sufrimientos que sean consecuencia únicam ente de 
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sanciones legítimas, o que sean inherentes o incide ntales a 

éstas…”. 

A ello debe agregarse, conforme lo señalara el 

tribunal que “…cuando los abusos provienen del Esta do, la 

cuestión reviste una gravedad intolerable para el o rden 

jurídico y un incumplimiento de las precondiciones para la 

existencia de todo Estado de Derecho…” (fs. 17.571 vta.). 

Por lo que no puede obviarse entonces el contexto d el 

plan sistemático instaurado por el gobierno de fact o en el cual 

fueron cometidos los presentes delitos cuya ejecuci ón 

sistemática basada en objetivos políticos los disti nguen del 

delito de severidades y del de negligencia aludidos  por la 

defensa. 

Tal es así que conforme lo señalara el tribunal “…l a 

construcción dogmática pensada por Nuñez –e invocad a por la 

Defensa en su argumentación- para la definición de 

´severidades´ dentro de una cárcel, en el marco de un Estado de 

Derecho, no pudo contemplar ni prever los gravísimo s hechos 

acaecidos décadas más tarde como consecuencia del g olpe de 

Estado y régimen de terror impuesto por la represió n ilegal, 

dentro de las unidades carcelarias del país…” (fs. 17.571 

vta.). 

En virtud de las consideraciones realizadas ut supr a 

corresponde rechazar, en lo que aquí concierne, el recurso 

impetrado. 

-VIII- 

Las defensas plantearon en el marco de los recursos  

de casación interpuestos contra la sentencia la 

inconstitucionalidad de la prisión perpetua y de lo s arts. 1, 
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12 y 13 de la ley 24.660, según su criterio, lesion a derechos 

reconocidos constitucionalmente. Sin embargo, se ad vierte que 

la impugnación a estos puntos no se encuentra debid amente 

fundada en la medida en que lo exige la jurispruden cia de la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación y la de esta  Cámara, 

dado que no se ha puesto de manifiesto –salvo discr epancia de 

los recurrentes con la citada disposición legal- de  qué manera 

se han violado las garantías constitucionales invoc adas,  

recaudos éstos tanto más exigibles si se repara en que la 

resolución puesta en crisis exhibe apoyo concurrent e en las 

distintas normativas, como también cabe destacar qu e la ley 

24.660 tiene por objeto establecer el modo de ejecu ción de la 

pena y de ningún modo el de mensurar la misma. Por lo tanto el 

planteo no tendrá recepción favorable de esta insta ncia. 

-IX- 

  Por su parte la defensa de Jorge Rafael Videla, 

Vicente Meli y Enrique Pedro Mones Ruiz indicó que el a quo  

realizó un razonamiento circular, que invalida el f undamento 

dado, por entender que “…sin el plan no se puede co nstruir la 

autoría mediata para atribuirle los delitos cometid os como 

Comandante en Jefe del Ejército y sin la autoría me diata no hay 

delito para atribuir a Videla, esto es el acusador se queda sin 

manera de construir el grado de participación en lo s hechos…” 

(fs. 18.088 vta.).   

  En vista de los planteos efectuados corresponde 

mencionar que es autor mediato quien actúa mediante  la 

utilización de un agente que actúa como un mero ins trumento. En 

ese sentido, conforme lo sostuviera el a quo al tomar al 
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dominio del hecho como criterio decisivo para la au toría, 

existen tres formas distintas en las que un suceso puede ser 

dominado sin que el sujeto dominador tenga que esta r presente 

al momento en el que el hecho es ejecutado: el domi nador puede 

obligar al ejecutante, puede engañarlo, o puede dar  una orden 

en el marco de un aparato organizado de poder, “el cual asegure 

la ejecución de órdenes incluso sin coacción o enga ño, dado que 

el aparato por sí mismo garantiza la ejecución” (co nf. Roxin, 

Claus, La autoría mediata por dominio en la organiz ación, en 

Revista de Derecho Penal 2005-2, Rubinzal Culzoni, página 9). 

La coacción o el engaño no es necesaria en esta últ ima clase de 

autoría mediata porque el aparato de poder organiza do tiene a 

su disposición a eventuales ejecutantes de la orden  en caso que 

un individuo particular se niegue a ejecutarla. Est a 

fungibilidad del autor directo es la que otorga el dominio del 

hecho al autor mediato, puesto que no necesita de u na persona 

determinada para que su orden sea cumplida, ya que ella será 

irremediablemente ejecutada por alguna –cualquiera–  persona. De 

esta manera, el autor directo –aunque responsable d el 

cumplimiento de la orden en el sentido jurídico pen almente 

relevante– se convierte en un mero instrumento para  el autor 

mediato, quien puede sustituirlo inmediatamente de ser ello 

necesario. Esta circunstancia genera que aquél que imparte la 

orden tenga absoluto dominio del hecho –recuérdese,  a riesgo de 

ser repetitivo, que la negación del autor directo d e ejecutar 

la orden no implicará su inejecución, sino que él s erá 

inmediatamente sustituido por alguien dispuesto a e jecutarla–. 

Si definimos como autor a aquél que tiene dominio s obre el 

hecho, la inclusión del supuesto en estudio dentro del concepto 
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de autor es innegable (conforme “Videla, Jorge Rafa el s/recurso 

de casación, Sala IV de la CFCP, causa nº 14.714, r eg 16.032, 

rta 21/11/2011; en igual sentido ver “Etchecoltaz”,  Sala I, 

causa nº7896, reg. 10.488, rta. 18/5/2007). 

  En sentido coincidente con lo expuesto, Stratenwe rth 

sostiene que “... hay un caso límite en el que, de todos modos, 

se debe atribuir al que obra por detrás la calidad de autor 

mediato, aunque el que obra en forma inmediata domi ne sin 

limitación alguna el suceso concreto: es el caso de l delito 

organizado a través de un aparato de poder ... Aquí  aparecen 

los ‘autores de escritorio’ que en sí mismos no col aboran en la 

ejecución del hecho, pero tienen propiamente el dom inio del 

suceso porque, al disponer de la organización, cuen tan también 

con la posibilidad de convertir las órdenes del ‘ap arato’ en la 

ejecución del hecho. Dado que el sujeto que lleva a  cabo la 

ejecución se puede reemplazar por otro cualquiera, no se 

necesita ni la coacción ni el error para atribuirle  el dominio 

del hecho al que obra por detrás (Stratenwerth, G, Derecho 

Penal, Parte General I, Ed. Di Plácido, 2da. Edició n, Bs. As, 

1999, pág. 242). 

  Explica la doctrina argentina que “[e]n este 

supuesto, el agente actúa como factor decisivo en u na 

estructura compleja, regulada y jerárquicamente org anizada, en 

la que, a medida de que se desciende desde el facto r decisivo 

(el también llamado ‘hombre de arriba’) hacia quien es funcionan 

como ejecutores de propia mano, la identidad de los  factores va 

perdiendo relevancia para la definición del hecho. Al menos en 

un punto de jerarquía los factores son totalmente f ungibles” 
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(Sancinetti, Marcelo A. y Ferrante, Marcelo; El der echo penal 

en la protección de los derechos humanos, Hammurabi , página 

204). 

  La Corte Suprema de Justicia de la Nación (Fallos  

309:5), por su parte, señala la aplicación al caso del Código 

de Justicia Militar, en ese sentido expresa que el artículo 514 

disponía: "Cuando se haya cometido delito por la ej ecución de 

una orden del servicio, el superior que la hubiere dado será el 

único responsable, sólo será considerado cómplice e l inferior, 

cuando éste se hubiera excedido en el cumplimiento de dicha 

orden". En virtud de ello, entendieron que, al esta blecer que 

en los delitos cometidos en la ejecución de una ord en de 

servicio el único responsable era el superior que l a había 

dado, la ley estaba dando a éste el carácter de aut or, ya que 

no puede haber delito sin autor, y concluyeron que la ley 

adoptaba un criterio material basado en la especial  relación de 

subordinación existente en el ámbito militar (ver “ Videla, 

Jorge Rafael s/recurso de casación, Sala IV de la C FCP, causa 

nº 14.714, reg. 16.032, rta 21/11/2011). 

  Bajo este orden de ideas, concluyeron que la 

legislación argentina recepta la autoría mediata en  el artículo 

514 del C.J.M., cuando considera exclusivamente res ponsable al 

superior en algunos casos, y junto a sus subordinad os en otros, 

en oportunidad de cometerse un delito en ejecución de un acto 

de servicio. En ese sentido, el doctor Fayt, señaló  que también 

la autoría mediata está contemplada en el artículo 45 del 

Código Penal, que al regular la participación casti ga como 

autores a los que hubieran “determinado a otro”. 

  Indicaron como una característica relevante de es ta 
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forma de aparición de la autoría mediata, “el domin io que posee 

quien maneja discrecionalmente el sistema, no ya so bre una 

voluntad concreta, sino sobre una voluntad indeterm inada puesto 

que, cualquiera sea el ejecutor de la orden delicti va, el hecho 

se puede producir". “Ello así toda vez que otra de las notas 

salientes de esta forma de autoría es la fungibilid ad del 

autor, quien no opera individualmente sino como un engranaje 

dentro del sistema, bastándole al autor con control ar los 

resortes de la estructura, pues aun cuando uno de l os 

ejecutores eluda la tarea, será reemplazado en form a inmediata 

por otro, que la efectuará”. 

   Analizada la cuestión, cabe precisar que todos 

los hechos imputados a los recurrentes fueron debid amente 

probados por el tribunal, sin ser suficientes los e sfuerzos 

defensistas para desvirtuar los argumentos esgrimid os por el a 

quo  en torno a las reglas sobre la autoría y participa ción. 

      -X- 

 En cuanto a la mensuración de la pena prevista en 

los arts. 40 y 41 del C.P.,  a la luz de lo solicitado por las 

defensas y con el fin de una amplia revisión de la sentencia 

puesta en crisis, conforme con los lineamientos est ablecidos 

por la Corte Suprema de Justicia de la Nación in re  “Recurso de 

hecho deducido por la defensa de Matías Eugenio Cas al en la 

causa Casal, Matías Eugenio y otro s/robo simple en  grado de 

tentativa -causa nº 1681-“, resuelta el 20/09/05, y  atento al 

deber de esta Alzada de agotar la capacidad revisor a en el caso 

concreto, resulta menester recordar que el sistema de 

determinación de la pena en nuestro derecho indica que se deben 
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tomar en cuenta las circunstancias atenuantes o agr avantes 

particulares de cada caso (art. 40 C.P.) y valorarl as de 

acuerdo con las pautas enunciadas por el art. 41 de l mismo 

cuerpo normativo. Este último enumera cuáles son al gunos de los 

criterios decisivos para fijar la pena. El primero de sus 

incisos se refiere a la naturaleza de la acción, lo s medios 

empleados para ejecutarla y la extensión del daño  y el peligro 

causados, por su parte el segundo inciso prevé la e dad, 

educación, conducta precedente del sujeto, calidad de los 

motivos que lo determinaron a delinquir, su partici pación en el 

hecho, reincidencias y demás circunstancias que dem uestren su 

peligrosidad (cfr. Ziffer, Patricia, “Lineamientos de la 

determinación de la pena”, Buenos Aires, 2005, pág.  115). 

 En ese sentido respecto de la modalidad del 

accionar ponderado por el a quo  cabe referir que el hecho es el 

primer punto de partida para graduar la sanción don de resulta 

decisivo saber cuáles fueron los medios que empleó el autor, la 

hora y el lugar, esas circunstancias (art. 41, inc.  2, del 

C.P.) sirven para demostrar la gravedad del suceso.  

 En el caso de José San Julián, Juan Emilio Huber, 

Víctor Pino Cano, Carlos Ibar Pérez, Mirta Graciela  Antón y 

Fernando Martín Rocha el tribunal tomó en considera ción como 

agravantes la magnitud de los hechos, la extensión del daño 

causado, la naturaleza de las acciones y la peligro sidad puesta 

en evidencia por la utilización de los aparatos del  Estado para 

la comisión de delitos de suma gravedad en perjuici o de las 

víctimas. 

 Analizar lo precedente no significa realizar una 

doble valoración, puesto que ya constituye el funda mento del 
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tipo penal, sino que es necesario a fin de tomar en  cuenta las 

circunstancias para evidenciar la intensidad con qu e se 

manifestó el hecho (cfr. ob. cit. , págs. 130/1). 

 Por otra parte, en torno a los atenuantes se 

valoró la falta de antecedentes penales de los nomb rados. 

 En efecto, los miembros del Tribunal a quo  dieron 

fundadas razones por las que entendieron que el mon to de la 

sanción se aleja del mínimo establecido para el tip o penal. En 

ese sentido, la decisión de los  magistrados respec to de la 

individualización de la pena en cada uno de los imp utados está 

fundamentada en criterios racionales explícitos y l os  

parámetros utilizados fueron elaborados a partir de l 

ordenamiento jurídico, estructurando el complejo de  

circunstancias relevantes del caso, por otra parte los 

magistrados realizaron un adecuado análisis de las condiciones 

personales de los causantes con arreglo a las pauta s de los 

artículos 40 y 41 del código de fondo y que resulta n 

suficientes para fundamentar la pena impuesta en au tos. A tal 

efecto, debe recordarse que las normas mencionadas contienen 

pautas que guían al juez pero que no son taxativas.  

 Bajo estas consideraciones, del recurso se 

desprende que las defensas sólo exteriorizan su dis enso con el 

criterio valorativo del tribunal de mérito en punto  al quantum  

de la pena discernida, sin conseguir con ello evide nciar el 

quebrantamiento preceptivo denunciado, en tanto que  no acreditó 

que la sanción que efectivamente recayó fuera incon ciliable con 

la naturaleza y características de los hechos en cu estión, la 

personalidad de los acusados y las restantes pautas  
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mensurativas, lo que constituye un obstáculo para c onsiderar su 

pretensión. 

 En tal sentido, cabe destacar que la 

cuantificación punitiva resulta ser “un poder exclu sivo del 

tribunal de juicio que no constituye motivo legal d e casación 

y, por tanto, no resulta revisable por el tribunal,  excepto -

claro que de- en el caso de ejercicio arbitrario… l a falta de 

fundamentación de la sentencia no puede consistir e n una mera 

discrepancia con el monto de la pena impuesta dentr o de la 

escala penal aplicable, por cuando –como bien se co noce- el 

desacuerdo no es sinónimo de arbitrariedad.” 

Aunado a que las impresiones dejadas por el imputad o 

escapan, por falta de inmediación, al control de es ta instancia 

casatoria, sólo debe ser revisable el razonamiento seguido por 

los jueces para aplicar correctamente la ley (“Prot to, Martín 

Nahuel s/recurso de casación”, Sala I, causa nº13.9 62, reg. 

19.543, rta. 17/5/2012; “Sibilla, Alberto J. s/recu rso de 

casación”, Sala II, causa nº8568, reg. 19.554, rta.  el 

13/12/11). 

-XI- 

 a. La asistencia técnica de Jorge Rafael Videla 

manifestó que la decisión del tribunal lo agravia p or 

inobservancia de la ley penal sustantiva (art. 456 inc. 1 CPPN) 

en razón que, debiendo disponer la continuación de la prisión 

domiciliaria a su pupilo, optó por una solución que  no está 

contemplada en el ordenamiento legal.  

 Señaló en ese sentido que “…la detención 

domiciliaria sigue siendo detención, con lo cual no  existe 

riesgo procesal, éste último ya fue analizado y neu tralizado 



                                        Causa n° 14.571  –Sala I- 
  VIDELA,  Jorge Rafael y otros 
                                     s/recurso de casación. 
 
 
 

VöÅtÜt YxwxÜtÄ wx Vtátv|™Ç cxÇtÄ 
 
 
 
 
 
 
 

367 
 
 
 

con la disposición de la cautelar. En este caso, la  detención 

domiciliaria se asimiló a excarcelación, y por ello  acude a 

parámetros como el riesgo procesal a fin de meritua r si procede 

o no la concesión del beneficio solicitado. Esta eq uiparación 

sin base legal y fáctica torna inválido por infunda do el 

razonamiento…” (fs. 18.080 vta.). 

A su vez, agregó que su defendido se encuentra dent ro 

de los parámetros que imponen los arts. 10, inc. d) , del Código 

Penal, 33 de la ley 24.660 y 443 del C.P.P.N., ya q ue a la 

fecha, el mismo cuenta con los requisitos legales e xigidos para 

continuar gozando del beneficio oportunamente otorg ado -85 años 

de edad-. 

Por su parte la defensa de Luciano Benjamín Menénde z 

peticionó que, en el caso de que la sentencia quede  incólume, 

se le mantenga a su asistido la prisión domiciliari a por 

estrictas cuestiones de salud que lo están llevando  a  la 

muerte. Asimismo solicitó a esta Sala, proceda a da rle trámite 

incidental a este punto por cuerda separada, atento  a que fuera 

denegado el pedido en la sentencia final y haberse hecho 

reserva de casación. 

Expresó que los sentenciantes no han dado ningún ti po 

de fundamento capaz de justificar la revocatoria de  la prisión 

domiciliaria oportunamente acordada a su asistido, enfatizó que 

la falta de toda referencia sobre el punto resulta 

particularmente grave pues afecta derechos fundamen tales. 

Reseñó que aun cuando esté condenado y hasta tanto su 

sentencia no quede firme, su defendido goza de pres unción de 

inocencia, principio que se encuentra resguardado p or el art. 
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18 de la Constitución Nacional, art. 8, inc. 2 de l a Convención 

Americana de Derechos Humanos; art. XXVI de la Decl aración 

Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y ar t. 14, inc. 

2 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y  Políticos. 

Explicó que tanto en nuestra legislación nacional 

interna como en los tratados internacionales a los cuales 

adhirió nuestro país, el trato diferencial fundado en la clase 

de delitos cometidos no está contemplado, por lo co ntrario, 

rige el principio de igualdad ante la ley art. 16 d e la CN. 

Al respecto, citó jurisprudencia de esta Cámara que  

avala su postura y resaltó que en las últimas modif icaciones a 

la ley 24.660 (ley 26.472), se discutió, tanto en c omisiones 

como durante el debate parlamentario la exclusión d el beneficio 

de prisión domiciliaria para los procesados y conde nados por 

delitos de lesa humanidad, no habiendo tenido favor able acogida 

las iniciativas tendentes a consagrar una restricci ón 

excepcional de esa naturaleza, con lo cual resulta claro que el 

legislador no admitió privar a imputados por este t ipo de 

delitos de la posibilidad del arresto domiciliario.  

Por su parte, la defensa de Calixto Luis Flores 

solicitó se admita el presente recurso con efecto s uspensivo y 

se ordene la inmediata libertad de su asistido, mie ntras se 

sustancie el presente recurso. 

Asimismo, destacó que la prisión preventiva 

constituye una prisión anticipada que carece de leg alidad 

constitucional conforme lo establece el art. 18, po r tanto 

cualquier norma procesal contraria como la de los a rts. 312, 

313 y 319 del C.P.P.N. son inconstitucionales. 

Finalmente, la asistencia técnica de Jorge González  
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Navarro se agravió en torno a la orden de dejar sin  efecto la 

prisión domiciliaria concedida oportunamente a su d efendido, 

por entender que la misma carece de fundamentación lógica y 

legal para disponer la modificación de la situación  procesal. 

Alegó que “…no se encuentra fundado el motivo por e l 

cual el Tribunal resolvió revocar el arresto domici liario que 

venía cumpliendo mi asistido hasta el día 22 de dic iembre, por 

entender que persisten las condiciones que imponen los arts. 10 

inc. d) del Código Penal, 33 de la ley 24.660 y 443  del 

C.P.P.N., …ello sin perjuicio de una sentencia cond enatoria no 

firme…”. 

Informó al respecto que su defendido tiene 80 años y 

cuenta con la asistencia de su esposa María Carlota  Carvajal, 

quien se encuentra asumiendo su guarda.  

La asistencia técnica de Miguél Ángel Pérez, Carlos  

Ibar Pérez y Raúl Eduardo Fierro indicó que el camb io de lugar 

de alojamiento no tuvo una adecuada fundamentación en torno a 

la aplicación de la medida coercitivamente más grav osa, fue 

incongruente e inobservó la ley sustantiva. 

Estimó que el tribunal no reparó en la igualdad de 

condiciones que tenían Fierro y Rodríguez -actualme nte 

fallecido- (ambos más de 80 años) para continuar al ojados en su 

domicilio, poniendo en conocimiento del tribunal el  delicado 

estado de salud de Rodríguez. 

Solicitó sea mantenida la prisión domiciliaria de 

Raúl Eduardo Fierro por el efecto suspensivo que co ncede el 

art. 442 del C.P.P.N. y por el principio de inocenc ia vigente 

mientras no haya una sentencia firme (art. 33 de la  ley 24.660) 
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toda vez que subsisten las razones que impusieron l a conexión 

de ese beneficio, cuyo fundamento son las razones h umanitarias 

y de salud. 

Finalmente, invocando doctrina de la Sala III de es ta 

Cámara subrayó que hasta que no adquiera firmeza el  fallo 

puesto en crisis los jueces no pueden variar las ci rcunstancias 

existentes. 

Durante la audiencia de debate prevista por el art.  

465, párrafo quinto, del C.P.P.N. Mauricio Carlos P oncet y su 

asistencias técnica solicitaron la incorporación al  sistema de 

prisión domiciliaria toda vez que se encuentra en u n estado de 

salud delicado y cumple con el requisito de edad pr evisto 

legalmente.  

b.  Los señores jueces Raúl R. Madueño  y Luis María 

Cabral  dijeron: 

Que en referencia a los agravios traídos a estudio 

por las defensas de Carlos Ibar Pérez, Miguel Ángel  Pérez y 

Calixto Luis Flores, hemos de recordar que nuestro Máximo 

Tribunal, lleva dicho que “…la expresa indicación d el procesado 

de recurrir ante el tribunal impide considerar firm e al 

pronunciamiento…”, y que, en ese sentido, “…los jue ces 

anteriores en jerarquía confundieron la suspensión de los 

efectos –que hacen a la ejecutabilidad de las sente ncias- con 

la imputabilidad –propia de la cosa juzgada- que re cién 

adquirió el fallo condenatorio […] con la desestima ción de la 

queja dispuesta por este Tribunal…” (C.S.J.N., O. 3 00. XL, 

Recurso de Hecho, “Olariaga, Marcelo Andrés s/causa  35/03 ‘O’, 

del 26 de junio de 2007, considerandos 6º y 7º, con  cita en 

Fallos: 310:1797). 
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En punto a lo expuesto, y en virtud de no encontrar se 

firme la sentencia condenatoria, remítanse los auto s al 

tribunal de origen a fin de que adecuen –en cada ca so en 

particular- la sentencia a la doctrina aquí sentada , debiendo 

hacerla extensiva a sus consortes de causa. 

Sin perjuicio de ello, debe señalarse que la 

situación procesal de Jorge Rafael Videla resulta 

sustancialmente distinta toda vez que se encuentra cumpliendo 

condena firme en otras causas lo que le impide acce der a la 

modalidad solicitada. Es que más allá de que desde el momento 

en el que el tribunal tuvo por probada su culpabili dad y quedó 

firme dicha resolución, sin duda alguna cesó el est ado de 

incertidumbre que padecía el imputado concebido por  el 

legislador como condición inexcusable para viabiliz ar el 

beneficio impetrado, lo cierto es que su pedido no se encuentra 

fundado en las razones previstas en los arts. 10 de l C.P. y 32 

y 33 de la ley 24.660. 

  Por tal motivo corresponde rechazar la solicitud de 

prisión domiciliaria realizada por la asistencia té cnica de 

Jorge Rafael Videla, toda vez que al momento se enc uentra 

alojado en Campo de Mayo cumpliendo una condena fir me por otros 

hechos (Fallos 309:5). 

Respecto de Luciano Benjamín Menéndez resulta 

inoficioso expedirse en tanto que éste se encuentra  cumpliendo 

pena por una condena firme (CSJN “Bussi, Antonio Do mingo 

s/causa 9822”, B.445XLVI, rta. el 29/12/10) en pris ión 

domiciliaria por cuestiones de salud. Igual respues ta debe 
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darse a los condenados Jorge González Navarro y Raú l Eduardo 

Fierro quienes, si bien no se encuentran cumpliendo  pena por 

otra condena firme, actualmente se encuentran bajo aquella 

modalidad de detención. 

Por otra parte, en torno a las manifestaciones  

expuestas por Mauricio Poncet y su defensa en la au diencia del 

465, párrafo quinto, del C.P.P.N. referidas a su av anzada edad 

y estado de salud actual, impiden de momento pronun ciarse 

acerca del pedido de prisión domiciliaria impetrado  en la 

misma. 

Ello así, dada la naturaleza de la cuestión que aqu í 

se debate y lo manifestado por la defensa respecto al estado de 

salud por el que atraviesa el imputado, resulta nec esario que 

se arbitren, por quienes corresponda, la asistencia  médica, 

tratamiento y controles que sean requeridos para at ender las 

necesidades que sus patologías requieren, así como la 

realización de otras medidas que permitan resolver a la 

brevedad la petición de la defensa. (cnfr. Sala I i n re: 

“Marcelo Eduardo Barberis s/recurso de casación”, r eg: 18.832, 

rta. el 17/11/2011). 

En consecuencia, corresponde remitir las actuacione s 

al tribunal de origen a fin de que practique los es tudios 

necesarios y resuelva sobre la nueva petición de la  defensa. 

El señor juez Mariano H. Borinsky según su voto dijo : 

Contrariamente a lo sostenido por mis distinguidos 

colegas, habré de disentir en el presente punto, to da vez que 

entiendo que de la lectura del decisorio puesto en crisis, no 

surge la existencia de los vicios señalados por los  

recurrentes, toda vez que se advierte que el tribun al a quo  ha 
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realizado un juicio amplio y crítico de probabilida d para 

evaluar riesgos procesales a la luz de la jurisprud encia 

sentada por la C.S.J.N. en la materia. 

En tal contexto, es menester tener presente, tal co mo 

lo sostuve in re : Sala IV, “Gulielminetti, Raúl Antonio 

s/recurso de casación”, causa nº 15.212, reg. nº 55 5/12, rta. 

el 18/4/2012, que la gravedad de las penas impuesta s a Jorge 

Rafael Videla, Luciano Benjamín Menéndez, Calixto L uis Flores y 

Jorge González Navarro, homologadas en esta instanc ia, se 

constituyen como un elemento de especial relevancia  a la luz de 

los estándares definidos por la Corte Suprema de Ju sticia de la 

Nación –por remisión al Sr. Procurador ante la Cort e- para 

evaluar riesgos procesales en causas donde se inves tigan y 

juzgan delitos de lesa humanidad (cfr. Causa “Vigo,  Alberto 

Gabriel” –V.621. XLV- cuyos fundamentos fueron comp artidos, en 

lo pertinente, por la C.S.J.N. el 14/9/2010; en sim ilar 

sentido, C.S.J.N. “Pereyra” P.666 –XLV-, del 13/11/ 210; 

“Binotti” B.394 –XLV- del 14/12/2010; “Clements” C. 412 –XLV- 

del 14/12/2010; “Altamira” A.495 –XLV- del 14/12/20 10, entre 

otros). 

En este orden de ideas, vale destacar que aunque lo s 

precedentes de cita resultan antecedentes en los qu e estaba la 

libertad de los imputados (excarcelación), ello no empece a que 

de ellos surjan pautas que deban ser evaluadas al t iempo de 

analizar riesgos procesales para decidir cuestiones  como las 

que también se tratan en el sub lite , habida cuenta que la 

concesión del arresto domiciliario comporta, objeti vamente, un 

aumento en el riesgo de fuga en casos donde los imp utados 
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fueron condenados a penas de prisión de cumplimient o efectivo, 

máxime si tenemos en cuenta que las mismas han sido  homologadas 

en esta sentencia. 

Además, cabe destacar el especial deber de cuidado 

que deberán observar los jueces al momento de evalu ar riesgos 

procesales a partir de la modalidad de comisión de los hechos 

por la que fueran condenados Videla, Menéndez, Flor es y 

González Navarro, fue reafirmado por nuestro Alto T ribunal en 

la causa O.83 XLVI, “Otero, Eduardo Aroldo s/causa 12.003”, con 

remisión al dictamen del Procurador General de la N ación cuyos 

fundamentos fueron compartidos, en lo pertinente, p or nuestro 

Alto Tribunal el 1/11/2011 (en igual sentido, causa  D.174 XLVI, 

“Daer, Juan de Dios s/causa 11.874”, del 1/11/2011) . 

Es importante destacar, asimismo, que el objetivo 

incremento del riesgo de fuga que importa, como ya se ha 

mencionado, la concesión del beneficio del arresto domiciliario 

o excarcelación, configura un supuesto del cual pod ría 

derivarse una sanción para el Estado argentino. Ell o así, en 

tanto la responsabilidad internacional del Estado n acional no 

se agota con la obligación de investigar y juzgar a  los 

responsables de los crímenes de lesa humanidad ocur ridos en el 

país en el período histórico que relevan las presen tes 

actuaciones, sino que se extiende también en el deb er de 

sancionar a sus responsables, tal como surge de los  precedentes 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en l os 

precedentes “Barrios Altos” (sentencia del 14 de ma rzo de 2001, 

Serie C Nº 75) y “Almonacid” (sentencia del 26 de s eptiembre de 

2006, Serie C Nº 154), receptados por la Corte Supr ema de 

Justicia de la Nación in re  “Simón”  (Fallos: 328:2056) y 
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“Mazzeo” (Fallos: 330:3248).    

Por lo expuesto considero que no debe hacerse lugar  a 

las impugnaciones aquí solicitadas. 

-XII- 

Por todo lo expuesto, y en mérito al acuerdo que 

antecede, el Tribunal RESUELVE: 

I) Por unanimidad, RECHAZAR los recursos de casación 

interpuestos por las defensas de Jorge Rafael Videl a, Luciano 

Benjamín Menéndez, Calixto Luis Flores, Jorge Gonzá lez Navarro, 

Carlo Alfredo Yanicelli, Fernando Martín Rocha, Jos é Eugenio 

San Julián, Víctor Pino Cano, Emilio Juan Huber, Mi guel Ángel 

Pérez, Raúl Eduardo Fierro, Miguel Ángel Gómez, Mir ta Graciela 

Antón, Alberto Luis Lucero, Juan Eduardo Molina, Ya mil Jabour, 

Vicente Meli, Enrique Pedro Mones Ruiz, Gustavo Ado lfo Alsina, 

Mauricio Carlos Poncet y Marcelo Luna, con costas ( arts. 530 y 

531 del Código Procesal Penal de la Nación).  

II)  Por mayoría, RECHAZAR el recurso de casación 

interpuesto por el representante del Ministerio Púb lico Fiscal, 

doctor Maximiliano Hairabedián, sin costas (arts. 5 30 y 532 del 

Código Procesal Penal de la Nación). 

III) Por mayoría, RECHAZAR PARCIALMENTE el recurso de 

casación interpuesto por la parte querellante, sin costas 

(arts. 530 y 531 del Código Procesal Penal de la Na ción). 

IV)  Por mayoría, HACER LUGAR PARCIALMENTE a los 

recursos de casación interpuestos por el fiscal Car los Gonella 

y por la parte querellante en lo que respecta a Gus tavo Adolfo 

Salgado , ANULAR el punto dispositivo 46) y su correspondie nte 
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aclaratoria, y REENVIAR a la instancia anterior par a que por 

donde corresponda se realice una nueva sustanciació n del debate 

y dictado de sentencia en legal forma (arts. 471, 5 30 y 531 del 

Código Procesal Penal de la Nación). 

V)  Por mayoría, HACER LUGAR PARCIALMENTE al recurso 

interpuesto por la defensa de Carlos Ibar Pérez, si n costas, y 

disponer al tribunal a quo  que adecue la situación del nombrado 

conforme los parámetros establecidos en el capítulo  XI de la 

presente y los precedentes del Alto Tribunal que re gulan la 

materia, y en consecuencia hacer extensivos los lin eamientos 

trazados a los restantes imputados (arts. 471, 530 y 531 del 

Código Procesal Penal de la Nación). 

VI)  Devolver la presente causa al tribunal de origen 

a los fines dispuestos en los arts. 59 y 62 del Cód igo Penal en 

tanto que según consta del certificado médico de de función 

remitido por el tribunal (fs. 18.690), Hermes Oscar  Rodríguez 

habría fallecido el día 28 de marzo del corriente a ño. 

 VII) Tener presentes las reservas de caso federal y 

de inconstitucionalidad. 

Regístrese, adjúntese el índice como anexo de la 

presente, notifíquese y remítase al tribunal de ori gen, 

sirviendo la presente de atenta nota de envío. 

 

 

    Raúl R. Madueño 

 

Luis María Cabral   Mariano Hernán Borinsky 

 

 



                                        Causa n° 14.571  –Sala I- 
  VIDELA,  Jorge Rafael y otros 
                                     s/recurso de casación. 
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Reg. nro. 19.679 

 

 

 

 

 


